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JEFATURA DE ESTADO

Empleo. Medidas urgentes

REAL DECRETO-LEY 1/2011, de 11 de 
febrero, de medidas urgentes para pro-
mover la transición al empleo estable y la 
recualificación profesional de las personas 
desempleadas. («BOE» núm. 37 de 12 de 
febrero de 2011.)

La Declaración del Diálogo Social 
para el impulso de la economía, el em-
pleo, la competitividad y el progreso so-
cial, firmada en julio de 2008 por el Go-
bierno, CEOE, CEPYME, CC.OO. y UGT, 
establece que «entre las fortalezas de 
nuestro sistema económico está sin duda 
el Diálogo Social que el Gobierno y los 
Interlocutores Sociales convienen en re-
forzar y dotar de mayor relevancia ante la 
nueva situación».

En este marco, el 2 de febrero de 2011, 
el Gobierno y los Interlocutores Sociales 
han suscrito el Acuerdo Social y Econó-
mico para el crecimiento, el empleo y la 
garantía de las pensiones, que aborda, 
entre otras medidas, la reforma de las 
Políticas Activas de Empleo, incluyendo 
programas de carácter extraordinario y 
urgente para la situación coyuntural. Las 
líneas acordadas sobre esta reforma, y 

que son tenidas en cuenta en el presente 
real decreto-ley, tienen como principal 
objetivo mejorar la eficiencia de nuestras 
políticas de empleo; un objetivo que se 
manifiesta con mayor necesidad y ur-
gencia de alcanzarlo en la situación ac-
tual de la economía y el empleo.

La consecuencia más grave de la crisis 
económica y financiera en nuestro mer-
cado laboral es el importante aumento de 
las personas en situación de desempleo. 
La encuesta de población activa, corres-
pondiente al cuarto trimestre de 2010, 
cifra la tasa de paro en el 20,33 %, doce 
puntos por encima de la existente a fi-
nales de 2007. Este nivel de desempleo, 
que afecta a cerca de 4.700.000 per-
sonas, constituye un coste personal y so-
cial para muchos trabajadores y trabaja-
doras y para sus familias; y, además, su-
pone un lastre inasumible para el 
crecimiento de nuestra economía y del 
empleo.

En esta coyuntura adversa ya se de-
tectan actividades que están generando 
empleo y a las que se debe prestar más 
atención para favorecer su crecimiento, 
pero son las ramas de actividad que más 
puestos de trabajo han perdido durante la 
crisis las que, en los años anteriores a la 
misma, crearon más empleo (principal-
mente construcción, industria manufac-

Disposiciones generales
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turera, comercio, hostelería y servicios de 
comidas y bebidas). Además, son activi-
dades con un fuerte peso en la ocupación 
total y en las que se da la mayor concen-
tración de empleo temporal.

Esto ilustra los problemas estructurales 
de nuestra economía y sus repercusiones 
en el funcionamiento y la situación actual 
del mercado de trabajo. Lo que viene a 
confirmar la necesidad inaplazable de 
promover un cambio de modelo produc-
tivo que permita a la economía española 
seguir avanzando hacia un crecimiento 
económico robusto y sostenido que se 
traduzca en un nivel de creación de em-
pleo capaz de reducir el número de per-
sonas desempleadas.

Para afrontar esta situación, el Go-
bierno está acometiendo un conjunto de 
reformas estructurales y medidas urgentes 
en el marco de la Estrategia de Economía 
Sostenible, destinadas a acelerar la reno-
vación de nuestro modelo productivo con 
la finalidad de hacer más resistente 
nuestra economía frente a las perturba-
ciones externas, mejorar su competiti-
vidad a medio y largo plazo, fortalecer 
los pilares de nuestro estado de bienestar 
y generar más empleo. En esta línea se 
sitúan, en lo que concierne al ámbito la-
boral, las medidas urgentes para la re-
forma del mercado de trabajo, y las ac-
tuaciones en el ámbito fiscal, laboral y 
liberalizadoras para fomentar la inver-
sión y la creación de empleo.

Asimismo, dentro de esta perspectiva 
integral en el impulso de las reformas que 
nuestro país necesita en el contexto eco-
nómico y laboral en que nos encontramos, 
adquieren su justificación y plena dimen-
sión las medidas urgentes para la mejora 
de la situación del empleo que se esta-
blecen en el presente real decreto-ley.

II

En la dirección del objetivo de mejorar 
la situación del empleo en nuestro país, y 
como medida de carácter coyuntural, es 
necesario poner en marcha en 2011 un 
plan de choque, con efectividad a corto 
plazo, dirigido especialmente a la reduc-
ción del desempleo de jóvenes y personas 
en paro de larga duración, a la recualifica-
ción profesional de las personas que hayan 
agotado la protección por desempleo y a 
la realización de acciones de mejora de la 
empleabilidad para personas con espe-
ciales dificultades de inserción laboral, 
derivadas de su baja cualificación.

La primera medida contemplada en 
este real decreto-ley es un programa ex-
cepcional de empleo para la transición 
hacia la contratación estable, que per-
sigue incrementar las posibilidades de 
colocación de los jóvenes y personas en 
desempleo de larga duración mediante 
una reducción muy importante de las 
cuotas empresariales a la Seguridad So-
cial –que puede llegar al 100 %– para las 
empresas que creen nuevos puestos de 
trabajo a tiempo parcial, siempre que la 
jornada oscile entre el 50 % y el 75 % de 
la habitual y la duración del contrato no 
sea inferior a seis meses.

Además, se prevé que, en el caso de 
que estos contratos tengan naturaleza 
temporal, su transformación en indefi-
nidos, en las condiciones previstas en la 
norma, podrá dar lugar a la obtención de 
otros beneficios.

La segunda medida es un programa de 
recualificación profesional de las per-
sonas que agoten su protección por des-
empleo, basado en acciones de políticas 
activas de empleo que permitan su recua-
lificación para incorporarse a nuevos 
puestos de trabajo, especialmente en sec-
tores emergentes y con potencial de cre-
cimiento. Las personas participantes en 
estas acciones con menores rentas po-
drán recibir una ayuda económica de 
acompañamiento del 75 % del IPREM 
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mensual, durante un máximo de seis 
meses.

Una tercera medida consiste en ac-
ciones de mejora de la empleabilidad 
que, fruto de la realización de itinerarios 
individuales y personalizados de empleo, 
combinen actuaciones de orientación y 
formación para el empleo dirigidas a jó-
venes, mayores de 45 años en situación 
de desempleo de larga duración, per-
sonas procedentes del sector de la cons-
trucción u otros sectores afectados por la 
crisis que, dentro de estos colectivos, 
tengan dificultades de inserción laboral 
derivadas de su baja cualificación.

Finalmente, para responder mejor a las 
necesidades de recualificación de las per-
sonas desempleadas, y así incrementar 
sus oportunidades de acceso a un empleo 
en la coyuntura actual, se dispone que 
durante el año 2011, en los planes de 
formación de oferta dirigidos prioritaria-
mente a personas ocupadas, la participa-
ción de personas desempleadas oscilará 
entre el 20 % y el 40 % respecto del total 
de personas que inician la formación.

III

La gravedad de la situación del em-
pleo, ya expuesta, no permite aplazar la 
adopción de medidas que estimulen la 
contratación, ni de las que se dirigen a 
incrementar las oportunidades de empleo 
para grupos específicos de trabajadores 
mediante la mejora de su empleabilidad, 
especialmente de los que han agotado la 
protección por desempleo. Estas medidas, 
con efectividad inmediata, tienen un ca-
rácter excepcional y, en consecuencia, 
están limitadas en el tiempo.

Finalmente, procede destacar la parti-
cipación que las Comunidades Autó-
nomas y los Interlocutores Sociales han 
tenido, con sus aportaciones, en el esta-
blecimiento de las bases que han orien-
tado las medidas contenidas en este real 
decreto-ley, que, como se ha dicho ante-

riormente, forman parte esencial del 
Acuerdo Social y Económico suscrito 
entre el Gobierno y los Interlocutores So-
ciales el 2 de febrero de 2011.

Por consiguiente, la necesidad de la 
inmediata aplicación de las medidas que 
se adoptan constituye el hecho habilitante 
de extraordinaria y urgente necesidad que 
la Constitución exige en su artículo 86 
para aprobar este real decreto-ley.

En su virtud, en uso de la autorización 
contenida en el artículo 86 de la Consti-
tución española, a propuesta del Ministro 
de Trabajo e Inmigración y previa delibe-
ración del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 11 de febrero de 2011, 
dispongo:

Artículo 1.  Programa excepcional de 
empleo para la transición hacia la con-
tratación estable.

1.  Podrán acogerse a las medidas 
previstas en este articulo las empresas 
que contraten, dentro del periodo de los 
doce meses siguientes a la entrada en 
vigor de esta norma, de forma indefinida 
o temporal, a personas desempleadas ins-
critas ininterrumpidamente en la oficina 
de empleo al menos desde el 1 de enero 
de 2011, mediante un contrato de trabajo 
a tiempo parcial, y que reúnan alguno de 
estos requisitos:

a)  Tener una edad igual o inferior a 
30 años.

b)  Llevar inscritas en la Oficina de 
Empleo al menos doce meses en los die-
ciocho meses anteriores a la contrata-
ción.

La jornada de trabajo de estos con-
tratos deberá estar entre el 50 % y el 75 
% de la de un trabajador a tiempo com-
pleto comparable. A estos efectos se en-
tenderá por trabajador a tiempo completo 
comparable lo establecido en el artículo 
12 del Estatuto de los Trabajadores, texto 
refundido aprobado por Real Decreto Le-
gislativo 1/1995, de 24 de marzo.
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En estos casos, las empresas tendrán 
derecho, durante los doce meses si-
guientes a la contratación, a una reduc-
ción del 100 % en todas las cuotas em-
presariales a la Seguridad Social, si el 
contrato se realiza por empresas cuya 
plantilla sea inferior a 250 personas, o 
del 75 %, en el supuesto de que la em-
presa contratante tenga una plantilla 
igual o superior a esa cifra.

2.  En los supuestos de contratos tem-
porales, podrán acceder a las reducciones 
de cuotas reguladas en este artículo los 
que se concierten por una duración ini-
cial prevista igual o superior a seis meses, 
mediante cualquier modalidad de contra-
tación de duración determinada o tem-
poral, incluida la modalidad del contrato 
en prácticas, que permita su celebración 
a tiempo parcial conforme a lo estable-
cido legalmente.

En ningún caso se podrá aplicar esta 
reducción a los contratos de trabajo cele-
brados bajo las modalidades de interi-
nidad y de relevo.

3.  Cuando los contratos a que se re-
fiere este artículo se celebren con per-
sonas desempleadas que, cumpliendo los 
requisitos previstos en el apartado 1, sean 
personas con discapacidad, o tengan 
acreditada la condición de víctima de 
violencia de género o de violencia do-
méstica, o se encuentren en situación de 
exclusión social, las empresas podrán 
optar por aplicar las reducciones de 
cuotas establecidas en este artículo o las 
bonificaciones reguladas en el capítulo I 
de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, 
para la mejora del crecimiento y del em-
pleo, si concurren los requisitos corres-
pondientes.

4.  Las empresas que, al amparo de la 
medida establecida en este artículo, hu-
bieran celebrado contratos indefinidos, 
transcurrido el periodo de un año de apli-
cación de la reducción de cuotas, po-
drán, en su caso, acogerse a la bonifica-
ción que pudiera corresponderles de 

acuerdo a la Ley 35/2010, de 17 de sep-
tiembre, o al artículo 2 de la Ley 43/2006, 
de 29 de diciembre, exclusivamente por 
el tiempo que restara de la misma, des-
contando el periodo transcurrido de re-
ducción.

5.  Lo dispuesto en el número anterior 
será aplicable asimismo en el supuesto de 
contratos temporales celebrados con per-
sonas con discapacidad, o que tengan 
acreditada la condición de víctima de 
violencia de género o de violencia do-
méstica, o se encuentren en situación de 
exclusión social, respecto a los que la 
empresa hubiera optado por la aplicación 
de las reducciones de cuotas según lo 
previsto en el apartado 3.

6.  Las empresas que, de acuerdo con 
lo establecido en este artículo, hubieran 
celebrado contratos temporales y antes 
del transcurso de un año desde la fecha 
de celebración procedan a la transforma-
ción en indefinidos de dichos contratos, 
con la misma jornada u otra superior, 
tendrán derecho a las bonificaciones de 
cuotas establecidas en el artículo 10 de 
la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, si 
en el momento de la contratación inicial 
las personas desempleadas contratadas 
reunían los requisitos a que se refiere 
dicho artículo. En estos casos, se descon-
tará del período objeto de bonificación el 
período transcurrido de reducción.

7.  Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado anterior, las empresas que hu-
bieran celebrado contratos temporales a 
los que se hubieran aplicado las reduc-
ciones de cuotas establecidas en este ar-
tículo podrán transformar dichos con-
tratos en contratos indefinidos ordinarios 
o en contratos de fomento de la contrata-
ción indefinida a que se refiere la dispo-
sición adicional primera de la Ley 
12/2001, de 9 de julio, de medidas ur-
gentes de reforma del mercado de trabajo 
para el incremento del empleo y la me-
jora de su calidad, cualquiera que sea la 
fecha de transformación siempre que ésta 
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tenga lugar antes del transcurso de los 
doce meses siguientes a la contratación 
inicial.

8.  Podrán beneficiarse de las reduc-
ciones establecidas en este artículo las 
empresas y sociedades laborales o coo-
perativas a las que se incorporen trabaja-
dores como socios trabajadores o de tra-
bajo, siempre que estas últimas hayan 
optado por un régimen de Seguridad So-
cial propio de trabajadores por cuenta 
ajena. Asimismo, podrán beneficiarse de 
esta medida los autónomos que contraten 
a personas trabajadoras pertenecientes a 
alguno de los colectivos objeto de la 
misma.

9.  Las contrataciones efectuadas al 
amparo de lo establecido en este artículo 
habrán de suponer un incremento neto 
de la plantilla de la empresa.

Para el cálculo del incremento neto de 
la plantilla de la empresa, se tomará 
como referencia el promedio diario de 
trabajadores con contratos indefinidos o 
temporales en el periodo de los noventa 
días anteriores a la nueva contratación o 
transformación, calculado como el co-
ciente que resulte de dividir entre no-
venta el sumatorio de los contratos inde-
finidos o temporales que estuvieran en 
alta en la empresa en cada uno de los 
noventa días inmediatamente anteriores 
a la nueva contratación o transformación. 
Se excluirán del cómputo los contratos 
indefinidos o temporales que se hubieran 
extinguido en dicho periodo por despido 
disciplinario declarado como procedente, 
dimisión, muerte, jubilación o incapa-
cidad permanente total, absoluta o gran 
invalidez del trabajador.

10.  Las empresas que se acojan a 
estas reducciones estarán obligadas a 
mantener, durante el periodo de duración 
de la reducción, el nivel de empleo al-
canzado con la contratación realizada.

11.  El incumplimiento por parte de 
las empresas de las obligaciones estable-
cidas en los apartados anteriores, dará 

lugar al abono de las cotizaciones corres-
pondientes a las reducciones aplicadas 
sobre los contratos celebrados al amparo 
de este artículo afectados por el incum-
plimiento.

12.  En lo no previsto en esta disposi-
ción será de aplicación lo establecido en 
la sección 1.ª del capítulo I de la Ley 
43/2006, de 29 de diciembre, salvo lo 
dispuesto en materia de exclusiones en su 
artículo 6.1.c).

13.  El Gobierno y las organizaciones 
sindicales y empresariales más represen-
tativas, en el plazo de seis meses a partir 
de la entrada en vigor de esta medida, 
procederán a la evaluación del impacto 
de la misma y al estudio y, en su caso, 
propuesta sobre la regulación del trabajo 
a tiempo parcial que incluya, entre otros 
aspectos, el de la protección social de las 
personas contratadas bajo esta moda-
lidad.

Artículo 2.  Programa de recualificación 
profesional de las personas que agoten 
su protección por desempleo.

1.  Se aprueba un programa especí-
fico de carácter nacional que incluye me-
didas de política activa de empleo y 
ayudas económicas de acompañamiento, 
que tendrá una duración de seis meses 
desde su entrada en vigor.

2.  Serán beneficiarias de este pro-
grama las personas inscritas en las Ofi-
cinas de Empleo como desempleadas por 
extinción de su relación laboral que 
agoten, a partir del 16 de febrero de 2011, 
la prestación por desempleo de nivel 
contributivo y no tengan derecho a cual-
quiera de los subsidios por desempleo 
establecidos en la ley, o bien hayan ago-
tado alguno de estos subsidios, incluidas 
sus prórrogas.

No podrán acogerse a este programa 
las personas que hubieran percibido la 
prestación extraordinaria del programa 
temporal de protección por desempleo e 
inserción, ni las que hubieran agotado o 
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pudieran tener derecho a la renta activa 
de inserción, ni las que hubieran agotado 
la renta agraria o el subsidio por desem-
pleo, ambos en favor de los trabajadores 
eventuales del Régimen Especial Agrario 
de la Seguridad Social.

3.  Las personas beneficiarias de este 
programa tendrán derecho a:

a)  Realizar un itinerario individuali-
zado y personalizado de inserción, que 
contemple el diagnóstico sobre su em-
pleabilidad, así como las medidas de po-
lítica activa de empleo dirigidas a mejo-
rarla.

b)  Participar en medidas de política 
activa de empleo encaminadas a la re-
cualificación y/o reinserción profesional 
necesarias para que puedan incorporarse 
a nuevos puestos de trabajo, especial-
mente en sectores emergentes y con 
mayor potencial de crecimiento.

c)  Recibir una ayuda económica de 
acompañamiento del 75 % del IPREM 
mensual, hasta un máximo de seis meses, 
cuando la persona solicitante carezca de 
rentas, de cualquier naturaleza, supe-
riores en cómputo mensual al 75 % del 
Salario Mínimo Interprofesional, excluida 
la parte proporcional de dos pagas ex-
traordinarias.

Si la persona solicitante de la ayuda 
tiene cónyuge y/o hijos menores de 26 
años, o mayores de esa edad con, al 
menos, una discapacidad del 33 % o me-
nores acogidos, se entenderá cumplido el 
requisito de carencia de rentas cuando, 
además de cumplir el requisito de ca-
rencia de rentas previsto en el párrafo 
anterior, la suma de las rentas de todos 
los integrantes de la unidad familiar así 
constituida, incluida la persona solici-
tante, dividida por el número de miem-
bros que la componen, no supere el 75 
% del salario mínimo interprofesional, 
excluida la parte proporcional de dos 
pagas extraordinarias.

Se considerarán rentas las recogidas en 
el artículo 215.3.2 del texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1994, de 20 de junio.

Así mismo, se computará como renta 
el importe de los salarios sociales, rentas 
mínimas de inserción o ayudas análogas 
de asistencia social concedidas por las 
Comunidades Autónomas.

4.  En el supuesto de que estas per-
sonas tengan derecho a percibir los sala-
rios sociales, rentas mínimas de inserción 
o ayudas análogas de asistencia social 
concedidas por las Comunidades Autó-
nomas, la ayuda económica contemplada 
en el número anterior sumada al importe 
de aquéllas no podrá superar el 75 % del 
Salario Mínimo Interprofesional. En el 
caso de que se superara este límite, se 
descontará de la ayuda regulada en el 
número anterior el importe que exceda 
de dicha cantidad.

5.  Las personas beneficiarias de este 
programa vendrán obligadas a participar 
en las acciones de políticas activas de 
empleo y de búsqueda de empleo que les 
propongan los Servicios Públicos de Em-
pleo. La ayuda prevista en la letra c) del 
apartado 3 podrá solicitarse una vez ini-
ciado el itinerario individualizado y per-
sonalizado de inserción establecido en la 
letra a) del citado apartado, y su percep-
ción estará condicionada a la participa-
ción en el mismo.

6.  Corresponde a los Servicios Pú-
blicos de Empleo la competencia de pro-
gramación y gestión de las medidas de 
política activa de empleo de este pro-
grama. A estos efectos, destinarán el nú-
mero de orientadores, promotores de 
empleo y personal propio necesario para 
la atención individualizada de las per-
sonas beneficiarias, y programarán las 
acciones de recualificación y/o reinser-
ción profesional que aseguren el acceso 
y participación de las mismas en estas 
acciones.
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7.  El Servicio Público de Empleo Es-
tatal será el encargado de la concesión y 
pago de las ayudas económicas de acom-
pañamiento, en aplicación de lo dispuesto 
en el artículo 13.e) 4.º de la Ley 56/2003, 
de 16 de diciembre, de Empleo, las cuales 
se tramitarán en régimen de concesión 
directa, según lo establecido en el artículo 
22.2.b) de la Ley 38/2003, de 17 de no-
viembre, General de Subvenciones.

8.  El Servicio Público de Empleo Es-
tatal abonará las ayudas económicas de 
acompañamiento para la recualificación 
profesional de manera directa a las per-
sonas beneficiarias, por el procedimiento 
de nóminas mensuales, prorrateándose 
los periodos inferiores al mes, atendiendo 
a la fecha de inclusión efectiva en este 
programa. Se descontarán proporcional-
mente las cantidades que correspondan 
por la falta de participación efectiva en 
las acciones y medidas incluidas en el 
itinerario individualizado de inserción.

La financiación de estas ayudas se rea-
lizará con cargo a los créditos estable-
cidos al efecto en el presupuesto de gastos 
del Servicio Público de Empleo Estatal. 
Estas ayudas podrán ser objeto de justifi-
cación para su cofinanciación por el 
Fondo Social Europeo, previo cumpli-
miento de los requisitos establecidos por 
la normativa nacional y comunitaria.

9.  A fin de garantizar el correcto fun-
cionamiento de este programa y garan-
tizar las mismas posibilidades de acceso 
a todos sus potenciales beneficiarios, se 
habilita al Servicio Público de Empleo 
Estatal a desarrollar el procedimiento de 
concesión y pago de las ayudas, así como 
a establecer los mecanismos necesarios 
de coordinación e intercambio de infor-
mación con los Servicios Públicos de Em-
pleo de las Comunidades Autónomas.

10.  Con el fin de analizar los resul-
tados obtenidos por la aplicación de esta 
medida, se procederá a una evaluación 
de la misma, con anterioridad a la fecha 
de finalización de su vigencia.

Artículo 3.  Acciones de mejora de la 
empleabilidad que combinen actua-
ciones de orientación profesional y 
formación para el empleo.

1.  Los Servicios Públicos de Empleo 
se dirigirán, durante un año desde la en-
trada en vigor de esta norma, a jóvenes, 
mayores de 45 años en situación de des-
empleo de larga duración, a personas 
procedentes del sector de la construcción 
y de otros afectados por la crisis que, 
dentro de estos colectivos, tengan baja 
cualificación, para llevar a cabo acciones 
de mejora de su empleabilidad, mediante 
itinerarios individuales y personalizados 
de empleo, que incrementen sus oportu-
nidades de ocupación.

2.  En el seno del Consejo General del 
Sistema Nacional de Empleo, se acor-
dará, en el plazo de un mes desde la en-
trada en vigor de esta norma, un proto-
colo de coordinación, aplicación y segui-
miento de la puesta en marcha de esta 
medida, evaluando de manera continua 
los resultados para realizar los ajustes y 
mejoras necesarios.

3.  Los Servicios Públicos de Empleo 
destinarán a la realización de los itinera-
rios individuales y personalizados de em-
pleo para los colectivos mencionados, el 
número de orientadores, promotores de 
empleo y personal propio, que deter-
minen en función de los objetivos esta-
blecidos en el protocolo citado en el 
apartado anterior. A este fin, podrán tam-
bién contar con el apoyo de entidades 
colaboradoras.

4.  Las acciones de políticas activas 
de empleo, y especialmente las de forma-
ción profesional para el empleo y de 
empleo-formación, cubrirán prioritaria-
mente todas las actuaciones que, como 
resultado de la elaboración de los itine-
rarios, requieran las personas desem-
pleadas beneficiarias del plan para me-
jorar su empleabilidad.
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5.  Para el colectivo de jóvenes con 
especiales problemas de cualificación se 
promoverá su acercamiento a las em-
presas, favoreciendo para ello la utiliza-
ción de los contratos formativos y cuantas 
otras medidas faciliten su transición de la 
educación al trabajo. Asimismo, se pro-
moverán acciones que conlleven una 
mayor coordinación entre las administra-
ciones educativas y los Servicios Públicos 
de Empleo, con el objeto de reducir las 
tasas de abandono escolar temprano y de 
completar y mejorar los niveles de edu-
cación y formación de aquellos jóvenes 
que hayan abandonado sus estudios.

Artículo 4.  Inclusión de personas des-
empleadas en las acciones formativas 
dirigidas a personas ocupadas.

Durante el año 2011, los Servicios Pú-
blicos de Empleo garantizarán que, en las 
convocatorias de ayudas, los acuerdos, 
convenios y contratos que se celebren 
para la ejecución de los planes de forma-
ción de oferta dirigidos prioritariamente a 
personas ocupadas, participen en el con-
junto del correspondiente plan y en rela-
ción con el total de personas que inicien 
la formación dentro del mismo, entre un 
20 % y un 40 % de personas desem-
pleadas.

Asimismo, los Servicios Públicos de 
Empleo establecerán las medidas opor-
tunas para asegurar el acceso de las per-
sonas beneficiarias de este real decreto-
ley a las acciones formativas que se pro-
gramen durante 2011.

Disposición adicional primera.  Finan-
ciación de la ayuda para la recualifica-

ción profesional de las personas que 
agoten la protección por desempleo.

Uno.  Incidencia en el Presupuesto 
de Gastos del Estado.

1.  Para atender la financiación de las 
ayudas para la recualificación profesional 
de las personas que agoten la protección 
por desempleo, a que se refiere el pre-
sente real decreto-ley, se concede un su-
plemento de crédito al presupuesto de la 
Sección 19 «Ministerio de Trabajo e Inmi-
gración», Servicio 03 «Secretaría General 
de Empleo», Programa 000X «Transferen-
cias internas», Capítulo 4 «Transferencias 
corrientes», artículo 41 «A Organismos 
Autónomos», Concepto 412 «Para finan-
ciar el presupuesto del Servicio Público 
de Empleo Estatal», por un importe de 
200.000.000,00 de euros.

2.  El suplemento de crédito que se 
concede en el párrafo anterior se finan-
ciará con Deuda Pública, quedando sin 
efecto lo dispuesto en el artículo 16 del 
texto refundido de la Ley General de Es-
tabilidad Presupuestaria, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 2/2007, de 28 de 
diciembre, en los artículos 50.1 y 55.1 de 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, Ge-
neral Presupuestaria, respecto de la finan-
ciación de los suplementos de crédito 
con Fondo de Contingencia.

Dos.  Incidencia en el Presupuesto 
del Servicio Público de Empleo Estatal.

El suplemento de crédito a que se re-
fiere el apartado anterior financiará una 
ampliación de crédito en el presupuesto 
del Servicio Público de Empleo Estatal, en 
los siguientes términos:
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Presupuesto de ingresos

Aumentos

Denominación Importe (euros)

19.101.400.02 Para financiar el presupuesto del Servicio 
Público de Empleo Estatal.	 200.000.000,00

    Total	 200.000.000,00

Presupuestos de gastos

Suplemento de crédito

Denominación Importe (euros)

19.101.241A.482.26 Ayudas para la recualificación profesional de las 
personas que hayan agotado la prestación por 
desempleo.	 200.000.000,00

    Total	 200.000.000,00

Disposición adicional segunda.  Estrate-
gia global para el empleo de las perso-
nas trabajadoras de más edad.

El Gobierno, en el plazo de seis meses, 
en colaboración con las Comunidades 
Autónomas y las organizaciones sindi-
cales y empresariales más representa-
tivas, elaborará una Estrategia global de 
empleo de las personas trabajadoras de 
más edad que incluya medidas en ma-
teria de empleo, formación y condi-
ciones de trabajo, con los objetivos de 
favorecer el mantenimiento en el mer-
cado de trabajo de dichas personas y 
promover la reincorporación al mismo 
de aquellas que pierden su empleo en 
los últimos años de su vida laboral.

Disposición adicional tercera.  Modifi-
cación de la Ley 56/2003, de 16 de 
diciembre, de Empleo.

Se añade un nuevo apartado 4.º en el 
artículo 13.e) de la Ley 56/2003, de 16 de 
diciembre, de Empleo, con la siguiente 
redacción:

«4.º  Programas que se establezcan 
con carácter excepcional y duración 

determinada, cuya ejecución afecte a 
todo el territorio nacional, siendo im-
prescindible su gestión centralizada a 
los efectos de garantizar la efectividad 
de los mismos, así como idénticas po-
sibilidades de obtención y disfrute a 
todos los potenciales beneficiarios.»

Disposición adicional cuarta.  Reforza-
miento de los Servicios Públicos de 
Empleo.

El Gobierno, antes del 31 de diciembre 
de 2011, realizará, en el marco del Sis-
tema Nacional de Empleo, un Plan Estra-
tégico para que el Servicio Público de 
Empleo Estatal y los Servicios Públicos de 
Empleo de las Comunidades Autónomas 
avancen progresivamente en la mejora de 
sus recursos humanos, materiales y tecno-
lógicos. Para ello, entre otras medidas, se 
procurará la consolidación de los fondos 
de modernización que anualmente se dis-
tribuyen en la Conferencia Sectorial de 
Asuntos Laborales, y el incremento gra-
dual del número de efectivos de los Ser-
vicios Públicos de Empleo, al objeto de 
incrementar la calidad y eficacia de los 
servicios que prestan, de lograr su univer-
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salización y de converger con los países 
de nuestro entorno en esta materia.

Disposición final primera.  Título com-
petencial.

Este real decreto-ley se dicta al amparo 
de los títulos competenciales previstos en 
el artículo 149.1 de la Constitución, en 
sus apartados 7.ª y 17.ª

Disposición final segunda.  Ejecución y 
desarrollo.

Se faculta al Gobierno y a la persona 
titular del Ministerio de Trabajo e Inmi-
gración para dictar cuantas disposi-
ciones sean precisas para el desarrollo 
de este real decreto-ley.

Así mismo, se faculta a la persona ti-
tular de la Dirección General del Servicio 
Público de Empleo Estatal, en el ámbito 
de sus competencias, para dictar cuantas 
resoluciones sean precisas para el desa-
rrollo de este real decreto-ley.

Disposición final tercera.  Remisiones a 
la entidad pública empresarial Loterías 
y Apuestas del Estado.

Cualquier referencia a la entidad pú-
blica empresarial Loterías y Apuestas del 
Estado contenida en la regulación de los 
impuestos estatales de carácter directo se 
entenderá efectuada a la Sociedad Estatal 
Loterías y Apuestas del Estado a partir de 
su constitución.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en 
vigor el día siguiente al de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 11 de febrero de 
2011.

JUAN CARLOS R.

	 El Presidente del Gobierno,
	JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

REAL DECRETO-LEY 3/2011, de 18 de 
febrero, de medidas urgentes para la me-
jora de la empleabilidad y la reforma de 
las políticas activas de empleo. («BOE» 
núm. 43 de 19 de febrero de 2011.)

El desempleo constituye el problema 
más grave de la economía española. Me-
jorar la situación del empleo en nuestro 
país constituye un objetivo compartido e 
irrenunciable para el Gobierno, las Co-
munidades Autónomas y los Interlocu-
tores Sociales. Para ello, es preciso seguir 
avanzando hacia un crecimiento econó-
mico robusto que se traduzca en un nivel 
de creación de empleo capaz de reducir 
el número de personas desempleadas, 
por lo que resulta urgente abordar una 
reforma de las políticas activas de em-
pleo.

En este marco, el 2 de febrero de 2011, 
el Gobierno y los Interlocutores Sociales 
han suscrito el Acuerdo Social y Econó-
mico para el crecimiento, el empleo y la 
garantía de las pensiones, que aborda, 
entre otras medidas, dicha reforma de las 
políticas activas de empleo, que contri-
buya a la mejora del mercado de trabajo 
y a la mayor empleabilidad de quienes 
buscan su empleo.

Las líneas acordadas sobre esta re-
forma, y que son tenidas en cuenta en el 
presente real decreto-ley, tienen como 
principal objetivo mejorar la eficiencia de 
nuestras políticas de empleo, un objetivo 
que se manifiesta con mayor necesidad y 
urgencia de alcanzarlo en la coyuntura 
actual de la economía y el empleo dadas 
sus repercusiones en el funcionamiento y 
la situación del mercado de trabajo.

II

Asimismo, el proceso de destrucción 
de empleo en la economía española, que 
ha traído consigo la crisis económica y 
financiera, ha supuesto una mayor limita-
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ción en la efectividad de las actuales po-
líticas activas de empleo y la necesidad 
urgente de una reforma en profundidad 
de las mismas, abordada en este real de-
creto-ley, con los objetivos irrenunciables 
y compartidos por todos los actores que 
intervienen en el mercado de trabajo de 
adaptarlas a la realidad del mercado la-
boral y a las características del territorio; 
aumentar su eficacia en la mejora de la 
empleabilidad y las posibilidades de in-
serción de las personas desempleadas, 
especialmente jóvenes y paradas de larga 
duración; responder mejor a las necesi-
dades de las empresas para cubrir sus 
ofertas de empleo; y situar a los servicios 
de empleo entre los mejores instrumentos 
para la gestión del capital humano en el 
nuevo modelo económico más equili-
brado y productivo.

En el diseño y ejecución de las nuevas 
políticas activas de empleo habrán de 
estar presentes una serie de principios 
generales, de los que son de destacar el 
acceso en condiciones de igualdad a un 
servicio público y gratuito de toda la ciu-
dadanía, la igualdad de oportunidades en 
el acceso al empleo y la prioridad en la 
ejecución de las políticas activas de em-
pleo para colectivos que más la requieren: 
jóvenes, con especial atención a aquellos 
con déficit de formación, mayores de 45 
años, personas con discapacidad y per-
sonas en paro de larga duración, con es-
pecial atención a la situación de las mu-
jeres, así como las personas en desem-
pleo procedentes del sector de la 
construcción, o personas en situación de 
exclusión social.

El Gobierno quiere situar las necesi-
dades y los servicios a las personas, espe-
cialmente a las desempleadas, y a las 
empresas como centro de gravedad de la 
reforma de las políticas activas de em-
pleo. Los Servicios Públicos de Empleo 
deben dar respuestas eficaces y eficientes 
a las necesidades de las empresas para 
cubrir sus ofertas de empleo, así como en 
materia de formación de sus trabajadores, 

y deben estar muy próximos a las per-
sonas desempleadas, conocer mejor sus 
necesidades para mejorar su empleabi-
lidad y prestarles apoyo desde que entran 
en el desempleo hasta que encuentran un 
empleo, ya sea por cuenta propia o ajena. 
Por tanto, ha de huirse de una visión muy 
a corto plazo, puesto que las políticas 
activas de empleo, por un lado, han de 
preparar a las personas desempleadas 
para volver al mercado de trabajo, siendo 
esta la urgencia de su reforma, pero, por 
otro lado, también han de contribuir a ir 
conformando el modelo económico y 
productivo más adecuado a las necesi-
dades de la sociedad española. Por tanto, 
han de combinarse medidas que, con ca-
rácter inmediato, sirvan para atender a las 
personas desempleadas, procurarles una 
atención más personal y más profesional 
pero que, al mismo tiempo, vayan prepa-
rando a estas personas para un escenario 
distinto al actual por la eclosión de 
nuevos sectores de actividad productiva 
o la exigencia de una mayor cualificación 
profesional.

Por otro lado, ha de procurarse un 
mejor encaje entre la competencia nor-
mativa sobre las políticas activas de em-
pleo, que corresponde al Estado, con la 
de su ejecución, que corresponde a las 
Comunidades Autónomas, preservando, 
al mismo tiempo, la unidad en la aten-
ción de las personas en situación de des-
empleo, puesto que el tratamiento que 
reciban estas personas no debe ser sus-
tancialmente diferente en función del 
ámbito territorial en el que viva. Esto 
puede lograrse con el establecimiento de 
un catálogo de servicios comunes, así 
como una Estrategia Española de Empleo 
que marque los objetivos a conseguir. En 
este contexto, se hace necesario que cada 
Comunidad Autónoma tenga libertad 
para fijar sus propios programas de polí-
tica activa de empleo, de forma que se 
ajusten mejor a la realidad de las per-
sonas desempleadas y del tejido produc-
tivo de la misma.
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A esta finalidad se dirigen las medidas 
para la reforma de las políticas activas de 
empleo contenidas en este real decreto-
ley, y que, a efectos de una mayor cla-
ridad y sistematización, han sido agru-
padas en cuatro capítulos que orientan 
sobre las líneas básicas de la reforma.

El capítulo I introduce modificaciones 
en las normas generales de la política de 
empleo, de la cual las políticas activas de 
empleo son un instrumento esencial, 
junto con la intermediación laboral y la 
relación de aquellas con las prestaciones 
del sistema de protección por desempleo. 
En concreto, se incorpora la elaboración 
de la Estrategia Española de Empleo, que 
garantizará la igualdad de acceso, la co-
hesión social y la complementariedad 
entre la unidad de mercado y la diver-
sidad territorial, y del Plan Anual de Polí-
tica de Empleo, en que se concretará 
anualmente. Se ven afectados por los 
cambios, los objetivos de la política de 
empleo, y la dimensión territorial de la 
misma.

El capítulo II pone el acento en el for-
talecimiento de los Servicios Públicos de 
Empleo en el marco del Sistema Nacional 
de Empleo. En este sentido, las medidas 
contenidas en este capítulo contribuirán 
al afianzamiento de los órganos de con-
certación territorial y de participación 
institucional del Sistema Nacional de Em-
pleo, así como de sus instrumentos de 
coordinación, uno de los cuales es la Es-
trategia Española de Empleo. De otra 
parte, las medidas planteadas para el for-
talecimiento de los Servicios Públicos de 
Empleo tienden a mejorar la planifica-
ción, gestión y evaluación de las políticas 
activas de empleo.

Dentro del capítulo III se abordan dos 
líneas prioritarias del Gobierno en la re-
forma de las políticas activas de empleo. 
Por un lado, el establecimiento de un 
«catálogo de servicios a la ciudadanía», 
común para todos los Servicios Públicos 
de Empleo, de manera que se garantice 

en todo el Estado el acceso en condi-
ciones de igualdad a un servicio público 
y gratuito de empleo y la igualdad de 
oportunidades en el acceso al mismo. Por 
otro lado, el desarrollo de un modelo de 
atención personalizada a las personas en 
situación de desempleo basado en un 
«itinerario individual y personalizado de 
empleo», de forma que cuenten con el 
apoyo y la atención de los Servicios Pú-
blicos de Empleo en su búsqueda de em-
pleo. Junto a ello se establece una prio-
ridad en la ejecución de las políticas ac-
tivas de empleo para determinados 
colectivos que más la requieren.

Por último, el capítulo IV focaliza sus 
medidas en la línea nuclear de la reforma, 
es decir, en la transformación en profun-
didad de los actuales programas de polí-
ticas activas de empleo y en la redefini-
ción de su contenido y desarrollo para 
que sean más útiles para las personas 
desempleadas. Se avanza en la identifica-
ción de los diferentes ámbitos de políticas 
activas de empleo que habrán de cubrir 
las Comunidades Autónomas, con las ac-
tuaciones y medidas que ellas mismas 
establezcan, según las necesidades y cir-
cunstancias específicas de sus respectivos 
territorios, poniendo el énfasis tanto en 
los objetivos finales como en los instru-
mentos para alcanzarlos. Asimismo, se 
evoluciona desde el concepto de pro-
gramas al de servicios a la ciudadanía y 
las empresas, superando la actual limita-
ción de la gestión de las políticas activas 
a convocatorias de ayudas.

La articulación de las medidas conte-
nidas en cada uno de estos capítulos se 
ha realizado, fundamentalmente, me-
diante una modificación del principal 
marco regulador de las políticas activas 
de empleo, constituido por la Ley 
56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo. 
Complementando lo anterior, y en cohe-
rencia con determinados cambios intro-
ducidos en dicha Ley, se efectúa una mo-
dificación en el artículo 17 del texto re-
fundido de la Ley sobre Infracciones y 
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Sanciones en el Orden Social, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 
4 de agosto.

Por último, destaca una importante no-
vedad que contiene esta norma, que es la 
constitución, en el seno del Servicio Pú-
blico de Empleo Estatal, de un «Fondo de 
políticas de empleo», cuya finalidad es la 
de atender las necesidades futuras de fi-
nanciación en la ejecución de las acciones 
y medidas que integran las políticas ac-
tivas de empleo. La Disposición final pri-
mera regula su financiación y régimen de 
funcionamiento, creándose expresamente 
un Comité de Gestión de dicho fondo para 
procurar el debido control y ordenación 
de su gestión económica.

III

Resulta inaplazable la adopción de 
medidas para reformar las políticas ac-
tivas de empleo; una reforma que, como 
se ha puesto de manifiesto con anterio-
ridad, prepare a éstas para contribuir a la 
empleabilidad de las personas, a la mejor 
respuesta a las necesidades de las em-
presas para cubrir sus ofertas de empleo 
y a situar a los servicios de empleo entre 
los mejores instrumentos para la gestión 
del capital humano en el nuevo modelo 
productivo. El hecho de que estas me-
didas tengan un carácter estructural y una 
efectividad más prolongada en el tiempo, 
no resta fundamentos a la urgente nece-
sidad de abordar la citada reforma en el 
contexto económico y laboral en que nos 
encontramos, máxime cuando en el de-
sarrollo y aplicación de las políticas ac-
tivas de empleo se procurará su relación 
con sectores emergentes, incluyendo 
aquellos con mayor capacidad de creci-
miento en el medio rural, estratégicos e 
innovadores en el contexto de la nueva 
economía sostenible.

Precisamente, entre los fines que se 
persiguen con esta reforma está el de 
contribuir a conformar el nuevo modelo 
económico y productivo, así como un 

mercado de trabajo más eficiente y de 
más calidad, algo sobre lo que existe una 
amplia coincidencia en señalar que sólo 
resulta posible implementando con ur-
gencia reformas como la que se acomete 
con el presente real decreto-ley.

Otros fines de la reforma, como me-
jorar la atención a las personas y su em-
pleabilidad en el mercado de trabajo, así 
como a las empresas para la mejora de su 
competitividad, o fomentar la cultura em-
prendedora y el espíritu empresarial, así 
como mejorar la atención y acompaña-
miento a las personas emprendedoras en 
la puesta en marcha de su iniciativa em-
presarial, son fines que justifican, por sí 
mismos, esa urgente necesidad en la 
aprobación de la reforma, para acelerar 
los efectos potencialmente beneficiosos 
que, en términos de creación de empleo, 
podrán tener las nuevas medidas en un 
momento en que se vislumbra una cierta 
recuperación de la economía española.

Finalmente, procede destacar la intensa 
participación que las Comunidades Autó-
nomas y los Interlocutores Sociales han 
tenido, con sus aportaciones, en el esta-
blecimiento de las bases que han orien-
tado las medidas contenidas en este real 
decreto-ley, y que forman parte esencial 
del Acuerdo Social y Económico suscrito 
entre el Gobierno y los Interlocutores So-
ciales el 2 de febrero de 2011 al que se ha 
hecho referencia anteriormente.

Por consiguiente, la necesidad de que 
las Comunidades Autónomas puedan 
aplicar rápidamente las medidas que se 
adoptan, con el fin de dar inmediato 
cumplimiento a los fines expuestos, unida 
al compromiso de finalizar la elaboración 
de la primera Estrategia Española de Em-
pleo, constituyen el hecho habilitante de 
extraordinaria y urgente necesidad que la 
Constitución exige en su artículo 86 para 
aprobar este real decreto-ley.

En su virtud, en uso de la autorización 
contenida en el artículo 86 de la Consti-
tución española, a propuesta del Ministro 
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de Trabajo e Inmigración, y previa delibe-
ración del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 18 de febrero de 2011, 
dispongo>

CAPÍTULO I

Normas generales de la política de 
empleo

Artículo 1.  Objetivos de la política de 
empleo.

Se añaden las letras h) e i), en el ar-
tículo 2 de la Ley 56/2003, de 16 de di-
ciembre, de Empleo con la siguiente re-
dacción:

«h)  Proporcionar servicios indivi-
dualizados a la población activa diri-
gidos a facilitar su incorporación, per-
manencia y progreso en el mercado 
laboral, así como a las empresas para 
contribuir a la mejora de su competi-
tividad.

i)  Fomentar la cultura emprende-
dora y el espíritu empresarial, así 
como mejorar la atención y acompa-
ñamiento a las personas emprende-
doras en la puesta en marcha de su 
iniciativa empresarial.»

Artículo 2.  La dimensión local de la po-
lítica de empleo.

Se modifica el artículo 4 de la Ley 
56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, 
que queda redactado en los siguientes 
términos:

«Artículo 4.  La dimensión local de la 
política de empleo.

Las políticas de empleo, en su di-
seño y modelo de gestión, deberán 
tener en cuenta su dimensión local 
para ajustarlas a las necesidades del 
territorio, de manera que favorezcan y 
apoyen las iniciativas de generación 
de empleo en el ámbito local.

De conformidad con la Constitu-
ción, con los Estatutos de Autonomía y 
con la Ley 7/1985, de 2 de abril, Regu-
ladora de las Bases del Régimen Local, 
los Servicios Públicos de Empleo de las 
Comunidades Autónomas, en ejecu-
ción de las acciones y medidas de po-
líticas activas, podrán establecer los 
mecanismos de colaboración opor-
tunos con las entidades locales.

Las entidades locales podrán parti-
cipar en el proceso de concertación 
territorial de las políticas activas de 
empleo, mediante su representación y 
participación en los órganos de parti-
cipación institucional de ámbito auto-
nómico.

Los Servicios Públicos de Empleo 
de las Comunidades Autónomas serán 
los responsables de trasladar al marco 
del Sistema Nacional de Empleo la 
dimensión territorial de las políticas 
activas de empleo y de determinar, en 
su caso, la representación de las enti-
dades locales en los órganos de parti-
cipación institucional de ámbito auto-
nómico.»

Artículo 3.  Estrategia Española de Em-
pleo y Plan Anual de Política de Em-
pleo.

Uno.  Se añade un artículo 4 bis, a la 
Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Em-
pleo, con la siguiente redacción:

«Artículo 4 bis.  Estrategia Española 
de Empleo.

1.  En el ejercicio de las compe-
tencias definidas en el artículo 3.1, el 
Gobierno, a propuesta del Ministerio 
de Trabajo e Inmigración, aprobará la 
Estrategia Española de Empleo, que se 
elaborará en colaboración con las Co-
munidades Autónomas y con la parti-
cipación de las organizaciones empre-
sariales y sindicales más representa-
tivas, se informará por la Conferencia 
Sectorial de Empleo y Asuntos Labo-
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rales, y se someterá a consulta e in-
forme del Consejo General del Sistema 
Nacional de Empleo.

2.  La Estrategia Española de Em-
pleo incluirá los siguientes ele-
mentos:

a)  Análisis de la situación y ten-
dencias del mercado de trabajo.

b)  Orientaciones y objetivos a al-
canzar en materia de política de em-
pleo para el conjunto del Estado y para 
cada una de las Comunidades Autó-
nomas. Los objetivos en materia de po-
lítica activa de empleo se referirán a los 
ámbitos definidos en el artículo 25.

Asimismo, se identificarán aquellas 
acciones y medidas que sean de apli-
cación para el conjunto del Estado.

c)  Un sistema de indicadores 
cuantitativos y cualitativos que per-
mitan el seguimiento de los objetivos 
y su grado de cumplimiento.

d)  Dotación presupuestaria indica-
tiva que incluirá los fondos procedentes 
de los Presupuestos Generales del Es-
tado, el Fondo Social Europeo y, en su 
caso, de otras fuentes de financiación.

3.  La Estrategia Española de Em-
pleo, con el fin de reflejar de forma más 
completa todas las políticas activas de 
empleo que se desarrollan en el con-
junto del Estado, incluirá la informa-
ción correspondiente a las acciones y 
medidas de estas políticas que las Co-
munidades Autónomas realizan con 
recursos económicos propios.

4.  La Estrategia Española de Em-
pleo tendrá carácter plurianual en los 
términos que se establezcan en la 
misma. Con el fin de conseguir su me-
jora permanente y, en su caso, su revi-
sión o actualización, se someterá a 
una evaluación anual.»

Dos.  Se añade un artículo 4 ter, a la 
Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Em-
pleo, con la siguiente redacción:

«Artículo 4 ter.  Plan Anual de Política 
de Empleo.

1.  El Plan Anual de Política de Em-
pleo concretará, con carácter anual, 
los objetivos de la Estrategia Española 
de Empleo a alcanzar en el conjunto 
del Estado y en cada una de las dis-
tintas Comunidades Autónomas, así 
como los indicadores que se utilizarán 
para conocer el grado de cumpli-
miento de los mismos.

Asimismo, para alcanzar estos obje-
tivos, contendrá las acciones y medidas 
de políticas activas de empleo que se 
proponen llevar a cabo, tanto las Co-
munidades Autónomas en el ejercicio 
de sus competencias de ejecución de 
las políticas activas, como el Servicio 
Público de Empleo Estatal en ejecu-
ción de la reserva de crédito estable-
cida en su presupuesto de gastos.

2.  El Plan Anual de Política de Em-
pleo se elaborará, teniendo en cuenta 
las previsiones formuladas por las Co-
munidades Autónomas y el Servicio 
Público de Empleo Estatal, en el seno 
de la Conferencia Sectorial de Empleo 
y Asuntos Laborales, se informará por 
el Consejo General del Sistema Na-
cional de Empleo, regulado en el ar-
tículo 7.1.b), y se aprobará por el Con-
sejo de Ministros junto con la formali-
zación de los criterios objetivos de 
distribución de los fondos de empleo 
contemplados en el artículo 14.»

CAPÍTULO II

Fortalecimiento de los Servicios  
Públicos de Empleo en el marco del 

Sistema Nacional de Empleo

Artículo 4.  El Sistema Nacional de Em-
pleo.

Uno.  Se añade la letra h), en el ar-
tículo 6, de la Ley 56/2003, de 16 de di-
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ciembre, de Empleo con la siguiente re-
dacción:

«h)  Fortalecer los Servicios Pú-
blicos de Empleo y favorecer la cola-
boración público-privada en la inter-
mediación laboral y el desarrollo de 
las políticas activas de empleo.»

Dos.  Se modifica el artículo 7, de la 
Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Em-
pleo, que queda redactado en los si-
guientes términos:

«Artículo 7.  Órganos del Sistema Na-
cional de Empleo.

Los órganos del Sistema Nacional 
de Empleo son:

a)  La Conferencia Sectorial de 
Empleo y Asuntos Laborales, que es el 
instrumento general de colaboración, 
coordinación y cooperación entre la 
Administración del Estado y la de las 
Comunidades Autónomas en materia 
de política de empleo y especialmente 
en lo relacionado con la Estrategia Es-
pañola de Empleo y el Plan Anual de 
Política de Empleo.

b)  El Consejo General del Sistema 
Nacional de Empleo, que es el órgano 
consultivo de participación institu-
cional en materia de política de em-
pleo. El Consejo estará integrado por 
un representante de cada una de las 
Comunidades Autónomas y por igual 
número de miembros de la Adminis-
tración General del Estado, de las or-
ganizaciones empresariales y de las 
organizaciones sindicales más repre-
sentativas. Para la adopción de 
acuerdos se ponderarán los votos de 
las organizaciones empresariales y los 
de las organizaciones sindicales para 
que cada una de estas dos representa-
ciones cuente con el mismo peso que 
el conjunto de los representantes de 
ambas Administraciones, manteniendo 
así el carácter tripartito del Consejo. 
Reglamentariamente se determinarán 
sus funciones, en consonancia con las 

atribuidas al Sistema Nacional de Em-
pleo por el artículo 9 de esta Ley, entre 
las que se encuentra la de consulta e 
informe de la Estrategia Española de 
Empleo y del Plan Anual de Política de 
Empleo.»

Tres.  Se añade un nuevo artículo 7 
bis, a la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, 
de Empleo con la siguiente redacción:

«Artículo 7 bis.  Instrumentos de co-
ordinación del Sistema Nacional de 
Empleo.

La coordinación del Sistema Na-
cional de Empleo se llevará a cabo 
principalmente a través de los si-
guientes instrumentos:

a)  La Estrategia Española de Em-
pleo, regulada en el artículo 4 bis.

b)  El Plan Anual de Política de 
Empleo, regulado en el artículo 4 ter.

c)  El Sistema de Información de 
los Servicios Públicos de Empleo, que 
se configura como un sistema de infor-
mación común que se organizará con 
una estructura informática integrada y 
compatible, y será el instrumento téc-
nico que integrará la información re-
lativa a la intermediación laboral, a la 
gestión de las políticas activas de em-
pleo, y de la protección por desem-
pleo, que realicen los Servicios Pú-
blicos de Empleo en todo el territorio 
del Estado.

Este sistema garantizará que se 
lleven a cabo de forma adecuada las 
funciones de intermediación laboral, 
sin barreras territoriales; el registro de 
las personas demandantes de empleo; 
la trazabilidad de las actuaciones se-
guidas por estas en su relación con los 
Servicios Públicos de Empleo; las es-
tadísticas comunes; la comunicación 
del contenido de los contratos; el co-
nocimiento de la información resul-
tante, entre otros ámbitos, de la ges-
tión de la formación para el empleo, 
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la orientación profesional, las inicia-
tivas de empleo y las bonificaciones a 
la contratación, así como las actua-
ciones de las agencias de coloca-
ción.

También permitirá el seguimiento y 
control de la utilización de fondos 
procedentes de los Presupuestos Ge-
nerales del Estado o de la Unión 
Europea para su justificación.»

Cuatro.  Se modifica el apartado 1, y 
se añaden dos nuevos apartados, el 7 y el 
8, en el artículo 9, de la Ley 56/2003, de 
16 de diciembre, de Empleo, con la si-
guiente redacción:

«1.  Aplicar y concretar la Estra-
tegia Española de Empleo, a través del 
Plan Anual de Política de Empleo.»

«7.  Determinar y tener actuali-
zado un catálogo de servicios a la ciu-
dadanía, a prestar por los Servicios 
Públicos de Empleo, que garantice en 
todo el Estado el acceso, en condi-
ciones de igualdad, a un servicio pú-
blico y gratuito de empleo.»

«8.  Realizar el seguimiento del 
Fondo de políticas de empleo.»

Artículo 5.  El Servicio Público de Em-
pleo Estatal.

Uno.  Se modifican las letras d), e), f), 
g), h), i), y se añaden las letras j), k) y l) en 
el artículo 13, de la Ley 56/2003, de 16 
de diciembre, de Empleo, quedando re-
dactado como sigue:

«d)  Elaborar el proyecto de la Es-
trategia Española de Empleo y del Plan 
Anual de Política de Empleo en cola-
boración con las Comunidades Autó-
nomas.

Las organizaciones empresariales y 
sindicales más representativas partici-
parán en la elaboración de dicha Es-
trategia y recibirán información perió-
dica sobre su desarrollo y segui-
miento.

e)  Coordinar las actuaciones con-
juntas de los Servicios Públicos de 
Empleo en el desarrollo del Sistema de 
Información de los Servicios Públicos 
de Empleo.

f)  Potenciar el Observatorio de las 
Ocupaciones del Servicio Público de 
Empleo Estatal con una red en todo el 
territorio del Estado, que analice la 
situación y tendencias del mercado de 
trabajo, en coordinación con los dis-
tintos Observatorios que, en su caso, 
establezcan los Servicios Públicos de 
Empleo de las Comunidades Autó-
nomas.

g)  Mantener las bases de datos 
generadas por los sistemas integrados 
de información del Sistema Nacional 
de Empleo y elaborar las estadísticas 
en materia de empleo, formación y 
protección por desempleo a nivel es-
tatal.

h)  Gestionar las acciones y me-
didas financiadas con cargo a la re-
serva de crédito establecida en su pre-
supuesto de gastos. Estas acciones y 
medidas serán:

1.  Acciones y medidas cuya eje-
cución afecte a un ámbito geográfico 
superior al de una Comunidad Autó-
noma, cuando estas exijan la movi-
lidad geográfica de las personas des-
empleadas o trabajadoras participantes 
en las mismas a otra Comunidad Au-
tónoma distinta a la suya, o a otro país 
y precisen de una coordinación unifi-
cada.

2.  Acciones y medidas dirigidas 
tanto a las personas demandantes de 
empleo como a las personas ocu-
padas, para la mejora de su ocupación 
mediante la colaboración del Servicio 
Público de Empleo Estatal con órganos 
de la Administración General del Es-
tado o sus organismos autónomos, 
para la realización de acciones forma-
tivas, entre otras, aquellas que tengan 
como objetivo la generación de em-
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pleo de calidad y la mejora de oportu-
nidades de las personas trabajadoras, 
en particular cuando se desarrollen en 
el marco de planes, estrategias o pro-
gramas de ámbito estatal, y ejecución 
de obras y servicios de interés general 
y social relativas a competencias ex-
clusivas del Estado.

3.  Acciones y medidas de inter-
mediación y políticas activas de em-
pleo cuyo objetivo sea la integración 
laboral de trabajadores inmigrantes, 
realizadas en sus países de origen, fa-
cilitando la ordenación de los flujos 
migratorios.

4.  Programas que se establezcan 
con carácter excepcional y duración 
determinada, cuya ejecución afecte a 
todo el territorio nacional, siendo im-
prescindible su gestión centralizada a 
los efectos de garantizar la efectividad 
de las mismas, así como idénticas po-
sibilidades de obtención y disfrute a 
todos los potenciales beneficiarios.

La reserva de crédito a que hace 
referencia este párrafo se dotará anual-
mente, previo informe de la Confe-
rencia Sectorial de Empleo y Asuntos 
Laborales, por la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado. De los resul-
tados de las actuaciones financiadas 
con cargo a los mismos se informará 
anualmente a dicha Conferencia Sec-
torial.

i)  Llevar a cabo investigaciones, 
estudios y análisis sobre la situación 
del mercado de trabajo y los instru-
mentos para mejorarlo, en colabora-
ción con las respectivas Comunidades 
Autónomas.

j)  La gestión y el control de las 
prestaciones por desempleo, sin per-
juicio del cometido de vigilancia y 
exigencia del cumplimiento de las 
normas legales y reglamentarias sobre 
obtención y disfrute de las presta-
ciones del sistema de la Seguridad So-
cial que el artículo 3 de la Ley 42/1997, 

de 14 de noviembre, Ordenadora de 
la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, atribuye a los funcionarios del 
Cuerpo Superior de Inspectores de Tra-
bajo y Seguridad Social y del Cuerpo 
de Subinspectores de Empleo y Segu-
ridad Social. A los efectos de garan-
tizar la coordinación entre políticas 
activas de empleo y prestaciones por 
desempleo, la gestión de esta presta-
ción se desarrollará mediante sistemas 
de cooperación con los Servicios Pú-
blicos de Empleo de las Comunidades 
Autónomas. El Servicio Público de 
Empleo Estatal deberá colaborar con 
las Comunidades Autónomas que 
hayan asumido el traspaso de las com-
petencias.

k)  Coordinar e impulsar acciones 
de movilidad en el ámbito estatal y 
europeo, así como ostentar la repre-
sentación del Estado español en la red 
Eures.

l)  Cualesquiera otras competen-
cias que legal o reglamentariamente se 
le atribuyan.»

Dos.  Se modifican los apartados 2 y 
3 del artículo 14, de la Ley 56/2003, de 
16 de diciembre, de Empleo, que queda 
redactado en los siguientes términos:

«2.  En la distribución de los fondos 
a las Comunidades Autónomas acor-
dada en la Conferencia Sectorial de 
Empleo y Asuntos Laborales, se identi-
ficará aquella parte de los mismos des-
tinada a políticas activas de empleo 
para los colectivos que específica-
mente se determinen de acuerdo con 
las prioridades de la Estrategia Espa-
ñola de Empleo y teniendo en cuenta 
las peculiaridades existentes en las di-
ferentes Comunidades Autónomas, a 
fin a garantizar el cumplimiento de la 
misma.

Será objeto de devolución al Ser-
vicio Público de Empleo Estatal los 
fondos con destino específico que no 
se hayan utilizado para tal fin, salvo 
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que por circunstancias excepcionales, 
sobrevenidas y de urgente atención 
dichos fondos deban utilizarse para 
otros colectivos dentro de las finali-
dades presupuestarias específicas, 
precisando en otro caso informe del 
Ministerio de Economía y Hacienda. 
En todo caso, el Servicio Público de 
Empleo Estatal y el correspondiente 
órgano de la Comunidad Autónoma 
acordarán la reasignación de tales 
fondos, reasignación que en ningún 
caso dará lugar a la modificación del 
presupuesto de este Organismo.

3.  Del total de los fondos de em-
pleo de ámbito nacional se estable-
cerá una reserva de crédito, no sujeta 
a la distribución a que se hace refe-
rencia en los apartados anteriores, 
para gestionar por el Servicio Público 
de Empleo Estatal las acciones y me-
didas señaladas en el artículo 13.h).»

Artículo 6.  Los Servicios Públicos de 
Empleo de las Comunidades Autóno-
mas.

Uno.  Se modifican los apartados 2 y 
3 y se añade un apartado 4, en el artículo 
17, de la Ley 56/2003, de 16 de di-
ciembre, de Empleo con la siguiente re-
dacción:

«2.  Los Servicios Públicos de Em-
pleo de las Comunidades Autónomas 
diseñarán y establecerán, en el ejer-
cicio de sus competencias, las me-
didas necesarias para determinar las 
actuaciones de las entidades que co-
laboren con ellos en la ejecución y 
desarrollo de las políticas activas de 
empleo y la gestión de la intermedia-
ción laboral.

3.  Los Servicios Públicos de Em-
pleo de las Comunidades Autónomas 
participarán en la elaboración de la 
Estrategia Española de Empleo y del 
Plan Anual de Política de Empleo.

4.  Las Comunidades Autónomas, 
en ejercicio de sus competencias de 

ejecución de las políticas activas de 
empleo, podrán elaborar sus propios 
Planes de Política de Empleo, de 
acuerdo con los objetivos del Plan 
Anual de Política de Empleo y en co-
herencia con las orientaciones y obje-
tivos de la Estrategia Española de Em-
pleo.»

CAPÍTULO III

Establecimiento de un catálogo de 
servicios a la ciudadanía y desarro-
llo de un modelo de atención per-

sonalizada

Artículo 7.  Personas y empresas usua-
rias de los servicios y catálogo de ser-
vicios.

Uno.  Se añade un nuevo Título I bis 
a la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de 
Empleo, con el siguiente enunciado:

«TÍTULO I bis

Servicios a la ciudadanía prestados 
por los Servicios Públicos de Empleo»

Dos.  Se añade un nuevo Capítulo I, 
al Título I bis, de la Ley 56/2003, de 16 
de diciembre, de Empleo, con el siguiente 
contenido:

«CAPÍTULO I

Personas y empresas usuarias de los 
servicios

Artículo 19 bis.  Personas y empresas 
usuarias de los servicios.

1.  Los Servicios Públicos de Em-
pleo prestarán servicios a las personas 
desempleadas, a las personas ocu-
padas y a las empresas. Estos servicios 
se definen en un catálogo.

2.  Además de los servicios reco-
gidos en el catálogo, contemplados en 
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el artículo 19 ter, los Servicios Públicos 
de Empleo facilitarán al conjunto de la 
ciudadanía información general sobre 
los servicios que se prestan y otros 
aspectos vinculados con el empleo.

3.  En la atención y, en su caso, 
inscripción de las personas y empresas 
usuarias de los Servicios Públicos de 
Empleo, se tendrán en cuenta, de 
forma diferenciada, las demandas y 
necesidades de cada una de ellas, a 
efectos de que se proporcionen los 
servicios que correspondan.

Artículo 19 ter.  Catálogo de servicios 
a la ciudadanía de los Servicios Pú-
blicos de Empleo.

1.  El catálogo de servicios a la 
ciudadanía de los Servicios Públicos 
de Empleo tiene por objeto garantizar, 
en todo el Estado, el acceso en condi-
ciones de igualdad a un servicio pú-
blico y gratuito de empleo, y la 
igualdad de oportunidades en el ac-
ceso al mismo, constituyendo un com-
promiso de los Servicios Públicos de 
Empleo con las personas y empresas 
usuarias de los mismos.

2.  El catálogo recoge los servicios 
comunes a prestar por los Servicios 
Públicos de Empleo a las personas, 
tanto desempleadas como ocupadas, 
y a las empresas, sin perjuicio de que 
cada Servicio Público de Empleo de-
sarrolle y amplíe, en su ámbito territo-
rial, esta oferta de servicios. A estos 
efectos, cada Servicio Público de Em-
pleo podrá establecer su propia carta 
de servicios, atendiendo a la evolu-
ción de su mercado de trabajo, a las 
necesidades de las personas y em-
presas, a las prioridades establecidas 
en el marco del Sistema Nacional de 
Empleo y a los recursos disponibles.

3.  El acceso a determinados servi-
cios del catálogo requerirá la inscrip-
ción como demandante de empleo 

tanto de las personas desempleadas 
como de las ocupadas.

Artículo 19 quáter.  Contenido del ca-
tálogo de servicios.

1.  Servicios destinados a las per-
sonas desempleadas:

1.1  Diagnóstico individualizado 
sobre el perfil, las necesidades y ex-
pectativas de la persona desempleada 
mediante entrevistas personalizadas, 
para poder encontrar un empleo.

1.2  Información y gestión de 
ofertas de empleo adecuadas, inclu-
yendo las procedentes de los otros 
países de la Unión Europea, así como 
información sobre el mercado de tra-
bajo, y los incentivos y medios dispo-
nibles para el fomento de la contrata-
ción y el apoyo a las iniciativas em-
prendedoras.

1.3  Diseño, elaboración y realiza-
ción de un itinerario individual y per-
sonalizado de empleo que podrá in-
cluir servicios de orientación e infor-
mación para el empleo y el autoempleo, 
de mejora de su cualificación profe-
sional y de su empleabilidad, y con-
tactos con las empresas, entidades y 
organismos públicos para facilitar su 
inserción laboral.

1.4  Oferta de acciones de forma-
ción profesional para el empleo, con 
acreditación oficial a través del Reper-
torio de Certificados de Profesiona-
lidad cuando estén vinculadas al Ca-
tálogo Nacional de Cualificaciones, 
así como la promoción de prácticas no 
laborales de la formación realizada.

1.5  Evaluación y, en su caso, re-
conocimiento de las competencias 
adquiridas por la experiencia laboral 
mediante la acreditación oficial de su 
cualificación.

1.6  Información, reconocimiento 
y pago de las prestaciones y subsidios 
por desempleo, impulsando y desarro-
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llando su gestión por medios electró-
nicos.

2.  Servicios destinados a las per-
sonas ocupadas:

2.1  Diagnóstico individualizado 
sobre el perfil, las necesidades y ex-
pectativas de la persona ocupada me-
diante entrevistas personalizadas para 
poder mantener el empleo o acceder 
a uno nuevo.

2.2  Orientación e información 
sobre empleo, autoempleo y mercado 
de trabajo, incentivos y medios dispo-
nibles para el fomento de la contrata-
ción, el mantenimiento del empleo y 
el apoyo a las iniciativas emprende-
doras, así como medidas para la me-
jora de su cualificación profesional.

2.3  Información y gestión de 
ofertas de empleo adecuadas, inclu-
yendo las procedentes de los otros 
países de la Unión Europea.

2.4  Oferta de acciones de forma-
ción profesional para el empleo, con 
acreditación oficial a través del Reper-
torio de Certificados de Profesiona-
lidad cuando están vinculadas al Ca-
tálogo Nacional de Cualificaciones, 
que favorezca la promoción profe-
sional y desarrollo personal de las per-
sonas trabajadoras y su derecho a la 
formación a lo largo de toda la vida, 
con especial atención a los supuestos 
de riesgo de pérdida del empleo.

2.5  Evaluación y, en su caso, re-
conocimiento de las competencias 
adquiridas por la experiencia laboral 
mediante la acreditación oficial de su 
cualificación.

3.  Servicios destinados a las em-
presas:

3.1  Tratamiento de sus ofertas de 
empleo, incluyendo su difusión en el 
marco del Sistema Nacional de Em-
pleo y a través de portales de empleo, 
preselección y envío de candidaturas, 

así como la colaboración en las entre-
vistas y/o procesos selectivos de difícil 
cobertura.

3.2  Información y asesoramiento 
sobre el mercado de trabajo, medidas 
de fomento de empleo, acceso y tra-
mitación de las mismas, modalidades 
y normas de contratación, diseño de 
planes formativos y ayudas para la for-
mación de las personas trabajadoras.

3.3  Comunicación telemática de 
la contratación laboral y de las altas, 
períodos de actividad y certificados de 
empresa a través del portal del Sistema 
Nacional de Empleo.

3.4  Información, asesoramiento y 
tutorización para la creación, gestión 
y funcionamiento de empresas, por 
parte de emprendedores, trabajadores 
autónomos y otras empresas de la eco-
nomía social.

Artículo 19 quinquies.  Actualización 
del catálogo de servicios a la ciuda-
danía.

El catálogo de servicios a la ciuda-
danía se actualizará mediante orden 
del titular del Ministerio de Trabajo e 
Inmigración, previo acuerdo adoptado 
por la Conferencia Sectorial de Em-
pleo y Asuntos Laborales.»

Artículo 8.  Acceso de las personas 
usuarias a los servicios. El itinerario in-
dividual y personalizado de empleo.

Se añade un nuevo Capítulo II, al Título 
I bis, de la Ley 56/2003, de 16 de di-
ciembre, de Empleo, con el siguiente 
contenido:

«CAPÍTULO II

Acceso de las personas desemplea-
das a los servicios

Artículo 19 sexies.  Enfoque persona-
lizado de los servicios.
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1.  El acceso de las personas des-
empleadas a los Servicios Públicos de 
Empleo se efectuará mediante su ins-
cripción y recogida de datos en una 
entrevista inicial que conllevará una 
valoración de los servicios que re-
quiere para su inserción laboral. De 
acuerdo con ello, y en colaboración 
con las personas desempleadas, se de-
terminará, si procede, el comienzo de 
un itinerario individual y personali-
zado de empleo en función del perfil 
profesional, necesidades y expecta-
tivas de la persona, junto a la situación 
del mercado de trabajo y a criterios 
vinculados con la percepción de pres-
taciones, la pertenencia a colectivos 
definidos como prioritarios y aquellos 
que se determinen en el marco del 
Sistema Nacional de Empleo.

2.  La articulación del itinerario 
individual y personalizado de empleo 
se configura como un derecho para las 
personas desempleadas y como una 
obligación para los Servicios Públicos 
de Empleo.

Artículo 19 septies.  Itinerario indivi-
dual y personalizado de empleo.

1.  El itinerario individual y perso-
nalizado de empleo contemplará, a 
partir de una entrevista de diagnóstico 
individualizada, las acciones del catá-
logo de servicios, y servicios especí-
ficos, que ofrece el Servicio Público de 
Empleo a la persona demandante de 
empleo, acordes a sus necesidades, 
sus requerimientos y al objetivo a con-
seguir.

2.  Para la realización del itinerario 
individual y personalizado de empleo 
será necesaria la suscripción y firma 
de un acuerdo personal de empleo. 
Mediante este acuerdo, por una parte, 
la persona beneficiaria del itinerario se 
compromete a participar activamente 
en las acciones para la mejora de su 
empleabilidad y de búsqueda activa 

de empleo, o la puesta en marcha de 
una iniciativa empresarial, y, por otra 
parte, el Servicio Público de Empleo 
se compromete a la asignación y pla-
nificación de las acciones y medidas 
necesarias. En el caso de personas be-
neficiarias de prestaciones y subsidios 
por desempleo, este acuerdo personal 
de empleo formará parte del compro-
miso de actividad establecido en el 
artículo 27.

3.  El incumplimiento, por causas 
no justificadas, del Acuerdo Personal 
de Empleo dará lugar a las sanciones 
previstas en el texto refundido de la 
Ley sobre Infracciones y Sanciones en 
el Orden Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 
agosto. A estos efectos, los incumpli-
mientos por parte de personas que 
sean beneficiarias de prestaciones y 
subsidios por desempleo supondrán 
un incumplimiento del compromiso 
de actividad suscrito por las mismas.

4.  Los Servicios Públicos de Em-
pleo serán responsables de la realiza-
ción, seguimiento, evaluación y po-
sible redefinición de los itinerarios 
individuales y personalizados de em-
pleo y, en su caso, derivarán la reali-
zación de las acciones a desarrollar 
por las personas demandantes de em-
pleo a las entidades colaboradoras. En 
todo caso, se fijarán las actuaciones 
propias de los Servicios Públicos de 
Empleo y las que podrán ser concer-
tadas.»

Artículo 9.  Colectivos prioritarios.

Se modifica y renumera el artículo 26 
de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, 
de Empleo, quedando redactado en los 
siguientes términos:

«Artículo 19 octies.  Colectivos priori-
tarios.

1.  El Gobierno y las Comunidades 
Autónomas adoptarán, de acuerdo 
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con los preceptos constitucionales y 
estatutarios, así como con los compro-
misos asumidos en el ámbito de la 
Unión Europea y en la Estrategia Espa-
ñola de Empleo, programas especí-
ficos destinados a fomentar el empleo 
de las personas con especiales dificul-
tades de integración en el mercado de 
trabajo, especialmente jóvenes, con 
particular atención a aquellos con dé-
ficit de formación, mujeres, parados 
de larga duración, mayores de 45 
años, personas con discapacidad o en 
situación de exclusión social, e inmi-
grantes, con respeto a la legislación de 
extranjería, u otros que se puedan de-
terminar, en el marco del Sistema Na-
cional de Empleo.

2.  Teniendo en cuenta las espe-
ciales circunstancias de estos colec-
tivos, los Servicios Públicos de Empleo 
asegurarán el diseño de itinerarios in-
dividuales y personalizados de empleo 
que combinen las diferentes medidas 
y políticas, debidamente ordenadas y 
ajustadas al perfil profesional de las 
personas que los integran y a sus ne-
cesidades específicas. Cuando ello sea 
necesario, los servicios públicos de 
empleo valorarán la necesidad de co-
ordinación con los servicios sociales 
para dar una mejor atención a estas 
personas.»

CAPÍTULO IV

Transformación de las políticas acti-
vas de empleo y redefinición de su 

contenido y desarrollo

Artículo 10.  Concepto y principios ge-
nerales de las políticas activas de em-
pleo.

Uno.  Se modifican los apartados 1 y 
3 del artículo 23, de la Ley 56/2003, de 
16 de diciembre, de Empleo, que quedan 
redactados como sigue:

«1.  Se entiende por políticas ac-
tivas de empleo el conjunto de ac-
ciones y medidas de orientación, em-
pleo y formación dirigidas a mejorar 
las posibilidades de acceso al empleo, 
por cuenta ajena o propia, de las per-
sonas desempleadas, al manteni-
miento del empleo y a la promoción 
profesional de las personas ocupadas 
y al fomento del espíritu empresarial y 
de la economía social.

Las políticas definidas en el párrafo 
anterior deberán desarrollarse en todo 
el Estado, teniendo en cuenta la Estra-
tegia Española de Empleo, las necesi-
dades de los demandantes de empleo 
y los requerimientos de los respectivos 
mercados de trabajo, de manera coor-
dinada entre los agentes de formación 
profesional para el empleo e interme-
diación laboral que realizan tales ac-
ciones, con objeto de favorecer la co-
locación de los demandantes de em-
pleo.»

«3.  Los recursos económicos des-
tinados a las políticas activas de em-
pleo serán gestionados por los Servi-
cios Públicos de Empleo, desarro-
llando para ello las acciones y medidas 
que consideren necesarias y que den 
cobertura a los ámbitos establecidos 
en el artículo 25.

Estas acciones y medidas podrán 
ser gestionadas mediante la concesión 
de subvenciones públicas, contrata-
ción administrativa, suscripción de 
convenios, gestión directa o cualquier 
otra forma jurídica ajustada a de-
recho.»

Dos.  Se modifica íntegramente el ar-
tículo 24 de la Ley 56/2003, de 16 de 
diciembre, de Empleo, quedando redac-
tado en los siguientes términos:

«Artículo 24.  Principios generales de 
las políticas activas de empleo.

1.  En el diseño y ejecución de las 
políticas activas de empleo han de 
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estar presentes los siguientes princi-
pios generales:

a)  El tratamiento individualizado 
y especializado a las personas en si-
tuación de desempleo para mejorar su 
empleabilidad, así como a las per-
sonas ocupadas para contribuir a la 
calidad y mantenimiento de su em-
pleo.

b)  La respuesta a las necesidades 
de las empresas en materia de capital 
humano, empleo y formación.

c)  El fomento del autoempleo y la 
iniciativa emprendedora, especial-
mente en el marco de la economía 
sostenible y de los nuevos yacimientos 
de empleo, incluyendo la atención y 
el acompañamiento a las personas 
emprendedoras en la puesta en marcha 
de su iniciativa empresarial.

d)  La igualdad de oportunidades 
y no discriminación en el acceso al 
empleo en los términos previstos en la 
letra a) del artículo 2 de esta Ley. En 
particular, se tendrá en cuenta de ma-
nera activa el objetivo de la igualdad 
de trato entre mujeres y hombres para 
garantizar en la práctica la plena 
igualdad por razón de sexo.

e)  La adecuación a las caracterís-
ticas del territorio, teniendo en cuenta 
la realidad del mercado de trabajo y 
las peculiaridades locales y secto-
riales.

2.  Estos principios informarán, a 
su vez, todas las actuaciones de las 
entidades colaboradoras de los Servi-
cios Públicos de Empleo.»

Artículo 11.  Identificación y ámbitos 
de las políticas activas de empleo.

Uno.  Se modifica el artículo 25 de la 
Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Em-
pleo, que queda redactado en los si-
guientes términos:

«Artículo 25.  Identificación y ámbi-
tos de las políticas activas de em-
pleo.

1.  El conjunto de acciones y me-
didas que integran las políticas activas 
de empleo cubrirán los siguientes ám-
bitos:

a)  Orientación profesional: ac-
ciones y medidas de información, 
acompañamiento, motivación y aseso-
ramiento que, teniendo en cuenta las 
circunstancias personales y profesio-
nales de la persona beneficiaria, le 
permiten determinar sus capacidades 
e intereses y gestionar su trayectoria 
individual de aprendizaje, la búsqueda 
de empleo o la puesta en práctica de 
iniciativas empresariales.

b)  Formación y recualificación: 
acciones y medidas de aprendizaje, 
formación, recualificación o reciclaje 
profesional incluidas en el subsistema 
de formación profesional para el em-
pleo.

c)  Oportunidades de empleo y 
fomento de la contratación: acciones 
y medidas que tengan por objeto in-
centivar la contratación, la creación 
de empleo o el mantenimiento de los 
puestos de trabajo, ya sea con carácter 
general o dirigidas a sectores o colec-
tivos específicos.

d)  Oportunidades de empleo y 
formación: acciones y medidas que 
impliquen la realización de un trabajo 
efectivo en un entorno real y permitan 
adquirir formación o experiencia pro-
fesional dirigidas a la cualificación o 
inserción laboral.

e)  Fomento de la igualdad de 
oportunidades en el empleo: acciones 
y medidas que promuevan la igualdad 
entre mujeres y hombres en el acceso 
al empleo, la permanencia en el 
mismo y la promoción profesional, así 
como la conciliación de la vida per-
sonal, familiar y laboral y la corres-
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ponsabilidad de hombres y mujeres en 
la asunción de las responsabilidades 
familiares.

f)  Oportunidades para colectivos 
con especiales dificultades: acciones y 
medidas de inserción laboral de colec-
tivos que, de forma estructural o coyun-
tural, presentan especiales dificultades 
para el acceso y la permanencia en el 
empleo. A estos efectos, se tendrá espe-
cialmente en consideración la situa-
ción de las mujeres víctimas de vio-
lencia de género, de las víctimas de 
violencia doméstica y de las personas 
con discapacidad o en situación de ex-
clusión social. En relación con las per-
sonas con discapacidad, se incentivará 
su contratación tanto en el empleo or-
dinario como en el empleo protegido a 
través de los Centros Especiales de Em-
pleo.

g)  Autoempleo y creación de em-
presas: acciones y medidas dirigidas a 
fomentar las iniciativas empresariales 
mediante el empleo autónomo o la 
economía social.

h)  Promoción del desarrollo y la 
actividad económica territorial: ac-
ciones y medidas encaminadas a la 
generación de empleo, la creación de 
actividad empresarial y la dinamiza-
ción e impulso del desarrollo econó-
mico local.

i)  Fomento de la movilidad (geo-
gráfica y/o sectorial): acciones y me-
didas que faciliten el desplazamiento 
o cambio de residencia para acceder 
a un puesto de trabajo o la recualifica-
ción a fin de promover la contratación 
en un sector de actividad diferente al 
que se ha trabajado habitualmente, 
especialmente cuando se trate de sec-
tores emergentes o con alta empleabi-
lidad.

j)  Proyectos integrados: acciones 
y medidas que combinen o conjuguen 
varios de los ámbitos definidos con 
anterioridad.

2.  Las acciones y medidas corres-
pondientes a los ámbitos a que se re-
fiere el apartado anterior, se diseñarán 
y desarrollarán por las Comunidades 
Autónomas en el ámbito de sus com-
petencias.

Asimismo, el Servicio Público de 
Empleo Estatal diseñará y desarrollará 
estas acciones y medidas en su ámbito 
competencial.»

Artículo 12.  Formación profesional 
para el empleo.

Se modifica, íntegramente, el artículo 
26 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, 
de Empleo, quedando redactado como 
sigue:

«Artículo 26.  Formación profesional 
para el empleo.

1.  El subsistema de formación 
profesional para el empleo está cons-
tituido por un conjunto de iniciativas, 
medidas e instrumentos que pre-
tenden, a través de la formación de los 
trabajadores y de la acreditación de su 
cualificación, dar respuesta a sus ne-
cesidades personales y profesionales 
de inserción y reinserción en el sis-
tema productivo y contribuir a la me-
jora de la competitividad de las em-
presas. Dicho subsistema, de acuerdo 
con lo previsto en la Ley Orgánica 
5/2002, de las Cualificaciones y la For-
mación Profesional, se desarrollará en 
el marco del Sistema Nacional de 
Cualificaciones y Formación Profe-
sional y del Sistema Nacional de Em-
pleo, de acuerdo con sus principios, 
fines y objetivos y en especial:

a)  El derecho a la formación pro-
fesional para el empleo y la igualdad 
en el acceso de la población activa y 
las empresas a la formación y a las 
ayudas a la misma.

b)  La vinculación del subsistema 
de formación profesional para el em-
pleo con el diálogo social como ins-
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trumento más eficaz, para dar res-
puesta a los cambios y requerimientos 
del sistema productivo.

c)  La participación de las organi-
zaciones empresariales y sindicales 
más representativas en el diseño y pla-
nificación del subsistema de forma-
ción profesional para el empleo.

d)  La vinculación de la formación 
profesional para el empleo con la ne-
gociación colectiva, marco natural 
para el desarrollo de iniciativas y me-
didas que conduzcan a una mayor 
cualificación de las personas trabaja-
doras.

2.  Las acciones formativas del 
subsistema de formación para el em-
pleo están dirigidas a la adquisición, 
mejora y actualización permanente de 
las competencias y cualificaciones 
profesionales, favoreciendo la forma-
ción a lo largo de toda la vida de la 
población activa, y conjugando las 
necesidades de las personas, de las 
empresas, de los territorios y de los 
sectores productivos.

3.  El Certificado de Profesiona-
lidad es el instrumento de acredita-
ción, en el ámbito de la Administra-
ción laboral, de las cualificaciones 
profesionales del Catálogo Nacional 
de Cualificaciones Profesionales ad-
quiridas a través de procesos forma-
tivos o del proceso de reconocimiento 
de la experiencia laboral y de vías no 
formales de formación.

El Repertorio Nacional de Certifi-
cados de Profesionalidad está consti-
tuido por el conjunto de los Certifi-
cados de Profesionalidad ordenados 
sectorialmente en familias profesio-
nales y de acuerdo con los niveles de 
cualificación establecidos en el Catá-
logo Nacional de Cualificaciones. 
Estos certificados tienen carácter ofi-
cial, validez en todo el territorio na-
cional y permitirán su correspondencia 

con los títulos de formación profe-
sional del sistema educativo.

4.  La oferta formativa vinculada a 
la obtención de los Certificados de 
Profesionalidad, estructurada en mó-
dulos formativos, facilitará la acredita-
ción parcial acumulable para el reco-
nocimiento de competencias profesio-
nales en el marco del Sistema Nacional 
de las Cualificaciones y Formación 
Profesional.

5.  La oferta de acciones de forma-
ción profesional para el empleo refe-
rida al Catálogo Nacional de Cualifi-
caciones permitirá el reconocimiento 
y capitalización de aprendizajes con 
la acreditación de la experiencia pro-
fesional y la formación profesional del 
sistema educativo, vinculada con el 
desarrollo del Sistema Nacional de 
Cualificaciones y Formación Profe-
sional.

6.  Las acciones formativas del 
subsistema de formación profesional 
para el empleo que no sean objeto de 
acreditaciones oficiales serán recono-
cidas a través del correspondiente di-
ploma acreditativo.

7.  Los Servicios Públicos de Em-
pleo promoverán el funcionamiento 
de una red de Centros de Referencia 
Nacional, especializados por áreas y 
familias profesionales, que colabo-
rarán en el desarrollo de acciones de 
carácter innovador, experimental y 
formativo en el ámbito de la formación 
profesional para el empleo, y en parti-
cular en actividades de mejora de la 
calidad dirigidas a la red de centros 
colaboradores y a los formadores. Para 
ello, estos Centros procurarán man-
tener relación con centros tecnoló-
gicos y otras redes de gestión del co-
nocimiento, tanto nacionales como 
internacionales, en sus ámbitos secto-
riales específicos.

8.  Los Servicios Públicos de Em-
pleo promoverán el mantenimiento de 
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una red de centros colaboradores, pú-
blicos y privados, que junto a sus cen-
tros, garantice una permanente oferta 
de formación para el empleo de ca-
lidad. Asimismo, en colaboración con 
el sistema educativo, promoverán una 
red de centros integrados.

9.  Los Servicios Públicos de Em-
pleo impulsarán la colaboración y co-
ordinación entre las Administraciones 
competentes para la mejora de la ca-
lidad, eficacia y eficiencia del subsis-
tema de formación profesional para el 
empleo. Asimismo, impulsarán pro-
cesos de evaluación sistemáticos y 
periódicos, de acuerdo con los crite-
rios aprobados por los instrumentos de 
participación del subsistema y con las 
directrices europeas en materia de ca-
lidad.»

Artículo 13.  Modificación del texto re-
fundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aproba-
do por el Real Decreto Legislativo 
5/2000, de 4 de agosto.

Se introduce una nueva letra c) en el 
apartado 1, del artículo 17 del texto re-
fundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 5/2000, 
de 4 de agosto, con la siguiente redac-
ción:

«c)  No cumplir las exigencias del 
Acuerdo Personal de Empleo, salvo 
causa justificada, siempre que la con-
ducta no esté tipificada como otra in-
fracción leve o grave en este ar-
tículo.»

Disposición adicional primera.  Identifi-
cación de la Conferencia Sectorial de 
Empleo y Asuntos Laborales.

La Conferencia Sectorial de Asuntos 
Laborales pasa a denominarse Confe-
rencia Sectorial de Empleo y Asuntos La-
borales.

En consecuencia con lo anterior, todas 
las referencias que en la legislación vi-
gente se efectúan a la Conferencia Secto-
rial de Asuntos Laborales o a sus fun-
ciones deben entenderse realizadas a la 
Conferencia Sectorial de Empleo y 
Asuntos Laborales.

Disposición adicional segunda.  Comu-
nidades Autónomas del País Vasco y de 
Navarra.

En las Comunidades Autónomas del 
País Vasco y de Navarra, la financiación 
de las políticas activas de empleo pre-
vistas en la presente norma se fijará en el 
marco del Concierto y del Convenio Eco-
nómico, respectivamente.

Disposición transitoria primera.  Plazo 
para la elaboración de la Estrategia Es-
pañola de Empleo.

El Gobierno elaborará antes del 31 de 
octubre de 2011 la Estrategia Española de 
Empleo a que se refiere el artículo 4 bis 
de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, 
de Empleo.

Disposición transitoria segunda.  Aplica-
ción de los itinerarios individuales y 
personalizados de empleo.

Los itinerarios individuales y persona-
lizados de empleo se aplicarán gradual-
mente en tres fases:

Durante el año 2011, su realización 
estará dirigida prioritariamente a los co-
lectivos a que se refiere el Real Decreto-
ley 1/2011, de 11 de febrero, de medidas 
urgentes para promover la transición al 
empleo estable y la recualificación profe-
sional de las personas desempleadas.

Durante el año 2012, la prioridad en 
la realización de los itinerarios se deter-
minará en el Plan Anual de Política de 
Empleo para dicho ejercicio.

A partir de enero de 2013, la elabora-
ción de estos itinerarios se extenderá a 
toda la población desempleada.
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Disposición transitoria tercera.  Aplica-
ción de normas derogadas.

Las disposiciones que se contemplan 
en la Disposición derogatoria única per-
manecerán en vigor hasta que se aprueben 
la Estrategia Española de Empleo y el Plan 
Anual de Política de Empleo para el ejer-
cicio 2012. No obstante, las acciones y 
programas que se hayan iniciado con an-
terioridad a esa fecha, se desarrollarán 
hasta su finalización de conformidad con 
lo establecido en dichas disposiciones.

Disposición derogatoria única.  Deroga-
ción normativa.

1.  Quedan derogadas las disposi-
ciones siguientes:

a)  El capítulo II del Real Decreto 
1451/1983, de 11 de mayo, por el que en 
cumplimiento de lo previsto en la Ley 
13/1982, de 7 de abril, se regula el em-
pleo selectivo y las medidas de fomento 
del empleo de trabajadores minusvá-
lidos.

b)  El capítulo VII del Real Decreto 
2273/1985, de 4 de diciembre, por el que 
se aprueba el Reglamento de los Centros 
Especiales de Empleo, definidos en el ar-
tículo 42 de la Ley 13/1982, de 7 de abril, 
de Integración Social de los Minusvá-
lidos.

c)  Los artículos 12 y 13 del Real De-
creto 290/2004, de 20 de febrero, por el 
que se regulan los enclaves laborales 
como medida de fomento del empleo de 
las personas con discapacidad.

d)  El Real Decreto 870/2007, de 2 de 
julio, por el que se regula el programa de 
empleo con apoyo como medida de fo-
mento de empleo de personas con disca-
pacidad en el mercado ordinario de tra-
bajo.

e)  El Real Decreto 469/2006, de 21 
de abril, por el que se regulan las uni-
dades de apoyo a la actividad profesional 
en los centros especiales de empleo.

f)  El Real Decreto 282/1999, de 22 
de febrero, por el que se establece el 
programa de Talleres de Empleo.

g)  La Orden TAS/816/2005, de 21 de 
marzo, por la que se adecuan al régimen 
jurídico establecido en la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subven-
ciones las normas reguladoras de subven-
ciones que se concedan por el Servicio 
Público de Empleo Estatal en los ámbitos 
de empleo y de formación profesional 
ocupacional.

h)  Orden del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social de 9 de marzo de 1994, 
por la que se establecen las bases regula-
doras de la concesión de ayudas por el 
Instituto Nacional de Empleo para la rea-
lización de acciones de comprobación 
de la profesionalidad, información profe-
sional, orientación profesional y bús-
queda activa de empleo, por entidades e 
instituciones colaboradoras sin ánimo de 
lucro.

i)  Orden del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales de 20 de enero de 1998, 
por la que se establecen las bases regula-
doras para la concesión de subvenciones 
para la realización de acciones de orien-
tación profesional para el empleo y asis-
tencia para el autoempleo.

j)  Orden TAS/2643/2003, de 18 de 
septiembre, por la que se regulan las 
bases para la concesión de subvenciones 
para la puesta en práctica de programas 
experimentales en materia de empleo.

k)  Orden del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social 13 de abril de 1994, por 
la que se regula la concesión de las 
ayudas y subvenciones sobre fomento del 
empleo de los trabajadores minusválidos 
según lo establecido en el capítulo II del 
Real Decreto 1451/1983, de 11 de 
mayo.

l)  Orden del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales de 16 de octubre de 
1998, por la que se establecen las bases 
reguladoras para la concesión de las 
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ayudas y subvenciones públicas desti-
nadas al fomento de la integración la-
boral de los minusválidos en centros es-
peciales de empleo y trabajo autónomo.

m)  Orden del Ministerio de Trabajo 
y Asuntos Sociales de 19 de diciembre de 
1997, por la que se establecen las bases 
reguladoras de la concesión de subven-
ciones públicas, por el Instituto Nacional 
de Empleo en el ámbito de la colabora-
ción con órganos de la Administración 
General del Estado y sus organismos au-
tónomos, Comunidades Autónomas, Uni-
versidades e instituciones sin ánimo de 
lucro, que contraten trabajadores desem-
pleados para la realización de obras y 
servicios de interés general y social.

n)  Orden TAS/2435/2004, de 20 de 
julio, por la que se excepcionan determi-
nados programas públicos de mejora de 
la ocupabilidad en relación con la utili-
zación del contrato de inserción y se mo-
difica la Orden del Ministerio de Trabajo 
y Asuntos Sociales de 19 de diciembre de 
1997, por la que se establecen las bases 
reguladoras de la concesión de subven-
ciones públicas por el Instituto Nacional 
de Empleo en el ámbito de la colabora-
ción con órganos de la Administración 
General del Estado y sus organismos au-
tónomos, Comunidades Autónomas, Uni-
versidades e instituciones sin ánimo de 
lucro, que contraten trabajadores desem-
pleados para la realización de obras y 
servicios de interés general y social.

o)  Orden del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales de 26 de octubre de 
1998, por la que se establecen las bases 
para la concesión de subvenciones por el 
Instituto Nacional de Empleo, en el ám-
bito de colaboración con las corpora-
ciones locales para la contratación de 
trabajadores desempleados en la realiza-
ción de obras y servicios de interés ge-
neral y social.

p)  Orden del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales de 15 de julio de 1999, 
por la que se establecen las bases de con-

cesión de subvenciones públicas para el 
fomento del desarrollo local e impulso de 
los proyectos y empresas calificados 
como I+E.

q)  Orden TAS/1622/2007, de 5 de 
junio, por la que se regula la concesión 
de subvenciones al programa de promo-
ción del empleo autónomo.

r)  Orden del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales de 13 de abril de 1994, 
de bases reguladoras de la concesión de 
las subvenciones consistente en el abono, 
a los trabajadores que hicieren uso del 
derecho previsto en el artículo 1 del Real 
Decreto 1044/1985.

s)  Orden del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales de 14 de noviembre de 
2001, por la que se regulan el programa 
de Escuelas Taller y Casas de Oficios y las 
Unidades de Promoción y Desarrollo y se 
establecen las bases reguladoras de la 
concesión de subvenciones públicas a 
dichos programas.

t)  Orden del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales de 14 de noviembre de 
2001, por la que se desarrolla el Real 
Decreto 282/1999, de 22 de febrero, por 
el que se establece el Programa de Ta-
lleres de Empleo, y se establecen las bases 
reguladoras de la concesión de subven-
ciones públicas a dicho programa.

u)  Orden TAS/ 3501/2005, de 7 de 
noviembre por la que se establecen las 
bases reguladoras para la concesión de 
subvenciones de fomento del empleo y 
mejora de la competitividad en las coo-
perativas y sociedades laborales.

2.  Se derogan cuantas normas de 
igual o inferior rango contradigan o se 
opongan a lo dispuesto en el presente 
real decreto-ley.

Disposición final primera.  Fondo de po-
líticas de empleo.

1.  En el Servicio Público de Empleo 
Estatal se constituirá un Fondo de polí-
ticas de empleo, con la finalidad de 
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atender necesidades futuras de financia-
ción en la ejecución de las acciones y 
medidas que integran las políticas activas 
de empleo.

2.  El Fondo de políticas de empleo se 
financiará con:

a)  El 10 % de los remanentes de cré-
ditos no comprometidos por las Comuni-
dades Autónomas en la ejecución de las 
acciones y medidas de políticas activas 
de empleo, que se integren en el presu-
puesto de ingresos del Servicio Público 
de Empleo Estatal.

b)  El 10 % de los remanentes de 
crédito no ejecutados por el Servicio 
Público de Empleo Estatal en las ac-
ciones y medidas incluidas en la letra 
h) del artículo 13 de la Ley 56/2003, de 
16 de diciembre, de Empleo.

c)  El saldo de mayor recaudación de 
la cuota de formación profesional para el 
empleo, que se obtendrá como diferencia 
positiva entre la liquidación de las cuotas 
de formación profesional para el empleo 
efectivamente imputadas al presupuesto 
de ingresos del Servicio Público de Em-
pleo Estatal en cada ejercicio y las esta-
blecidas en el presupuesto inicial.

d)  Cualquier otro ingreso del Ser-
vicio Público de Empleo Estatal que deba 
integrarse en este fondo en los términos 
establecidos en la normativa que lo re-
gule.

3.  Se integrarán adicionalmente en 
dicho Fondo, siempre que las posibili-
dades económicas y la situación finan-
ciera lo permitan:

a)  Hasta un máximo del 10 % de los 
remanentes de créditos no comprome-
tidos por las Comunidades Autónomas en 
la ejecución de las acciones y medidas de 
políticas activas de empleo, que se inte-
gren en el presupuesto de ingresos del 
Servicio Público de Empleo Estatal.

b)  Hasta un máximo del 10 % de los 
remanentes de crédito no ejecutados por 

el Servicio Público de Empleo Estatal en 
las acciones y medidas incluidas en la 
letra h) del artículo 13 de la Ley 56/2003, 
de 16 de diciembre, de Empleo.

c)  Hasta un máximo del 20 % de los 
reintegros que las Comunidades Autó-
nomas hayan realizado con motivo de la 
ejecución de los planes de trabajo de los 
Centros Nacionales de Formación Profe-
sional Ocupacional o de los Centros de 
Referencia Nacional.

A los efectos de realizar las correspon-
dientes dotaciones, se establece como 
condición mínima para considerar que la 
situación financiera permite la misma, 
que el resultado presupuestario del ejer-
cicio sea positivo. El resultado presupues-
tario de cada ejercicio se obtendrá, en 
aplicación de la legislación contable y 
presupuestaria vigente en cada momento, 
como diferencia entre los derechos reco-
nocidos netos y las obligaciones recono-
cidas netas de cada ejercicio.

4.  El Servicio Público de Empleo Es-
tatal abrirá una cuenta en el Banco de 
España a los efectos de realizar las ope-
raciones financieras que legalmente estén 
permitidas con las dotaciones del Fondo 
de políticas de empleo.

5.  Las dotaciones efectivas y materia-
lizaciones del Fondo de políticas de em-
pleo serán las acordadas, en cada ejer-
cicio económico, por el Consejo de Mi-
nistros, a propuesta conjunta de las 
personas titulares de los Ministerios de 
Trabajo e Inmigración y de Economía y 
Hacienda.

Los rendimientos de cualquier natura-
leza que generen la cuenta del Fondo de 
políticas de empleo y los activos finan-
cieros en que se hayan materializado las 
dotaciones de éste, se integrarán automá-
ticamente en el mismo.

6.  La disposición de los activos del 
Fondo de políticas de empleo se destinará 
exclusivamente a financiar:
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a)  Las acciones y medidas que inte-
gran las políticas activas de empleo, ges-
tionadas tanto por el Servicio Público de 
Empleo Estatal como por los Servicios 
Públicos de Empleo de las Comunidades 
Autónomas. Las cuantías procedentes de 
la letra c) del apartado 2, se destinarán a 
acciones de formación profesional para 
el empleo.

b)  El saldo de menor recaudación de 
la cuota de formación profesional para el 
empleo, considerando éste como la dife-
rencia negativa entre la liquidación de las 
cuotas de formación profesional para el 
empleo efectivamente imputadas al pre-
supuesto de ingresos del Servicio Público 
de Empleo Estatal en cada ejercicio y las 
establecidas en el presupuesto inicial.

c)  Los gastos necesarios para su ges-
tión.

Se precisará autorización previa del 
Consejo de Ministros a propuesta con-
junta de las personas titulares de los Mi-
nisterios de Trabajo e Inmigración y de 
Economía y Hacienda para proceder a la 
disposición de los activos del fondo.

Los valores en que se materialice el 
Fondo de políticas de empleo serán tí-
tulos emitidos por personas jurídicas pú-
blicas.

7.  Reglamentariamente se determi-
narán los valores que han de constituir la 
cartera del citado Fondo, grados de li-
quidez de la misma, supuestos de enaje-
nación de los activos financieros que lo 
integran y demás actos de gestión finan-
ciera.

8.  Para el control y ordenación de la 
gestión económica del Fondo de políticas 
de empleo se crea el Comité de Gestión 
del mencionado fondo.

Dicho Comité estará presidido por la 
persona titular de la Dirección General 
del Servicio Público de Empleo Estatal, y 
se compondrá, además, de cinco miem-
bros: dos designados por el Ministerio de 
Economía y Hacienda, uno de los cuales 

realizará las funciones de vicepresidente; 
uno designado por la Intervención Ge-
neral de la Administración del Estado; y 
dos designados por la Secretaría de Es-
tado de Empleo, uno de los cuales ac-
tuará como secretario del Comité, con 
voz pero sin voto.

Este Comité tendrá las funciones de 
formular propuestas de ordenación, ase-
soramiento y selección de valores que 
han de constituir la cartera del Fondo, 
enajenación de activos financieros que lo 
integren y demás actuaciones que los 
mercados financieros aconsejen, así 
como elaborar un informe anual.

El Comité de Gestión del Fondo de 
políticas de empleo podrá contar con el 
asesoramiento de expertos en los tér-
minos que reglamentariamente se deter-
minen.

9.  A efectos de realizar un adecuado 
seguimiento del Fondo de políticas de 
empleo, la Comisión Ejecutiva del Ser-
vicio Público de Empleo Estatal será in-
formada semestralmente de la evolución 
y composición del mismo.

10.  Las materializaciones, inver-
siones, reinversiones y desinversiones y 
demás operaciones de adquisición, dis-
posición y gestión de los activos finan-
cieros del Fondo de políticas de empleo 
correspondientes a cada ejercicio ten-
drán carácter extrapresupuestario y se 
imputarán definitivamente el último día 
hábil del mismo, al presupuesto del Ser-
vicio Público de Empleo Estatal, con-
forme a la situación patrimonial de dicho 
Fondo en esa fecha, a cuyo efecto serán 
objeto de adecuación los créditos presu-
puestarios.

11.  El Gobierno presentará a las 
Cortes Generales un informe anual sobre 
la evolución y composición del Fondo de 
políticas de empleo.

12.  El Consejo General del Sistema 
Nacional de Empleo, a través de su Co-
misión Permanente, realizará el segui-
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miento de las propuestas de ordenación, 
selección de valores que han de consti-
tuir la cartera del Fondo, enajenación de 
activos financieros que lo integren y 
demás actuaciones que los mercados fi-
nancieros aconsejen, así como de su evo-
lución.

Disposición final segunda.  Título com-
petencial.

Este real decreto-ley se dicta al amparo 
de los títulos competenciales previstos en 
el artículo 149.1 de la Constitución, en 
sus apartados 7, 13 y 17.

Disposición final tercera.  Ejecución y 
desarrollo.

Se faculta a la persona titular del Mi-
nisterio de Trabajo e Inmigración, en el 
ámbito de sus competencias, para dictar 
cuantas disposiciones sean precisas para 
el desarrollo de este real decreto-ley.

Disposición final cuarta.  Entrada en vi-
gor.

El presente real decreto-ley entrará en 
vigor el día siguiente al de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 18 de febrero de 
2011.

JUAN CARLOS R.

	 El Presidente del Gobierno,
	JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

TRIBUNAL SUPREMO

Sentencias 

Sentencia de 19 de enero de 2011, de 
la Sala Tercera del Tribunal Supremo, por 
la que se declara la nulidad de la división 
del Registro de la Propiedad n.º 1 de 

Calviá. («BOE» núm. 41 de 17 de febrero 
de 2011.)

En el recurso contencioso-administra-
tivo n.º 134/2007, interpuesto por el Pro-
curador de los Tribunales D. Argimiro 
Vázquez Guillén, actuando en nombre y 
representación de D. Damián Antonio 
Canals Prats, D. José Manuel García 
García, D.ª Margarita M.ª Grau Sancho, 
D. Juan Manuel Llopis Giner, D. Eduardo 
Martínez García, D. Fernando P. Méndez, 
D. Jesús-Nicolás Juez Pérez, D. Nicolás 
Nogueroles Peiró, D. Celestino Pardo 
Nuñez, D. Ricardo Prada Álvarez-Buylla, 
D. Ángel de la Puente Jiménez, D. Juan 
Carlos Ramón Chornet, D. Hipólito Ro-
dríguez Ayuso y D. Javier Sola Palerm, la 
Sala Tercera (Sección Sexta) ha dictado 
sentencia, en fecha 19 de enero de 2011, 
que contiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

Que debemos estimar y estimamos 
parcialmente el presente recurso exclusi-
vamente en lo que se refiere al artículo 1 
del Real Decreto 172/2007, de 9 de fe-
brero, por el que se modifica la demarca-
ción de los Registros de la Propiedad, 
Mercantiles y de Bienes Inmuebles y en 
lo que afecta al Registro de la Propiedad 
de Calviá, a que se refiere el anexo I, 
declarando la nulidad de la división de 
dicho Registro n.º 1 por su disconfor-
midad a derecho, desestimando el re-
curso en todo lo demás. Sin costas.

Así, por esta nuestra sentencia, defini-
tivamente juzgando, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.–Excmos. Sres.: 
Presidente: don Octavio Juan Herrero 
Pina; Magistrados: don Luis María Díez-
Picazo Giménez; don Juan Carlos Trillo 
Alonso; don Carlos Lesmes Serrano; don 
Agustín Puente Prieto.

Sentencia de 21 de enero de 2011, de 
la Sala Tercera del Tribunal Supremo, por 
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la que se declara la nulidad del artículo 5 
de la Orden ITC/3860/2007, de 28 de 
diciembre, por la que se revisan las tarifas 
eléctricas a partir del 1 de enero de 2008. 
(«BOE» núm. 41 de 17 de febrero de 
2011.)

En el recurso contencioso-administra-
tivo número 1/101/2009 interpuesto por 
el Procurador don José Guerrero Tramo-
yeres, en representación de la entidad 
mercantil ENDESA, S.A., se ha dictado 
sentencia de fecha 21 de enero de 2011, 
que contiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

Primero.–Estimar el recurso conten-
cioso-administrativo interpuesto por la 
representación procesal de la entidad 
mercantil ENDESA, S.A., declarando la 
nulidad del artículo 5 de la Orden 
ITC/3860/2007, de 28 de diciembre, por 
la que se revisan las tarifas eléctricas a 
partir de 1 de enero de 2008, por no ser 
conforme a Derecho.

Segundo.–No efectuar expresa imposi-
ción de las costas causadas en el presente 
recurso contencioso-administrativo.

Publíquese el presente fallo en el «Bo-
letín Oficial del Estado», conforme al ar-
tículo 72.2 de la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administra-
tiva.

Así por esta nuestra sentencia, que de-
berá insertarse por el Consejo General 
del Poder Judicial en la publicación ofi-
cial de jurisprudencia de este Tribunal 
Supremo, definitivamente juzgando lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.–
Pedro José Yagüe Gil.–Manuel Campos 
Sánchez-Bordona.–Eduardo Espín 
Templado.–José Manuel Bandrés Sán-
chez-Cruzat.–María Isabel Perelló 
Doménech.–Rubricados.

SENTENCIA de 24 de enero de 2011, de 
la Sala Tercera del Tribunal Supremo, por 
la que se anula la disposición adicional 
tercera de la Orden ITC/3863/2007, de 
28 de diciembre, por la que se establecen 
los peajes y cánones asociados al acceso 
de terceros a las instalaciones gasistas 
para el año 2008 y se actualizan determi-
nados aspectos relativos a la retribución 
de las actividades reguladas del sector 
gasista. («BOE» núm. 41 de 17 de febrero 
de 2011.)

En el recurso contencioso-administra-
tivo n.º 117/2009 interpuesto por la re-
presentación procesal de la Asociación 
Española de la Industria Eléctrica 
(UNESA), la Sala Tercera (Sección Tercera) 
ha dictado sentencia de fecha 24 de 
enero de 2011, que contiene el siguiente 
fallo:

FALLAMOS

Primero.–Estimar en parte el recurso 
interpuesto por la «Asociación Española 
de la Industria Eléctrica» contra la Orden 
ITC/3863/2007, de 28 de diciembre, por 
la que se establecen los peajes y cánones 
asociados al acceso de terceros a las ins-
talaciones gasistas para el año 2008 y se 
actualizan determinados aspectos rela-
tivos a la retribución de las actividades 
reguladas del sector gasista.

Segundo.–Anular, por su disconfor-
midad a Derecho, la Disposición adi-
cional tercera de la referida Orden a tenor 
de la cual se fija la cuantía con cargo a 
los peajes de acceso de terceros a las 
instalaciones gasistas destinada a la fi-
nanciación del Plan de acción (2008-
2012), aprobado por el Acuerdo de Con-
sejo de Ministros, de 20 de julio de 2007 
y por el que se concretan las medidas del 
documento de «Estrategia de ahorro y 
eficiencia energética en España 2004-
2012», aprobado por Acuerdo de Con-
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sejo de Ministros de 28 de noviembre de 
2003.

Tercero.–No hacer imposición de 
costas.

Cuarto.–Ordenar la publicación de 
este fallo en el «Boletín Oficial del Es-
tado».

Así por esta nuestra sentencia, que de-
berá insertarse en la Colección Legisla-
tiva, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.–Pedro José Yagüe.–Manuel 
Campos.–Eduardo Espín.–José Manuel 
Bandrés.–María Isabel Perelló.–Rubri-
cados.

Autos 

AUTO de 16 de julio de 2010, de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo, por el que 
se suspende la efectividad de la disposi-
ción derogatoria del Real Decreto 
335/2010, de 19 de marzo, por el que se 
regula el derecho a efectuar declaraciones 
en aduana y la figura del representante 
aduanero, en lo que concierne a sus letras 
b), c) y e). («BOE» núm. 41 de 17 de fe-
brero de 2011.)

En el recurso contencioso-administra-
tivo n.º 277/2010, interpuesto La Federa-
ción Española de Transitarios, Expedi-
dores Internacionales y Asimilados (FE-
TEIA), la Sala Tercera (Sección Tercera) ha 
dictado auto en fecha 16 de julio de 
2010:

LA SALA ACUERDA

Suspender la efectividad de la Dispo-
sición derogatoria única inserta en el Real 
Decreto 335/2010, de 19 de marzo, por 
el que se regula el derecho a efectuar 
declaraciones en aduana y la figura del 
representante aduanero, en lo que con-
cierne a sus letras b), c) y e). Sin expresa 
condena en costas en el presente inci-
dente.

Lo mandó la Sala y firman los Excmos. 
Sres. al inicio designados.–Don Pedro 
José Yagüe Gil; don Manuel Campos Sán-
chez-Bordona; don Eduardo Espín Tem-
plado; don José Manuel Bandrés-Cruzat; 
doña María Isabel Perelló Doménech.

MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES 
Y DE COOPERACIÓN

Acuerdos internacionales 

ACUERDO de cooperación entre el Reino 
de España y el Programa de la Organi-
zación de las Naciones Unidas para los 
asentamientos humanos (ONU-HABITAT), 
hecho en Río de Janeiro el 23 de marzo de 
2010. (Publicada en el «BOE» núm. 33 de 
8 de febrero de 2011.)

MINISTERIO DE JUSTICIA

Organización 

ORDEN JUS/295/2011, de 10 de febrero, 
por la que se constituye la Comisión de 
Coordinación de las bibliotecas del Minis-
terio de Justicia y de los organismos y 
entidades vinculadas al mismo. («BOE» 
núm. 40 de 16 de febrero de 2011.)

La Ley 10/2007, de 22 de junio, de la 
Lectura, del Libro y de las Bibliotecas, 
recoge que el Ministerio de Cultura desa-
rrollará, entre otras funciones, la de nor-
malización y coordinación de la actua-
ción de las bibliotecas y unidades rela-
cionadas con ellas que sean de titularidad 
de la Administración General del Estado 
y sus organismos públicos, estableciendo 
para ello, reglamentariamente, los meca-
nismos de dicha normalización. Además, 
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en el artículo 12.1 recoge que las admi-
nistraciones públicas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, garantizarán el 
acceso de los ciudadanos a las biblio-
tecas.

En consecuencia, y de conformidad 
con el artículo 14.3.d) de la Ley 10 /2007, 
de 22 de junio, de la Lectura, del Libro y 
de las Bibliotecas, el Real Decreto 
1572/2007, de 30 de noviembre, por el 
que se regulan los órganos de coordina-
ción de las bibliotecas de la Administra-
ción General del Estado y de sus orga-
nismos públicos, da cumplimiento a ese 
mandato, que constituye su habilitación 
legal específica y establece en su artículo 
7.1 que «cada Ministerio constituirá, me-
diante orden ministerial y adscrita al Sub-
secretario, una comisión ministerial de 
coordinación de las bibliotecas que se 
encuentren dentro de su ámbito departa-
mental y de los organismos públicos y 
demás entidades vinculadas al mismo».

La Comisión de Coordinación de las 
bibliotecas del Ministerio de Justicia y de 
los organismos y entidades vinculadas al 
mismo, que se crea en la presente Orden, 
constituye uno de los «mecanismos de 
normalización y coordinación de la ac-
tuación de las bibliotecas y unidades re-
lacionadas con ellas que sean de titula-
ridad de la Administración General del 
Estado y sus organismos públicos», a los 
que se refiere el artículo 14.3.d) de la Ley 
10/2007, de 22 de junio, de la lectura, del 
libro y de las bibliotecas.

La Comisión de coordinación de las 
bibliotecas del Ministerio de Justicia y de 
los organismos y entidades vinculadas al 
mismo, tendrá dos objetivos. Por un lado, 
velar por que los procesos y servicios 
desarrollados por las bibliotecas del Mi-
nisterio de Justicia y de los organismos y 
entidades vinculadas al mismo sean téc-
nicamente apropiados para facilitar el 
acceso a documentos publicados o difun-
didos por cualquier medio y recogidos en 
cualquier soporte, conforme a las pautas, 

recomendaciones, normas, estándares u 
otros documentos similares, emanados 
de los organismos nacionales e interna-
cionales que les sean de aplicación. Por 
otro, contribuir al establecimiento de un 
punto de consulta único que, mediante 
un catálogo colectivo o sistema equiva-
lente accesible electrónicamente, permita 
la consulta conjunta de las colecciones 
de todas las bibliotecas de la Administra-
ción General del Estado y de sus orga-
nismos públicos.

Para el logro de estos objetivos la Co-
misión de coordinación deberá adecuar 
sus funciones a los ámbitos de actuación 
propios de cualquier biblioteca y centro 
de documentación.

Esos ámbitos son: La propia actividad 
de información, comunicación, coordi-
nación y cooperación técnicas; la forma-
ción y el desarrollo suficiente de las co-
lecciones; la descripción y acceso a los 
recursos de información; la prestación de 
servicios a los usuarios y a los ciudadanos 
en general; la preservación y conserva-
ción de las colecciones y del patrimonio 
bibliográfico y digital; la aplicación de las 
tecnologías de la información y la comu-
nicación a todos los procesos y servicios 
anteriormente mencionados y, en parti-
cular, las bibliotecas digitales.

Finalmente, el Real Decreto 1203/2010, 
de 24 de septiembre, por el que se desa-
rrolla la estructura orgánica básica del 
Ministerio de Justicia y se modifica el 
Real Decreto 869/2010, de 2 de julio, por 
el que se modifica el Real Decreto 
495/2010, de 30 de abril, por el que se 
aprueba la estructura orgánica básica de 
los departamentos ministeriales, atribuye 
a la Secretaría General Técnica en su ar-
tículo 8.1.m) la competencia para la or-
ganización y dirección de la biblioteca, 
del archivo general del ministerio y del 
servicio de documentación.

En su virtud, con la aprobación previa 
del Vicepresidente Tercero del Gobierno 
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y Ministro de Política Territorial y Admi-
nistración Pública, dispongo:

Artículo 1.  Objeto y finalidad.

1.  Por la presente Orden se crea la 
Comisión de Coordinación de las biblio-
tecas del Ministerio y de los organismos 
y entidades vinculados al mismo y se de-
sarrollan sus funciones y ámbitos de ac-
tuación, todo ello, conforme a lo estable-
cido en el artículo 7 del Real Decreto 
1572/2007, de 30 de noviembre, por el 
que se regulan los órganos de coordina-
ción de las bibliotecas de la Administra-
ción General del Estado y de sus orga-
nismos públicos.

2.  La Comisión de Coordinación de 
bibliotecas del Ministerio de Justicia y de 
los organismos y entidades vinculadas al 
mismo se configura como un órgano co-
legiado con funciones de carácter téc-
nico, consultivo, de informe, asesor, 
coordinador y de seguimiento y control 
de la actuación de dichas bibliotecas.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

Esta Orden es de aplicación a las bi-
bliotecas y unidades relacionadas con 
ellas del Ministerio de Justicia y de los 
organismos y entidades vinculadas al 
mismo.

Artículo 3.  Adscripción y composición.

La Comisión de Coordinación de las 
bibliotecas del Ministerio de Justicia y de 
los organismos y entidades vinculadas al 
mismo está adscrita a la Subsecretaría del 
Ministerio y es el máximo órgano consul-
tivo y de asesoramiento del Ministerio en 
esta materia.

La composición de la Comisión de Co-
ordinación será la siguiente:

a)  Presidente: La persona titular de la 
Secretaría General Técnica del Ministerio 
o persona en quien delegue.

b)  Vicepresidente: La persona titular 
de la Subdirección General de Documen-
tación y Publicaciones.

c)  Vocales: Un representante de cada 
órgano, unidad u organismo público del 
Departamento del que dependan una o 
varias bibliotecas, nombrados por los ti-
tulares de los mismos.

Se podrán constituir dentro de la Co-
misión de Coordinación grupos de tra-
bajo, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 8 del Real Decreto 1572/2007, 
de 30 de noviembre, por el que se re-
gulan los órganos de coordinación de las 
bibliotecas de la Administración General 
del Estado y de sus organismos públicos, 
para el análisis, estudio, asesoramiento, 
propuesta y elaboración de recomenda-
ciones y, en general, para el seguimiento 
de todo tipo de asuntos, proyectos y acti-
vidades relacionados con las bibliotecas 
del Departamento.

Los grupos de trabajo estarán inte-
grados por miembros de la Comisión de 
coordinación. No obstante, podrán ser 
invitados representantes de la Oficialía 
Mayor y de la Oficina Presupuestaria 
cuando se traten materias de su compe-
tencia. También podrán asistir expertos 
en la materia que sea objeto de estudio 
de los grupos.

Actuará como secretario un funcio-
nario o funcionaria de la Secretaría Ge-
neral Técnica, perteneciente a alguno de 
los Cuerpos y Escalas de bibliotecarios, 
con voz pero sin voto, nombrado por el 
titular de la Secretaría General Técnica.

Artículo 4.  Funciones.

La Comisión de Coordinación de las 
bibliotecas del Ministerio de Justicia y de 
los organismos y entidades vinculadas al 
mismo tendrá las siguientes funciones:

a)  Velar por el cumplimiento en las 
bibliotecas de su ámbito departamental 
de las instrucciones de servicio de la Co-
misión General de Coordinación de la 
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Bibliotecas de la Administración General 
del Estado.

b)  Informar las propuestas de crea-
ción, supresión o reorganización de bi-
bliotecas de este departamento.

c)  Elaborar el directorio de las biblio-
tecas dependientes del Ministerio de Jus-
ticia y de sus organismos y entidades vin-
culadas y valorar, a los efectos de su in-
clusión en el mismo, si una determinada 
estructura organizativa reúne las condi-
ciones establecidas en el artículo 2.1 del 
Real Decreto 1572/2007, de 30 de no-
viembre, por el que se regulan los órganos 
de coordinación de las bibliotecas de la 
Administración General del Estado y de 
sus organismos públicos. A estos efectos 
la Comisión de coordinación valorará es-
pecialmente que dicha estructura cuente 
con el personal adecuado o con una co-
lección de publicaciones apropiada, cua-
litativa y cuantitativamente, que permita 
ofrecer un servicio de información mí-
nimo y coherente, tanto desde el punto de 
vista temático de las publicaciones que 
conforman la colección, como desde el 
punto de vista de los usuarios a los que 
puede ofrecer servicios.

d)  Adoptar los acuerdos que estime 
convenientes para la mejora de los re-
cursos, procesos y servicios de las biblio-
tecas de su ámbito departamental con-
forme a lo establecido en el artículo 1 del 
Real Decreto 1572/2007, de 30 de no-
viembre, por el que se regulan los ór-
ganos de coordinación de las bibliotecas 
de la Administración General del Estado 
y de sus organismos públicos.

e)  Establecer los objetivos a lograr 
por las bibliotecas del ámbito del depar-
tamento ministerial mediante los corres-
pondientes proyectos y actuaciones a 
desarrollar para el logro de tales objetivos, 
el plazo previsto para su cumplimiento y 
las previsiones presupuestarias.

f)  Informar la memoria anual de ges-
tión de las bibliotecas del ámbito depar-
tamental.

g)  Adoptar los acuerdos que estime 
convenientes para la preservación del Pa-
trimonio bibliográfico y digital de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 16 
y conforme a lo que establezca la Comi-
sión general de coordinación de las bi-
bliotecas de la Administración General 
del Estado.

h)  Impulsar la coordinación e inter-
cambio tecnológico por parte de las bi-
bliotecas del departamento.

i)  Promover la creación de biblio-
tecas digitales accesibles a través de In-
ternet, conforme a lo establecido en el 
artículo 15 de esta Orden.

Artículo 5.  Régimen jurídico.

1.  En lo no previsto en el Real De-
creto 1572/2007, de 30 de noviembre, 
por el que se regulan los órganos de co-
ordinación de las bibliotecas de la Admi-
nistración General del Estado y de sus 
organismos públicos, y en la presente 
orden, el régimen jurídico y actuación de 
la Comisión de Coordinación de las bi-
bliotecas del Ministerio de Justicia y de 
los organismos y entidades vinculadas al 
mismo se ajustará a lo dispuesto en el 
capítulo II del título II de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

2.  Los acuerdos se adoptarán por ma-
yoría de votos.

3.  La Comisión de Coordinación 
podrá constituirse y adoptar acuerdos uti-
lizando medios electrónicos, de acuerdo 
con lo establecido en la disposición adi-
cional primera de la Ley 11/2007 de 22 
de junio, de acceso electrónico de los 
ciudadanos a los Servicios Públicos.

Artículo 6.  Régimen de funcionamiento 
y reuniones.

1.  La Comisión de Coordinación de 
las bibliotecas del Ministerio de Justicia y 
de los organismos y entidades vinculadas 
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al mismo funcionará en Pleno, Comisión 
Permanente y grupos de trabajo.

2.  Previa convocatoria de su Presi-
dente, el Pleno de la Comisión de Coor-
dinación se reunirá en sesión ordinaria al 
menos dos veces al año, y en sesión ex-
traordinaria siempre que su Presidente, 
por iniciativa propia o a petición de un 
tercio de sus miembros, lo considere 
oportuno para el desarrollo de alguna de 
las funciones que tiene atribuidas.

3.  La Comisión Permanente ejercerá 
las funciones que le delegue el Pleno. 
Estará presidida por el Vicepresidente de 
la Comisión de coordinación y formarán 
parte de ella los vocales que determine el 
Pleno. Actuará como secretario el del 
Pleno.

Artículo 7.  Secretaría Permanente.

1.  La Secretaría Permanente recae en 
la persona titular de la Subdirección Ge-
neral de Documentación y Publicaciones 
de la que depende la Biblioteca central 
del Departamento.

2.  Esta Secretaría Permanente, entre 
otras funciones, custodiará las actas de 
las reuniones y el archivo en soporte elec-
trónico de todos los documentos que ge-
nera la actividad, tanto de la Comisión de 
Coordinación como de sus grupos de tra-
bajo.

Todas las comunicaciones que remita 
la Comisión de Coordinación o que se 
dirijan a ella, se realizarán a través de su 
Secretaría Permanente, mediante el em-
pleo de las nuevas tecnologías de la co-
municación - correo electrónico, video 
conferencia - y otras que considere el 
Pleno.

3.  La Secretaría Permanente remitirá 
los acuerdos adoptados por la Comisión 
de Coordinación a la Secretaría Perma-
nente de la Comisión General de Coordi-
nación de las Bibliotecas de la Adminis-
tración General del Estado.

Artículo 8.  Plan ministerial y planes par-
ciales de actuaciones.

1.  Anualmente, durante el primer tri-
mestre del año, la Comisión de Coordi-
nación aprobará y remitirá a la Comisión 
General de Coordinación de las Biblio-
tecas de la Administración General del 
Estado, a través de su Secretaría Perma-
nente, un plan de actuaciones de las bi-
bliotecas del Ministerio de Justicia y de 
los organismos y entidades vinculados al 
mismo.

2.  En el marco de la política general 
aprobada por la Comisión General de 
Coordinación de las Bibliotecas de la Ad-
ministración General del Estado, la Comi-
sión de Coordinación determinará en 
cada caso los apartados concretos de los 
planes, haciendo especial hincapié en el 
uso de las nuevas tecnologías y en las 
medidas tendentes a la preservación de 
las colecciones y a la organización del 
acceso de usuarios.

3.  Los planes tendrán carácter sinté-
tico y se cumplimentarán conforme a los 
modelos facilitados por la Secretaría Per-
manente de la Comisión General de Co-
ordinación de las Bibliotecas de la Admi-
nistración General del Estado.

Artículo 9.  Directorio de bibliotecas.

1.  A los efectos del artículo 9.2 del 
Real Decreto 1572/2007, de 30 de no-
viembre, por el que se regulan los ór-
ganos de coordinación de las bibliotecas 
de la Administración General del Estado 
y de sus organismos públicos, anual-
mente, junto con el plan ministerial de 
actuaciones, y tras ser aprobado por la 
Comisión, su secretario remitirá a la Se-
cretaría Permanente de la Comisión ge-
neral de coordinación de las bibliotecas 
de la Administración General del Estado, 
conforme a las instrucciones recibidas de 
ésta, el directorio de las bibliotecas del 
Ministerio de Justicia y de los organismos 
y entidades vinculadas al mismo.
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2.  Será responsabilidad de la Comi-
sión de Coordinación mantener actuali-
zado el directorio, incorporando en cada 
momento las modificaciones que se pro-
duzcan. Será responsabilidad de cada 
biblioteca comunicar a la Comisión de 
coordinación, a través de su secretario, 
los datos precisos para la actualización 
del directorio.

Artículo 10.  Instalaciones y equipa-
mientos.

1.  La Comisión de Coordinación 
hará las recomendaciones necesarias 
para que todas las bibliotecas cuenten 
con instalaciones adecuadas, tanto para 
la colección como para el personal y los 
usuarios.

2.  Así mismo, velará para que las bi-
bliotecas dispongan del equipamiento 
necesario para el desarrollo de todos sus 
procesos y servicios, en especial el nece-
sario para la aplicación a los mismos de 
las tecnologías de la información y las 
comunicaciones.

Artículo 11.  Colecciones.

1.  Puede formar parte de la colec-
ción de una biblioteca cualquier publica-
ción, entendiéndose por tal cualquier 
documento publicado o difundido por 
cualquier medio y recogido en cualquier 
soporte.

Se consideran publicaciones y, por 
tanto, parte de la colección, las bases de 
datos de acceso remoto en línea, de las 
que no se es propietario, durante el 
tiempo en el que el acceso a las mismas 
sea posible en función de los términos de 
las licencias adquiridas. La adquisición 
de estas licencias permite la obtención de 
información actual y de contenido seguro 
y que se genera de manera automática. 
La licencia consiste en la adquisición, 
mediante pago, del derecho de uso de un 
software determinado que gestiona una 
información y que además contiene 
ésta.

2.  Todas las bibliotecas del Departa-
mento contarán con una sección especial 
destinada a recoger todos los documentos 
elaborados en el Departamento a los que 
se quiera dar difusión, por mínima que 
sea, en especial, aquellos documentos 
que se ofrecen temporalmente a través 
del portal del Departamento y que ca-
recen de versión impresa.

3.  Cada biblioteca del Ministerio de 
Justicia y de los organismos y entidades 
vinculados al mismo asegurará la accesi-
bilidad de su colección y será respon-
sable del control bibliográfico de la 
misma, integrando en ella las publica-
ciones, cualquiera que sea su soporte, 
que ingresen en virtud de compra, dona-
ción, canje o cualquier otro título.

Artículo 12.  Descripción y acceso a los 
recursos de información.

1.  Conforme a lo establecido en el 
artículo 1.2.b) del Real Decreto 
1572/2007, de 30 de noviembre, por el 
que se regulan los órganos de coordina-
ción de las bibliotecas de la Administra-
ción General del Estado y de sus orga-
nismos públicos, todas las bibliotecas del 
Departamento contribuirán al estableci-
miento de un punto de consulta único 
mediante un catálogo colectivo o sistema 
equivalente accesible electrónicamente, 
que permita la consulta conjunta de las 
colecciones de todas las bibliotecas de la 
Administración General del Estado y de 
sus organismos públicos.

2.  Para ello, la Comisión de coordi-
nación velará porque la descripción y 
acceso a los recursos de información se 
realice por medios automatizados y de 
manera normalizada, conforme a lo esta-
blecido en el artículo 16 de esta norma.

Asimismo, la Comisión de coordina-
ción asegurará que todos los catálogos 
manuales de bibliotecas existentes se 
vuelquen a bases de datos bibliográficas 
normalizadas conforme a lo establecido 
en el párrafo anterior.
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Artículo 13.  Servicios.

1.  La Comisión de coordinación 
acordará, a propuesta de las bibliotecas, 
el conjunto de servicios que prestarán 
cada una de dichas bibliotecas.

2.  Para ello, cada biblioteca, elevará 
a la Comisión de Coordinación, a través 
de su Secretario, la propuesta justificada 
y motivada de los servicios que pueden 
ofrecer, las condiciones en las que se 
pueden prestar y cuáles de esos servicios 
se pueden ofrecer únicamente al per-
sonal de las unidades, órganos, orga-
nismos o entidades de la que dependan 
y cuáles a los ciudadanos en general, en 
función de:

El personal disponible.

La colección y recursos de informa-
ción de los que dispone.

Las instalaciones en las que se encuen-
tran ubicadas.

Los equipamientos y medios tecnoló-
gicos disponibles.

Esta información deberá reflejarse en 
el directorio de las bibliotecas del Depar-
tamento, que la Comisión de Coordina-
ción remita a la Secretaría Permanente de 
la Comisión general de coordinación de 
las bibliotecas de la Administración Ge-
neral del Estado, conforme a las instruc-
ciones recibidas de ésta.

3.  La Comisión de Coordinación po-
tenciará la prestación de servicios vir-
tuales por medio de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones.

Artículo 14.  Preservación.

La Comisión de coordinación velará 
por la preservación del Patrimonio biblio-
gráfico y digital conservado o generado 
en el ámbito del Ministerio de Justicia y 
sus organismos y entidades vinculadas y 
se asegurará que dicha preservación se 
realice de manera normalizada conforme 
a lo establecido en el artículo 16 de esta 
norma.

Artículo 15.  Tecnologías de la informa-
ción y comunicación.

1.  Los procesos y servicios de las bi-
bliotecas del Ministerio de Justicia y de 
sus organismos y entidades vinculadas se 
gestionarán automatizadamente me-
diante sistemas de gestión normalizados 
conforme a lo establecido en el artículo 
16 de esta norma.

2.  Sin perjuicio de los derechos de 
propiedad intelectual existentes, la Comi-
sión de Coordinación promoverá la crea-
ción de bibliotecas digitales accesibles a 
través de Internet, integradas por las pu-
blicaciones editadas por el Ministerio de 
Justicia y los organismos y entidades vin-
culadas al mismo, por las conservadas en 
sus bibliotecas, y por otros documentos 
de interés que puedan, legalmente, ser 
publicados y difundidos electrónica-
mente. Estas bibliotecas digitales se desa-
rrollarán de manera normalizada con-
forme a lo establecido en el artículo 16 
de esta norma.

La Comisión de Coordinación promo-
verá acuerdos con los titulares de dere-
chos de propiedad intelectual que puedan 
recaer sobre las publicaciones y docu-
mentos mencionados en el párrafo ante-
rior a los efectos de hacer posible su di-
fusión a través de internet por medio de 
bibliotecas digitales.

3.  En este marco de fomento del uso 
de nuevas tecnologías, la Comisión de 
Coordinación impulsará el uso de las 
bases de datos documentales como 
nuevos elementos de los fondos biblio-
gráficos de las bibliotecas.

Artículo 16.  Normalización.

Todos los procesos y servicios men-
cionados en esta orden se llevarán a 
cabo conforme a las instrucciones de 
servicio de la Comisión General de Co-
ordinación de las Bibliotecas de la Ad-
ministración General del Estado y con-
forme a las pautas, recomendaciones, 
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normas, estándares u otros documentos 
similares que les sean de aplicación, 
cuya utilización promuevan o avalen la 
Federación Internacional de Asocia-
ciones de Bibliotecarios y Bibliotecas 
(IFLA), la Unión Europea y otras organi-
zaciones y entidades, nacionales o inter-
nacionales, de reconocido prestigio en 
el campo de las bibliotecas o en campos 
relacionados.

Disposición adicional única.  Ausencia 
de incremento de gasto público.

Las previsiones derivadas del funcio-
namiento de la Comisión de Coordina-
ción de bibliotecas del Ministerio de Jus-
ticia y de los organismos y entidades 
vinculadas al mismo, serán atendidas con 
cargo a las dotaciones ordinarias in-
cluidas en los Presupuestos Generales del 
Estado.

Disposición final única.  Entrada en vi-
gor

La presente Orden entrará en vigor el 
día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 10 de febrero de 2011.–El Mi-
nistro de Justicia, Francisco Caamaño Do-
mínguez.

MINISTERIO DE TRABAJO  
E INMIGRACIÓN

Protección por desempleo 

RESOLUCIÓN de 15 de febrero de 2011, 
del Servicio Público de Empleo Estatal, 
por la que se determina la forma y plazos 
de presentación de solicitudes y de trami-
tación para la concesión de ayudas econó-
micas de acompañamiento por la partici-
pación en el programa de recualificación 
profesional de las personas que agoten su 
protección por desempleo, establecidas en 
el Real Decreto-ley 1/2011, de 11 de fe-
brero, de medidas urgentes para promover 
la transición al empleo estable y la recua-
lificación profesional de las personas des-
empleadas. (Publicada en el «BOE» núm. 
40 de 16 de febrero de 2011.)

COMUNIDADES AUTÓNOMAS

COMUNIDAD AUTÓNOMA  
DE CASTILLA - LA MANCHA 

LEY 12/2010, de 18 de noviembre, de 
igualdad entre mujeres y hombres de Cas-
tilla-La Mancha. (Publicada en el «BOE» 
núm. 37 de 12 de febrero de 2011.)
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CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 

Nombramientos  

ACUERDO de 9 de febrero de 2011,  de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se nombran 
Magistrada suplente y Jueces sustitutos 
para el año judicial 2010/2011,  en el 
ámbito de los Tribunales Superiores de 
Justicia de Aragón, Cataluña, Extrema-
dura, Comunidad de Madrid y Comunitat 
Valenciana. (Publicado en el «BOE» núm. 
37 de 12 de febrero de 2011.)

Situaciones  

ACUERDO de 25 de enero de 2011,  de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se declara en 
la situación administrativa de excedencia 
voluntaria en la Carrera Judicial para el 
cuidado de un hijo a doña Rosa Mª Font 
Flotats. (Publicado en el «BOE» núm. 38 
de 14 de febrero de 2011.)

ACUERDO de 9 de febrero de 2011,  de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se declara en 
la situación administrativa de excedencia 

voluntaria en la Carrera Judicial para el 
cuidado de un hijo a doña Juana M.ª Ro-
dríguez Garlito. (Publicado en el «BOE» 
núm. 42 de 18 de febrero de 2011.)

REAL DECRETO 55/2011,  de 14 de enero, 
por el que se declara la jubilación forzosa 
al cumplir la edad legalmente establecida 
de don Manuel Sáez Parga, en situación de 
excedencia voluntaria por interés parti-
cular. (Publicado en el  «BOE» núm. 43 de 
19 de febrero de 2011.)

MAGISTRADOS

Nombramientos  

REAL DECRETO 51/2011,  de 14 de enero, 
por el que se nombra Presidente de la 
Audiencia Provincial de Barcelona a don 
Pablo Llarena Conde. (Publicado en el 
«BOE» núm. 32 de 7 de febrero de 
2011.)

REAL DECRETO 49/2011,  de 14 de enero, 
por el que se nombra Presidente de la Au-
diencia Provincial de Murcia a don Andrés 

autoridades y personal

Nombramientos situaciones e incidencias
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Pacheco Guevara. (Publicado en el «BOE» 
núm. 33 de 8 de febrero de 2011.)

REAL DECRETO 50/2011,  de 14 de enero, 
por el que se nombra Presidente de la 
Audiencia Provincial de Lugo a don José 
Antonio Varela Agrelo. (Publicado en el 
«BOE» núm. 38 de 14 de febrero de 
2011.)

REAL DECRETO 98/2011,  de 21 de enero, 
por el que se nombra en propiedad a doña 
Inmaculada Lucena Merino, Magistrada 
titular del Juzgado de Primera Instancia nº 
2 de Granada. (Publicado en el «BOE» 
núm. 41 de 17 de febrero de 2011.)

REAL DECRETO 168/2011,  de 4 de febrero, 
por el que se nombra Decano de los Juz-
gados de Arona al Magistrado don Francisco 
Nelson Díaz Frías. (Publicado en el «BOE» 
núm. 42 de 18 de febrero de 2011.)

Destinos  

ACUERDO de 27 de enero de 2011,  del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se resuelve el concurso de 
méritos convocado por Acuerdo del Pleno 
de 25 de noviembre de 2010, para la pro-
visión de puesto en el Servicio de Inspec-
ción del Consejo. (Publicado en el «BOE» 
núm. 34 de 9 de febrero de 2011.)

Situaciones  

ACUERDO de 1 de febrero de 2011,  de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se declara en 

la situación administrativa de excedencia 
voluntaria en la Carrera Judicial para el 
cuidado de un hijo a doña Marta García 
Fernández. (Publicado en el «BOE» núm. 
38 de 14 de febrero de 2011.)

REAL DECRETO 54/2011,  de 14 de enero, 
por el que se declara la jubilación volun-
taria por edad de doña Lourdes Ruiz de 
Gordejuela-López. (Publicado en el «BOE» 
núm. 39 de 15 de febrero de 2011.)

Adscripciones  

ACUERDO de 9 de febrero de 2011,  de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se adscribe 
a la Magistrada doña María Magdalena 
Jiménez Jiménez, a la Audiencia Provincial 
de Barcelona. (Publicado en el «BOE» 
núm. 42 de 18 de febrero de 2011.)

MINISTERIO DE JUSTICIA

Nombramientos  

ORDEN JUS/191/2011,  de 26 de enero, 
por la que se nombra funcionaria del 
Cuerpo de Gestión Procesal y Administra-
tiva, en cumplimiento de la sentencia re-
caída en el recurso 4530/2004, en rela-
ción al proceso selectivo convocado por 
Orden de 30 de agosto de 1991. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 33 de 8 de febrero 
de 2011.)

Destinos  

ORDEN JUS/202/2011,  de 1 de febrero, 
por la que se adjudica a doña María Án-
geles Gullón Pérez, plaza de 2ª categoría 
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de la Fiscalía del Tribunal Supremo. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 34 de 9 de fe-
brero de 2011.)

ORDEN JUS/253/2011,  de 28 de enero, 
por la que se resuelve el concurso especí-
fico, convocado por Orden JUS/1900/2010, 
de 7 de julio, en el ámbito territorial ges-
tionado por el Ministerio de Justicia. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 39 de 15 de 
febrero de 2011.)

ORDEN JUS/254/2011,  de 31 de enero, 
por la que se resuelve la convocatoria de 
libre designación, efectuada por Orden 
JUS/3220/2010, de 29 de noviembre. 
(Publicada en el «BOE» núm. 39 de 15 de 
febrero de 2011.)

Situaciones  

ORDEN JUS/234/2011,  de 4 de febrero, por 
la que se modifica la Orden 
JUS/145/2011,  de 25 de enero, por la que 
se declara en situación de excedencia volun-
taria en la Carrera Fiscal a doña María Mer-
cedes Díaz Esteban. (Publicada en el «BOE» 
núm. 38 de 14 de febrero de 2011.)

RESOLUCIÓN de 19 de enero de 2011,  de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por la que se declara en situa-
ción de excedencia voluntaria al notario 
de Tarifa, don Antonio Sánchez Gámez. 
(Publicada en el «BOE» núm. 38 de 14 de 
febrero de 2011.)

RESOLUCIÓN de 2 de febrero de 2011,  de 
la Dirección General de los Registros y del 

Notariado, por la que se dispone la jubilación 
voluntaria de don Carlos Marín Albornoz, 
registrador de la propiedad de Alcalá de 
Guadaira n.º 2. (Publicada en el «BOE» núm. 
38 de 14 de febrero de 2011.)

RESOLUCIÓN de 2 de febrero de 2011,  de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por la que se jubila a don José 
Periel García, registrador mercantil y de 
bienes muebles de Madrid XIX, por haber 
cumplido la edad reglamentaria. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 38 de 14 de fe-
brero de 2011.)

RESOLUCIÓN de 2 de febrero de 2011,  de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por la que se jubila al notario 
excedente, don José Periel García. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 38 de 14 de fe-
brero de 2011.)

ORDEN JUS/256/2011,  de 4 de febrero, 
por la que se declara en situación de ex-
cedencia voluntaria en la Carrera Fiscal a 
don Miguel Hernández Serna. (Publicada 
en el «BOE» núm. 39 de 15 de febrero de 
2011.)

ORDEN JUS/257/2011,  de 4 de febrero, 
por la que se declara en situación de ex-
cedencia voluntaria en la Carrera Fiscal a 
don Ricardo Fernández Carballo-Calero. 
(Publicada en el «BOE» núm. 39 de 15 de 
febrero de 2011.)

ORDEN JUS/258/2011,  de 4 de febrero, 
por la que se declara en situación de ex-
cedencia voluntaria en la Carrera Fiscal a 
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doña María Belén Castelló Checa. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 39 de 15 de fe-
brero de 2011.)

ORDEN JUS/259/2011,  de 8 de febrero, 
por la que se declara en situación admi-
nistrativa de servicios especiales en la 
Carrera Fiscal a doña Elsa García-Maltrás 
de Blas. (Publicada en el «BOE» núm. 39 
de 15 de febrero de 2011.)

RESOLUCIÓN de 9 de febrero de 2011,  de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, por la que se declara la jubilación 
anticipada por incapacidad permanente al 
notario de Moguer, don Vicente Moreno-
Torres Camy. (Publicada en el «BOE» núm. 
42 de 18 de febrero de 2011.)

Reingresos  

ORDEN JUS/203/2011,  de 1 de febrero, 
por la que se reingresa al servicio activo 

en la Carrera Fiscal a doña Sofía Mariner 
Baldovi. (Publicada en el «BOE» núm. 34 
de 9 de febrero de 2011.)

ORDEN JUS/217/2011,  de 31 de enero, 
por la que se concede la rehabilitación en 
el Cuerpo de Gestión Procesal y Adminis-
trativa de la Administración de Justicia a 
doña Dorotea Parrón Céspedes. (Publi-
cada en el «BOE» núm. 36 de 11 de fe-
brero de 2011.)

ORDEN JUS/227/2011,  de 9 de febrero, 
por la que se reingresa al servicio activo en 
la Carrera Fiscal a doña María Presenta-
ción Sedano Bocos. (Publicada en el «BOE» 
núm. 37 de 12 de febrero de 2011.)

ORDEN JUS/255/2011,  de 1 de febrero, 
por la que se reingresa al servicio activo 
en la Carrera Fiscal a doña Yolanda Cebo-
llada Dueso. (Publicada en el «BOE» núm. 
39 de 15 de febrero de 2011.)

OPOSICIONES Y CONCURSOS 

CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 

Carrera Judicial

ACUERDO de 27 de enero de 2011,  del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se nombran los Tribunales 
calificadores que evaluarán el proceso se-
lectivo para provisión de plazas, entre ju-
ristas de reconocida competencia con más 
de diez años de ejercicio profesional en las 
materias propias de los órganos del orden 
social, del orden contencioso-administra-

tivo o de los órganos con jurisdicción com-
partida civil y penal, para el acceso a la 
Carrera Judicial por la categoría de Magis-
trado, convocado por Acuerdo de 23 de 
septiembre de 2010. (Publicado en el 
«BOE» núm. 32 de 7 de febrero de 
2011.)

ACUERDO de 22 de diciembre de 
2010,  del Pleno del Consejo General del 
Poder Judicial, por el que se convoca la 
provisión de la Presidencia de la Sala de 
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lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de la Comunitat Valenciana. (Pu-
blicado en el «BOE» núm. 34 de 9 de fe-
brero de 2011.)

ORDEN JUS/209/2011,  de 1 de febrero, 
por la que se convoca concurso de traslado 
para la provisión de plazas para el Cuerpo 
de Secretarios Judiciales. (Publicada en el 
«BOE» núm. 35 de 10 de febrero de 
2011.)

CORRECCIÓN DE ERRORES del Acuerdo 
de 27 de enero de 2011,  del Pleno del 
Consejo General del Poder Judicial, por el 
que se nombran los Tribunales calificadores 
que evaluarán el proceso selectivo para 
provisión de plazas, entre juristas de reco-
nocida competencia con más de diez años 
de ejercicio profesional en las materias 
propias de los órganos del orden social, del 
orden contencioso-administrativo o de los 
órganos con jurisdicción compartida civil y 
penal, para el acceso a la Carrera Judicial 
por la categoría de Magistrado, convocado 
por Acuerdo de 23 de septiembre de 2010. 
(Publicada en el «BOE» núm. 43 de 19 de 
febrero de 2011.)

Carreras Judicial y Fiscal  

ACUERDO de 28 de enero de 2011,  del 
Tribunal calificador número 1, del proceso 
selectivo para ingreso en las Carreras Ju-
dicial y Fiscal, convocado por Acuerdo de 
9 de marzo de 2010 de la Comisión pre-
vista en el artículo 305 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, por el que se anuncia la 
fecha de comienzo del tercer ejercicio de 
la oposición. (Publicada en el «BOE» núm. 
36 de 11 de febrero de 2011.)

Letrados al servicio del Tribunal Supremo  

ACUERDO de 1 de febrero de 2011,  de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se aprueba 
la relación provisional de aspirantes admi-
tidos y excluidos para participar en el con-
curso convocado para provisión de plaza 
de Letrado al servicio del Tribunal Su-
premo. (Publicado en el «BOE» núm. 34 
de 9 de febrero de 2011.)

Funcionarios del Subgrupo A1  

ACUERDO de 27 de enero de 2011,  del 
Pleno del Consejo General del Poder Judi-
cial, por el que se declara desierto el con-
curso de méritos convocado por Acuerdo 
del Pleno de 22 de noviembre de 2010, 
para la provisión de puesto de trabajo en 
el Gabinete Técnico.

MINISTERIO DE JUSTICIA

Cuerpo de Secretarios Judiciales  

CORRECCIÓN DE ERRATAS de la Orden 
JUS/209/2011,  de 1 de febrero, por la 
que se convoca concurso de traslado para la 
provisión de plazas para el Cuerpo de Secre-
tarios Judiciales. (Publicada en el «BOE» 
núm. 36 de 11 de febrero de 2011.)

Cuerpo de Gestión Procesal y Adminis-
trativa de la Administración de Justicia  

ORDEN JUS/238/2011,  de 3 de febrero, 
por la que se procede al cumplimiento de 
la sentencia recaída en el recurso conten-
cioso-administrativo 270/2008, en rela-
ción al proceso selectivo convocado por 
Orden de 15 de septiembre de 2006. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 38 de 14 de 
febrero de 2011.)
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CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL

Carrera Judicial  

ACUERDO de 25 de enero de 2011,  de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, sobre reconocimiento del 
mérito preferente del conocimiento del 
idioma y del Derecho Civil Especial o Foral 
propio de determinadas comunidades autó-
nomas. (Publicada en el «BOE» núm. 35 de 
10 de febrero de 2011.)

ACUERDO de 25 de enero de 2011,  de la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, sobre reconocimiento 
del mérito preferente del conocimiento del 
idioma y del Derecho Civil Especial o Foral 
propio de determinadas comunidades au-
tónomas. (Publicado en el «BOE» núm. 36 
de 11 de febrero de 2011.)

MINISTERIO DE JUSTICIA

Bienes muebles. Arrendamientos  

RESOLUCIÓN de 24 de enero de 2011,  
de la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, por la que se aprueba el 

modelo de contrato de arrendamiento de 
bienes muebles y sus anexos, para ser 
utilizado por la entidad «Mercedes Benz 
Renting, SA», con letras de identificación 
«R-MB1».(Publicada en el «BOE» núm. 32 
de 7 de febrero de 2011.)

Recursos  

RESOLUCIÓN de 2 de febrero de 2011,  
de la Dirección General de Relaciones con 
la Administración de Justicia, por la que se 
emplaza a los interesados en el recurso 
contencioso-administrativo, procedi-
miento ordinario 2358/2010, interpuesto 
ante el Tribunal Superior de Justicia, Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, sección 
7ª de Madrid. («BOE» núm. 40 de 16 de 
febrero de 2011.)

Ante la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo, Sección Séptima, del Tribunal 
Superior de Justicia, doña Bárbara Jarque 
Sainz, ha interpuesto el recurso conten-
cioso-administrativo, procedimiento or-
dinario núm. 2358/2010, contra Resolu-
ción de 20 de octubre de 2010, de la 
Directora General de Relaciones con la 
Administración de Justicia, por la que se 
desestima el recurso de alzada inter-
puesto contra Resolución del Tribunal 
Calificador Único de las pruebas selec-
tivas para ingreso en el Cuerpo de Trami-

otras Disposiciones
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tación Procesal y Administrativa, turno 
libre, convocadas por Orden 
JUS/3339/2008, de 10 de noviembre de 
2008 («BOE» 20-11-08).

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha resuelto emplazar a los intere-
sados en el mismo, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, de 13 de julio de 
1998, para que puedan comparecer ante 
la referida Sala en el plazo de nueve 
días.

Madrid, 2 de febrero de 2011.–La Di-
rectora General de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia, Caridad Her-
nández García.

RESOLUCIÓN de 3 de febrero de 2011,  
de la Dirección General de Relaciones con 
la Administración de Justicia, por la que se 
emplaza a los interesados en el recurso 
contencioso-administrativo, procedi-
miento ordinario n.º 29/2011, interpuesto 
ante la Audiencia Nacional, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, sección 3ª de 
Madrid. («BOE» núm. 40 de 16 de febrero 
de 2011.)

Ante la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo, Sección Tercera, de la Au-
diencia Nacional, doña María del Carmen 
Casquero Lara, ha interpuesto el recurso 
contencioso-administrativo, procedi-
miento ordinario núm. 29/2011, contra la 
Orden JUS/1990/2010, de 14 de julio, 
por la que se publica la relación definitiva 
de aprobados del proceso selectivo para 
ingreso por el sistema general de acceso 
libre, en el Cuerpo de Tramitación Pro-
cesal y Administrativa, turno libre, convo-
cadas por Orden JUS/3339/2008, de 10 
de noviembre de 2008 («BO» 20-11-
08).

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha resuelto emplazar a los intere-
sados en el mismo, de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, de 13 de julio de 
1998, para que puedan comparecer ante 
la referida Sala en el plazo de nueve 
días.

Madrid, 3 de febrero de 2011.–La Di-
rectora General de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia, Caridad Her-
nández García.

RESOLUCIÓN de 7 de febrero de 2011,  
de la Dirección General de Relaciones con 
la Administración de Justicia, por la que 
se emplaza a los interesados en el re-
curso contencioso administrativo n.º 
370/2010. («BOE» núm. 41 de 17 de 
febrero de 2011.)

Ante el Juzgado Central Contencioso-
Administrativo n.º 3 se ha interpuesto el 
recurso contencioso-administrativo nú-
mero 370/2010, por doña Isabel Rodrí-
guez Mateo, Inspectora Fiscal de la Ins-
pección Fiscal de la Fiscalía General del 
Estado contra la Orden JUS/2913/2010, 
de 2 de noviembre, por la que se declara 
en situación administrativa de servicios 
especiales en la Carrera Fiscal a don An-
tonio Camacho Vizcaíno.

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha resuelto emplazar a los intere-
sados en el mismo, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa de 13 de julio de 
1998, para que puedan comparecer ante 
el referido Juzgado en el plazo de nueve 
días.

Madrid, 7 de febrero de 2011.–La Di-
rectora General de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia, Caridad Her-
nández García.
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COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
Comunidad Autónoma de Cataluña. 
Convenio  

RESOLUCIÓN de 31 de enero de 2011,  
de la Secretaría de Estado de Justicia, por 
la que se publica el Convenio de colabora-
ción con la Generalitat de Cataluña y Red.
es para el desarrollo de servicios públicos 
digitales en el ámbito de la Administración 
de Justicia, Programa «Ius+reD». (Publi-
cada en el «BOE» núm. 35 de 10 de fe-
brero de 2011.)

Comunidad Autónoma de Galicia.  
Convenio  

RESOLUCIÓN de 31 de enero de 2011,  
de la Secretaría de Estado de Justicia, por 
la que se publica el Convenio de enco-
mienda de gestión entre la Junta de Ga-
licia y el Centro de Estudios Jurídicos para 
la realización de la fase teórico-práctica, 
fase docente del curso selectivo para el 
ingreso en el Cuerpo Nacional de Médicos 
Forenses. Convocatoria de 11 de no-
viembre de 2008. (Publicada en el «BOE» 
núm. 35 de 10 de febrero de 2011.)

GRANDEZAS Y TÍTULOS REL REINO (06)

Títulos nobiliarios  

ORDEN JUS/298/2011,  de 27 de enero, 
por la que se manda expedir, sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, Real Carta de 
Sucesión en el título de Conde de Casa 
Chaves, a favor de don Federico Carlos 
Aguilar Chaves. (Publicada en el «BOE» 
núm. 40 de 16 de febrero de 2011.)

ORDEN JUS/299/2011,  de 27 de enero, 
por la que se manda expedir, sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, Real Carta de 
Sucesión en el título de Conde de Valle-
llano, a favor de don Manuel de Soroa y 
Suárez de Tangil. (Publicada en el «BOE» 
núm. 40 de 16 de febrero de 2011.)

ORDEN JUS/300/2011,   de 27 de enero, 
por la que se manda expedir, sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, Real Carta de 
Sucesión en el título de Marqués de Vallejo, 
a favor de don Antonio María Blanco Mar-
tínez. (Publicada en el «BOE» núm. 40 de 
16 de febrero de 2011.)

ORDEN JUS/301/2011,   de 27 de enero, 
por la que se manda expedir, sin perjuicio 
de tercero de mejor derecho, Real Carta de 
Sucesión en el título de Vizconde de Ayala, 
a favor de don Alfonso de Ceballos-Esca-
lera y Gila. (Publicada en el «BOE» núm. 
40 de 16 de febrero de 2011.)

ORDEN JUS/302/2011,   de 27 de enero, por 
la que se manda expedir, sin perjuicio de 
tercero de mejor derecho, Real Carta de Su-
cesión en el título de Vizconde de Escoriaza, 
a favor de doña María Paloma Montero de 
Espinosa y Escoriaza. (Publicada en el «BOE» 
núm. 40 de 16 de febrero de 2011.)

Anuncios  

ANUNCIO de la Subsecretaría  (Gabinete 
Técnico), sobre solicitud de sucesión en el 
título de Conde de Zumalacárregui, con 
Grandeza de España. (Publicado en el «BOE» 
núm. 35 de 10 de febrero de 2011.)
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ANUNCIO de la Subsecretaría  (Gabinete Téc-
nico), sobre solicitud de sucesión en el título 
de Conde de Fenosa. (Publicado en el «BOE» 
núm. 35 de 10 de febrero de 2011.)

ANUNCIO de la Subsecretaría  (Gabinete Téc-
nico), sobre solicitud de sucesión en el título 
de Barón de Algerri. (Publicado en el «BOE» 
núm. 37 de 12 de febrero de 2011.)

ANUNCIO de la Subsecretaría  (Gabinete 
Técnico), sobre solicitud de sucesión en el 
título de Barón de Benimuslem. (Publi-
cado en el «BOE» núm. 39 de 15 de fe-
brero de 2011.)

ANUNCIO de la Subsecretaría  (Gabinete Téc-
nico), sobre solicitud de sucesión en el título 
de Vizconde de Hormaza. (Publicado en el 
«BOE» núm. 40 de 16 de febrero de 2011.)

ANUNCIO de la Subsecretaría  (Gabinete 
Técnico), sobre solicitud de sucesión en el 
título de Marqués de Samaranch. (Publi-
cado en el «BOE» núm. 43 de 19 de fe-
brero de 2011.)

ANUNCIO de la Subsecretaría  (Gabinete Téc-
nico), sobre solicitud de sucesión en el título 
de Conde de Villarrea. (Publicado en el «BOE» 
núm. 43 de 19 de febrero de 2011.)

 

MINISTERIO DE DEFENSA

Recursos  

RESOLUCIÓN 430/38016/2010,  de 25 
de enero, de la Dirección General de Per-

sonal, por la que se emplaza a los intere-
sados en el procedimiento abreviado 
252/2010, promovido ante el Juzgado 
Central de lo Contencioso-Administrativo 
n.º 1 de Madrid. (Publicada en el «BOE» 
núm. 35 de 10 de febrero de 2011.)

RESOLUCIÓN 439/38014/2011,   de 25 
de enero, de la Dirección General de Per-
sonal, por la que se emplaza a los intere-
sados en el procedimiento ordinario 
1064/2010 promovido ante la Audiencia 
Nacional, Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo, sección 5ª. (Publicada en el «BOE» 
núm. 35 de 10 de febrero de 2011.)

RESOLUCIÓN 430/38023/2011,   de 24 
de enero, de la Dirección General de Per-
sonal, por la que se emplaza a los intere-
sados en el procedimiento ordinario 
979/2010-03, promovido ante el Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, sección 8ª. 
(Publicada en el «BOE» núm. 38 de 14 de 
febrero de 2011.)

CORRECCIÓN DE ERRORES de la Resolu-
ción 430/38016/2011,   de 25 de 
enero, de la Dirección General de Personal, 
por la que se emplaza a los interesados en 
el procedimiento abreviado 252/2010, 
promovido ante el Juzgado Central de lo 
Contencioso-Administrativo nº. 1 de Ma-
drid. (Publicada en el «BOE» núm. 40 de 
16 de febrero de 2011.)

RESOLUCIÓN 439/38027/2011,   de 8 de 
febrero, de la Dirección General de Personal, 
por la que se emplaza a los interesados en 
el procedimiento ordinario 1108/2010 
promovido ante la Audiencia Nacional, Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, sección 5 
de Madrid. (Publicada en el «BOE» núm. 41 
de 17 de febrero de 2011.)
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MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA

Recursos  

RESOLUCIÓN de 4 de febrero de 2011,  
del Departamento de Recursos Humanos 
de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, por la que se emplaza a los 
interesados en el recurso contencioso-
administrativo 367/2010, procedimiento 
abreviado, interpuesto ante el Juzgado 
Central de lo Contencioso Administrativo 
n.º 7, de Madrid. (Publicada en el «BOE» 
núm. 41 de 17 de febrero de 2011.)

MINISTERIO DEL INTERIOR

Recursos  

RESOLUCIÓN de 25 de enero de 2011,   de 
la Secretaría General de Instituciones Peni-
tenciarias, por la que se emplaza a los in-
teresados en el recurso que se sigue, como 
procedimiento abreviado 325/2010, en el 
Juzgado Central de lo Contencioso Adminis-
trativo nº 4. (Publicada en el «BOE» núm. 
35 de 10 de febrero de 2011.)

MINISTERIO DE TRABAJO E INMIGRACIÓN

Recursos  

RESOLUCIÓN de 20 de enero de 2011,   de 
la Subsecretaría, por la que se emplaza a 
los interesados en el recurso contencioso-
administrativo 273/2010, procedimiento 
abreviado, interpuesto ante el Juzgado Cen-
tral de lo Contencioso-Administrativo n.º 7 
de Madrid. (Publicada en el «BOE» núm. 33 
de 8 de febrero de 2011.)

MINISTERIO DE INDUSTRIA, TURISMO  
Y COMERCIO

Recursos  

RESOLUCIÓN de 4 de febrero de 2011,  
de la Subsecretaría, por la que se emplaza 
a los interesados en el recurso conten-
cioso-administrativo 435/2010 del Tri-
bunal Supremo, Sala Tercera de lo Conten-
cioso-Administrativo, sección tercera. 
(Publicada en el «BOE» núm. 40 de 16 de 
febrero de 2011.)

MINISTERIO DE POLÍTICA TERRITORIAL 
Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Recursos  

RESOLUCIÓN de 9 de febrero de 2011,  
de la Secretaría General Técnica, por la 
que se emplaza a los interesados en el 
recurso contencioso-administrativo pro-
cedimiento abreviado 416/2009, inter-
puesto ante el Juzgado Central de lo Con-
tencioso-Administrativo nº 3 de Madrid. 
(Publicada en el «BOE» núm. 37 de 12 de 
febrero de 2011.)

MINISTERIO DE SANIDAD, POLÍTICA  
SOCIAL E IGUALDAD

Recursos  

RESOLUCIÓN de 24 de enero de 2011,  
de la Secretaría General Técnica, por la 
que se emplaza a los interesados en el 
procedimiento abreviado n.º 287/2010 A, 
interpuesto ante el Juzgado Central de lo 
Contencioso-Administrativo n.º 2 de Ma-
drid. (Publicada en el «BOE» núm. 38 de 
14 de febrero de 2011.)
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Recursos

RESOLUCIÓN de 14 de diciembre de 
2010,  de la Dirección General de los Re-
gistros y del Notariado, en el recurso in-
terpuesto frente a la negativa del regis-
trador de la propiedad de El Rosario, a 
cancelar una opción de compra y el asiento 
de presentación de una hipoteca vinculada 
con dicha opción. (“BOE” núm. 32 de 7 de 
febrero de 2011)

En el recurso interpuesto por don O. A. 
H., en nombre y representación de don 
R. S., frente a la negativa del Registrador 
de la Propiedad de El Rosario, don Oc-
tavio Linares-Rivas Lalaguna, a cancelar 
una opción de compra y el asiento de 
presentación de una hipoteca vinculada 
con dicha opción.

Hechos

I

Como consecuencia del proyecto de 
equidistribución en la Unidad de Actua-
ción «Tabaida Alta-Media» del termino 
municipal de El Rosario la parcela 16 de 
la manzana AR-21 quedó inscrita de 
forma provisional como nueva finca re-
gistral única con el numero 50.784 como 
reemplazo de las fincas 12.280 y 43.917 

del Registro de la Propiedad de El Rosario 
a nombre de los titulares de ambas fincas, 
cuya inscripción definitiva se practicaría 
a favor de quien acreditara su mejor de-
recho.

II

Presentada demanda de doble inmatri-
culación en el Juzgado de Primera Ins-
tancia número 2 de Santa Cruz de Tene-
rife, se dictó Auto con fecha 22 de abril 
de 2009 por el que se homologaba la 
transacción judicial acordada entre la 
parte demandada y demandante en los 
siguientes términos en la parte que a 
efectos de este recurso interesa: «Don E. 
E. R. renuncia a las acciones interpuestas, 
reconociendo el pleno derecho de pro-
piedad de don R. S. sobre la finca des-
crita, asimismo dicha parte se compro-
mete a satisfacer la cantidad de 15.000 € 
en concepto de costas por honorarios de 
abogado y procurador a la parte deman-
dada… Una vez reconocido el pleno do-
minio de don R. S. sobre dicha finca, (la 
registral 50.784) la parte demandada 
otorga a don E. E. R. una opción de 
compra por dicha finca en la cantidad de 
80.000 €. Dicha opción de compra se 
deberá hacer efectiva en el plazo de 20 
días hábiles a contar desde la homologa-
ción judicial del presente acuerdo, me-
diante el pago de dicha cantidad y el 
correspondiente otorgamiento de la escri-

resoluciones de la Dirección general  
de los registros y del notariado
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tura pública de compraventa, cuyos 
gastos correrían a cargo de la parte com-
pradora».

III

Testimonio de dicho Auto fue presen-
tado en el Registro de la Propiedad del El 
Rosario acompañado de instancia sus-
crita por el representante de don R. S. en 
el que se solicitaba «se proceda a la ins-
cripción de la finca a favor de don R. S. 
bajo un único número, y se proceda a la 
cancelación de cualquier inscripción que 
contradiga el derecho de propiedad del 
mi representado». Calificado por el Re-
gistrador de la Propiedad de El Rosario el 
testimonio del citado Auto fue practicada 
la inscripción de dominio de la finca 
50.784 a favor de don R. S., por título de 
transacción judicial, con sujeción al ré-
gimen económico de su país, y el de-
recho de opción de compra en los tér-
minos expresados, a favor de don E. E. R. 
con carácter privativo.

IV

Mediante instancia de 7 de septiembre 
de 2009 que tuvo su entrada en el Re-
gistro de la Propiedad de El Rosario con 
fecha 7 de octubre de 2009, don O. A. 
H., en nombre y representación de don 
R. S. exponía que «la parte que represen-
taba en momento alguno había solicitado 
la inscripción de tal opción que incluso 
en el momento de la nombrada instancia 
ya había vencido sin que se hiciese efec-
tiva. Que tampoco era esa parte titular en 
modo alguno de dicha opción, razón por 
la cual ni siquiera estaba legitimada para 
solicitar su inscripción, siendo en cual-
quier caso un derecho cuya inscripción 
podría haber solicitado don E. E. R. y no 
esta parte. Que mostraba su disconfor-
midad con la factura emitida en cuanto a 
la opción de compra porque en ningún 
momento se solicitó su inscripción y en 
cuanto a la inscripción ya que la doble 
inmatriculación no fue advertida por el 

Registro de la Propiedad de La Laguna 
siendo por tanto un caso de patología 
registral cuyo coste en modo alguno 
debía de ser asumido por su representado 
sino por el Registro de la Propiedad como 
subsanación del error registral. Por todo 
ello solicitaba la cancelación sin coste de 
la opción de compra inscrita, así como la 
rectificación de la factura eliminando los 
importes por conceptos de inscripción y 
opción de compra.»

V

El Registrador de la Propiedad de El 
Rosario procedió a la calificación de 
dicha instancia acordando la suspensión 
de la cancelación solicitada en base a los 
siguientes Hechos y Fundamentos: de 
Derecho «Hechos: Como consecuencia 
de proyecto de equidistribución la par-
cela 16 de la manzana AR-21 en la 
Unidad de Actuación «Tabaiba Alta-
Media», del término municipal de El Ro-
sario, esta finca quedó inscrita con ca-
rácter provisional a favor de don R. S. y 
don E. E. R. cuya inscripción definitiva se 
practicaría a favor de quién acredite su 
mejor derecho conforme al artículo 10.1 
del Real Decreto 1093/1997 de 4 de julio 
por el que se aprueban las Normas com-
plementarias al Reglamento para la eje-
cución de la Ley Hipotecaria sobre ins-
cripción en el Registro de la Propiedad de 
Actos de Naturaleza Urbanística. Que 
con fecha 10 de agosto de 2009 se pre-
sentó escritura pública autorizada el día 
cinco de marzo de dos mil siete, ante el 
Notario de Santa Cruz de Tenerife, don 
Carlos Sánchez Marcos, con el número 
296 de protocolo, por la que don E. E. R. 
constituía hipoteca en garantía de un 
préstamo a. favor de la Caixa D’Estalvis I 
Pensions de Barcelona, sobre la finca de 
origen. Con fecha 16 de julio último se 
presentó testimonio expedido por doña 
María Elena Santamaría Manso, Secre-
taria del Juzgado de Primera Instancia 
Número Dos de Santa Cruz de Tenerife, 
por la que se homologaba judicialmente 
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la transacción a la que habían llegado los 
interesados consistente en que don E. E. 
R. reconocía la propiedad de la finca de 
resultado en favor de don R. S. y éste 
concedía a aquel un derecho de opción 
de compra sobre la finca que deberá 
hacer efectivo en el plazo de veinte días 
hábiles a contar desde la homologación 
judicial del citado acuerdo (22 de abril de 
2009). Este documento originó la inscrip-
ción 2ª de la finca de reemplazo practi-
cada el 29 de julio de 2009. Ahora se 
presenta la antedicha instancia por el re-
presentante del señor S. en la que se dice 
que nunca se solicitó la inscripción del 
derecho de opción ya que correspondería 
haberlo hecho al señor E. R. indicándose 
además que en la instancia en la que en 
su día se pidió la inscripción de la tran-
sacción judicial se pidió la cancelación 
de cualquier inscripción que contradiga 
el derecho de propiedad de mi represen-
tado. Esto último interpreto que debe re-
ferirse a la escritura de préstamo hipote-
cario que está hoy suspendida - Funda-
mentos de Derecho: 1º Sobre la no 
inscripción del derecho de opción de 
compra, dejando únicamente inscrito el 
pleno dominio a favor del señor S. Aquí 
se plantea el problema de la inscripción 
parcial, es decir, si puede inscribirse parte 
de un documento y otra no, bien de oficio 
por el Registrador, bien a solicitud de las 
partes o bien a solicitud del perjudicado. 
El artículo 19bis-cuarta de la Ley Hipote-
caria solo podrá practicarse si media el 
consentimiento del presentante o intere-
sado. Lo mismo viene a decir el párrafo 
quinto del artículo 434 del R. H. Sin em-
bargo la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado ha ido precisando 
estas disposiciones a través de sucesivas 
resoluciones. Así el Registrador no puede 
practicar una inscripción en forma dis-
tinta de la solicitada, si obtener el con-
sentimiento de los interesados o la pre-
ceptiva resolución judicial (RDGRN 
19/6/1975 y RDGRN 17/3/2004). Por su 
parte los interesados no pueden someter 
a la calificación del Registrador aquellas 

partes de los negocios que tengan por 
conveniente, excluyendo determinadas 
cláusulas (RDGRN 27/11/86). Ejemplo de 
lo anterior es que en una transmisión su-
jeta a condición resolutoria no puede 
inscribirse aquella y denegarse ésta, pues 
ello altera totalmente el contenido del 
negocio (RDGRN 16/10/1989). En re-
sumen el Registrador puede practicar ins-
cripciones parciales de oficio siempre 
que lo no inscrito no afecte al contenido 
del negocio, pues en otro caso es nece-
sario el consentimiento del o los intere-
sados o en su caso resolución judicial, de 
conformidad con lo dispuesto en los ar-
tículos 1 y 40 de la L. H. En el caso pre-
sente es indudable que el reconocimiento 
del dominio y concesión del derecho de 
opción están íntimamente ligados, ya que 
el señor E. R. reconoció el dominio en la 
otra parte a cambio de que el otro le 
concediese un derecho de opción y éste 
dio el derecho de opción porque le reco-
nocían el dominio. Por ello es necesario 
el consentimiento del señor E. R. para no 
inscribir la opción, o en su caso resolu-
ción judicial. Entiendo además que el 
consentimiento del señor E. R. debería 
prestarse en sede judicial por analogía 
con lo dispuesto en el artículo 131 de la 
L. H. 2º En cuanto a la cancelación de 
cualquier inscripción que contradiga el 
derecho de propiedad del señor S.: esto 
tiene que referirse a la hipoteca suspen-
dida y al derecho de opción de compra 
En cuanto al derecho de opción de 
compra es cierto que la día de la fecha 
esta caducado, pero una cosa es la cadu-
cidad del derecho y otra muy distinta la 
cancelación del asiento. Esto está recono-
cido plenamente por las RRDGRN de 
30/07/90 y 23/04/03, diciendo esta úl-
tima «que el transcurso del plazo fijado 
para el ejecución de la opción supondrá 
la extinción del derecho, pero no permite 
cancelar el asiento, pues los limitados 
medios con que cuenta el Registrador a 
la hora de calificar no permiten apreciar 
un hecho negativo, como es la falta de 
ejercicio extrarregistral de un derecho 
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durante un plazo de vigencia». Además 
este asiento está advirtiendo a terceros de 
la existencia de la opción y de la posibi-
lidad de que su ejercicio haya sido efec-
tuado extrarregistralmente. La cancela-
ción de tal asiento necesitaría imperativa-
mente el consentimiento de su titular o la 
pertinente resolución judicial (Art. 40 de 
la LH). En cuanto a la escritura de prés-
tamo hipotecario está suspendida pero su 
asiento vigente lo que implica que en 
cualquier tipo de publicidad formal debe 
expresarse y que además podría presen-
tarse la documentación oportuna, que 
acredite la efectividad del derecho de op-
ción y en este caso, dicho préstamo hipo-
tecario sería perfectamente inscribible. 
Estas faltas se califican de subsanables, 
no tomándose anotación por defecto sub-
sanable al no haber sido solicitado por el 
presentante. Contra la precedente (…) El 
Rosario, a 26 de octubre de 2009. El Re-
gistrador, (firma ilegible).»

VI

Notificada la calificación al intere-
sado, este, por medio de su representante, 
presentó recurso en el que hacia las si-
guientes alegaciones: «Al Registro de la 
Propiedad de El Rosario para su traslado 
a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado. O. A. H., abogado en ejer-
cicio, en nombre y representación de D. 
R. S. como se acredita mediante copia del 
poder aportado como documento nú-
mero 1, y con domicilio a efecto de noti-
ficaciones en (…) Santa Cruz de Tenerife, 
ante el Registro de la Propiedad compa-
rezco y digo - Que mediante la presente 
vengo a interponer Recurso potestativo 
previo a la vía judicial para su traslado a 
la Dirección General de Registros y del 
Notariado en virtud del artículo 327 de la 
Ley Hipotecaria contra la calificación del 
Registrador de la Propiedad del Registro 
de El Rosario de fecha 7 de octubre de 
2009, notificada vía fax a esta parte el día 
27 de dicho mes. Se aporta copia de 
dicha resolución como documento nú-

mero 2, así como nota simple como do-
cumento número 3; todo ello con base en 
los siguientes motivos. Motivos: Primero.–
Esta parte solicitó mediante instancia de 
16 de julio de 2009 (documento número 
4) la inscripción de la finca 50784 a 
nombre de mi representado en virtud de 
acuerdo homologado judicialmente en el 
Juicio Ordinario 1015/2007 que versaba 
sobre la determinación del mejor derecho 
sobre dicha finca doblemente inmatricu-
lada bajo los números regístrales 12.280 
y 43.917. Se aporta copia testimoniada 
del Auto que homologaba el acuerdo 
para la determinación del mejor derecho 
como documento número 5. En la citada 
instancia presentada por esta parte se so-
licitaba «que se tenga por presentado este 
escrito, y en su virtud se proceda a la 
inscripción de la finca a favor de D. R. S. 
bajo un único número, y se proceda a la 
cancelación de cualquier inscripción que 
contradiga el derecho de propiedad de 
mi representado». Segundo.–Con fecha 
de 29 de julio de 2009 el Registrador de 
la Propiedad de El Rosario inscribió la 
finca a nombre de mi representado. La-
mentablemente se excedió en cuanto a lo 
solicitado por esta parte inscribiendo 
además del derecho de propiedad de mi 
representado cuya inscripción efectiva-
mente se solicitó también una opción de 
compra a favor de don E. E. R. por constar 
en el acuerdo homologado en los Autos 
del juicio arriba reseñados. Esta parte en 
momento alguno ha solicitado la inscrip-
ción de tal opción que incluso en el mo-
mento de la nombrada instancia ya había 
vencido sin que se hiciese efectiva. En 
este sentido el Registrador de la Pro-
piedad se excedió en cuanto a su inscrip-
ción contraviniendo lo establecido en el 
artículo 14.1 del Reglamento Hipotecario 
que permite la inscripción de opciones 
de compra siempre y cuando exista «Con-
venio expreso de las partes para que se 
inscriba» que no existió, ni siquiera se ha 
pedido la inscripción por ninguna de las 
partes. Tampoco es esta parte titular en 
modo alguno de dicha opción, razón por 
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la cual ni siquiera está legitimada para 
solicitar su inscripción, siendo en cual-
quier caso un derecho cuya inscripción 
podría haber solicitado don E. E. R. y no 
esta parte. Tercero.–Con fecha de 7 de 
septiembre de 2009 esta parte interpuso 
la instancia aportada como documento 
número 6 a fin de que se proceda a la 
cancelación de la inscripción de la op-
ción de compra a favor de don E. E. R. 
Asimismo de forma verbal se recordó al 
Registrador que correspondía la cancela-
ción de la inscripción provisional de hi-
poteca a favor de la Caixa que según esta 
parte había entendido se iba a producir 
próximamente al ya no traer causa dicha 
hipoteca constituida en su momento por 
don E. E. R. antes de que se determinase 
que el mejor derecho sobre la finca co-
rresponde a mi representado. En este sen-
tido el Registrador de la Propiedad indicó 
que resolvería acerca de ello en la nota 
de calificación tal como hizo. Cuarto.–
Finalmente mediante la citada califica-
ción de fecha 7 de octubre de 2009 el 
Registro de la Propiedad no dio lugar a la 
cancelación de la inscripción de la op-
ción de compra de don E. E. R. ni a la 
cancelación de la hipoteca a favor de la 
Caixa, razón por la cual interesa al de-
recho de esta parte que sea la Dirección 
General de Registros y del Notariado 
quien resuelva acerca de la procedencia 
o no de las cancelaciones solicitadas. Por 
todo lo cual, solicito a la Dirección Ge-
neral, que tenga por presentado el pre-
sente escrito, lo admita, y en su virtud 
ordene la cancelación de la opción de 
compra de don E. E. R., así como de la 
hipoteca a favor de La Caixa sobre la 
finca 50784 del tomo 2.436, libro 617, 
folio 39 del Registro de la Propiedad de 
El Rosario. En Santa Cruz de Tenerife, a 
25 de noviembre de 2009».

VII

Admitido el recurso el Registrador de 
la Propiedad de El Rosario, don Octavio 
Linares-Rivas Lalaguna, emitió el precep-

tivo informe reiterándose en sus argu-
mentos y haciendo constar en cuanto a la 
cancelación de la hipoteca, (cuyo asiento 
de presentación había caducado y se 
había vuelto a presentar), que el mismo 
no se podía cancelar ínterin no se deter-
minase cual sería la evolución del de-
recho de opción de compra, ya que si la 
opción de compra decaía no podría prac-
ticarse la inscripción del crédito hipote-
cario y que para cancelar dicho asiento 
sería necesario el consentimiento de los 
interesados o resolución judicial. Segui-
damente procedió a remitir las actua-
ciones a este Centro Directivo para su 
resolución.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 1, 19 bis, 38 y 40 
de la Ley Hipotecaria, 434 de su Regla-
mento, 19 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil de 7 de enero de 2000, 10.1 del 
Real Decreto 1093/1997 de 4 de julio, así 
como las Resoluciones de esta Dirección 
General de 16 octubre de 1989, 27 de 
marzo de 2000, 28 de mayo de 2005, 19 
de junio de 2007 y 12 de marzo de 
2009.

1. Para la adecuada resolución de este 
recurso conviene precisar los siguientes 
hechos. Como consecuencia de una ac-
tuación urbanística (proyecto de equidis-
tribución) se pone de manifiesto la exis-
tencia de una doble inmatriculación por 
lo que de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 10.1 del Real Decreto 
1093/1997 de 4 de julio por el que se 
aprueban la Normas Complementarias al 
Reglamento para la Ejecución de la Ley 
Hipotecaria sobre Inscripción en el Re-
gistro de la Propiedad de Actos de Natu-
raleza Urbanística, se practica la inscrip-
ción de la finca de reemplazo con ca-
rácter provisional a nombre de los dos 
titulares de las parcelas de procedencia 
en tanto se acredite su mejor derecho 
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sobre la finca resultante. Presentada de-
manda de doble inmatriculación se llega 
a un acuerdo transaccional que es homo-
logado judicialmente resultando del 
mismo un reconocimiento del dominio 
sobre la finca a favor de uno de los titu-
lares, concediéndose al otro una opción 
de compra por precio determinado y 
plazo de 20 días hábiles para su ejecu-
ción. El acuerdo transaccional se inscribe 
en el Registro, inscribiéndose, por tanto, 
el dominio y el derecho de opción de 
compra. Es de hacer notar que aparece 
presentada una escritura de préstamo hi-
potecario recayente sobre la finca de pro-
cedencia que es titularidad de aquél a 
quien luego se concedería la opción de 
compra.

Se presenta instancia suscrita por el 
titular del dominio en la que se solicita la 
cancelación de la opción de compra ale-
gando que nunca se ha solicitado la ins-
cripción de la opción, por lo que no se 
debió inscribir, y por ello, se solicita su 
cancelación, así como la de cualquier 
carga que recaiga sobre la finca.

El Registrador suspende la cancelación 
de la opción por tres motivos. En primer 
lugar por entender que, si bien existen 
supuestos en que cabe la inscripción par-
cial, ello no ocurre cuando, como sucede 
en el presente caso, el derecho que se 
inscribe y el que se pretende cancelar 
están íntimamente ligados. En segundo 
lugar porque la caducidad de la opción 
que se alega no resulta apreciable por el 
Registrador, ya que una cosa es la cadu-
cidad del derecho y otra la del asiento. 
Finalmente, con relación a la hipoteca 
presentada, porque considera que es-
tando el asiento de presentación vigente, 
no se puede cancelar y deberá ser objeto 
de inscripción si se ejercita la opción.

2. Se discuten en este recurso varias 
cuestiones. La primera afectaría a la po-
sibilidad de inscripción parcial del Auto 
que homologa judicialmente el acuerdo 
celebrado entre las partes. Sobre esta 

cuestión hay que partir de la base de que 
una vez practicado el asiento, este se en-
cuentra bajo la salvaguarda de los Tribu-
nales y por tanto no puede ser modificado 
en tanto no medie acuerdo de los intere-
sados o resolución judicial que así lo es-
tablezca. No obstante, conviene precisar 
que el recurrente denuncia en su escrito 
una extralimitación del Registrador en la 
práctica del asiento cuestionado.

Ya antes de la introducción en la Ley 
Hipotecaria del artículo 19 bis, este 
Centro Directivo había declarado que la 
inscripción parcial de un documento 
tenía como presupuesto que el pacto o 
estipulación rechazados no afectaran a la 
esencialidad del contrato. Se afirmaba 
que, teniendo en cuenta que en el Re-
gistro de la Propiedad español no se ins-
criben abstractamente las titularidades 
reales inmobiliarias, sino el completo 
hecho, acto o negocio que las causa, 
cualquiera que sea su clase, no puede 
desconocerse la unidad negocial tal y 
como aparece configurada por las partes 
en su acuerdo transaccional, de modo 
que si han querido establecer como con-
traprestación del reconocimiento del do-
minio un derecho de opción de compra 
no podrá inscribirse aquel y denegar el 
acceso registral a la opción de compra, 
por cuanto que ello implicaría la altera-
ción del equilibrio resultante del acuerdo, 
atribuyendo a este efectos distintos de los 
requeridos por los interesados.

Así dispone el artículo 19.1 de la Ley 
1/2000 de Enjuiciamiento Civil que los 
litigantes están facultados para disponer 
del objeto del juicio, excepto cuando la 
Ley lo prohíba o establezca limitaciones 
por razón de interés general o en bene-
ficio de tercero. Añade al apartado si-
guiente que si las partes pretendieran una 
transacción judicial y el acuerdo fuera 
conforme con lo anteriormente previsto, 
será homologado por el tribunal que esté 
conociendo el litigio al que se pretenda 
poner fin. En este caso el Auto que homo-
loga el acuerdo entre las partes señala 
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que «de lo elementos obrantes en los 
autos, no se desprende que el acuerdo 
adoptado por las partes esté prohibido 
por la ley, ni desconozca ninguna de las 
limitaciones a las que hace referencia el 
precepto antes citado, por lo que procede 
la homologación de la transacción decla-
rando finalizado el proceso» en los tér-
minos expuestos en los antecedentes de 
esta resolución y que hacían referencia, 
entre otros extremos, al reconocimiento 
del dominio sobre la finca cuestionada y 
la concesión de un derecho de opción 
sobre la misma. Por todo ello cabe con-
cluir que la inscripción del testimonio del 
Auto que homologaba el acuerdo entre 
las partes fue practicada correctamente 
por el Registrador. Además también esta 
Dirección General ha afirmado reiterada-
mente que la sola presentación del docu-
mento en el Registro implica la petición 
de los asientos que correspondan (vid 
Resoluciones citadas en los «Vistos»).

3. Inscrita correctamente la opción de 
compra, la segunda cuestión que se 
plantea es la posibilidad de su cancela-
ción a instancia del titular del dominio de 
la finca por haber transcurrido el plazo 
establecido para su ejercicio. Esta cues-
tión ha sido reiteradamente resuelta por 
este Centro Directivo (vid Resoluciones 
citadas en los «Vistos») en el sentido de 
que si bien el transcurso del plazo fijado 
para el ejercicio de la opción (en este 
caso 20 días hábiles) supone la extinción 
del derecho, esto no implica que pueda 
ser cancelado el asiento si no es con la 
conformidad del interesado, en este caso 
el optante, o la pertinente resolución ju-
dicial que así lo ordene (cfr artículo 40 de 
la Ley Hipotecaria), pues dentro de los 
medios con que cuenta el Registrador a 
la hora de calificar, no se encuentra el de 
apreciar un hecho negativo, como es la 
falta de ejercicio extrarregistral de un de-
recho durante su plazo de vigencia. En 
definitiva, el plazo de 20 días establecido 
es el máximo durante el cual el optante 
puede ejercitar su derecho con eficacia, 

que es plazo de caducidad, pero no está 
fijando una duración predeterminada al 
asiento que lo publica. Este tiene una vi-
gencia indefinida, de suerte que el ejer-
cicio tempestivo de la opción puede ha-
cerse constar en el Registro en cualquier 
momento, aun transcurrido este plazo 
convencional fijado para su ejercicio. En 
consecuencia, el mero transcurso del 
plazo previsto para ejercitar la opción no 
permite por sí solo cancelar el asiento en 
que consta. Únicamente en el caso en 
que exista pacto de caducidad de la op-
ción y tal pacto esté redactado con indu-
dable claridad (lo que no sucede en el 
caso ahora planteado) será posible la 
cancelación registral llegado el término.

4. La última cuestión que se plantea es 
si es posible cancelar el asiento de pre-
sentación de una hipoteca que afecta a la 
opción concedida, petición que se hace 
también por el recurrente. Tal posibilidad 
es forzosamente negativa. Con indepen-
dencia de cual sea la garantía del crédito 
concedido, la finca de procedencia, el 
derecho de opción de compra o el pleno 
dominio de la finca una vez ejercitado el 
derecho, es evidente que en todos los 
casos afecta a un derecho inscrito en el 
Registro, de suerte, que únicamente de-
caerá dicho asiento de presentación en el 
supuesto de que aquel derecho sea can-
celado.

Esta Dirección General ha acordado 
desestimar el recurso interpuesto.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos 325 y 328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 14 de diciembre de 2010.–La 
Directora General de los Registros y del 
Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.
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RESOLUCIÓN de 18 de diciembre de 
2010,  de la Dirección General de los Re-
gistros y del Notariado, en el recurso in-
terpuesto por «Sanelec Electricidad, SL», 
contra la negativa de la registradora mer-
cantil y de bienes muebles IV de Madrid, 
a inscribir una escritura de aumento del 
capital social de la citada entidad. («BOE» 
núm. 32 de 7 de febrero de 2011.)

En el recurso interpuesto por don M. A. 
S. H., en nombre y representación de la 
sociedad «Sanelec Electricidad, S.L.», 
contra la negativa de la Registradora Mer-
cantil y de Bienes Muebles IV de Madrid, 
doña Eloísa Bermejo Zofío, a inscribir 
una escritura de aumento del capital so-
cial de la citada entidad.

Hechos

I

Mediante escritura autorizada el 26 de 
marzo de 2009 por la Notaria de Madrid, 
doña Aurora Ruiz Alonso, se elevó a pú-
blico el acuerdo adoptado por unani-
midad en la Junta General Universal de 
la sociedad «Sanelec Electricidad, S.L.», 
de fecha 18 de marzo de 2009 consis-
tente en «ampliar el capital social de la 
Compañía en la suma de trescientos se-
senta y un mil doscientos sesenta y ocho 
euros con ocho céntimos de euro 
(361.268, 08 €), mediante la creación de 
6.011 nuevas participaciones sociales, 
números 61 a 6.071, ambas inclusive, de 
60,10116 euros de valor nominal cada 
una de ellas (...)». El contravalor del au-
mento está constituido en parte por 
nuevas aportaciones dinerarias 
(209.933,36 €) y en parte por reservas 
voluntarias preexistentes en la contabi-
lidad social (151.334,72 €).

A la escritura citada se incorporó un 
balance cerrado a 30 de septiembre de 

2008 y aprobado por la Junta General 
Universal de la sociedad en el que se 
reflejaba la existencia de reservas volun-
tarias por importe de ciento cincuenta y 
tres mil setecientos ochenta y nueva euros 
con treinta y cuatro céntimos (153.789,34 
€), unas pérdidas de ejercicios anteriores 
de 93.836,72 euros y del ejercicio co-
rriente de 167.090,74 euros, así como 
que el patrimonio neto de la entidad era 
negativo en la cuantía de ciento dos mil 
ochocientos diez euros con ochenta y 
cuatro céntimos (–102.810,84 €).

II

El día 6 de abril de 2009 se presentó 
en el Registro Mercantil de Madrid copia 
autorizada de dicha escritura y objeto de 
la siguiente calificación negativa:

«El Registrador Mercantil que suscribe 
previo examen y calificación del docu-
mento precedente de conformidad con 
los artículos 18 del Código de Comercio 
y 6 del Reglamento del Registro Mercantil 
y habiéndose dado cumplimiento a lo 
dispuesto en el artículo 15.2 de dicho 
Reglamento, ha resuelto no practicar la 
inscripción solicitada por haber obser-
vado el/los siguiente/s defectos que im-
piden su práctica: Entidad: “Sanelec Elec-
tricidad SL”

Defecto subsanable:

Al existir pérdidas en el balance no es 
posible ampliar el capital sino por la di-
ferencia entre las reservas y aquéllas (arts. 
74 LSL, 199 RRM y Res. 24-9-99, 18-10-
2002 y 9-4-05).

Sin perjuicio (…). Madrid, 23 de abril 
de 2009. La Registradora (Firma ilegible; 
existe un sello con nombre y apellidos de 
la Registradora).»

III

Dicha calificación negativa fue notifi-
cada a la Notaria autorizante de la escri-
tura el 27 de abril de 2009 y al presen-
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tante el 4 de mayo de 2009. Con fecha de 
3 de junio de 2009, tuvo entrada en el 
Registro Mercantil IV de Madrid un es-
crito suscrito por don M. A. S. H., en su 
condición de administrador solidario de 
«Sanelec Electricidad, S.L.», interpo-
niendo recurso contra la calificación no-
tificada. En dicho escrito, en esencia, in-
vocaba la doctrina derivada de la Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 28 de 
mayo de 1990 y sostenía que, en la doc-
trina de este Centro Directivo, la exis-
tencia de pérdidas sólo se había conside-
rado obstáculo para proceder a un au-
mento del capital con cargo a reservas en 
el caso de sociedades anónimas, no así 
de sociedades de responsabilidad limi-
tada.

IV

Mediante escrito con fecha de 29 de 
junio de 2009 la Registradora Mercantil 
emitió informe y elevó el expediente a 
esta Dirección General, con registro de 
entrada el día 7 de julio de 2009. En 
dicho informe consta que el día 9 de 
junio de 2009, se dio traslado del escrito 
de recurso a la Notario autorizante, 
quien, con fecha de 24 de junio de 2009, 
manifestó por correo no tener nada que 
alegar o añadir al recurso interpuesto por 
la representación de «Sanelec Electri-
cidad, S.L.»

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 19, 20, 73, 74 y 84 
de la Ley 2/1995, de 23 de marzo, de 
Sociedades de Responsabilidad Limitada; 
213 de la Ley de Sociedades Anónimas; 
199 del Reglamento del Registro Mer-
cantil; las partes Tercera y Cuarta del Plan 
General de Contabilidad aprobado por el 
Decreto 1514/2007; la Sentencia del Tri-
bunal Supremo de 28 de mayo de 1990; 
y las Resoluciones de esta Dirección Ge-
neral de 24 de septiembre de 1999, de 18 

octubre de 2002 y de 9 de abril de 
2005.

1.  Se plantea en el presente recurso 
si es o no inscribible un acuerdo de au-
mento del capital social de una sociedad 
de responsabilidad limitada en 
361.268,08 euros, realizado en parte 
(151.334,72 euros) con cargo a reservas, 
sobre la base de un balance que refleja 
tanto la existencia de reservas por la can-
tidad de 154.510,55 euros (de las cuales 
721,21 euros constituyen reservas legales 
y estatutarias), como resultados negativos 
del ejercicio social en curso y de ejerci-
cios anteriores, por lo que figura un patri-
monio neto negativo en la cuantía de 
102.810,84 euros.

La Registradora suspende la inscrip-
ción de dicho acuerdo porque, a su juicio, 
«Al existir pérdidas en el balance no es 
posible ampliar el capital sino por la di-
ferencia entre las reservas y aquéllas (arts. 
74 LSL, 199 RRM y Res. 24-9-99, 18-10-
2002 y 9-4-05)».

2.  En aras del principio de realidad 
del capital social, no cabe crear partici-
paciones sociales que no respondan a 
una efectiva aportación patrimonial a la 
sociedad. A tal efecto, el legislador esta-
blece determinadas cautelas (aparte la 
proclamación expresa de tal proscripción 
en el artículo 59 de la Ley de Sociedades 
de Capital —que aun cuando no estaba 
vigente en el momento de la calificación 
impugnada, es trasunto del artículo 47 de 
la derogada Ley de Sociedades Anó-
nimas—), como es la exigencia de acre-
ditación suficiente y objetivamente con-
trastada de la realidad de esas aporta-
ciones, como requisito previo a la 
inscripción (cfr., entre otros, los artículos 
19 y 20 de la Ley de Sociedades de Res-
ponsabilidad Limitada entonces vigente 
-artículos 62 y 63 de la Ley de Sociedades 
de Capital-). Esta exigencia, en la hipó-
tesis de ampliación del capital con cargo 
a reservas, se traduce en la necesidad de 
adecuada justificación de la efectiva exis-
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tencia de esos fondos en el patrimonio 
social y su disponibilidad para transfor-
marse en capital, justificación que según 
el legislador deberá consistir en un ba-
lance debidamente aprobado por la Junta 
General con una determinada antelación 
máxima (artículos 73 y 74.4 de la Ley de 
Sociedades de Responsabilidad Limi-
tada). Resulta por tanto necesario acre-
ditar que el valor del patrimonio neto 
contable excederá de la cifra de capital 
social y de la reserva legal hasta entonces 
constituida en una cantidad al menos 
igual al importe de la ampliación, es 
decir, la existencia de un efectivo contra-
valor patrimonial no desvirtuado por 
otras partidas del activo o del pasivo del 
balance.

El aumento de capital con cargo a re-
servas es una modalidad de autofinancia-
ción empresarial caracterizada por una 
simple operación contable, en cuanto 
implica una transferencia de fondos de 
una cuenta a otra del pasivo del balance, 
por lo que como tal no supone alteración 
patrimonial cuantitativa alguna dado que 
los recursos propios —suma de capital 
social y reservas— seguirán siendo los 
mismos; y otro tanto cabe decir del patri-
monio social. Lo que sí supone es una 
modificación cualitativa de dicho patri-
monio, pues los fondos así transferidos 
pasan del régimen de disponibilidad de 
que gozaban como reservas a la indispo-
nibilidad a que quedan sujetos como ca-
pital. Por tanto, un requisito esencial para 
la capitalización de las reservas o benefi-
cios no es sólo que tengan la considera-
ción de recursos propios, sino también 
que sean de libre disposición, dado que 
la capitalización es una de las formas a 
través de las que la sociedad ejerce su 
facultad de libre disposición sobre ellas.

Por disponibilidad de las reservas ha 
de entenderse, por tanto, la libertad para 
aplicarlas a cualquier fin, entre ellos el de 
reparto entre los socios. Y esa aplicación 
de las reservas tan sólo es posible en tanto 

no existan perdidas que hayan de enju-
garse previamente.

El artículo 213 de la Ley de Sociedades 
Anónimas (aplicable en el presente su-
puesto por remisión del artículo 84 de la 
actualmente derogada Ley de Sociedades 
de Responsabilidad Limitada —cfr., en el 
mismo sentido, el artículo 273.2 de la Ley 
de Sociedades de Capital—) limita la li-
bertad de la Junta General a la hora de 
aplicar los resultados, en primer lugar el 
positivo del ejercicio corriente, pero tam-
bién el reparto de las reservas de libre 
disposición en tanto el valor del patri-
monio neto contable no siga siendo tras 
el reparto superior al capital social. Es 
más, resulta de la lógica del sistema que 
también debería incluirse junto al capital 
la reserva legal en el porcentaje legal-
mente exigido a la hora de computar el 
posible excedente de patrimonio neto 
que quede de libre disposición. En defi-
nitiva, la libre disponibilidad de las re-
servas viene limitada por la función que 
están llamadas a desempeñar: la cober-
tura de pérdidas contabilizadas. Y si no 
son plenamente disponibles no reúnen 
los requisitos legalmente exigidos por el 
artículo 74.4 de la Ley de Sociedades de 
Responsabilidad Limitada para su capita-
lización.

A pesar de que en nuestra Ley de So-
ciedades de Responsabilidad Limitada no 
exista un precepto como, por ejemplo, el 
parágrafo 208.2 de la «Aktiengesetz» ale-
mana, que proscriba expresamente el 
aumento del capital con cargo a reservas 
si en el balance figuran pérdidas, es indu-
dable que lo importante no es el mero 
reflejo de la partida de reservas en el 
balance que sirva de base a la amplia-
ción, sino la efectiva existencia de exce-
dente del activo sobre el capital anterior 
y el pasivo exigible, según dicho balance 
—por más que, como ocurre en el pre-
sente supuesto, sea el cerrado antes del 
final del ejercicio—, aunque las vicisi-
tudes económicas de la sociedad, poste-
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riores a aquél, puedan determinar luego 
la eliminación de esas pérdidas.

Por cuanto antecede, debe mantenerse 
el criterio de la Registradora, según la 
doctrina sentada por este Centro Direc-
tivo en las Resoluciones citadas en la ca-
lificación impugnada, la última de las 
cuales —de 9 de abril de 2005— se re-
fiere también al aumento del capital so-
cial con cargo a reservas de una sociedad 
de responsabilidad limitada.

Esta Dirección General ha acordado 
desestimar el recurso, en los términos que 
resultan de los precedentes fundamentos 
de Derecho.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Mercantil de 
la provincia donde radica el Registro, en 
el plazo de dos meses desde su notifica-
ción, siendo de aplicación las normas del 
juicio verbal, conforme a lo establecido 
en la Disposición Adicional vigésima 
cuarta de la Ley 24/2001, 27 de di-
ciembre, y los artículos 325 y 328 de la 
Ley Hipotecaria.

Madrid, 18 de diciembre de 2010.—La 
Directora General de los Registros y del 
Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.

RESOLUCIÓN de 21 de diciembre de 
2010,  de la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado, en el recurso interpuesto 
por «Manchester Building Society» contra la 
nota de calificación del registrador de la pro-
piedad de Vera, por la que se deniega la ins-
cripción de una escritura de constitución de 
hipoteca. («BOE»núm. 38 de 14 de febrero 
de 2011.)

En el recurso interpuesto por «Man-
chester Building Society» contra la nota 
de calificación del Registrador de la Pro-
piedad de Vera, don José Luis Lacruz 
Bescós, por la que se deniega la inscrip-

ción de una escritura de constitución de 
hipoteca.

Hechos

I

Mediante escritura autorizada por el 
Notario de Mojácar don Diego Ortega 
Leyva, el día 22 de enero de 2009, los 
cónyuges don T.K. y doña M.K. constitu-
yeron hipoteca a favor de la entidad 
«Manchester Building Society».

II

Presentada copia autorizada de dicha 
acta en el Registro de la Propiedad de 
Vera, fue objeto de la siguiente nota de 
calificación: «En cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 322 de la Ley Hipo-
tecaria, procedo a notificarle la siguiente: 
calificación negativa del documento pre-
sentado el día 30 de diciembre de 2009, 
en el Registro de la Propiedad de Vera, 
bajo el asiento 690 del Diario 158. He-
chos. Uno. El expresado día ha sido pre-
sentada copia de la escritura autorizada 
por el Notario de Mojácar, don Diego 
Ortega Leyva, el día 22 de enero de dos 
mil nueve, protocolo número 82 y deno-
minada de hipoteca inversa por la en-
tidad Manchester Building Society y los 
cónyuges casados en régimen legal britá-
nico de separación de bienes don T. I. y 
doña M. I. Dos. En la configuración del 
contrato de crédito en cuenta corriente se 
excluye la posibilidad de que los acredi-
tados puedan realizar disposiciones pe-
riódicas o cargos en la cuenta. A la vista 
de estos hechos, el Registrador ha resulto 
calificar negativamente y suspender la 
inscripción por el siguiente defecto sub-
sanable: Falta incluir en la regulación del 
crédito el pacto de que los acreditados 
puedan disponer de la cuenta pues en la 
estipulación Segunda se establece que se 
cargaran determinados conceptos, y que 
el crédito se dispondrá mediante los 
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cargos de 4.540,80 euros y 46.999,20 
euros, “sin que puedan efectuarse otras 
disposiciones del crédito o del saldo que, 
en su caso, pudiera presentar la cuenta a 
favor del acreditado”, de donde resulta 
que esos conceptos son las únicas dispo-
siciones de la cuenta que pueden reali-
zarse, cuando el contrato de crédito en 
cuenta corriente, como se denomina en 
la estipulación primera y en la vigésima, 
punto uno, exige como elemento esen-
cial que el deudor pueda libremente rea-
lizar disposiciones o cargos en la cuenta 
hasta el límite convenido. Con la confi-
guración que se le da en la escritura el 
contrato no es de apertura de crédito en 
cuenta corriente, contrato que no existe 
al faltar su causa que es, precisamente, la 
concesión de crédito a la parte acredi-
tada. Una vez subsanado el defecto no se 
inscribirán los siguientes extremos: -El 
apartado 13.1 de la estipulación decimo-
tercera por haberse acordado expresa-
mente por las partes su naturaleza obliga-
cional. -El apartado 13.2 (iv) de dicha 
estipulación en su inciso primero en 
cuanto a lo siguiente: “se denegara o sus-
pendiera la inscripción de esta Escritura 
en el Registro de la Propiedad correspon-
diente respecto de la finca hipotecada 
por las causas imputables a la parte acre-
ditada o hipotecante” por inoperante 
pues la inscripción ya se habrá produ-
cido, por lo que carece de transcendencia 
real. -El apartado 14.6 de la estipulación 
decimocuarta por nota tener trascen-
dencia para el contrato ni para la hipo-
teca. -La estipulación decimosexta y de-
cimoséptima y el apartado 21 2 de la 
estipulación vigésimo primera, por inne-
cesarias ya que sus efectos se producen 
aunque no se hubieran pactado. -La ex-
presión “o que se establezcan en el fu-
turo” en la estipulación vigésimo segunda 
por no salvar el limite del articulo 112 de 
la Ley Hipotecario, en cuanto al tercer 
adquirente. -El apartado 24.2 de la esti-
pulación vigésimo cuarta por inoperante 
e innecesaria al no tratarse de obligación 
cuyo pago deba hacerse en plazos dife-

rentes, ya que su pago se hace al venci-
miento final conforme a lo pactado. II 
Fundamentos de Derecho. -Artículo 18 
de la Ley Hipotecaria, que obliga al regis-
trador a calificar, bajo su responsabilidad, 
la legalidad de las formas extrínsecas de 
los documentos de toda clase, en cuya 
virtud se solicite la inscripción, así como 
la capacidad de los otorgantes y la va-
lidez de los actos dispositivos contenidos 
en las escrituras públicas por lo que re-
sulte de ellas y de los asientos del registro. 
-Artículos 9, 12 de la Ley Hipotecaria y 
51.6.ª de su Reglamento en cuanto a la 
exclusión de estipulaciones de carácter 
puramente obligacional o carentes de 
transcendencia real. -Artículo 112 de la 
Ley Hipotecaria. -Artículo 693 de la. Ley 
de Enjuiciamiento Civil que se aplica a 
los casos en que se haya pactados pagos 
en plazos periódicos. En este caso, el 
pago del capital es único y los intereses 
no se deben pagar sino que se cargan en 
la cuenta. -Artículos 1.261, apartado 3.º 
y 1.275 del Código Civil. -Disposición 
Adicional Primera la Ley 4/2007. Doc-
trina resultante. de la STS de 11 de junio 
de 1999 y Resoluciones de la Dirección 
General de Los Registros y del Notariado 
de 23 de agosto de 1987 y 18 de junio de 
2001. -Sentencia de 11 de junio de 1999 
declara que el contrato de apertura de 
crédito en cuenta corriente se define por 
la doctrina; como “contrato por el cual el 
Banco se obliga, dentro del límite pac-
tado y mediante una comisión que per-
cibe del cliente, a poner a disposición de 
éste y a medida de sus requerimientos 
sumas de dinero o realizar otras presta-
ciones que le permitan obtenerlo al 
cliente”. -Resolución de la Dirección Ge-
neral de Los Registros y del Notariado de 
18 de junio de 2.001, declara que “la 
apertura de crédito es una operación, or-
dinariamente bancaria y esencialmente 
crediticia por la que el Banco se obliga, 
dentro del limite y por el tiempo pactado, 
a poner a disposición del cliente-acredi-
tado y a medida e sus requerimientos, 
sumas de dinero o realizar otras presta-

Boletín núm. 2128–Pág. 69



–  1146  –

           

ciones que el permitan obtenerlo, a 
cambio de la obligación de éste de rein-
tegrarlas en la fecha pactada, satisfa-
ciendo los intereses y en su caso, comi-
siones convenidas. Se configure la aper-
tura de crédito de forma simple o se le 
añada el convenio expreso de instrumen-
talizarla en cuenta corriente, no cabe ha-
blar en ella de una relación jurídica uni-
lateral en la que se contrapongan la posi-
ción acreedora de una de las partes frente 
a la deudora de la otra, sino que en ella 
existen derechos y obligaciones por parte 
de ambas; el concedente por cuanto si 
bien tendrá derecho a los reintegros, in-
tereses y comisiones que procedan o al 
saldo de liquidación en su día, tiene la 
obligación de mantener la disponibilidad 
en los términos convenidos, disponibi-
lidad de que seguirá gozando el acredi-
tado el acreditado como un derecho pese 
a que surjan a su costa las obligaciones 
correlativas a los derechos del conce-
dente”. En este caso, se permiten a la 
parte acreditada sólo dos disposiciones 
por los importes antes relacionados, 
aparte del adeudo de intereses, comi-
siones, impuestos y gastos, y en la estipu-
lación segunda se pacta que el crédito se 
dispondrá “con el limite máximo seña-
lado en la estipulación primera, sin que 
puedan efectuarse otras disposiciones…” 
mediante aquellas únicas dos disposi-
ciones, de lo que resulta una contradic-
ción, pues si el limite máximo a las dis-
posición es el de 154.620 euros parece 
que se podría disponer hasta ese límite, 
mientras que a continuación permite la 
disposición únicamente de 51.540 euros, 
por lo que al excluirse la disponibilidad 
hasta el límite del crédito impidiendo que 
la parte acreditada pueda obtener más 
fondos, el contrato de crédito quede sin 
causa, pues si se abre un crédito hasta un 
límite su función es la posibilidad de dis-
posición de los deudores hasta su limite. 
-La Resolución de la Dirección General 
de Los Registros y del Notariado de 23 de 
diciembre de 1987 declaró que en el 
caso que contemplaba, no se trata de una 

hipoteca en garantía de cuenta corriente 
de crédito, “dado que en la misma escritura 
se niega a los titulares de la cuenta que se 
pretende garantizar que puedan, por ningún 
concepto, librar órdenes contra dicha 
cuenta, ni disponer de ella”. En este caso, 
después de la antedicha disposición inicial, 
se niega a los acreditados la facultad de 
disposición del saldo. Téngase en cuenta, 
además, que en la estipulación quinta se 
prevé la posibilidad de amortización parcial 
anticipada con lo que se podrá producir el 
absurdo de que se disminuyera la cantidad 
adeudada sin poderse efectuar nuevas dis-
posiciones. Todo ello, por otra parte, contra-
dice la finalidad esencia de la hipoteca in-
versa que es el disfrute por personas de 
avanzada edad o en estado de dependencia, 
de dinero mediante un préstamo o un cré-
dito concedidos en atención al valor del 
inmueble, que, en este caso, según certifi-
cado de tasación, es de 171.800 euros. 
Según Sánchez Calero (Instituciones de De-
recho Mercantil, 1994), “para diferenciar el 
contrato de apertura de crédito y el de prés-
tamo, debemos prestar atención al hecho 
de que la apertura de crédito se caracteriza 
por la creación de una disponibilidad, a 
favor del acreditado, pero ello no equivale 
a la disponibilidad propia los depósitos de 
efectivo, sino que debe ser entendida como 
la facultad otorgada al cliente de tener ac-
ceso libre al patrimonio de la entidad acre-
ditante, para que –dentro de los límites pac-
tados– dicha entidad efectúe prestaciones 
crediticias. En este caso debe entenderse 
que el límite es de 154.620 euros estable-
cido en las estipulaciones 1.ª referida al 
Importe del crédito y en la vigésimo primera 
de determinación de la responsabilidad hi-
potecaria. C) Acuerdo de calificación nega-
tiva: El Registrador de la Propiedad de Vera, 
ha resuelto no inscribir el precedente docu-
mento por el defecto subsanable indicado. 
No es posible acceder a lo solicitado en la 
estipulación trigésimo primera, apartado 
31.2 –anotación preventiva– por no poderse 
determinar con exactitud las cantidades ga-
rantizadas, dada la contradicción expuesta 
en la nota de calificación, entre la cuantía 
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límite de la cuenta y el límite de las facul-
tades de disposición lo que impide expresar 
con claridad en la anotación las circunstan-
cias del negocio garantizado. Conforme al 
artículo 323 de la Ley Hipotecaria, quedara 
prorrogada la vigencia del asiento de pre-
sentación hasta un plazo de sesenta días 
hábiles a contar desde el día siguiente a 
aquel en que tenga lugar la última de las 
notificaciones efectuadas de acuerdo con el 
artículo 322 de la Ley Hipotecaria. Contra 
la presente (…).Vera a dieciséis de enero de 
dos mil diez. El Registrador (Firma ilegible y 
sello con nombre y apellidos del Regis-
trador), Fdo: José Luis Lacruz Bescós.»

III

Contra la anterior nota de calificación, 
don A. J. P. V. interpone recurso en virtud 
de escrito de fecha 8 de febrero de 2010, 
en base entre otros a los siguientes argu-
mentos: 1) El negocio es una hipoteca de 
máximo en garantía de cuenta corriente. 
2) Aun cuando el acreditado no es mayor 
de 65 años y por ello no sean aplicables 
los beneficios fiscales correspondientes a 
la hipoteca inversa, nada obsta para la 
configuración jurídica del negocio como 
hipoteca inversa conforme a la disposi-
ción adicional primera punto 10 de la Ley 
41/2007. 3) La entidad acreedora es una 
de las previstas en el artículo 2 de la Ley 
2/1981 de 25 de marzo; 4) Las cláusulas 
carentes de trascendencia real deben 
transcribirse conforme al artículo 12 de 
la Ley Hipotecaria según la interpretación 
que del mismo ha venido realizando la 
doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado.

IV

El Registrador emitió informe el día 22 
de marzo de 2010 y elevó el expediente 
a este Centro Directivo.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 348, 647, 1172, 
1255, 1256, 1753, 1857 y 1911 del Có-
digo Civil; 317 del Código de Comercio; 
el Preámbulo, el artículo 2 apartado 3, el 
artículo 11 y la disposición adicional pri-
mera de la Ley 41/2007 de 7 de diciembre 
(publicada en el Boletín Oficial del Es-
tado de 8 de diciembre); los artículos 1, 
2, 9, 11, 12, 18, 23, 33, 37, 82, 104, 112, 
114, 130, 142, 153, 153 bis, 258.2 y 326 
de la Ley Hipotecaria; artículos 7, 9, 51 y 
220 del Reglamento Hipotecario; los ar-
tículos 517, 551, 681 y siguientes de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil en su vigente 
redacción; 9, 22 y 23 de la Ley 7/1998, 
de 13 de abril, sobre Condiciones Gene-
rales de la Contratación; artículos 83, 84 
y 85 del Texto Refundido de Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, aprobado por Real Decreto-
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre; 
el artículo 18 de la Ley 2/2009, de 31 de 
marzo, por la que se regula la contrata-
ción con los consumidores de préstamos 
o créditos hipotecarios y de servicios de 
intermediación para la celebración de 
contratos de préstamo o crédito; artículos 
1, 17 bis y 24 de la Ley del Notariado; la 
Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de 
abril de 1993, sobre cláusulas abusivas 
en contratos celebrados con consumi-
dores –transpuesta al ordenamiento es-
pañol mediante Real Decreto-Legislativo 
1/2007–, la Sentencia del Tribunal de Jus-
ticia de la Unión Europea de 4 de junio 
de 2009 (As. C-243/08), las Resoluciones 
de este Centro Directivo de 26 de julio de 
1928, 25 de noviembre de 1935, 16 de 
junio de 1936, 18 de noviembre de 1960, 
4 de noviembre de 1968, 4 de julio de 
1984, 27 de enero de 1986, 5 de junio, 
23 y 26 de octubre de 1987, 8 de octubre 
de 1991, 24 de abril de 1992, 4 de marzo 
y 8 de noviembre de 1993, 19 de enero, 
23 de febrero, 8,11, 13, 15, 18, 20 y 21 
de marzo y 16 de julio de 1996, 22 de 
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abril de 1997, 15 de julio de 1998, 11 de 
febrero y 24 de agosto de 1998, 28 de 
abril y 27 de julio de 1999, 3 de abril, 27 
de septiembre y 3, 6 y 18 de noviembre 
de 2000, 7 de junio de 2001, 2 y 3 de 
septiembre de 2005, 19 de abril de 2006, 
21 de diciembre de 2007 (dos) y 14 de 
enero, 1, 7, 8 (dos), 22, 28 y 29 de fe-
brero, 1, 10, 14, 15, 19 (dos), 22, 24 
(dos), 25 y 27 de marzo, 5, 6, 14, 16, 19 
y 20 de mayo y 24 de julio de 2008, y las 
Sentencias del Tribunal Supremo de 9 de 
marzo de 2001, 4 de julio y 12 de di-
ciembre de 2008, y 16 de diciembre de 
2009.

1.  Mediante la escritura cuya califi-
cación es objeto del presente recurso, se 
formaliza un crédito en cuenta corriente 
hasta un determinado límite, garanti-
zando el saldo resultante al cierre de la 
cuenta con hipoteca de máximo, en su 
modalidad de hipoteca inversa. Se de-
niega la inscripción porque el Registrador 
considera que no nos encontramos ante 
una verdadera relación de cuenta co-
rriente, pues no existe la obligación de 
mantener la disponibilidad.

2.  Antes de entrar a resolver sobre los 
referidos extremos, debe señalarse que la 
calificación registral impugnada se ha 
emitido vigente la Ley 41/2007, de 7 de 
diciembre, que dio nueva redacción al 
artículo 12 de la Ley Hipotecaria, según 
el cual: «En la inscripción del derecho 
real de hipoteca se expresará el importe 
del principal de la deuda y, en su caso, el 
de los intereses pactados, o, el importe 
máximo de responsabilidad hipotecaria 
identificando las obligaciones garanti-
zadas, cualquiera que sea la naturaleza 
de éstas y su duración. Las cláusulas de 
vencimiento anticipado y demás cláu-
sulas financieras de las obligaciones ga-
rantizadas por hipoteca a favor de las 
entidades a las que se refiere el artículo 2 
de la Ley 2/1981, de 25 marzo, de Regu-
lación del Mercado Hipotecario, en caso 
de calificación registral favorable de las 
cláusulas de trascendencia real, se harán 

constar en el asiento en los términos que 
resulten de la escritura de formali-
zación».

El contenido del artículo 12 de la Ley 
Hipotecaria, tal y como aparece configu-
rado tras su última reforma, ha suscitado 
un vivo debate en torno a su significado 
y alcance, como consecuencia de las 
dudas interpretativas que plantea su tenor 
literal. Dichas dudas únicamente pueden 
ser resueltas tras recordar los objetivos 
perseguidas por el legislador con la re-
forma y después de realizar un adecuado 
análisis del precepto que garantice su co-
herencia tanto con los principios que 
rigen nuestro sistema registral como con 
la normativa específica que regula, al 
igual que el precepto mencionado, otros 
aspectos del mercado hipotecario.

A la luz de estos presupuestos, que 
serán desarrollados a continuación, es 
posible alcanzar dos conclusiones bá-
sicas. La primera es que esas «cláusulas 
de vencimiento anticipado y demás cláu-
sulas financieras» a las que se refiere el 
párrafo segundo del citado artículo 12 
han de inscribirse en el Registro de la 
Propiedad, siempre y cuando el Regis-
trador haya calificado favorablemente 
aquellas otras que, por configurar el con-
tenido del derecho de hipoteca, tienen 
trascendencia real. La segunda es que el 
reflejo registral de tales cláusulas necesa-
riamente se efectuará en los términos que 
resulten de la escritura de formalización 
de la hipoteca, a menos que su nulidad 
hubiera sido declarada mediante sen-
tencia o fueran contrarias a una norma 
imperativa o prohibitiva redactada en tér-
minos claros y concretos, sin que el Re-
gistrador pueda realizar cualquier tipo de 
actividad valorativa de las circunstancias 
en las que se desenvuelva el supuesto de 
hecho.

3.  Como expresa el Preámbulo de la 
citada Ley modificativa (Apartado VII, pá-
rrafo cuarto), la reforma del artículo 12 de 
la Ley Hipotecaria constituye una medida 
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que, dirigida a impulsar el mercado de 
préstamos hipotecarios, tiene «… por ob-
jeto precisar el contenido que haya de 
tener la inscripción del derecho real de 
hipoteca, evitando calificaciones regis-
trales discordantes que impidan la unifor-
midad en la configuración registral del 
derecho que impone su contratación en 
masa». Pues bien, esta finalidad de la Ley, 
que se plasma en el tenor literal del ar-
tículo 12 de la Ley Hipotecaria, no se 
alcanzaría si dicho precepto se interpre-
tase en el sentido de que las cláusulas 
financieras y de vencimiento anticipado 
debieran ser objeto de calificación regis-
tral conforme a las reglas generales. Para 
el legislador tal interpretación supondría 
el mantenimiento de la diversidad de ca-
lificaciones registrales y, con ello, la falta 
de uniformidad de los asientos de inscrip-
ción de hipoteca, lo que en la práctica 
implicaría la frustración de los objetivos 
perseguidos con la reforma, centrados en 
la necesidad de dotar de homogeneidad 
a los contratos destinados a la contrata-
ción en masa utilizados en el mercado 
hipotecario, con el objetivo de impulsar 
y fomentar el mercado hipotecario. El le-
gislador ha considerado que de forma 
excepcional y con base en razones de 
política legislativa que así lo justifican, 
resulta necesario delimitar la función ca-
lificadora en relación con ciertos aspectos 
del negocio, a fin de facilitar el acceso al 
Registro de los productos financieros. Se 
trata, en consecuencia, de una limitación 
al juego del artículo 18 de la Ley Hipote-
caria que responde a un intento de adap-
tación a las necesidades concretas del 
mercado hipotecario en el momento de 
su promulgación, con el objetivo de favo-
recer la contratación en masa.

Sin embargo, asumido lo anterior, lo 
cierto es que no resulta admisible inter-
pretar el artículo 12 de la Ley Hipotecaria 
de forma aislada sino sólo mediante su 
necesaria coordinación con otras normas 
que operan en relación con el mismo 
mercado de productos financieros y que 

se orientan hacia fines de política legisla-
tiva distintos de los referidos. De este 
modo, los objetivos perseguidos con la 
redacción dada al artículo 12 de la Ley 
Hipotecaria tras la reforma introducida 
por la Ley 41/2007 deben ser ponderados 
con los principios que inspiran la norma-
tiva de protección de los consumidores y 
usuarios, con carácter general y, singular-
mente, con la legislación destinada a su 
defensa en el ámbito concreto del mer-
cado hipotecario, principios que apa-
recen perfectamente identificados en la 
Ley 2/2009, de 31 de marzo, que dentro 
de su ámbito material de aplicación de-
sarrolla un conjunto de normas cuya ratio 
es garantizar la transparencia del mer-
cado hipotecario, incrementar la infor-
mación precontractual y proteger a los 
usuarios y consumidores de productos 
financieros ofertados en dicho mercado. 
En el artículo 18.1 de dicha Ley se re-
afirma el control de legalidad de Notarios 
y Registradores al señalar que «En su con-
dición de funcionarios públicos y deri-
vado de su deber genérico de control de 
legalidad de los actos y negocios que 
autorizan, los Notarios denegarán la au-
torización del préstamo o crédito con 
garantía hipotecaria cuando el mismo no 
cumpla la legalidad vigente y, muy espe-
cialmente, los requisitos previstos en esta 
Ley. Del mismo modo, los Registradores 
denegarán la inscripción de las escrituras 
públicas del préstamo o crédito con ga-
rantía hipotecaria cuando no cumplan la 
legalidad vigente y, muy especialmente, 
los requisitos previstos en esta Ley».

En segundo lugar, no es posible ignorar 
el origen comunitario de gran parte de la 
normativa española en materia de protec-
ción de consumidores y la necesidad de 
que las autoridades nacionales realicen 
una interpretación conforme al Derecho 
comunitario del ordenamiento nacional, 
interpretación que el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea ha ampliado a la 
aplicación de las Directivas. Según la 
Sentencia Von Colson (As. 14/83) y la 
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reiterada jurisprudencia posterior de la 
Corte de Luxemburgo, la obligación de 
los Estados miembros, derivada de una 
directiva, de conseguir el resultado pre-
visto por la misma, así como su deber de 
adoptar todas las medidas generales o 
particulares necesarias para asegurar la 
ejecución de esta obligación, se imponen 
a todas las autoridades de los Estados 
miembros, autoridades entre las que 
deben incluirse tanto notarios como re-
gistradores. La Directiva 93/13/CEE del 
Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre 
cláusulas abusivas en contratos cele-
brados con consumidores –transpuesta al 
ordenamiento español mediante Real 
Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de no-
viembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General para la De-
fensa de los Consumidores y Usuarios– es 
clara al respecto, tal y como ha puesto de 
manifiesto recientemente la Abogada Ge-
neral en sus conclusiones al asunto 
C-40/08, al exigir expresamente de los 
Estados miembros, en interés de los con-
sumidores y de los competidores profe-
sionales, «medios adecuados y eficaces» 
para que cese el uso de cláusulas abu-
sivas. Coherentemente con estos impera-
tivos, la Sala Primera del Tribunal Su-
premo, en su reciente Sentencia de 16 de 
diciembre de 2009 reitera el papel activo 
del Registrador en presencia de una cláu-
sula abusiva, al confirmar la entidad 
propia de la actividad registral respecto 
de la judicial, y diferenciar entre no ins-
cribibilidad y nulidad de una cláusula 
(fundamento duodécimo).

En la misma línea, se acaba de mani-
festar recientemente la Corte Comunitaria 
en la reciente Sentencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea de 4 de junio 
de 2009 (As. C-243/08). Mediante la 
mencionada resolución, la Corte de 
Luxemburgo da respuesta a una cuestión 
prejudicial cuyo objeto era dilucidar si 
podría interpretarse el artículo 6.1 de la 
ya mencionada Directiva 93/13, en el 
sentido de que la no vinculación del con-

sumidor a una cláusula abusiva estable-
cida por un profesional no operase «ipso 
iure», sino únicamente en el supuesto de 
que el consumidor impugnase judicial-
mente con éxito dicha cláusula abusiva 
mediante demanda presentada al efecto. 
El Tribunal de Justicia de Luxemburgo ha 
resuelto la citada cuestión declarando 
que «el artículo 6, apartado 1, de la Di-
rectiva debe interpretarse en el sentido de 
que una cláusula contractual abusiva no 
vincula al consumidor y que, a este res-
pecto, no es necesario que aquél haya 
impugnado previamente con éxito tal 
cláusula».

Por último, resulta necesario tener en 
cuenta la oponibilidad frente a terceros 
de las cláusulas financieras y de venci-
miento anticipado y en consecuencia, la 
posibilidad de promover la ejecución hi-
potecaria con base en dichas cláusulas. 
Es cierto que se han levantado voces en 
defensa de la supuesta inoponibilidad de 
este tipo de cláusulas pero una interpre-
tación en este sentido, no sólo vulneraría 
los principios rectores del sistema regis-
tral español, al permitirse el acceso al 
registro de un tipo de cláusulas carentes 
de eficacia alguna frente a terceros, sino 
que, además, resultaría contraria a lo es-
tablecido en el artículo 9 de la Ley Hipo-
tecaria y, muy en especial, al reformado 
artículo 130 del mismo cuerpo legal. Re-
cuérdese que dicho precepto establece 
que «el procedimiento de ejecución di-
recta contra los bienes hipotecados sólo 
podrá ejercitarse como realización de 
una hipoteca inscrita sobre la base de 
aquellos extremos contenidos en el título 
que se hayan recogido en el asiento res-
pectivo». En consecuencia, al estar con-
tenidas en el asiento de inscripción las 
cláusulas financieras y de vencimiento 
anticipado pueden legitimar el ejercicio 
de la acción real hipotecaria.

De hecho, con la lectura de los tra-
bajos parlamentarios se advierte sin es-
fuerzo la estrechísima relación existente 
entre el mencionado precepto y el ar-
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tículo 12 de la Ley Hipotecaria, hasta el 
punto de que la redacción de ambos evo-
lucionaba en paralelo. Ello evidencia de 
forma incontestable que el legislador, al 
señalar en el artículo 130 de la Ley Hipo-
tecaria que la ejecución directa de los 
bienes hipotecados deberá realizarse 
sobre la base de aquellos extremos con-
tenidos en el título y que se hayan incor-
porado al asiento respectivo, sin hacer 
exclusión de ninguno de estos extremos 
y con independencia de su naturaleza, 
era plenamente consciente de la inclu-
sión en el mencionado precepto de las 
cláusulas financieras y de vencimiento 
anticipado a las que se refiere el artículo 
12 de la Ley Hipotecaria. Tal y como ha 
sido configurado por el legislador tras la 
última reforma, el artículo 12 constituye 
una concreción de lo dispuesto en los 
artículos 9 de la Ley Hipotecaria y 51 del 
Reglamento Hipotecario, sin que el con-
tenido del inciso final del artículo 51 6ª 
del mencionado Reglamento suponga 
obstáculo alguno a esta interpretación, 
desde el momento en que debe conside-
rarse, en su concreto ámbito de aplica-
ción y en cuanto sea incompatible, táci-
tamente derogado por la Ley 41/2007.

En definitiva, sólo una interpretación 
de los objetivos específicos del artículo 
12 de la Ley Hipotecaria coordinada y 
ponderada con la normativa de protec-
ción de consumidores, unida a la posibi-
lidad de apertura de la ejecución real 
hipotecaria con base en el artículo 130 
de la Ley Hipotecaria y a los imperativos 
demandados por el ordenamiento comu-
nitario, permiten definir el ámbito de la 
función calificadora del Registrador res-
pecto de las cláusulas financieras y de 
vencimiento anticipado a la que se refiere 
el párrafo segundo del reiterado artículo 
12 de la Ley Hipotecaria. Y el resultado 
necesario de tal interpretación impide 
asumir la exclusión absoluta de la califi-
cación de las cláusulas financieras y de 
vencimiento anticipado, aunque sí una 
modalización en cuanto a su extensión. 

De este modo, dentro de los límites inhe-
rentes a la actividad registral, el Regis-
trador podrá realizar una mínima acti-
vidad calificadora de las cláusulas finan-
cieras y de vencimiento anticipado, en 
virtud de la cual podrá rechazar la ins-
cripción de una cláusula, siempre que su 
nulidad hubiera sido declarada mediante 
resolución judicial firme, pero también 
en aquellos otros casos en los que se 
pretenda el acceso al Registro de aquellas 
cláusulas cuyo carácter abusivo pueda 
ser apreciado por el Registrador sin rea-
lizar ningún tipo de valoración de las 
circunstancias concurrentes en el su-
puesto concreto. Ello supone que la fun-
ción calificadora se limitará exclusiva-
mente a la mera subsunción automática 
del supuesto de hecho en una prohibi-
ción específicamente determinada en 
términos claros y concretos. Dicho de 
otro modo, el control sobre dichas cláu-
sulas deberá limitarse a las que estén 
afectadas de una tacha apreciable objeti-
vamente (porque así resulte claramente 
de una norma que exprese dicha tacha), 
sin que puedan entrar en el análisis de 
aquellas otras que, por tratarse de con-
ceptos jurídicos indeterminados o que 
puedan ser incluidos en el ámbito de la 
incertidumbre sobre el carácter abusivo 
(p. ej., basado en el principio general de 
la buena fe o el desequilibrio de derechos 
y obligaciones), sólo podrán ser decla-
radas abusivas en virtud de una decisión 
judicial.

Una interpretación diferente a la que 
ahora se propone supondría, como con-
secuencia inevitable, la exclusión de 
estas cláusulas de las presunciones regis-
trales de validez del contenido de los 
asientos sin que exista ningún tipo de 
base legal para ello, dado que el artículo 
12 de la Ley Hipotecaria no ha variado, 
claro está, el artículo 6.3 del Código Civil. 
Más aún, una solución diferente a la 
ahora sostenida convertiría la interven-
ción del Registrador en un mero trámite 
impuesto al particular, sin que ello le re-
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portara ninguna ventaja desde la perspec-
tiva de los fines de las normas dictadas en 
defensa de sus intereses, obligándole así 
a renunciar por imperativo legal a los 
instrumentos de protección que le dis-
pensa nuestro modelo de seguridad jurí-
dica preventiva. Como señala el Preám-
bulo de la propia Ley 41/2007 (Ap. VII), 
«La sentida necesidad de avanzar y flexi-
bilizar el régimen jurídico de las hipo-
tecas, con requisitos y figuras jurídicas 
que acojan las nuevas demandas, obliga 
también a todos los operadores que inter-
vienen en el proceso formativo de los 
contratos y de las garantías reales, espe-
cialmente a los Notarios y a los Registra-
dores de la Propiedad, de manera que 
como operadores jurídicos, en la redac-
ción de los documentos y en la práctica 
de los asientos, entiendan dirigida su 
labor en el sentido de orientar y facilitar 
el acceso al Registro de los títulos autori-
zados por los medios legales existentes, 
para lograr que la propiedad y los dere-
chos reales sobre ella impuestos queden 
bajo el amparo del régimen de publi-
cidad y seguridad jurídica preventiva, y 
disfruten de sus beneficios, de confor-
midad, en todo caso, con las disposi-
ciones legales y reglamentarias que deter-
minan el contenido propio de la inscrip-
ción registral, los requisitos para su 
extensión, y sus efectos». Téngase en 
cuenta además que, según reiterada juris-
prudencia del Tribunal de Justicia, «a falta 
de normativa comunitaria en la materia, 
la determinación de la regulación pro-
cesal destinada a garantizar la salva-
guarda de los derechos que el Derecho 
comunitario genera en favor de los justi-
ciables corresponde al ordenamiento ju-
rídico interno de cada Estado miembro en 
virtud del principio de autonomía pro-
cesal de los Estados miembros, a condi-
ción, sin embargo, de que esta regulación 
(…) no haga imposible en la práctica o 
excesivamente difícil el ejercicio de los 
derechos conferidos por el ordenamiento 
jurídico comunitario» (principio de efec-
tividad) (véanse, al respecto las senten-

cias del Tribunal de Justicia en los asuntos 
C-168/2005, C‑78/98, C‑392/04, 
C‑422/04 y C-40/08). No resulta exage-
rado afirmar que la eliminación del con-
trol registral en el ámbito de los contratos 
de consumo –ámbito calificado por la 
propia jurisprudencia comunitaria como 
«equivalente a las disposiciones nacio-
nales que, en el ordenamiento jurídico 
interno, tienen rango de normas de orden 
público» (As, C-40/08)–, unido a la posi-
bilidad de promover la ejecución hipote-
caria con base en dichas cláusulas, aten-
taría de forma palmaria contra esta exi-
gencia.

A todo lo apuntado cabe añadir, que la 
absoluta exclusión de la calificación re-
gistral de este tipo de cláusulas puede 
suponer una seria cortapisa para el fo-
mento del mercado hipotecario que la 
Ley 41/2007 asume como objetivo espe-
cífico. Piénsese que una interpretación en 
tales términos puede dar lugar a que pros-
peren de forma considerable las peti-
ciones de anotación preventiva de las 
demandas de nulidad de las cláusulas fi-
nancieras y de vencimiento anticipado de 
todos aquellos deudores que anticipen 
una inminente ejecución, desde el mo-
mento en que ya no se podrá contar como 
argumento en contra de la apreciación 
del requisito del fumus boni iuris para la 
concesión de dicha medida, la previa ca-
lificación registral de las mismas. Resulta 
evidente que la intervención simultánea 
de Notarios y Registradores, en el caso de 
estos últimos, en los términos antes apun-
tados, constituye un serio desincentivo a 
la solicitud de tales medidas y, claro está, 
un evidente obstáculo a su concesión.

4.  Pasando ya a analizar las cues-
tiones materiales o de fondo planteadas 
en el recurso, han de realizarse primera-
mente dos precisiones a la vista de la re-
gulación que se contiene en la disposi-
ción adicional primera de la Ley 41/2007, 
de 7 de diciembre.
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En primer lugar, por lo que resulta del 
propio título (en este punto no cuestio-
nado por el Registrador en su califica-
ción) y como afirma el recurrente en su 
escrito, la entidad «Manchester Building 
Society» es una entidad financiera de las 
referidas en el artículo 2 de la Ley 2/1981, 
de 25 de marzo, de Regulación del Mer-
cado Hipotecario, estando acreditada 
ante el Banco de España, en tanto que 
inscrita en el Registro Oficial de Enti-
dades desde el 22 de enero de 2008, por 
lo que la entidad acreedora cuyo derecho 
se garantiza con la hipoteca inversa cons-
tituida cumple el requisito establecido 
por el apartado 2 de la citada disposición 
adicional primera de la Ley 41/2007, 
conforme al cual las hipotecas inversas 
previstas en la misma «sólo podrán ser 
concedidas por las entidades de crédito y 
por las entidades aseguradoras autori-
zadas para operar en España», circuns-
tancia ésta de la que se derivan una serie 
de consecuencias, y no sólo las previstas 
en la citada disposición adicional, sino 
también las resultantes del párrafo se-
gundo del artículo 12 de la Ley Hipote-
caria, con la interpretación y las preci-
siones antes apuntadas.

En segundo lugar, debe tenerse en 
cuenta que aunque el Ministerio de Eco-
nomía no haya dictado aún las normas de 
desarrollo previstas en los apartados 3 y 
4 de la disposición adicional primera de 
la citada Ley 41/2007, tales normas de 
desarrollo no son imprescindibles para 
que el nuevo producto –hipoteca inversa– 
pueda desplegar sus efectos, ya que como 
señalara la Resolución de 26 de octubre 
de 1973, a propósito de una figura ca-
rente de una completa regulación legal 
(hipoteca cambiaria), «no debe haber 
obstáculo para que, en principio, pueda 
inscribirse una hipoteca que aparece re-
conocida en el ordenamiento legislativo, 
aunque de manera incompleta e insufi-
ciente, ya que esta deficiencia legal 
puede ser en varios aspectos eficazmente 
suplida por la actuación de Notarios y 

Registradores, que como órganos cualifi-
cados, contribuyen así al desarrollo del 
Derecho, a través de su actividad crea-
dora y calificadora, al configurar jurídica-
mente aquellos actos de la vida real ca-
rentes, en mayor o menor grado, de regu-
lación legal...». Y es que en los supuestos 
de remisión normativa hecha por una Ley 
mediante un reenvío a una normativa re-
glamentaria ulterior a favor de la Admi-
nistración, fuera de los supuestos de de-
legación legislativa o remisión recepticia 
(caso de las Leyes de Bases a que se re-
fiere el artículo 82 de la Constitución Es-
pañola), la Ley remitente tiene fuerza 
normativa directa y propia, de forma que 
del desarrollo de la remisión legal al Re-
glamento surge una norma estrictamente 
reglamentaria, y por ello subordinada a 
la propia Ley de remisión, sin que la «vis 
obligandi» de ésta quede condicionada a 
la previa producción de la norma regla-
mentaria, salvo que así lo hubiere pre-
visto expresamente aquella Ley o resulte 
imprescindible por razón de su conte-
nido. Por ello, a diferencia de las Leyes 
de Bases que no tienen fuerza normativa 
directa y propia, en los casos de delega-
ción no recepticia la Ley delegante remite 
al Reglamento para completar con mayor 
o menor extensión su propia regulación, 
pero sin impedir la entrada en vigor y 
aplicabilidad de sus mandatos norma-
tivos, pues la actuación reglamentaria 
debe producirse «en términos de subor-
dinación, desarrollo y complementa-
riedad» (vid. Sentencias del Tribunal Su-
premo de 11 de diciembre de 1992 y 14 
de octubre de 1995, entre otras muchas). 
Esta relación de subordinación la ha con-
firmado el Tribunal Constitucional afir-
mando que no se excluye «que las Leyes 
contengan remisiones a normas regla-
mentarias, pero sí que tales remisiones 
hagan posible una regulación indepen-
diente y no claramente subordinada a la 
Ley, lo que supondría una degradación de 
la reserva formulada por la Constitución 
a favor del legislador» (cfr. Sentencia del 
Tribunal Constitucional 83/1984, de 23 
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de julio, fundamento jurídico 4, confir-
mado, por todos, en el fundamento jurí-
dico 14 de la Sentencia 292/2000, de 30 
de noviembre). Por ello, como ha desta-
cado también nuestra jurisprudencia, las 
normas reglamentarias de desarrollo de 
un texto legal no pueden, en ningún caso, 
limitar los derechos, las facultades ni las 
posibilidades de actuación contenidas en 
la misma Ley (cfr. Sentencias del Tribunal 
Supremo de 19 de junio de 1967 y 6 de 
julio de 1972).

Lo señalado supone en el presente 
caso que las previsiones que contiene la 
Ley 41/2007, de 7 de diciembre en su 
disposición adicional primera, sobre re-
gulación de la hipoteca inversa, entraron 
en vigor, con el resto de la Ley, el día si-
guiente a la su publicación en el Boletín 
Oficial del Estado (cfr. disposición final 
décima), sin que la misma se haya de 
entender postergada al momento en que 
el Ministerio de Economía y Hacienda 
proceda a dictar las normas reglamenta-
rias sobre transparencia y protección de 
clientela previstas en los apartados 3 y 4 
de la citada disposición adicional pri-
mera, conforme a la habilitación norma-
tiva contenida en la misma.

5.  Entrando en el fondo de la cues-
tión, entiende el Registrador que se in-
fringen las normas propias de la hipoteca 
en garantía de crédito en cuenta corriente. 
Frente a tal apreciación, argumenta el 
recurrente que sí estamos ante una hipo-
teca inversa en su modalidad de cuenta 
corriente y que en la calificación se con-
funde «límite de responsabilidad» con 
«límite de crédito», toda vez que, en el 
supuesto que motiva el recurso, la tota-
lidad del crédito disponible ya habría 
sido dispuesto tras el otorgamiento de la 
escritura y su posterior inscripción regis-
tral, devengando desde entonces inte-
reses hasta el límite de la responsabilidad 
hipotecaria.

Varias son las razones que impiden 
confirmar la calificación recurrida en este 

extremo. En primer lugar, porque se in-
curre en la confusión de extender el ré-
gimen jurídico del préstamo mutuo a lo 
que es en realidad una hipoteca inversa 
en garantía de apertura de crédito en 
cuenta corriente, siendo así que es esta 
figura contractual, acompañada de la 
constitución del gravamen hipotecario, y 
no aquella la que se ha convenido entre 
los contratantes en el presente caso. 
Ambas modalidades contractuales 
pueden ser utilizadas como instrumento 
financiero en el caso de las hipotecas 
inversas por preverlo así expresamente la 
referida disposición adicional primera de 
la Ley 41/2007, al definir esta figura su 
apartado primero como «el préstamo o 
crédito garantizado mediante hipoteca 
sobre un bien inmueble que constituya la 
vivienda habitual del solicitante» y 
siempre que cumplan los requisitos que 
establece el mismo apartado primero. 
Pero debiendo diferenciarse los con-
ceptos y regímenes jurídicos de ambos 
contratos. La distinción es clara y ha sido 
puesta de manifiesto por este Centro Di-
rectivo subrayando que en el caso del 
préstamo hipotecario éste se ha de ade-
cuar al régimen que para el contrato de 
préstamo regulan los artículos 1.753 a 
1.757 del Código Civil y 311 y siguientes 
del Código de Comercio, de naturaleza 
real en cuanto se perfeccionan con la 
entrega de la suma prestada, y unilate-
rales por cuanto de ellos tan sólo surgen 
obligaciones para el prestatario. Ambas 
notas caracterizadoras del préstamo 
mutuo (real y unilateral) han sido desta-
cadas igualmente por la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo (cfr. Sentencia de 7 
de abril de 2004).

Frente al préstamo, la apertura de cré-
dito es una operación, ordinariamente 
bancaria y esencialmente crediticia, por 
la que el banco se obliga, dentro del lí-
mite y por el tiempo pactado, a poner a 
disposición del cliente –acreditado– y a 
medida de sus requerimientos, sumas de 
dinero o realizar otras prestaciones que 
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le permitan obtenerlo, a cambio de la 
obligación de éste de reintegrarlas en la 
fecha pactada, satisfaciendo los intereses 
y, en su caso, comisiones convenidas. Se 
configure la apertura del crédito de forma 
simple o se le añada el convenio expreso 
de instrumentalizarla en cuenta corriente 
–como sucede en el presente caso–, no 
cabe hablar en ella de una relación jurí-
dica unilateral en la que se contrapongan 
la posición acreedora de una de las partes 
frente a la deudora de la otra, ya que en 
ella existen derechos y obligaciones por 
parte de ambas. De este modo el conce-
dente, si bien tendrá derecho a los rein-
tegros, intereses y comisiones que pro-
cedan, o al saldo de liquidación en su 
día, tiene la obligación de mantener la 
disponibilidad en los términos conve-
nidos, disponibilidad de la que seguirá 
gozando el acreditado como un derecho 
pese a que surjan a su costa las obliga-
ciones correlativas a los derechos del 
concedente (cfr. Resolución de 18 de 
junio de 2001). Se trata de un contrato 
que, aunque aludido en el número 7 del 
artículo 175 del Código de Comercio, no 
adquirió carta de naturaleza en nuestro 
Ordenamiento Jurídico, hasta que lo re-
conocieron expresamente las Sentencias 
de la Sala Primera del Tribunal Supremo 
que se citan en la de 1 de marzo de 1969 
y las Resoluciones de esta Dirección Ge-
neral de 28 de febrero de 1933 y 16 de 
junio de 1936, y que, como aclara la 
Sentencia de la misma Sala y Tribunal de 
11 de junio de 1999 se trata de un «con-
trato de carácter consensual y bilateral, 
no puede ser confundido con el contrato 
de préstamo regulado en los artículos 
1753 a 1757 del Código Civil, y 311 y 
siguientes del Código de Comercio, de 
naturaleza real que se perfecciona por la 
entrega de la cosa prestada, y unilateral 
por cuanto de él sólo surgen obligaciones 
para uno de los contratantes, el presta-
tario» (vid. en el mismo sentido Senten-
cias del Tribunal Supremo de 12 de junio 
de 1976 y de 27 de junio de 1989).

Tratándose en el presente supuesto de 
un crédito en cuenta corriente, en los 
términos en que acaba de ser definida 
esta figura, no es correcto afirmar que la 
naturaleza de la operación es la de un 
préstamo y aplicar su régimen jurídico ni 
la doctrina de esta Dirección General 
para supuestos de préstamos hipoteca-
rios. No existe contradicción con el ré-
gimen jurídico de la hipoteca en garantía 
de cuenta corriente, pues existe disponi-
bilidad a favor del deudor, lo que ocurre 
es que se ha agotado, en virtud de la 
disponibilidad inicial, la totalidad del lí-
mite disponible por razón de capital, 
siendo el resto hasta el límite de la cifra 
de responsabilidad hipotecaria la parte 
del saldo garantizado correspondiente a 
las partidas de cargo de los intereses, co-
misiones y demás gastos garantizados.

6.  En segundo lugar, por el Regis-
trador se advierte que no se procederá a 
inscribir determinadas cláusulas que ca-
recen de trascendencia real o de efecto. 
Ninguna de ellas se puede calificar de 
cláusula financiera, por lo que no pro-
cede aplicar la interpretación anterior-
mente referida del artículo 12 de la Ley 
Hipotecaria en la nueva redacción dada 
por Ley 41/2007.

La primera de ellas (13.1), relativa a las 
obligaciones del deudor para el caso de 
concurrencia de causas de vencimiento 
anticipado, no es propiamente una cláu-
sula financiera, y ha sido calificada ex-
presamente por las partes como de natu-
raleza obligacional, por lo que no proce-
derá llevar a cabo su inscripción.

La segunda, relativa al vencimiento 
por falta de inscripción de la hipoteca 
(13.2 iv) y la tercera, relativa a pactos 
sobre la posibilidad de grabaciones tele-
fónicas (14.6), tampoco son inscribibles 
por carecer de transcendencia real, la pri-
mera porque una vez inscrita devendrá 
intrascendente y la segunda por su al-
cance puramente obligacional, conforme 
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a los artículos 9, 12 y 98 de la Ley Hipo-
tecaria y 51.6 de su Reglamento.

7.  El Registrador advierte la no ins-
cripción de determinadas cláusulas –que 
no son financieras– por innecesarias, 
dado que producirán los mismos efectos 
que los previstos por Ley, en particular la 
cláusula 24.2 relativa al vencimiento an-
ticipado, según lo dispuesto en el artículo 
693 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Sin 
embargo, no puede compartir este Centro 
Directivo el criterio de que el pacto rela-
tivo al vencimiento anticipado según lo 
dispuesto en el artículo 693 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil sea intrascendente, 
pues precisamente el precepto determina 
que sólo «podrá reclamarse la totalidad 
de lo adeudado por capital y por intereses 
si se hubiese convenido el vencimiento 
total en caso de falta de pago de alguno 
de los plazos diferentes y este convenio 
constase inscrito en el Registro». Por lo 
que en absoluto puede considerarse in-
necesaria la inscripción, sino más bien 
todo lo contrario, pues sin dicho pacto 
inscrito en el Registro no cabrá venci-
miento anticipado.

8.  Finalmente se rechaza por con-
traria al límite del artículo 112 de la Ley 
Hipotecaria la inscripción del pacto de 
extensión de la hipoteca a nuevas cons-
trucciones (estipulación 22) por no salvar 
la protección del tercero establecida en 
el citado artículo. Dado el carácter no 
dispositivo y de orden público de la eje-
cución hipotecaria y en consecuencia del 
régimen de responsabilidad de la hipo-
teca frente a terceros adquirentes del in-
mueble hipotecado, no cabe admitir mo-
dalizaciones convencionales en este ám-
bito. Como señaló la Resolución de este 
Centro Directivo de 19 de enero de 1996, 
vulneran el artículo 112 de la Ley Hipo-
tecaria los pactos por los que se extiende 
la hipoteca a las nuevas construcciones 
realizadas sobre la finca hipotecada cual-
quier que sea el titular que realice tales 
construcciones y, por tanto, sin excluir de 
dicha extensión el supuesto en que éstas 

son realizadas por un tercer poseedor. En 
tal sentido dichas cláusulas de extensión 
objetiva de las hipotecas a las nuevas 
construcciones sólo pueden admitirse 
por referencia a las realizadas por el 
propio deudor o por quien se subrogue 
en su lugar.

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha acordado estimar el recurso par-
cialmente, confirmando también en parte 
la nota de calificación, en los términos 
que resultan de los anteriores funda-
mentos de Derecho.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos 325 y 328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 21 de diciembre de 2010.–La 
Directora General de los Registros y del 
Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.

RESOLUCIÓN de 11 de enero de 2011,  de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, en el recurso interpuesto por 
«Manchester Building Society», contra la 
nota de calificación del registrador de la 
propiedad de Estepona n.º 2, por la que se 
deniega la inscripción de una escritura de 
constitución de hipoteca. («BOE»núm. 38 
de 14 de febrero de 2011.)

En el recurso interpuesto por doña M. 
P. L. P., Abogada, en nombre y represen-
tación de la entidad «Manchester Buil-
ding Society», contra la nota de califica-
ción del Registrador de la Propiedad de 
Estepona número 2, don Javier de Angulo 
Rodríguez, por la que se deniega la ins-
cripción de una escritura de constitución 
de hipoteca.
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Hechos

I

Mediante escritura autorizada por el 
Notario de Estepona, don José María 
García Urbano, el día 19 de diciembre de 
2008, doña S. M. C. constituyó hipoteca 
a favor de la entidad «Manchester Buil-
ding Society».

II

Presentada copia autorizada de dicha 
escritura en el Registro de la Propiedad 
de Estepona número 2, fue objeto de la 
siguiente nota de calificación: «Visto por 
don Javier de Anulo Rodríguez, Regis-
trador de la Propiedad número dos del 
Distrito Hipotecario de Estepona, pro-
vincia de Málaga, el procedimiento regis-
tral identificado con el número de en-
trada 1954 del presente año, iniciado 
como consecuencia de presentación en 
el mismo Registro, de los documentos 
que se dirán, en virtud de solicitud de 
inscripción. En el ejercicio de la califica-
ción registral sobre la legalidad de los 
documentos presentados, obrantes en el 
procedimiento de referencia, resultan los 
siguientes: Hechos I.–El documento ob-
jeto de la presente calificación, autori-
zado por don José María García Urbano 
- Notario de Estepona, el día 19 de di-
ciembre de 2008, con número 4736/2008 
de Protocolo, fue presentado por “Ges-
toría Administrativa Calve”, a las 10:38 
horas del día 3 de enero de 2009, según 
el asiento número 441 del Diario 46, y 
retirado el 8 de enero de dos mil nueve y 
vuelto a presentar el 15 de enero del 
mismo año. Fue calificado negativamente 
el 30 de enero de 2009. Caducado este 
asiento, fue nuevamente presentado el 21 
de abril de 2009, según el asiento 1589 
del Diario 46, el cual caducó igualmente. 
Y finalmente ha sido presentado de nuevo 
a las 10:21 horas de 15 de junio de 2009, 
según el asiento 355 del Diario 47, pro-

cediéndose a calificar nuevamente su 
contenido, lo que se hace por la presente 
nota en términos sustancialmente iguales 
a los correspondientes a las anteriores 
presentaciones del mismo documento, si 
bien para una mejor comprensión de las 
causas impeditivas de la inscripción que 
se pretende, se amplían los argumentos, 
no los motivos, expuestos en su momento. 
II.–En dicho documento se contienen una 
serie de estipulaciones y circunstancias, 
que a continuación se reseñan, y que han 
sido objeto de calificación desfavorable: 
II.–Se constituye una hipoteca inversa a 
favor de la entidad Manchester Building 
Society, domiciliada en Inglaterra (Reino 
Unido) y constituida conforme a las leyes 
de dicho país. III.–Del documento modi-
ficado resultan los siguientes extremos: 
1.–Según el apartado IV de la Exposición 
“las partes convienen en otorgar la pre-
sente escritura de hipoteca de máximo en 
garantía de crédito en cuenta corriente en 
su modalidad de hipoteca inversa de con-
formidad con lo establecido en la Dispo-
sición Adicional Primera de la Ley 
41/2007 de 7 de diciembre”. 2.–Aunque 
según la Estipulación Primera la acredi-
tante concede al acreditado un crédito en 
cuenta corriente hasta el límite de 
219.640,21 €, de la Estipulación Segunda 
resulta que el acreditado sólo ha podido 
disponer de 39.424,31 € en concepto de 
Comisión de Apertura, y podría disponer 
de 31.347,69 € una vez hubiere sido ins-
crita la hipoteca en el Registro, de ma-
nera que, en cuanto al resto del principal 
se trataría de un crédito indisponible (“sin 
que puedan efectuarse otras disposi-
ciones del crédito o del saldo que, en su 
caso, pudiera presentar la cuenta a favor 
del acreditado”). 3.–En diversas Estipula-
ciones de la escritura se prohíbe al deudor 
vender la finca, gravarla, arrendarla e in-
cluso dejar de destinarla a vivienda habi-
tual (Estipulaciones décima puntos 1, 2, 
y 4, undécima puntos 2, 6 y 11, decimo-
tercera apartado 2, puntos 6, 7, 9, 11 y 
12, Vigésima apartados 4 y 5.1...). 4.–
Según el expositivo II de la escritura, la 
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oferta del acreditante, que se incluye re-
dactada en inglés en la propia escritura 
como anexo I, se considera parte inte-
grante de la escritura a todos los efectos. 
5.–En la Estipulación decimonovena se 
incluyen diversos aspectos relativos al 
tratamiento de datos personales, inclu-
yendo el tratamiento automatizado, la 
realización de perfiles de evaluación para 
la toma de decisiones, y autorizaciones 
de cesión, incluso con carácter transfron-
terizo. 6.–En diversas Estipulaciones de la 
escritura está prevista la inclusión dentro 
del principal de la deuda de comisiones, 
gastos, impuestos, seguros... de toda ín-
dole (Estipulaciones segunda, tercera, 
cuarta, quinta, sexta, séptima, décimopri-
mera, décimosegunda, décimotercera, 
décimoquinta...), sin que dichas canti-
dades hayan sido objeto de contempla-
ción, mediante la correspondiente ga-
rantía especial y separada, en la Estipula-
ción vigésimoprimera, de constitución de 
hipoteca. 7.–En la Estipulación trigésima, 
apartados 2 y 4, se concede por el deudor 
al acreedor un poder irrevocable. A los 
anteriores hechos, son de aplicación los 
siguientes: Fundamentos de Derecho I.–
Los documentos de todas clases, suscep-
tibles de inscripción, se hallan sujetos a 
calificación por el registrador, quien, bajo 
su responsabilidad, ha de resolver acerca 
de la legalidad de sus formas extrínsecas, 
la capacidad de los otorgantes y la va-
lidez de los actos contenidos en los 
mismos, de conformidad con lo estable-
cido en los artículos 18 y 19 de la Ley 
Hipotecaria y 98 a 100 del Reglamento 
para su ejecución. II.–En relación con la 
imposibilidad de disponer de los fondos 
que resulta de lo indicado en el Hecho 
III.2 anterior, a pesar de que pueda re-
sultar admisible en la legislación inglesa, 
debe analizarse conforme al derecho es-
pañol, en el que, aunque las partes pre-
tendan constituir una “hipoteca inversa”, 
y se precise la garantía de unos intereses 
que hasta el vencimiento resulta com-
plejo cuantificar, no cabe articular la ga-
rantía de tales intereses mediante su in-

clusión en la cifra del principal de un 
crédito en cuenta corriente, pues dicho 
principal, por su propia naturaleza –la de 
un préstamo–, precisa de la entrega o al 
menos de la posibilidad de disposición, 
sin que puedan tampoco confundirse y 
ser tratados conjuntamente los conceptos 
y cantidades correspondientes al prin-
cipal de la deuda y a los intereses que 
genere dicho principal. La apertura de 
crédito en cuenta corriente o cuenta de 
crédito es aquel “contrato de carácter 
consensual y bilateral”, dice la sentencia 
del Tribunal Supremo de 27 de junio de 
1989 (RJ –marginal Aranzadi–1989/4787), 
“por el cual el Banco se obliga, dentro del 
límite pactado y mediante una comisión 
que percibe del cliente, a poner a dispo-
sición de éste, y a medida de sus reque-
rimientos, sumas de dinero o a realizar 
otras prestaciones que le permitan obte-
nerlo al cliente”, “no puede ser confun-
dido con el contrato de préstamo regu-
lado en los artículos 1753 a 1757 del 
Código Civil y 311 y siguientes del Có-
digo de Comercio, de naturaleza real, 
que se perfecciona por la entrega de la 
cosa prestada, y unilateral por cuanto de 
él sólo surgen obligaciones para uno de 
los contratantes, el prestatario” (vid, en 
igual sentido, la sentencia de 1 de marzo 
de 1969 (RJ 1969/1137) y las resoluciones 
de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado de 28 de febrero de 1933 
(RJ 1933/88) y 16 de junio de 1936 (RJ 
1936/1544). En este mismo sentido, dice 
la resolución de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado de 18 de 
junio de 2001 (RJ 2002/7716), “frente al 
préstamo, la apertura de crédito es una 
operación, ordinariamente bancaria y 
esencialmente crediticia, por la que el 
Banco se obliga, dentro del límite y por 
el tiempo pactado, a poner a disposición 
del cliente -acreditado- y a medida de sus 
requerimientos, sumas de dinero o rea-
lizar otras prestaciones que le permitan 
obtenerlo, a cambio de la obligación de 
éste de reintegrarlas en la fecha pactada, 
satisfaciendo los intereses y, en su caso, 
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comisiones convenidas”. Y, así, dice la 
Dirección, “se configure la apertura del 
crédito de forma simple o se le añada el 
convenio expreso de instrumentalizarla 
en cuenta corriente, no cabe hablar en 
ella de una relación jurídica unilateral en 
la que se contrapongan la posición acree-
dora de una de las partes frente a la deu-
dora de la otra, sino que en ella existen 
derechos y obligaciones por parte de 
ambas: el concedente, por cuanto si bien 
tendrá derecho a los reintegros, intereses 
y comisiones que procedan o al saldo de 
liquidación en su día, tiene la obligación 
de mantener la disponibilidad en los tér-
minos convenidos, disponibilidad de que 
seguirá gozando el acreditado como un 
derecho pese a que surjan a su costa las 
obligaciones correlativas a los derechos 
del concedente”. Por lo cual, dice la re-
solución, “si en un momento inicial, en 
tanto la entrega no ha tenido lugar o está 
abierta la disponibilidad, existe una rela-
ción jurídica compleja, una vez culmina 
aquélla o se cierra la facultad de disponer 
se transforma en una relación idéntica a 
la del préstamo ordinario, con un acreedor 
exento ya de obligaciones que a partir de 
entonces tan sólo recaen sobre el deudor. 
Y si la relación jurídica entre las partes 
sufre esa transformación”, concluye la 
Dirección, “necesariamente ha de reper-
cutir en la hipoteca que garantiza el cré-
dito, que de ser una hipoteca de segu-
ridad en garantía de una obligación futura 
o condicional y hasta un máximo de res-
ponsabilidad, pasará a ser una hipoteca 
ordinaria o de tráfico en garantía de una 
obligación ya existente y de cuantía de-
terminada, conversión de la hipoteca que 
puede tener su reflejo registral conforme 
a los artículos 143 y 144 de la Ley Hipo-
tecaria”. Por lo que, no habiéndose con-
venido entre las partes, en nuestro caso, 
la disponibilidad de fondos propia de la 
cuenta de crédito, agotándose el crédito 
concedido en dos únicas disposiciones 
iniciales, por el importe total prestado, no 
puede entenderse organizada entre aqué-
llas la estructura negocial –jurispruden-

cial y doctrinalmente– típica de la cuenta 
de crédito. Surgiendo del contrato, por 
ello, la simple obligación de restitución a 
favor del acreedor, sin imponer al mismo, 
después de las dos únicas entregas ini-
ciales, obligación alguna de puesta a dis-
posición de cantidades en favor del 
deudor. Esto es, como ocurría en la reso-
lución de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado de 23 diciembre 
de 1987 (RJ 1987/9722), “no se trata, en 
el presente caso, de una hipoteca en ga-
rantía de cuenta corriente de crédito, 
dado que, en la misma escritura se niega 
a los titulares de la cuenta que se pre-
tende garantizar que puedan, por ningún 
concepto, librar órdenes contra dicha 
cuenta ni disponer de ella”, No tratán-
dose pues de una auténtica cuenta de 
crédito, desaparecen las posibilidades, 
propias de aquel tipo negocial, de inte-
gración en la cuenta –y, con ella, en la 
cobertura hipotecaria unitaria derivada 
del saldo de la misma, a su cierre– de los 
intereses devengados. Puesto que, al no 
existir facultad alguna de disposición de 
crédito por parte del deudor, este no 
puede ordenar el abono de los intereses 
devengados por el capital previamente 
utilizado con cargo a un crédito inexis-
tente. O, lo que es igual, al no existir 
crédito concedido que pueda aplicarse a 
la satisfacción de los cargos, en concepto 
de intereses remuneratorios, moratorios, 
costas o gastos, derivados del crédito pre-
viamente dispuesto, la contabilización de 
todos ellos en una sola cuenta instru-
mental no puede ser consecuencia de 
una misma causa de pedir –la disposición 
del crédito–; sólo podrá ser el fruto de 
una voluntad expresa de integración, en 
el mecanismo de la cuenta, de los di-
versos créditos independientes, derivados 
de causas de pedir también distintas, que, 
con efectos novatorios o sin ellos, sea 
manifestada por las partes en el propio 
contrato celebrado. En efecto, como 
afirma la resolución de la Dirección Ge-
neral de los Registros y del Notariado de 
16 de junio de 1999 (RJ 1999/4379) –y, 
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de forma prácticamente idéntica, la de 13 
de julio del mismo año (RJ 1999/4757)–, 
“la atipicidad del contrato de crédito en 
cuenta corriente permite un amplio juego 
a la autonomía de la voluntad, de suerte 
que respetando el efecto básico del sis-
tema de instrumentación adoptado, la 
refundición en una sola obligación, la 
constituida por el saldo resultante de la 
liquidación de la cuenta al tiempo y en la 
forma convenidos, de los débitos y cargos 
que en ella se asienten que quedan redu-
cidos a simples partidas contables, per-
diendo así su autonomía y exigibilidad 
aislada, las particularidades pueden ser 
múltiples. Y del mismo modo”, continúa 
la Dirección, “que nada obsta a la fija-
ción de plazos o instrumentos para la 
disponibilidad, al señalamiento de cuan-
tías mínimas para cada disposición o 
amortización, el establecimiento de li-
quidaciones periódicas, de reducciones 
o ampliaciones del límite del crédito dis-
ponible, etc., nada impide que en materia 
de intereses se fije no sólo la forma y 
tiempo de liquidarlos, sino también, y es 
lo que aquí interesa, que los mismos se 
configuren como créditos independientes 
aunque accesorios del principal, no asen-
tables en la cuenta y exigibles con inde-
pendencia del saldo de la misma o, por 
el contrario, se convenga en que se inte-
gren como una partida más a los efectos 
de contabilizarías para fijar el saldo de 
liquidación perdiendo así su relativa au-
tonomía”. “Ahora bien, incluso en este 
último supuesto”, aclara la resolución, 
“aquel adeudo ha de estimarse que tan 
sólo es vinculante para el acreedor en la 
medida en que el saldo de disponibilidad 
de la cuenta lo permita, pues sólo hasta 
el límite fijado se obliga a conceder cré-
dito y a asentar en la cuenta las partidas 
de cargo convenidas, con pérdida de su 
autonomía y exigibilidad aislada, pues 
tan sólo hasta ese límite será el contrato 
inicial de apertura del crédito el título del 
resultante de la liquidación de la cuenta, 
pero no así de los excedidos que por 
cualquier causa arroje aquélla. Tales ex-

cedidos”, dice la resolución, “habrán de 
tener su propia causa de pedir, que al no 
ser ya el título de apertura del crédito, 
será el que haya determinando su naci-
miento. En este sentido”, concluye la Di-
rección, “ha de entenderse que el crédito 
resultante de los intereses devengados 
por el saldo de la cuenta tan sólo perderá 
su autonomía y su exigibilidad autónoma 
en la medida en que, por un lado, se haya 
convenido su adeudo en la propia cuenta 
y, por otro, quepa esa posibilidad sin ex-
ceder del límite del crédito concedido”. 
Lo que provoca dos efectos inmediatos: 
de una parte, dice el Centro Directivo, “la 
posibilidad de que esos intereses, ante la 
eventualidad de que no puedan ser adeu-
dados en la cuenta, hayan de quedar ne-
cesariamente sin cobertura hipotecaria si 
así se conviene”; y, de otra, la necesidad 
de “justificar, llegado el caso de ejecu-
ción de ese crédito remuneratorio, el pro-
cedimiento para acreditar su existencia y 
cuantía”. Y, de este modo, respecto de los 
intereses –tanto ordinarios como de de-
mora– que no quepan en la cuenta, “nin-
guna duda ha de ofrecer”, dice la Direc-
ción, “la posibilidad de garantizar(los) de 
forma independiente”. Puesto que, 
“aparte de razonamiento anterior en 
cuanto a la primera de las causas de su 
devengo, los excedidos sobre el límite de 
la cuenta, los otros, los devengados a 
partir de su cierre y fijación del saldo 
exigible hasta el momento del pago, es 
evidente que constituyen una obligación 
nueva, no susceptible de integrarse ya en 
el saldo de la cuenta ni aun en el caso de 
que no se hubiera agotado su límite de 
disponibilidad”. Esto es, dice la segunda 
de las resoluciones citadas, “una vez li-
quidada la cuenta a su cierre y con rela-
ción al saldo que resulte exigible (los), 
intereses que a partir de entonces ya no 
pueden integrarse en ella como una de 
sus partidas aun cuando no se hubiera 
agotado el límite de disponibilidad (…), 
pasarán a constituir obligación indepen-
diente y, como tal, susceptible de garan-
tizarse de forma autónoma con indepen-
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dencia de la principal constituida por el 
saldo de liquidación que los devengue”. 
Afirmaciones que, aunque realizadas en 
relación con los intereses que excedan de 
la cobertura o límite de disponibilidad de 
la cuenta, son igualmente predicables, 
con idénticos argumentos, de los inte-
reses que no pueden ser contabilizados 
en el mecanismo de aquélla, por la au-
sencia de auténtica apertura de crédito en 
cuenta corriente en las relaciones entre 
las partes, derivadas del contrato cele-
brado. Manteniendo cada uno de los cré-
ditos anotados en la cuenta su propia 
causa de pedir –al no ser su exigibilidad 
el fruto de la mecánica o aplicación de 
un crédito disponible, concedido en favor 
del deudor–, no puede eludirse la aplica-
ción del régimen legal establecido para 
cada uno de dichos créditos, en función 
del origen, fuente o causa de pedir, co-
rrespondiente a cada uno de ellos; pues, 
en este caso, los créditos accesorios, por 
razón de intereses, comisiones, costas o 
gastos, no pueden satisfacerse con cargo 
o por disposición de un crédito en cuenta 
–que no se concede–, sino que son objeto 
de reclamación directa, por su propia exi-
gibilidad en virtud del contrato, cual-
quiera que sea su forma de computación 
o acreditación, dentro o fuera del instru-
mento de la cuenta corriente. Así, en re-
lación con los intereses, dice la Dirección 
General de los Registros y del Notariado 
–vid., entre otras muchas, las resoluciones 
de 21 de diciembre de 2007 (RJ 
2008/2086), 1 y 8 de febrero (RJ 2008/633 
y 2008/ 639) y 15 y 19 de marzo (RJ 
2008/807 y 2008/1483) de 2008–, “en el 
ámbito hipotecario o de actuación de la 
garantía constituida, los intereses sólo 
pueden reclamarse en cuanto tales y 
dentro de los límites legales y pactados”. 
“Así resulta claramente”, dice la resolu-
ción, “del principio registral de especia-
lidad que en el ámbito del derecho real 
de hipoteca impone la determinación se-
parada de las responsabilidades a que 
queda afecto el bien por principal y por 
intereses (vid. arts. 12 de la Ley Hipote-

caria y 220 del Reglamento Hipotecario)”, 
“y así lo impone igualmente el necesario 
respeto de la limitación legal de la res-
ponsabilidad hipotecaria en perjuicio de 
tercero, establecida en el art. 114 de la 
Ley Hipotecaria, si bien esta última, tiene 
precisamente en el ámbito de la hipoteca 
inversa (figura, como hemos dicho, de 
contornos semejantes a la que ahora en-
juiciamos), la excepción prevista actual-
mente –aunque no en el momento de la 
calificación impugnada– en el apartado 
6 de la disposición adicional primera de 
la Ley 41/2007 de 7 de diciembre”. “Es 
decir”, concluye el Centro Directivo, “lo 
que no cabe es que la hipoteca asegure 
(en perjuicio de tercero), intereses por 
plazo superior a cinco años (fuera de la 
excepción legal previa expresamente 
para las hipotecas inversas), ni que pueda 
rebasarse ese límite englobando los inte-
reses en el capital (Vid. Resoluciones de 
19 de enero [1996/586] y 23 de febrero 
[RJ 1996/1032], 8 [RJ 1996/1852], 11 [RJ 
1996/1853], 13 [RJ 1996/1929], 15 [RJ 
1996/1930], 20 [RJ 1996/1932] y 21 de 
marzo de 1996 [RJ 1996/1933] y 22 de 
abril de 1997 [RJ 1997/3594], entre otras), 
cuestiones ambas que están relacionadas 
con la cláusula de constitución de la hi-
poteca”. Y, de esta forma, manteniendo 
cada uno de los créditos, por razón de 
capital e intereses, su propia autonomía, 
en virtud de su propia causa o fuente de 
creación respectiva, y hallándose some-
tido cada uno de ellos, por tanto, a su 
propio régimen legal –en función de 
dicha causa–, no pueden eludirse las li-
mitaciones derivadas de dicho régimen, 
mediante una pretendida integración de 
los mismos en el instrumento de la cuenta 
corriente. Puesto que la novación de los 
distintos créditos asentados en al cuenta 
–la cual, por cierto, no ha sido convenida 
expresamente por las partes en el título 
calificado–, si bien determina la sustitu-
ción de cada una de las obligaciones in-
tegradas en la cuenta por el saldo resul-
tante del cierre de la misma, no puede ser 
utilizada, en fraude de ley (vid., artículo 
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6, apartado 4, del Código civil), con el fin 
de burlar prohibiciones legales que tienen 
su fundamento en principios conside-
rados esenciales en el tráfico inmobi-
liario; como ocurre con la limitación re-
lativa al plazo máximo de reclamación de 
intereses, establecida por el articulo 114 
de la Ley hipotecaria -según el cual “salvo 
pacto en contrario, la hipoteca consti-
tuida a favor de un crédito que devengue 
interés no asegurará, con perjuicio de ter-
cero, además del capital, sino los inte-
reses de los dos últimos años transcu-
rridos y la parte vencida de la anualidad 
corriente”; sin que “en ningún caso”, 
concluye el precepto, pueda “pactarse 
que lo hipoteca asegure intereses por 
plazo superior o cinco años”. Por tanto, 
del artículo 12.1 de la Ley Hipotecaria 
resultaría, dado que en la presente hipo-
teca no se expresa una cifra máxima de 
responsabilidad en concepto de intereses, 
ni el número de años a que se extiende la 
garantía de los mismos, que sólo estu-
viesen garantizados los intereses de dos 
años y la parte vencida de la anualidad 
corriente, pues para extender la cobertura 
a los intereses de cinco años tal y como 
está previsto en el articulo 114.2 de la 
Ley Hipotecaria, es preciso el pacto en 
contrario que permite el artículo 114.1 de 
la ley Hipotecaria. III.–Desde otro punto 
de vista, y en contravención de lo exigido 
por el artículo 12.1 de la Ley Hipotecaria, 
en la presente hipoteca no se expresa una 
cifra máxima de responsabilidad en con-
cepto de intereses, ni el número de años 
a que se extiende la garantía de los 
mismos. De ello resultaría que sólo estu-
viesen garantizados los intereses de dos 
años y la parte vencida de la anualidad 
corriente, pues aunque a las hipotecas 
inversas no les afecte, conforme al apar-
tado 6 de la Disposición Adicional Pri-
mera de la ley 41/2007 de 7 de diciembre, 
el límite de cinco años previsto en el ar-
tículo 114.2 de la Ley Hipotecaria, no se 
acuerda en la escritura presentada el 
pacto en contrario que permite el artículo 
114.1 de la ley Hipotecaria. IV.–Además, 

y sin que se determine mediante un pacto 
expreso al respecto, toda lo que sea ob-
jeto de cargo en el supuesto crédito 
abierto en cuenta corriente, devengara 
intereses, lo que supone de hecho un 
pacto de anatocismo. El pacto de anato-
cismo, consistente en la acumulación de 
los intereses vencidos y no satisfechos al 
capital principal para que, a su vez, sigan 
produciendo intereses, se considera de-
fecto insubsanable, por la posibilidad de 
que su aplicación incremente de forma 
imprevisible la cifra de responsabilidad 
hipotecaria por principal, más allá de lo 
convenido en la Cláusula de Constitución 
de la hipoteca. Sin prejuzgar la validez 
obligacional del pacto de anatocismo, no 
cabe que unas mismas cantidades puedan 
devengar intereses por distintos con-
ceptos, ni duplicar las garantías para unas 
mismas cantidades, ni mezclar la garantía 
por principal con la garantía por inte-
reses, ni confundir la garantía por inte-
reses con la garantía por intereses nueva-
mente devengados por los intereses no 
satisfechos, de manera que cada cantidad 
que en su día sea reclamada lo tendrá que 
ser por un determinado concepto, y de-
berá caber dentro de la cifra de responsa-
bilidad prevista para dicho concepto. No 
hacerlo así es contrario al orden público 
(artículo 6 del Código Civil) y vulnera las 
exigencias del principio de especialidad 
y a los artículos 104 y 114 de la Ley Hi-
potecaria y 220 de su Reglamento (Reso-
luciones de la DGRN de 20 de mayo de 
1987; 31 de enero y 2 de febrero de 
1998). El mecanismo incluido en la escri-
tura que se califica supondría que, disfra-
zados de capital, los intereses superarían 
el límite de dos años de cobertura im-
puesto por el artículo 114 de la Ley Hi-
potecaria –al no existir pacto en con-
trario–, límite que tiene por objeto, según 
la primera de las citadas Resoluciones, 
“evitar que el acreedor acumule grandes 
cantidades de intereses, con grave confu-
sión para los adquirentes y para la circu-
lación de las fincas hipotecadas en el 
tráfico jurídico”. La barrera del artículo 
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114 es un tope infranqueable tanto entre 
partes como frente a terceros, según Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 12 de 
marzo de 1985, que analiza además este 
problema desde el punto de vista de la 
prescripción. Ni siquiera en el ámbito de 
la hipoteca inversa ha querido el legis-
lador, pudiendo hacerlo, dar entrada al 
anatocismo, pues en el apanado 6 de la 
Disposición Adicional Primera de la Ley 
41/2007, ha señalado una excepción ex-
traordinaria al principio general del límite 
máximo de cobertura de intereses, al se-
ñalar que no será en estos casos de apli-
cación el artículo 114 de la Ley Hipote-
caria, pero ni siquiera en una hipoteca 
rodeada de tan exigentes requisitos ha 
admitido que los intereses vencidos de-
venguen nuevos intereses, ni puedan in-
discriminadamente mezclarse con la res-
ponsabilidad por principal, sin ser objeto 
de una cifra de responsabilidad separada, 
por contrariar el principio de especia-
lidad, posibilitar que unas mismas canti-
dades devenguen doblemente intereses, 
o puedan ser objeto de una duplicidad de 
garantías. Pero es que además, no sólo 
está prevista en la escritura la capitaliza-
ción de los intereses devengados, sino 
que se pretende la extensión del pacto de 
anatocismo a las comisiones y gastos, lo 
que carece absolutamente de justifica-
ción. V.–En relación a las circunstancias 
reseñadas en el Hecho III.3 anterior, debe 
indicarse que no puede condicionarse el 
vencimiento anticipado de la hipoteca a 
los supuestos de venta de la finca, arren-
damiento o gravamen, y lógicamente 
menos aún al caso de dejar de constituir 
la vivienda habitual del acreditado, y ello 
ni siquiera en el caso de una hipoteca 
inversa (en la que sólo es admisible el 
vencimiento en caso de enajenación si se 
da al deudor la posibilidad de sustituir la 
garantía en caso de venta de la finca hi-
potecada, según exige el párrafo segundo 
del apartado 5 de la Disposición Adi-
cional Primera), por contravenir de forma 
frontal los principios de libertad de con-
tratación, libre circulación de los bienes 

y fomento del crédito territorial, además 
de así resultar del artículo 27 de la Ley 
Hipotecaria, y de abundantísima juris-
prudencia del Tribunal Supremo y cons-
tante doctrina de la DGRN (véase “Ra-
zones por las que no debe inscribirse el 
pacto de vencimiento anticipado de la 
hipoteca por enajenación a arrenda-
miento indiscriminados de la finca hipo-
tecada, aún después de la Ley de reforma 
hipotecaria 41/2007, de 7 de diciembre”, 
Juan José Bernal-Quirós Casciaro en Bo-
letín del Colegio de Registradores n.º 141 
de diciembre de 2007). A ello debe aña-
dirse que la previsión contenida en el la 
Estipulación Decimotercera apartado 2, 
punto 1, sobre el vencimiento anticipado 
en caso de producirse cualquier incum-
plimiento del acreditado de sus obliga-
ciones frente a la acreditante, es inadmi-
sible por su generalidad y por envolver 
pactos obligacionales que no pueden 
trascender a terceros, conforme a los ar-
tículos 9 y 51.6 del Reglamento Hipote-
cario. Si según reiterada doctrina del Tri-
bunal Supremo no puede declararse ven-
cida la total obligación garantizada por la 
hipoteca por impago de una cuota, 
mucho menos podrá vencer por incum-
plir, genéricamente, cualquier tipo de 
obligación de entre las innumerables, la 
mayoría de ellas accesorias, que se con-
tienen en la escritura presentada. A mayor 
abundamiento, declarar el vencimiento 
de la hipoteca por cualquier incumpli-
miento, hasta accesorio, vulnera la letra 
c del apartado 1 de la Disposición Adi-
cional Primera de la Ley 41/2007, según 
la cual es requisito de esta nueva figura 
de la hipoteca inversa “que la deuda sólo 
sea exigible por el acreedor y la garantía 
ejecutable cuando fallezca el prestatario 
o, si así se estipula en el contrato, cuando 
fallezca el último de los beneficiarios”. 
Aunque la Ley 41/2007 ha admitido la 
constitución de hipoteca en garantía de 
una pluralidad de obligaciones, se trata 
de obligaciones principales, y aunque el 
nuevo artículo 153 de la Ley Hipotecaria 
exija “la descripción general de los actos 

Boletín núm. 2128–Pág. 87



–  1164  –

           

jurídicos básicos de los que deriven o 
puedan derivar en el futuro las obliga-
ciones garantizadas”, el artículo 12 de la 
misma Ley requiere que “se identifiquen 
las obligaciones garantizadas”. No puede 
estimarse que las obligaciones garanti-
zadas queden identificadas con la gené-
rica remisión a “cualquier incumpli-
miento de la escritura”. En consecuencia, 
lo indicado en tal apartado de los hechos, 
es contrario a lo establecido en los ar-
tículos 27 LH y 57 de su Reglamento, en 
que niega el acceso al Registro, de las 
prohibiciones de disponer que tengan su 
origen en actos o contratos no compren-
didos en el apartado anterior. Supone una 
limitación injustificada de los principios 
de libertad de contratar (artículo 1.258 
CC), y de libre disposición del dominio 
(artículo 348 CC), es una coacción injus-
tificada al hipotecante para que no vuelva 
a hipotecar (artículo 107.3 LH), y obsta-
culiza que la propiedad de las fincas hi-
potecadas cumpla el destino y fin social 
que les corresponde (artículos 33.2, 33.5 
y 128.1 de la Constitución Española). La 
propia DGRN en Resolución de 27 de 
enero de 1986 califica este pacto de 
“abusivo”, contrario por tanto al artículo 
7.2 del CC. Tanto las prohibiciones de 
vender como de arrendar, como las de-
claraciones de vencimiento anticipado si 
la finca se grava o es objeto de embargo, 
son contrarias además a los principios de 
libertad de contratación y de fomento del 
crédito territorial. (Resoluciones de la 
DGRN de 26 de julio de 1928; 25 de 
noviembre de 1935; 16 de junio de 1936; 
18 de noviembre de 1960; 4 de no-
viembre de 1968; 27 de enero de 1986; 
24 de abril de 1992; 8 de noviembre de 
1993; 15 de julio de 1998, etcétera). VI.–
En relación a las circunstancias reseñadas 
en el Hecho III.4 anterior, resulta que la 
oferta vinculante redactada en inglés y 
que forma parte de la escritura, no ha sido 
objeto de traducción al castellano, lo que 
impide analizar su contenido, aún 
cuando, dentro de las limitaciones que 
causa la falta de traducción, pueden 

apreciarse importantes contradicciones 
en diversos aspectos, en los que se aparta, 
incluso de manera radical, del texto de la 
escritura, imposibilitando saber cual es el 
verdadero contenido del contrato (por 
ejemplo, mientras el apartado 11 de la 
Estipulación Undécima prohíbe de ma-
nera radical el arrendamiento de la finca, 
el apartado 14.a de la oferta vinculante lo 
permite en ciertas condiciones), imposi-
bilitando saber cual es el verdadero con-
tenido del contrato, en contra de lo exi-
gido por la Orden Ministerial de 5 de 
mayo de 1994 sobre transparencia de las 
condiciones financieras de los préstamos 
hipotecarios. VII.–En relación a las cir-
cunstancias reseñadas en el Hecho III.5 
anterior, las obligaciones relativas a co-
municación, cesión y uso de datos perso-
nales, dada la generalidad de los términos 
que se utilizan, suponen la recogida del 
consentimiento del titular de los datos de 
un modo genérico, que no resulta inequí-
voco, lo que se opone a lo establecido en 
el artículo 6.1 de la Ley Orgánica de Pro-
tección de Datos de Carácter Personal 
15/1999, de 13 de diciembre, coartando 
los derechos de privacidad del deudor, 
“habeas data”, cuyo poder de disposición 
sobre sus datos, derecho fundamental 
según reiterada jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional, es objeto de una 
renuncia anticipada, condicionando la 
revocación de su posible consentimiento, 
al anudar a ella el vencimiento de la hi-
poteca, lo que resulta contrario al artículo 
6.3 de la Ley Orgánica de Protección de 
Datos de Carácter Personal 15/1999, de 
13 de diciembre. Todo ello, en ejercicio 
del principio de ponderación, resulta des-
proporcionado a la finalidad perseguida, 
resultando por ello contrario al artículo 
6.2 del Código Civil y al artículo 10 del 
Texto Refundido de la Ley General de 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, 
de 16 de noviembre de 2007. Además, el 
contenido de la Estipulación citada vul-
nera lo dispuesto en los artículos 13 y 33 
de la Ley Orgánica de Protección de 
Datos. VIII.–En relación a las circunstan-
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cias reseñadas en el Hecho III.6 anterior, 
todas las referencias contenidas a lo largo 
del clausulado a comisiones (apertura, 
modificación, reclamación de posiciones 
deudoras...), gastos e impuestos (salvo los 
vinculados a la ejecución hipotecaria) y 
primas de seguro, no son inscribibles, por 
no estar garantizados hipotecariamente 
de forma separada de los gastos de ejecu-
ción, ni es inscribible tampoco la preten-
sión de acomodados en la garantía por 
principal, sin que la denegación implique 
prejuzgar su eficacia obligacional entre 
las partes contratantes, de conformidad 
con los artículos 9 y 51.6 del Reglamento 
Hipotecario (Resoluciones de la DGRN 
de 19 de enero, 8, 15, 20 y 21 de marzo, 
y 1 y 2 de abril de 1996). IX.–El poder 
irrevocable del deudor al acreedor a que 
se refiere el Hecho III.7 anterior, previsto 
para que este último proceda a realizar 
declaraciones y subsanaciones ante No-
tarios y Registradores, que sean necesa-
rias para inscribir la presente escritura, 
incluso en caso de autocontratación, re-
sulta contrario a los artículos 1732 y 1733 
del Código Civil, a los que sólo caben 
excepciones basadas en una justa causa, 
entendiendo por tal un negocio cuyo 
medio de ejecución deba ser el poder 
irrevocable, el cual subsistirá mientras 
subsista el negocio que lo motivó, sin que 
sea posible su admisión indiscriminada, 
como señala el Tribunal Supremo, en 
Sentencias de 31 de octubre de 1987, de 
11 de mayo de 1993 y 19 de noviembre 
de 1994. En el presente caso el poder 
irrevocable se refiere a una actuación que 
puede interesar o no al deudor, y cuyo 
momento de ser ejecutada queda a la 
exclusiva determinación del acreedor. En 
consecuencia, el apoderamiento previsto 
vulnera lo establecido por el artículo 
1.256 del Código Civil, al quedar la va-
lidez y el cumplimiento del contrato al 
arbitrio de uno de los contratantes. X.–En 
caso de haber podido ser inscrita la hipo-
teca, hubiesen sido denegadas además: 
a) las causas de vencimiento anticipado 
contenidas en la escritura, pues, además 

de las razones particulares para denegar 
por sus propios términos cada una de 
ellas (las referidas a materias de índole 
obligacional, de conformidad con lo es-
tablecido en los artículos 9 y 51.6 del 
Reglamento Hipotecario; las indemniza-
ciones a que se refiere el apartado 13.1 
ii), por su carácter obligacional, según se 
expresa en la propia escritura, y por no 
haber sido objeto de garantía especial y 
separada; los apartados 13.2 i) y x), por 
envolver pactos obligacionales que no 
pueden trascender a terceros, conforme a 
los artículos 9 y 51.6 del Reglamento Hi-
potecario, y ser contrario, dada la gene-
ralidad de los términos que se emplean, 
al principio de especialidad o determina-
ción, según Resoluciones de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado 
de fechas 23 y 26 de octubre de 1987, y 
los apartados 13.2 v) vi) vii) viii) ix) xi) y 
xii), por lo indicado en el Fundamento V 
anterior), el apartado 1.c de la Disposi-
ción Adicional Primera de la Ley 41/2007, 
de 7 de diciembre, impone que la deuda 
sólo puede exigirse y la garantía ejecu-
tarse cuando fallezca el prestatario; y b) 
las comisiones de cancelación o amorti-
zación anticipada, total o parcial, por 
exceder lo permitido por el artículo 7 y 8 
de la citada Ley. XI.–De conformidad con 
el artículo 81 del Texto Refundido de la 
Ley General de Defensa de los Consumi-
dores y Usuarios, de 16 de noviembre de 
2007, y en relación con el completo con-
tenido de la escritura, dados los términos 
oscuros, discrecionales y genéricamente 
favorables a la parte prestamista, utili-
zados en el contrato que se pretende ins-
cribir, y sujeto a la existencia de condi-
ciones generales, se advierte que el con-
junto de la operación pudiera resultar 
contrario a las exigencias de claridad y de 
no abuso de una posición dominante, 
dimanantes del Texto Refundido de la Ley 
General de Defensa de los Consumidores 
y Usuarios, de 16 de noviembre de 2007, 
conforme a sus artículos 82 y siguientes, 
cuya incidencia puede ocasionar, ya su 
no incorporación, ya su completa nu-
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lidad, conforme a los artículos 7 y 8 de la 
Ley 7/1998 de Condiciones Generales de 
la Contratación. XII.–Finalmente, en la 
escritura presentada a inscripción se 
constituye una hipoteca de máximo en 
garantía de crédito en cuenta corriente en 
su modalidad de hipoteca inversa de con-
formidad con lo establecido en la Dispo-
sición Adicional Primera de la Ley 
41/2007, de 7 de diciembre, resultando 
que la citada figura se encuentra some-
tida a una serie de requisitos establecidos 
en la propia disposición, resultando 
además que el Ministerio de Economía 
no ha dictado aún las normas de desa-
rrollo previstas en los apartados 3 y 4 de 
la Disposición Adicional Primera, normas 
que son imprescindibles para que el 
nuevo producto pueda desplegar sus 
efectos, dado su riesgo elevado para 
ambas partes contratantes, y la circuns-
tancia de ser sujeto de importantes ex-
cepciones al régimen hipotecario ordi-
nario, como son las establecidas en ma-
teria de vencimiento por transmisión 
voluntaria del inmueble, limitación de la 
responsabilidad patrimonial universal sin 
necesidad de que el acreedor haga, como 
hace en el penúltimo párrafo de la Estipu-
lación Primera y en el último párrafo de 
la vigésima, ningún tipo de renuncia al 
respecto, máxime cuando se contradice 
en el último párrafo de la vigésimopri-
mera-, o las que dejan sin aplicación el 
límite de cobertura de intereses fijado en 
el párrafo 2º del artículo 114 de la Ley 
Hipotecaria. En su virtud, acuerdo de-
negar, la inscripción del documento ob-
jeto de la presente calificación, en rela-
ción con las circunstancias expresamente 
consignadas en el Hecho II de la presente 
nota de calificación, por la concurrencia 
de los defectos que igualmente se indican 
en el Fundamento de Derecho II de la 
misma nota. Quedando automáticamente 
prorrogado el asiento de presentación 
correspondiente durante el plazo de se-
senta días a contar desde que se tenga 
constancia de la recepción de la última 
de las notificaciones legalmente perti-

nentes, de conformidad con los artículos 
322 y 323 de la Ley Hipotecaria. No 
cabe, dado el carácter insubsanable de 
los defectos apreciados, solicitar que se 
practique la anotación preventiva pre-
vista en el artículo 42.9 de la Ley Hipote-
caria. Notifíquese al presentante y al No-
tario autorizante del título calificado en 
el plazo máximo de diez días. Contra la 
presente nota (…) Estepona, a veintinueve 
de junio de dos mil nueve (firma ilegible 
y sello con el nombre y apellidos del 
Registrador).»

III

Contra la anterior nota de calificación, 
doña M. P. L. P., Abogada, en nombre y 
representación de la sociedad «Man-
chester Building Society», interpuso re-
curso contra la calificación mediante es-
crito con fecha de 27 de julio de 2009, 
con base en las siguientes alegaciones: a) 
La entidad «Manchester Building Society» 
es una entidad financiera de las que re-
fiere el artículo 2 de la Ley 2/1981, de 25 
de marzo, de Regulación del Mercado 
Hipotecario, y así consta acreditada ante 
el Banco de España, concretamente en el 
Registro Oficial de Entidades, desde el 22 
de enero de 2008, cumpliendo con el 
requisito establecido en el punto 2 de la 
Disposición Adicional Primera de la Ley 
41/2007, con las consecuencias que ello 
comporta en relación con el nuevo tenor 
del artículo 12.2 de la Ley Hipotecaria. b) 
Reuniendo el crédito hipotecario forma-
lizado en la escritura los citados requi-
sitos, éste deberá gozar de las ventajas 
fiscales y reducciones arancelarias nota-
riales y registrales que conllevan, con 
independencia de ulteriores desarrollos 
normativos que pudieran, lo que no im-
pide su inscripción y, en cualquier caso, 
no afectan a la función calificadora de los 
Registros de la Propiedad, por quedar 
fuera de sus funciones (artículo 18 de la 
Ley Hipotecaria), puesto que las normas 
legales obligan por sí a todos salvo que 
prevean otra cosa –que esta Ley no lo 
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previene– sin necesidad de complemento 
o desarrollo. c) En cuanto al fundamento 
jurídico II de la calificación (presunta im-
posibilidad de disponer fondos), debe 
ponerse de relieve cómo la Resolución de 
esta Dirección General que se cita en la 
nota no contempla el caso presente sino 
otros distintos, pues en la escritura califi-
cada se permite disponer de numerario, 
confundiendo la nota el límite de respon-
sabilidad con el límite de crédito dispo-
nible (el primero es el máximo de respon-
sabilidad y no del crédito dispuesto), ya 
que de la totalidad del crédito disponible 
ya habría dispuesto el contratante tras la 
firma del contrato y su inscripción regis-
tral, devengando el mismo intereses hasta 
el límite de crédito de la responsabilidad 
hipotecaria. d) Respecto de los funda-
mentos III y IV de la nota, la Ley 41/2007 
no exige ningún pacto expreso contrario 
al artículo 114 de la Ley Hipotecaria, 
siendo evidente, a la vista de lo regulado 
en la escritura calificada, que se está pac-
tando en contra del límite de cinco años, 
como permite la disposición adicional 
primera de dicha Ley 41/2007, lo que se 
deduce de la simple lectura del inciso 
final del apartado 6.º de dicha disposi-
ción adicional, dado que una hipoteca 
inversa es una forma especial de hipoteca 
en garantía de una cuenta corriente ban-
caria, y, al igual que en ésta, hasta el 
cierre (en este caso, hasta la muerte) no 
hay que realizar pagos, de modo que las 
cantidades dispuestas generan intereses 
que no están sujetos a devolución antes 
del cierre de la cuenta; y porque no son 
pagaderos, ni están sujetos al artículo 
1966 del Código Civil ni al 114 de la Ley 
Hipotecaria. Estas normas presuponen 
que los intereses son debidos y por eso 
no pueden acumularse más de cinco 
años, ya que el acreedor ha podido co-
brarlos sin dejar que se acumulen engro-
sando la deuda. Si los intereses deven-
gados no son pagaderos, forzosamente 
deberán acumularse al capital y generar 
nuevos intereses, como sucede cuando se 
inscriben hipotecas de los artículos 153 y 

153 bis de la Ley Hipotecaria, que no 
exigen, por ser imposible, una cobertura 
de responsabilidad específica para inte-
reses. e) Respecto de las cláusulas de ven-
cimiento anticipado, debe ponerse de 
manifiesto su total validez, amparadas 
por el Tribunal Supremo -Sala Primera-, 
en su Sentencia de 4 de junio de 2008, 
cuando declaró que sólo se entenderán 
nulas aquellas cláusulas de vencimiento 
anticipado en relación con el ejercicio 
abusivo de la entidad acreedora, tales 
como: incumplimientos irrelevantes; 
concurrencia de circunstancias dejadas 
al libre albedrío de la entidad financiera 
y causar perjuicio de manera despropor-
cionada y no equitativa. Además, se des-
conoce por el Registrador la regulación 
impuesta por el artículo 12 de la Ley Hi-
potecaria en la reforma de 2007, y en la 
doctrina de esta Dirección General, pues 
si estas cláusulas conculcan el principio 
de libertad de contratación, entonces no 
tienen efecto jurídico real, conforme al 
artículo 27 de la Ley Hipotecaria, de-
biendo ser sólo «transcritas» sin realizar 
calificación alguna; y lo mismo respecto 
de los denunciados «pactos obligacio-
nales» a que se sigue refiriendo la nota. 
Por todo ello, debe entenderse que el 
citado precepto 12.2 de la Ley Hipote-
caria es taxativo, de modo que sólo cabe 
inscribir mediante calificación previa las 
cláusulas especificadas en el párrafo 1.º 
del artículo 12 de la Ley Hipotecaria y, si 
éstas se califican favorablemente, en-
tonces en los préstamos a favor de enti-
dades de la Ley de Regulación del Mer-
cado Hipotecario se transcribirán (sin 
calificarlas) las demás cláusulas en los 
términos que resulten de la escritura de 
formalización. Este ha sido el criterio de 
este Centro Directivo ya desde la Resolu-
ción de 21 de diciembre de 2007 (Reso-
luciones de 22 de marzo y 16 de mayo 
de 2008). Asimismo, el apartado 1.c) de 
la disposición adicional primera de la Ley 
41/2007 no tiene como propósito esta-
blecer que la muerte del prestatario es la 
única causa de vencimiento anticipado 
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posible de la hipoteca inversa. La norma 
está describiendo los rasgos típicos de 
una hipoteca inversa, en el sentido de 
que es una hipoteca cuyo devengo de 
amortización se produce con la muerte. 
Pero no quiere decir que no quepan 
causas de vencimiento anticipado dis-
tintas de la contingencia típica descrita 
como rasgo definitorio en la norma. f) En 
cuanto a la cláusula de vencimiento an-
ticipado por enajenación de la vivienda 
habitual, la propia Ley 41/2007, en su 
disposición adicional primera, apartado 
cinco, párrafo 2.º, la establece como 
causa expresa de vencimiento anticipado. 
La hipoteca constituida cumple con los 
requisitos establecidos en tal precepto, y 
sería contraproducente para los intere-
sados negar la inscripción de tales cláu-
sulas, pues constituyen la condición 
misma de posibilidad de este producto 
hipotecario perfectamente adaptado a 
personas mayores, pues de lo contrario 
las personas mayores no podrían con-
tratar hipotecas inversas, o lo harían a un 
coste mucho mayor, ya que la entidad 
financiera tendría que cobrarse el riesgo 
de enajenación del inmueble. g) Respecto 
del arrendamiento como posible cláusula 
de vencimiento anticipado (cláusula 
13.2.7 de la escritura) el examen de tal 
cláusula ha de partir del hecho de que la 
esencia de la hipoteca inversa consiste en 
centrarse en la vivienda habitual del hi-
potecante, por lo que no tendría sentido 
que si se constituyera una hipoteca sobre 
la vivienda habitual (para gozar de las 
exenciones y bonificaciones previstas por 
el legislador), luego desaparezca tal ca-
racterística esencial de la misma (arren-
darse a un tercero o dejar de habitarla 
con carácter permanente), y conlleve un 
perjuicio para el acreedor, que está sujeto 
a la imposibilidad de reclamar los inte-
reses que se van generando hasta un 
plazo de 12 meses desde el fallecimiento 
del último de los acreditados, pudiendo 
deducirse la admisibilidad de la cláusula 
de la doctrina de la Resolución de esta 
Dirección General de 24 de marzo de 

2008. h) Respecto de las condiciones ge-
nerales de la contratación, este Centro 
Directivo ha repetido con contundencia 
en reiteradas ocasiones que no es tarea 
del Registrador realizar un control de las 
cláusulas conforme al régimen de condi-
ciones generales o cláusulas abusivas, 
arrogándose una potestad judicial. En re-
sumen, la calificación recurrida topa 
frontalmente con la doctrina de este 
Centro Directivo, una de cuyas más des-
tacadas funciones, como puso de relieve 
la Exposición de Motivos de la Ley Hipo-
tecaria, fue formar una jurisprudencia 
ajustada al espíritu de la Ley, que consti-
tuya complemento necesario del pre-
cepto escrito y asegure la uniformidad en 
su aplicación, correspondiendo, por tanto 
al Centro Directivo aclarar y fijar la ver-
dadera interpretación de las Leyes. Por 
ello, se solicita que, tras los trámites per-
tinentes, se deje sin efecto la calificación 
recurrida y en consecuencia se inscriba 
el derecho real de hipoteca y se trans-
criban todas las cláusulas financieras y de 
vencimiento anticipado, de conformidad 
con el artículo 12.1 y 12.2 de la Ley Hi-
potecaria y las Resoluciones de esta Di-
rección General.

IV

El Registrador emitió informe el día 20 
de agosto de 2009 y elevó el expediente 
a este Centro Directivo.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 348, 647, 1172, 
1255, 1256, 1753, 1857 y 1911 del Có-
digo Civil; 317 del Código de Comercio; 
el Preámbulo, el artículo 2 apartado 3, el 
artículo 11 y la Disposición Adicional 
Primera de la Ley 41/2007, de 7 de di-
ciembre (publicada en el «Boletín Oficial 
del Estado» de 8 de diciembre); 1, 2, 9, 
11, 12, 18, 23, 33, 37, 82, 104, 114, 130, 
142, 153, 153 bis, 258.2 y 326 de la Ley 
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Hipotecaria; 7, 9, 51 y 220 del Regla-
mento Hipotecario; 517, 551, 681 y si-
guientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
en su vigente redacción; 9, 22 y 23 de la 
Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condi-
ciones Generales de la Contratación; 83, 
84 y 85 del Texto Refundido de Ley Ge-
neral para la Defensa de los Consumi-
dores y Usuarios, aprobado por Real De-
creto Legislativo 1/2007, de 16 de no-
viembre; 18 de la Ley 2/2009, de 31 de 
marzo, por la que se regula la contrata-
ción con los consumidores de préstamos 
o créditos hipotecarios y de servicios de 
intermediación para la celebración de 
contratos de préstamo o crédito; 1, 17 bis 
y 24 de la Ley del Notariado; la Directiva 
93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 
1993, sobre cláusulas abusivas en con-
tratos celebrados con consumidores 
–transpuesta al ordenamiento español 
mediante Real Decreto-Legislativo 
1/2007–; la Sentencia del Tribunal de Jus-
ticia de la Unión Europea de 4 de junio 
de 2009 (As. C-243/08); las Resoluciones 
de este Centro Directivo de 26 de julio de 
1928: 25 de noviembre de 1935; 16 de 
junio de 1936; 18 de noviembre de 1960; 
4 de noviembre de 1968; 4 de julio de 
1984; 27 de enero de 1986; 5 de junio, 
23 y 26 de octubre de 1987; 8 de octubre 
de 1991; 24 de abril de 1992; 4 de marzo 
y 8 de noviembre de 1993; 19 de enero, 
23 de febrero, 8, 11, 13, 15, 18, 20 y 21 
de marzo y 16 de julio de 1996; 22 de 
abril de 1997; 11 de febrero, 15 de julio 
y 24 de agosto de 1998; 28 de abril y 27 
de julio de 1999; 3 de abril, 27 de sep-
tiembre y 3, 6 y 18 de noviembre de 
2000; 7 de junio de 2001; 2 y 3 de sep-
tiembre de 2005; 19 de abril de 2006; 21 
de diciembre de 2007 (dos), y 14 de 
enero, 1, 7, 8 (dos), 22, 28 y 29 de fe-
brero, 1, 10, 14, 15, 19 (dos), 22, 24 
(dos), 25 y 27 de marzo, 5, 6, 14, 16, 19 
y 20 de mayo y 24 de julio de 2008; y las 
Sentencias del Tribunal Supremo de 9 de 
marzo de 2001, 4 de julio y 12 de di-
ciembre de 2008, y 16 de diciembre de 
2009.

1.  Mediante la escritura cuya califi-
cación es objeto del presente recurso, se 
formaliza un crédito en cuenta corriente 
hasta un determinado límite, garanti-
zando el saldo resultante al cierre de la 
cuenta con hipoteca de máximo, en su 
modalidad de hipoteca inversa.

Denegada la inscripción por las ra-
zones que el Registrador expresa en su 
extensa nota de calificación, el recurrente 
impugna determinados extremos de ésta. 
Por ello, la presente Resolución se centra 
en el examen de tales extremos, lo que se 
llevará cabo siguiendo el mismo orden 
expresado en el recurso, para una mayor 
claridad expositiva. No obstante, algunas 
de tales cuestiones se relacionan con el 
alcance que la ley atribuye a la función 
calificadora del Registrador cuando de la 
inscripción de la hipoteca se trata, por lo 
que las consideraciones que se expresan 
sobre tales extremos han de ser aplica-
bles, en lo pertinente, a toda la califica-
ción efectuada en el presente caso, pues 
el recurrente solicita en su escrito impug-
natorio que se inscriba el derecho real de 
hipoteca y se transcriban todas las cláu-
sulas financieras y de vencimiento antici-
pado pactadas en la escritura calificada.

2.  Antes de entrar a resolver sobre los 
referidos extremos, debe señalarse que la 
calificación registral impugnada se ha 
emitido vigente la Ley 41/2007, de 7 de 
diciembre, que dio nueva redacción al 
artículo 12 de la Ley Hipotecaria, según 
el cual: «En la inscripción del derecho 
real de hipoteca se expresará el importe 
del principal de la deuda y, en su caso, el 
de los intereses pactados, o, el importe 
máximo de responsabilidad hipotecaria 
identificando las obligaciones garanti-
zadas, cualquiera que sea la naturaleza 
de éstas y su duración. Las cláusulas de 
vencimiento anticipado y demás cláu-
sulas financieras de las obligaciones ga-
rantizadas por hipoteca a favor de las 
entidades a las que se refiere el artículo 2 
de la Ley 2/1981, de 25 marzo, de Regu-
lación del Mercado Hipotecario, en caso 
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de calificación registral favorable de las 
cláusulas de trascendencia real, se harán 
constar en el asiento en los términos que 
resulten de la escritura de formali-
zación».

El contenido del artículo 12 de la Ley 
Hipotecaria, tal y como aparece configu-
rado tras su última reforma, ha suscitado 
un vivo debate en torno a su significado 
y alcance, como consecuencia de las 
dudas interpretativas que plantea su tenor 
literal. Dichas dudas únicamente pueden 
ser resueltas tras recordar los objetivos 
perseguidas por el legislador con la re-
forma y después de realizar un adecuado 
análisis del precepto que garantice su co-
herencia tanto con los principios que 
rigen nuestro sistema registral como con 
la normativa específica que regula, al 
igual que el precepto mencionado, otros 
aspectos del mercado hipotecario.

A la luz de estos presupuestos, que 
serán desarrollados a continuación, es 
posible alcanzar dos conclusiones bá-
sicas. La primera es que esas «cláusulas 
de vencimiento anticipado y demás cláu-
sulas financieras» a las que se refiere el 
párrafo segundo del citado artículo 12 
han de inscribirse en el Registro de la 
Propiedad, siempre y cuando el Regis-
trador haya calificado favorablemente 
aquellas otras que, por configurar el con-
tenido del derecho de hipoteca, tienen 
trascendencia real. La segunda es que el 
reflejo registral de tales cláusulas necesa-
riamente se efectuará en los términos que 
resulten de la escritura de formalización 
de la hipoteca, a menos que su nulidad 
hubiera sido declarada mediante sen-
tencia o fueran contrarias a una norma 
imperativa o prohibitiva redactada en tér-
minos claros y concretos, sin que el Re-
gistrador pueda realizar cualquier tipo de 
actividad valorativa de las circunstancias 
en las que se desenvuelva el supuesto de 
hecho.

3.  Como expresa el Preámbulo de la 
citada ley modificativa (Apartado VII, pá-

rrafo cuarto), la reforma del artículo 12 de 
la Ley Hipotecaria constituye una medida 
que, dirigida a impulsar el mercado de 
préstamos hipotecarios, tiene «…por ob-
jeto precisar el contenido que haya de 
tener la inscripción del derecho real de 
hipoteca, evitando calificaciones regis-
trales discordantes que impidan la unifor-
midad en la configuración registral del 
derecho que impone su contratación en 
masa». Pues bien, esta finalidad de la Ley, 
que se plasma en el tenor literal del ar-
tículo 12 de la Ley Hipotecaria, no se 
alcanzaría si dicho precepto se interpre-
tase en el sentido de que las cláusulas 
financieras y de vencimiento anticipado 
debieran ser objeto de calificación regis-
tral conforme a las reglas generales. Para 
el legislador tal interpretación supondría 
el mantenimiento de la diversidad de ca-
lificaciones registrales y, con ello, la falta 
de uniformidad de los asientos de inscrip-
ción de hipoteca, lo que en la práctica 
implicaría la frustración de los objetivos 
perseguidos con la reforma, centrados en 
la necesidad de dotar de homogeneidad 
a los contratos destinados a la contrata-
ción en masa utilizados en el mercado 
hipotecario, con el objetivo de impulsar 
y fomentar el mercado hipotecario. El le-
gislador ha considerado que de forma 
excepcional y con base en razones de 
política legislativa que así lo justifiquen, 
resulta necesario delimitar la función ca-
lificadora en relación con ciertos aspectos 
del negocio, a fin de facilitar el acceso al 
Registro de los productos financieros. Se 
trata, en consecuencia, de una limitación 
al juego del artículo 18 de la Ley Hipote-
caria que responde a un intento de adap-
tación a las necesidades concretas del 
mercado hipotecario en el momento de 
su promulgación, con el objetivo de favo-
recer la contratación en masa.

Sin embargo, asumido lo anterior, lo 
cierto es que no resulta admisible inter-
pretar el artículo 12 de la Ley Hipotecaria 
de forma aislada sino sólo mediante su 
necesaria coordinación con otras normas 
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que operan en relación con el mismo 
mercado de productos financieros y que 
se orientan hacia fines de política legisla-
tiva distintos de los referidos. De este 
modo, los objetivos perseguidos con la 
redacción dada al artículo 12 de la Ley 
Hipotecaria tras la reforma introducida 
por la Ley 14/2007 deben ser ponde-
rados, en primer lugar, con los principios 
que inspiran la normativa de protección 
de los consumidores y usuarios, con ca-
rácter general y, singularmente, con la 
legislación destinada a su defensa en el 
ámbito concreto del mercado hipote-
cario, principios que aparecen perfecta-
mente identificados en la Ley 2/2009, de 
31 de marzo, que dentro de su ámbito 
material de aplicación, desarrolla un con-
junto de normas cuya ratio es garantizar 
la transparencia del mercado hipotecario, 
incrementar la información precontrac-
tual y proteger a los usuarios y consumi-
dores de productos financieros ofertados 
en dicho mercado, y que en su artículo 
18.1 reafirma el control de legalidad de 
notarios y registradores al señalar que «En 
su condición de funcionarios públicos y 
derivado de su deber genérico de control 
de legalidad de los actos y negocios que 
autorizan, los Notarios denegarán la au-
torización del préstamo o crédito con 
garantía hipotecaria cuando el mismo no 
cumpla la legalidad vigente y, muy espe-
cialmente, los requisitos previstos en esta 
Ley. Del mismo modo, los Registradores 
denegarán la inscripción de las escrituras 
públicas del préstamo o crédito con ga-
rantía hipotecaria cuando no cumplan la 
legalidad vigente y, muy especialmente, 
los requisitos previstos en esta Ley».

En segundo lugar, no es posible ignorar 
el origen comunitario de gran parte de la 
normativa española en materia de protec-
ción de consumidores y la necesidad de 
que las autoridades nacionales realicen 
una interpretación conforme al Derecho 
comunitario del ordenamiento nacional, 
interpretación que el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea ha ampliado a la 

aplicación de las Directivas. Según la 
Sentencia Von Colson (As. 14/83) y la 
reiterada jurisprudencia posterior de la 
Corte de Luxemburgo, la obligación de 
los Estados miembros, derivada de una 
directiva, de conseguir el resultado pre-
visto por la misma, así como su deber de 
adoptar todas las medidas generales o 
particulares necesarias para asegurar la 
ejecución de esta obligación, se imponen 
a todas las autoridades de los Estados 
miembros, autoridades entre las que 
deben incluirse tanto Notarios como Re-
gistradores. La Directiva 93/13/CEE del 
Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre 
cláusulas abusivas en contratos cele-
brados con consumidores –transpuesta al 
ordenamiento español mediante Real 
Decreto-Legislativo 1/2007, de 16 de no-
viembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General para la De-
fensa de los Consumidores y Usuarios– es 
clara al respecto, tal y como ha puesto de 
manifiesto recientemente la Abogada Ge-
neral en sus conclusiones al asunto 
C-40/08, al exigir expresamente de los 
Estados miembros, en interés de los con-
sumidores y de los competidores profe-
sionales, «medios adecuados y eficaces» 
para que cese el uso de cláusulas abu-
sivas. Coherentemente con estos impera-
tivos, la Sala primera del Tribunal Su-
premo, en su reciente Sentencia de 16 de 
diciembre de 2009 reitera el papel activo 
del Registrador en presencia de una cláu-
sula abusiva, al confirmar la entidad 
propia de la actividad registral respecto 
de la judicial, y diferenciar entre no ins-
cribibilidad y nulidad de una cláusula 
(fundamento duodécimo).

En la misma línea, se acaba de mani-
festar recientemente la Corte Comunitaria 
en la reciente Sentencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea de 4 de junio 
de 2009 (As. C-243/08). Mediante la 
mencionada resolución, la Corte de 
Luxemburgo da respuesta a una cuestión 
prejudicial cuyo objeto era dilucidar si 
podría interpretarse el artículo 6.1 de la 
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ya mencionada Directiva 93/13, en el 
sentido de que la no vinculación del con-
sumidor a una cláusula abusiva estable-
cida por un profesional no operase «ipso 
iure», sino únicamente en el supuesto de 
que el consumidor impugnase judicial-
mente con éxito dicha cláusula abusiva 
mediante demanda presentada al efecto. 
El Tribunal de Justicia de Luxemburgo ha 
resuelto la citada cuestión declarando 
que «el artículo 6, apartado 1, de la Di-
rectiva debe interpretarse en el sentido de 
que una cláusula contractual abusiva no 
vincula al consumidor y que, a este res-
pecto, no es necesario que aquél haya 
impugnado previamente con éxito tal 
cláusula».

Por último, resulta necesario tener en 
cuenta la oponibilidad frente a terceros 
de las cláusulas financieras y de venci-
miento anticipado y en consecuencia, la 
posibilidad de promover la ejecución hi-
potecaria con base en dichas cláusulas. 
Es cierto que se han levantado voces en 
defensa de la supuesta inoponibilidad de 
este tipo de cláusulas pero una interpre-
tación en este sentido, no sólo vulneraría 
los principios rectores del sistema regis-
tral español, al permitirse el acceso al 
registro de un tipo de cláusulas carentes 
de eficacia alguna frente a terceros, sino 
que, además, resultaría contraria a lo es-
tablecido en el artículo 9 de la Ley Hipo-
tecaria y, muy en especial, al reformado 
artículo 130 del mismo cuerpo legal. Re-
cuérdese que dicho precepto establece 
que «el procedimiento de ejecución di-
recta contra los bienes hipotecados sólo 
podrá ejercitarse como realización de 
una hipoteca inscrita sobre la base de 
aquellos extremos contenidos en el título 
que se hayan recogido en el asiento res-
pectivo». En consecuencia, al estar con-
tenidas en el asiento de inscripción las 
cláusulas financieras y de vencimiento 
anticipado pueden legitimar el ejercicio 
de la acción real hipotecaria.

De hecho, si recurrimos a la lectura de 
los trabajos parlamentarios se advierte sin 

esfuerzo la estrechísima relación exis-
tente entre el mencionado precepto y el 
artículo 12 de la Ley Hipotecaria, hasta 
el punto de que la redacción de ambos 
evolucionaba en paralelo. Ello evidencia 
de forma incontestable que el legislador, 
al señalar en el artículo 130 de la Ley 
Hipotecaria que la ejecución directa de 
los bienes hipotecados deberá realizarse 
sobre la base de aquellos extremos con-
tenidos en el título y que se hayan incor-
porado al asiento respectivo, sin hacer 
exclusión de ninguno de estos extremos 
y con independencia de su naturaleza, 
era plenamente consciente de la inclu-
sión en el mencionado precepto de las 
cláusulas financieras y de vencimiento 
anticipado a las que se refiere el artículo 
12 de la Ley Hipotecaria. Tal y como ha 
sido configurado por el legislador tras la 
última reforma, el artículo 12 constituye 
una concreción de lo dispuesto en los 
artículos 9 de la Ley Hipotecaria y 51 del 
Reglamento Hipotecario, sin que el con-
tenido del inciso final del artículo 51 6.ª 
del mencionado Reglamento suponga 
obstáculo alguno a esta interpretación, 
desde el momento en que debe conside-
rarse, en su concreto ámbito de aplica-
ción y en cuanto sea incompatible, táci-
tamente derogado por la Ley 41/2007.

En definitiva, sólo una interpretación 
de los objetivos específicos del artículo 
12 de la Ley Hipotecaria coordinada y 
ponderada con la normativa de protec-
ción de consumidores, unida a la posibi-
lidad de apertura de la ejecución real 
hipotecaria con base en el artículo 130 
de la Ley Hipotecaria y a los imperativos 
demandados por el ordenamiento comu-
nitario, permiten definir el ámbito de la 
función calificadora del Registrador res-
pecto de las cláusulas financieras y de 
vencimiento anticipado a la que se refiere 
el párrafo segundo del reiterado artículo 
12 de la Ley Hipotecaria. Y el resultado 
necesario de tal interpretación impide 
asumir la exclusión absoluta de la califi-
cación de las cláusulas financieras y de 
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vencimiento anticipado, aunque sí una 
modalización en cuanto a su extensión. 
De este modo, dentro de los límites inhe-
rentes a la actividad registral, el Regis-
trador podrá realizar una mínima acti-
vidad calificadora de las cláusulas finan-
cieras y de vencimiento anticipado, en 
virtud de la cual podrá rechazar la ins-
cripción de una cláusula, siempre que su 
nulidad hubiera sido declarada mediante 
resolución judicial firme, pero también 
en aquellos otros casos en los que se 
pretenda el acceso al Registro de aquellas 
cláusulas cuyo carácter abusivo pueda 
ser apreciado por el Registrador sin rea-
lizar ningún tipo de valoración de las 
circunstancias concurrentes en el su-
puesto concreto. Ello supone que la fun-
ción calificadora se limitará exclusiva-
mente a la mera subsunción automática 
del supuesto de hecho en una prohibi-
ción específicamente determinada en 
términos claros y concretos. Dicho de 
otro modo, el control sobre dichas cláu-
sulas deberá limitarse a las que estén 
afectadas de una tacha apreciable objeti-
vamente (porque así resulte claramente 
de una norma que exprese dicha tacha), 
sin que puedan entrar en el análisis de 
aquellas otras que, por tratarse de con-
ceptos jurídicos indeterminados o que 
puedan ser incluidos en el ámbito de la 
incertidumbre sobre el carácter abusivo 
(p. ej., basado en el principio general de 
la buena fe o el desequilibrio de derechos 
y obligaciones), sólo podrán ser decla-
radas abusivas en virtud de una decisión 
judicial.

Una interpretación diferente a la que 
ahora se propone supondría, como con-
secuencia inevitable, la exclusión de 
estas cláusulas de las presunciones regis-
trales de validez del contenido de los 
asientos sin que exista ningún tipo de 
base legal para ello, dado que el artículo 
12 de la Ley Hipotecaria no ha variado, 
claro está, el artículo 6.3 del Código Civil. 
Más aún, una solución diferente a la 
ahora sostenida convertiría la interven-

ción del Registrador en un mero trámite 
impuesto al particular, sin que ello le re-
portara ninguna ventaja desde la perspec-
tiva de los fines de las normas dictadas en 
defensa de sus intereses, obligándole así 
a renunciar por imperativo legal a los 
instrumentos de protección que le dis-
pensa nuestro modelo de seguridad jurí-
dica preventiva. Como señala el Preám-
bulo de la propia Ley 14/2007 (Ap. VII), 
«La sentida necesidad de avanzar y flexi-
bilizar el régimen jurídico de las hipo-
tecas, con requisitos y figuras jurídicas 
que acojan las nuevas demandas, obliga 
también a todos los operadores que inter-
vienen en el proceso formativo de los 
contratos y de las garantías reales, espe-
cialmente a los Notarios y a los Registra-
dores de la Propiedad, de manera que 
como operadores jurídicos, en la redac-
ción de los documentos y en la práctica 
de los asientos, entiendan dirigida su 
labor en el sentido de orientar y facilitar 
el acceso al Registro de los títulos autori-
zados por los medios legales existentes, 
para lograr que la propiedad y los dere-
chos reales sobre ella impuestos queden 
bajo el amparo del régimen de publi-
cidad y seguridad jurídica preventiva, y 
disfruten de sus beneficios, de confor-
midad, en todo caso, con las disposi-
ciones legales y reglamentarias que deter-
minan el contenido propio de la inscrip-
ción registral, los requisitos para su 
extensión, y sus efectos». Téngase en 
cuenta además que, según reiterada juris-
prudencia del Tribunal de Justicia, «a falta 
de normativa comunitaria en la materia, 
la determinación de la regulación pro-
cesal destinada a garantizar la salva-
guarda de los derechos que el Derecho 
comunitario genera en favor de los justi-
ciables corresponde al ordenamiento ju-
rídico interno de cada Estado miembro en 
virtud del principio de autonomía pro-
cesal de los Estados miembros, a condi-
ción, sin embargo, de que esta regulación 
(…) no haga imposible en la práctica o 
excesivamente difícil el ejercicio de los 
derechos conferidos por el ordenamiento 
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jurídico comunitario» (principio de efec-
tividad) (véanse, al respecto las senten-
cias del Tribunal de Justicia en los asuntos 
C-168/2005, C‑78/98, C‑392/04, 
C‑422/04 y C-40/08). No resulta exage-
rado afirmar que la eliminación del con-
trol registral en el ámbito de los contratos 
de consumo, ámbito calificado por la 
propia jurisprudencia comunitaria como 
«equivalente a las disposiciones nacio-
nales que, en el ordenamiento jurídico 
interno, tienen rango de normas de orden 
público» (As, C-40/08), unido a la posibi-
lidad de promover la ejecución hipote-
caria con base en dichas cláusulas, aten-
taría de forma palmaria contra esta exi-
gencia.

A todo lo apuntado cabe añadir, que la 
absoluta exclusión de la calificación re-
gistral de este tipo de cláusulas puede 
suponer una seria cortapisa para el fo-
mento del mercado hipotecario que la 
Ley 41/2007 asume como objetivo espe-
cífico. Piénsese que una interpretación en 
tales términos puede dar lugar a que pros-
peren de forma considerable las peti-
ciones de anotación preventiva de las 
demandas de nulidad de las cláusulas fi-
nancieras y de vencimiento anticipado de 
todos aquellos deudores que anticipen 
una inminente ejecución, desde el mo-
mento en que ya no se podrá contar como 
argumento en contra de la apreciación 
del requisito del fumus boni iuris para la 
concesión de dicha medida, la previa ca-
lificación registral de las mismas. Resulta 
evidente que la intervención simultánea 
de Notarios y Registradores, en el caso de 
estos últimos, en los términos antes apun-
tados, constituye un serio desincentivo a 
la solicitud de tales medidas y, claro está, 
un evidente obstáculo a su concesión.

4.  Pasando ya a analizar las cues-
tiones materiales o de fondo planteadas 
en el recurso, han de realizarse primera-
mente dos precisiones a la vista de la re-
gulación que se contiene en la disposi-
ción adicional primera de la Ley 41/2007, 
de 7 de diciembre.

En primer lugar, por lo que resulta del 
propio título (en este punto no cuestio-
nado por el Registrador en su califica-
ción) y como afirma el recurrente en su 
escrito, la entidad «Manchester Building 
Society» es una entidad financiera de las 
referidas en el artículo 2 de la Ley 2/1981, 
de 25 de marzo, de Regulación del Mer-
cado Hipotecario, estando acreditada 
ante el Banco de España, en tanto que 
inscrita en el Registro Oficial de Enti-
dades desde el 22 de enero de 2008, por 
lo que la entidad acreedora cuyo derecho 
se garantiza con la hipoteca inversa cons-
tituida cumple el requisito establecido 
por el apartado 2 de la citada disposición 
adicional primera de la Ley 41/2007, 
conforme al cual las hipotecas inversas 
previstas en la misma «sólo podrán ser 
concedidas por las entidades de crédito y 
por las entidades aseguradoras autori-
zadas para operar en España», circuns-
tancia ésta de la que se derivan una serie 
de consecuencias, y no sólo las previstas 
en la citada disposición adicional, sino 
también las resultantes del párrafo se-
gundo del artículo 12 de la Ley Hipote-
caria, con la interpretación y las preci-
siones antes apuntadas.

En segundo lugar, debe tenerse en 
cuenta que aunque el Ministerio de Eco-
nomía no haya dictado aún las normas de 
desarrollo previstas en los apartados 3 y 
4 de la Disposición Adicional Primera de 
la citada Ley 41/2007, tales normas de 
desarrollo no son imprescindibles para 
que el nuevo producto –hipoteca inversa– 
pueda desplegar sus efectos, ya que como 
señalara la Resolución de 26 de octubre 
de 1973, a propósito de una figura ca-
rente de una completa regulación legal 
(hipoteca cambiaria), «no debe haber 
obstáculo para que, en principio, pueda 
inscribirse una hipoteca que aparece re-
conocida en el ordenamiento legislativo, 
aunque de manera incompleta e insufi-
ciente, ya que esta deficiencia legal 
puede ser en varios aspectos eficazmente 
suplida por la actuación de Notarios y 
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Registradores, que como órganos cualifi-
cados, contribuyen así al desarrollo del 
Derecho, a través de su actividad crea-
dora y calificadora, al configurar jurídica-
mente aquellos actos de la vida real ca-
rentes, en mayor o menor grado, de regu-
lación legal...». Y es que en los supuestos 
de remisión normativa hecha por una Ley 
mediante un reenvío a una normativa re-
glamentaria ulterior a favor de la Admi-
nistración, fuera de los supuestos de de-
legación legislativa o remisión recepticia 
(caso de las Leyes de Bases a que se re-
fiere el artículo 82 de la Constitución Es-
pañola), la Ley remitente tiene fuerza 
normativa directa y propia, de forma que 
del desarrollo de la remisión legal al Re-
glamento surge una norma estrictamente 
reglamentaria, y por ello subordinada a 
la propia Ley de remisión, sin que la «vis 
obligandi» de ésta quede condicionada a 
la previa producción de la norma regla-
mentaria, salvo que así lo hubiere pre-
visto expresamente aquella Ley o resulte 
imprescindible por razón de su conte-
nido. Por ello, a diferencia de las Leyes 
de Bases que no tienen fuerza normativa 
directa y propia, en los casos de delega-
ción no recepticia la Ley delegante remite 
al Reglamento para completar con mayor 
o menor extensión su propia regulación, 
pero sin impedir la entrada en vigor y 
aplicabilidad de sus mandatos norma-
tivos, pues la actuación reglamentaria 
debe producirse «en términos de subor-
dinación, desarrollo y complementa-
riedad» (vid. Sentencias del Tribunal Su-
premo de 11 de diciembre de 1992 y 14 
de octubre de 1995, entre otras muchas). 
Esta relación de subordinación la ha con-
firmado el Tribunal Constitucional afir-
mando que no se excluye «que las Leyes 
contengan remisiones a normas regla-
mentarias, pero sí que tales remisiones 
hagan posible una regulación indepen-
diente y no claramente subordinada a la 
Ley, lo que supondría una degradación de 
la reserva formulada por la Constitución 
a favor del legislador» (cfr. Sentencia del 
Tribunal Constitucional 83/1984, de 23 

de julio, fundamento jurídico 4, confir-
mado, por todos, en el fundamento jurí-
dico 14 de la Sentencia 292/2000, de 30 
de noviembre). Por ello, como ha desta-
cado también nuestra jurisprudencia, las 
normas reglamentarias de desarrollo de 
un texto legal no pueden, en ningún caso, 
limitar los derechos, las facultades ni las 
posibilidades de actuación contenidas en 
la misma Ley (cfr. Sentencias del Tribunal 
Supremo de 19 de junio de 1967 y 6 de 
julio de 1972).

Lo señalado supone en el presente 
caso que las previsiones que contiene la 
Ley 41/2007, de 7 de diciembre en su 
Disposición Adicional Primera, sobre re-
gulación de la hipoteca inversa, entraron 
en vigor, con el resto de la Ley, el día si-
guiente a la su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado» (cfr. disposición final 
décima), sin que la misma se haya de 
entender postergada al momento en que 
el Ministerio de Economía y Hacienda 
proceda a dictar las normas reglamenta-
rias sobre transparencia y protección de 
clientela previstas en los apartados 3 y 4 
de la citada disposición adicional pri-
mera, conforme a la habilitación norma-
tiva contenida en la misma.

5.  Por lo que se refiere a las cues-
tiones concretas que son objeto de de-
bate en este recurso, procede analizar el 
primero de los defectos –apartados 1 y 2 
del Hecho II de la nota–, en el que el 
Registrador pone de relieve que, si bien 
en la estipulación primera se concede al 
acreditado un crédito en cuenta corriente 
hasta el límite de 219.640,21 euros, de lo 
pactado en la estipulación segunda y ter-
cera resulta que el acreditado sólo ha 
podido disponer de 39.424,31 euros en 
concepto de comisión de apertura, can-
celación de hipoteca preferente y gastos 
notariales y registrales, y podría disponer 
de 31.347,69 euros una vez hubiere sido 
inscrita la hipoteca, de modo que –a su 
juicio–, «en cuanto al resto del principal 
se trataría de un crédito indisponible (“sin 
que puedan efectuarse otras disposi-

Boletín núm. 2128–Pág. 99



–  1176  –

           

ciones del crédito o del saldo que, en su 
caso, pudiera presentar la cuenta a favor 
del acreditado”)». Y entiende que no cabe 
articular la garantía de tales cantidades 
(las que corresponden a la diferencia) 
mediante su inclusión en la cifra del prin-
cipal de un crédito en cuenta corriente, 
«pues dicho principal, por su propia na-
turaleza –la de un préstamo–, precisa de 
la entrega o al menos de la posibilidad de 
disposición, sin que puedan tampoco 
confundirse y ser tratados conjuntamente 
los conceptos y cantidades correspon-
dientes al principal de la deuda y a los 
intereses que genere dicho principal».

Frente a tal apreciación, argumenta el 
recurrente que en dicha calificación se 
confunde «límite de responsabilidad» 
con «límite de crédito», toda vez que, en 
el supuesto que motiva el recurso, la to-
talidad del crédito disponible ya habría 
sido dispuesto tras el otorgamiento de la 
escritura y su posterior inscripción regis-
tral, devengando desde entonces inte-
reses hasta el límite de la responsabilidad 
hipotecaria.

Varias son las razones que impiden 
confirmar la calificación recurrida en este 
extremo. En primer lugar, porque se in-
curre en la confusión de extender el ré-
gimen jurídico del préstamo mutuo a la 
apertura de crédito en cuenta corriente, 
siendo así que es esta figura contractual, 
acompañada de la constitución del gra-
vamen hipotecario, y no aquella la que 
se ha convenido entre los contratantes en 
el presente caso. Ambas modalidades 
contractuales pueden ser utilizadas como 
instrumento financiero en el caso de las 
hipotecas inversas por preverlo así expre-
samente la referida Disposición Adicional 
Primera de la Ley 41/2007, al definir esta 
figura su apartado primero como «el prés-
tamo o crédito garantizado mediante hi-
poteca sobre un bien inmueble que cons-
tituya la vivienda habitual del solicitante» 
y siempre que cumplan los requisitos que 
establece el mismo apartado primero. 
Pero debiendo diferenciarse los con-

ceptos y regímenes jurídicos de ambos 
contratos. La distinción es clara y ha sido 
puesta de manifiesto por este Centro Di-
rectivo subrayando que en el caso del 
préstamo hipotecario éste se ha de ade-
cuar al régimen que para el contrato de 
préstamo regulan los artículos 1.753 a 
1.757 del Código Civil y 311 y siguientes 
del Código de Comercio, de naturaleza 
real en cuanto se perfeccionan con la 
entrega de la suma prestada, y unilate-
rales por cuanto de ellos tan sólo surgen 
obligaciones para el prestatario. Ambas 
notas caracterizadoras del préstamo 
mutuo (real y unilateral) han sido desta-
cadas igualmente por la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo (cfr. Sentencia de 7 
de abril de 2004).

Frente al préstamo, la apertura de cré-
dito es una operación, ordinariamente 
bancaria y esencialmente crediticia, por 
la que el banco se obliga, dentro del lí-
mite y por el tiempo pactado, a poner a 
disposición del cliente –acreditado– y a 
medida de sus requerimientos, sumas de 
dinero o realizar otras prestaciones que 
le permitan obtenerlo, a cambio de la 
obligación de éste de reintegrarlas en la 
fecha pactada, satisfaciendo los intereses 
y, en su caso, comisiones convenidas. Se 
configure la apertura del crédito de forma 
simple o se le añada el convenio expreso 
de instrumentalizarla en cuenta corriente 
–como sucede en el presente caso–, no 
cabe hablar en ella de una relación jurí-
dica unilateral en la que se contrapongan 
la posición acreedora de una de las partes 
frente a la deudora de la otra, ya que en 
ella existen derechos y obligaciones por 
parte de ambas. De este modo, el conce-
dente tendrá derecho a los reintegros, 
intereses y comisiones que procedan, o 
al saldo de liquidación en su día, tiene la 
obligación de mantener la disponibilidad 
en los términos convenidos, disponibi-
lidad de que seguirá gozando el acredi-
tado como un derecho pese a que surjan 
a su costa las obligaciones correlativas a 
los derechos del concedente (cfr. Resolu-
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ción de 18 de junio de 2001). Se trata de 
un contrato que, aunque aludido en el 
número 7 del artículo 175 del Código de 
Comercio, no adquirió carta de natura-
leza en nuestro Ordenamiento jurídico, 
hasta que lo reconocieron expresamente 
las Sentencias de la Sala Primera del Tri-
bunal Supremo que se citan en la de 1 de 
marzo de 1969 y las Resoluciones de esta 
Dirección General de 28 de febrero de 
1933 y 16 de junio de 1936, y que, como 
aclara la Sentencia de la misma Sala y 
Tribunal de 11 de junio de 1999 se trata 
de un «contrato de carácter consensual y 
bilateral, no puede ser confundido con el 
contrato de préstamo regulado en los ar-
tículos 1753 a 1757 del Código Civil, y 
311 y siguientes del Código de Comercio, 
de naturaleza real que se perfecciona por 
la entrega de la cosa prestada, y unilateral 
por cuanto de él sólo surgen obligaciones 
para uno de los contratantes, el presta-
tario» (vid. en el mismo sentido Senten-
cias del Tribunal Supremo de 12 de junio 
de 1976 y de 27 de junio de 1989). Tra-
tándose en el presente supuesto de un 
crédito en cuenta corriente, en los tér-
minos en que acaba de ser definida esta 
figura, no es correcto afirmar que la na-
turaleza de la operación es la de un prés-
tamo y exigir, en consecuencia, la entrega 
del capital. Otra cosa es que ciertamente 
sí resulte precisa la disponibilidad del 
capital en el tiempo, forma y cuantía pac-
tados, por ser ésta la prestación a que se 
obliga el acreditante.

En segundo lugar, deben tenerse en 
cuenta las especiales características de la 
hipoteca inversa, señaladamente por lo 
que se refiere al devengo de los intereses 
ordinarios pactados, ya que, por la propia 
naturaleza y operatividad de la figura, 
sobre tales intereses gravita el riesgo que 
para la entidad concedente se deriva de 
la aleatoriedad en lo relativo al venci-
miento del crédito, ya que conforme a la 
letra c) del apartado primero de la dispo-
sición adicional primera de la Ley 
41/2007 «la deuda sólo sea exigible por 

el acreedor y la garantía ejecutable 
cuando fallezca el prestatario o, si así se 
estipula en el contrato, cuando fallezca 
el último de los beneficiarios». Por ello, 
es especialmente útil en muchos casos, 
para el desenvolvimiento del producto en 
el mercado financiero, el mecanismo de 
la cuenta corriente, pues permitirá eng-
lobar las diversas partidas que configu-
rarán el saldo final –o deuda– exigible al 
tiempo del vencimiento de la obligación 
garantizada por la hipoteca inversa cons-
tituida.

Entre esas partidas que conformarán la 
deuda finalmente exigible adquieren es-
pecial relevancia los intereses, lo que 
lleva a analizar si, en puridad, existe lo 
que se conceptuaría como una capitali-
zación de intereses en la hipoteca in-
versa, en particular –por ser el caso ob-
jeto de este recurso– cuando la operación 
financiera garantizada se instrumenta a 
través de una apertura de crédito en 
cuenta corriente. A tal efecto, en este tipo 
de hipoteca la incertidumbre existente 
sobre el momento del vencimiento del 
préstamo o crédito garantizado impide 
un cálculo exacto del riesgo financiero, 
por lo que debe permitirse que los inte-
reses se sumen al capital, a través de la 
correspondiente partida de cargo en la 
cuenta.

Sobre esta cuestión es ilustrativo lo 
que, respecto de la hipoteca inversa, se 
indica en el Preámbulo de la Ley 41/2007, 
ya que facilita enormemente tanto la 
comprensión del problema analizado 
como la finalidad perseguida por el legis-
lador: «...Hacer líquido el valor de la vi-
vienda mediante productos financieros 
podría contribuir a paliar uno de los 
grandes problemas socioeconómicos que 
tienen España y la mayoría de países de-
sarrollados: la satisfacción del incremento 
de las necesidades de renta durante los 
últimos años de la vida. La hipoteca in-
versa regulada en esta Ley se define como 
un préstamo o crédito hipotecario del 
que el propietario de la vivienda realiza 
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disposiciones, normalmente periódicas, 
aunque la disposición pueda ser de una 
sola vez, hasta un importe máximo deter-
minado por un porcentaje del valor de 
tasación en el momento de la constitu-
ción. Cuando se alcanza dicho porcen-
taje, el mayor o dependiente deja de dis-
poner de la renta y la deuda sigue gene-
rando intereses. La recuperación por 
parte de la entidad del crédito dispuesto 
más los intereses se produce normal-
mente de una vez cuando fallece el pro-
pietario, mediante la cancelación de la 
deuda por los herederos o la ejecución de 
la garantía hipotecaria por parte de la 
entidad de crédito...».

Por ello es lógico que, dado que los 
intereses devengados no son pagaderos 
hasta el fallecimiento del acreditado, 
puedan acumularse al capital, pues el 
interés ya devengado hasta entonces no 
puede ser reclamado –ni garantizarse por 
tanto– por separado.

En tercer lugar, a esta misma conclu-
sión se llega si se analiza la operación 
bajo el prisma de su caracterización 
como una apertura de crédito en cuenta 
corriente garantizada mediante hipoteca. 
Es cierto, como ha señalado reiterada-
mente este Centro Directivo (cfr. Resolu-
ciones de 19 de enero y 16 de julio de 
1996, y 19 de marzo de 2008, entre 
otras), que en el ámbito hipotecario los 
intereses sólo pueden reclamarse en 
cuanto tales y dentro de los límites le-
gales y convencionales, pero no englo-
bados en el capital. Así resulta claramente 
del principio registral de especialidad 
que en el ámbito del derecho real de hi-
poteca impone la determinación sepa-
rada de las responsabilidades a que queda 
afecto el bien por principal y por inte-
reses (vid. artículos 12 de la Ley Hipote-
caria y 220 del Reglamento Hipotecario), 
diferenciación que en el momento de la 
ejecución determina (vid. artículo 692.1 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil) que el 
acreedor no puede pretender el cobro del 
eventual exceso de los intereses deven-

gados sobre los garantizados –dejando a 
salvo la posibilidad que para el caso de 
ser propietario del bien hipotecado el 
propio deudor prevé el artículo 692.1 pá-
rrafo segundo– con cargo a la cantidad 
fijada para la cobertura del principal, ni 
a la inversa. Ahora bien, esta doctrina no 
rige en el ámbito del crédito en cuenta 
corriente, por razón de su propia natura-
leza y régimen jurídico. Como ya seña-
laran las Resoluciones de este Centro 
Directivo de 16 de junio y 13 de julio de 
1999 y la posterior de 4 de julio de 2001, 
«la atipicidad del contrato de apertura de 
crédito en cuenta corriente permite un 
amplio juego a la autonomía de la vo-
luntad de las partes, de suerte que, en lo 
que a los intereses se refiere, tanto puede 
convenirse que los mismos se contabi-
licen como una partida más de adeudo 
en la cuenta, perdiendo así su exigibi-
lidad aislada, como que se configuren 
como créditos independientes, aunque 
accesorios del principal, que al no asen-
tarse en aquélla serán exigibles con inde-
pendencia del saldo de liquidación que 
la misma arroje. No obstante, incluso en 
el primero de los supuestos, su adeudo ha 
de entenderse que tan sólo es vinculante 
para el concedente del crédito en la me-
dida en que el saldo de disponibilidad de 
la cuenta lo permita, pues tan sólo hasta 
el límite fijado está obligado a conceder 
crédito y a asentar como partidas de 
cargo las convenidas, y tan sólo hasta ese 
límite es el contrato de apertura de cré-
dito el título que permita la exigibilidad 
del saldo de liquidación». Y esta es pre-
cisamente la fórmula prestacional aco-
gida en el contrato examinado (y no sólo 
en cuanto a los intereses, sino también en 
cuanto a comisiones y gastos), al pactarse 
que la cuenta corriente aperturada «refle-
jará como partidas de adeudo las canti-
dades de que el acreditado disponga ini-
cialmente conforme a lo indicado en la 
estipulación precedente, más los inte-
reses, comisiones, impuestos y gastos… 
que se devenguen o adeuden», intereses 
que se calculan sobre el saldo deudor 
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existente en cada momento, al tipo pac-
tado, con devengo diario y liquidaciones 
mensuales.

Por todo ello, no existe contradicción 
entre la estipulación segunda, según la 
cual el acreditado sólo puede disponer de 
un total de 70.772 euros sin que quepan 
nuevas disposiciones del crédito o saldo, 
y las estipulaciones primera y vigesimo-
primera, en las que se garantiza con hi-
poteca el saldo de 219.640,21 euros de-
rivados de una cuenta en la que se van 
cargando intereses, comisiones y gastos. 
No existe contradicción con el régimen 
jurídico de la hipoteca en garantía de 
cuenta corriente, pues existe disponibi-
lidad a favor del deudor, lo que ocurre es 
que se ha agotado, en virtud de la dispo-
nibilidad inicial, la totalidad del límite 
disponible por razón de capital, siendo el 
resto hasta el límite de la cifra de respon-
sabilidad hipotecaria la parte del saldo 
garantizado correspondiente a las par-
tidas de cargo de los intereses, comisiones 
y demás gastos garantizados.

6.  La conclusión anterior no se ve 
desvirtuada por la doctrina de este Centro 
Directivo en relación con el denominado 
pacto de anatocismo, por el que las partes 
estipulan que los intereses vencidos y no 
satisfechos se acumulen al capital para 
seguir produciendo los intereses pactados 
(cfr. Resoluciones de 20 de mayo de 
1987, y 30 de enero y 2 de febrero de 
1998), doctrina citada por el Registrador 
en apoyo de su calificación.

Es cierto que la doctrina de este Centro 
Directivo, sin prejuzgar en sus más re-
cientes Resoluciones la validez civil del 
pacto de anatocismo (que negó en al-
gunos de los precedentes para los prés-
tamos mercantiles), viene sosteniendo 
que en el ámbito hipotecario o de actua-
ción de la garantía constituida, los inte-
reses sólo pueden reclamarse en cuanto 
tales y dentro de los límites legales y con-
vencionales, pero nunca englobados en 
el capital. Así lo impone el principio re-

gistral de especialidad que en el ámbito 
del derecho real de hipoteca exige la de-
terminación separada de las responsabi-
lidades a que queda afecto el bien por 
principal y por intereses (cfr. artículos 12 
de la Ley Hipotecaria y 220 del Regla-
mento Hipotecario), y el necesario res-
peto a la limitación legal de la responsa-
bilidad hipotecaria en perjuicio de ter-
cero, establecida en el artículo 114 de la 
Ley Hipotecaria (cfr. Resoluciones de 19, 
22, 24 y 25 de marzo de 2008). Ahora 
bien, en cuanto a la validez del pacto 
como tal, no puede desconocerse que el 
Tribunal Supremo, en su Sentencia de 8 
de noviembre de 1994 (Sala Primera), 
admite expresamente la validez del pacto 
de anatocismo, incluso en el contrato de 
préstamo mercantil. (...) Esta doctrina ha 
sido reiterada por la más reciente Sen-
tencia del mismo Tribunal de 4 de junio 
de 2009, generando jurisprudencia con 
el valor que la reconoce el artículo 1 
número 6 del Código Civil.

Y en cuanto a los límites de la actua-
ción del pacto de anatocismo en el ám-
bito hipotecario, como ya advirtiera la 
Resolución de 19 de marzo de 2008, los 
límites del artículo 114 de la Ley Hipote-
caria en cuanto a los intereses que se 
pueden pactar en perjuicio de terceros, 
tiene precisamente en el ámbito de la 
hipoteca inversa la excepción prevista 
actualmente en el apartado 6 de la dispo-
sición adicional primera de la Ley 
41/2007, de 7 de diciembre, a que nos 
referimos en el siguiente fundamento ju-
rídico. A ello hay que añadir otra especia-
lidad sobre esta materia en relación con 
las hipotecas en garantía de crédito en 
cuenta corriente, en cuanto a su ámbito 
objetivo en relación con los intereses, 
pues, como ha señalado la doctrina más 
autorizada, en rigor tras cada vencimiento 
no hay intereses exigibles con indepen-
dencia sino que, de acuerdo con lo pac-
tado, sólo son objeto de anotación como 
una partida de cargo más de la cuenta 
corriente. Por ello, la hipoteca no garan-
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tiza de forma separada e independiente 
cada vencimiento de intereses, sino sólo 
el saldo final de la cuenta. Esto supone 
que hasta que no se determina el saldo 
final al cierre de la cuenta no hay ninguna 
deuda impagada, ni por capital ni por 
intereses. Y ello es así porque sólo con el 
saldo final surge la deuda exigible y sólo 
en relación con ésta puede preverse que 
la garantía, a partir de la fijación de dicho 
saldo, se extienda a los intereses suce-
sivos, intereses que, por ser de deuda 
vencida y no satisfecha, serán intereses 
moratorios. Por ello, en rigor en estas hi-
potecas no puede hablarse de una capi-
talización de los intereses ordinarios ven-
cidos, ni resulta aplicable en puridad la 
regla del artículo 317 del Código de Co-
mercio conforme a la cual los intereses 
vencidos y no pagados no devengarán 
intereses, por cuanto que respecto de 
estos intereses no procede exigir su pago, 
sino sólo su cargo en la cuenta, sin que 
pueda hablarse con propiedad de inte-
reses impagados respecto de los todavía 
no exigibles.

7.  En cuanto al defecto relativo a las 
cláusulas de la escritura en las que se 
prohíbe al deudor vender la finca, gra-
varla, o arrendarla –punto 3 del hecho III 
de la nota de calificación–, y la previsión 
del vencimiento anticipado en estos 
casos, procede confirmar la nota del Re-
gistrador.

En efecto, estos pactos infringen 
normas imperativas como los artículos 27 
(«Las prohibiciones de disponer que 
tengan su origen en actos o contratos de 
los no comprendidos en el artículo ante-
rior, no tendrán acceso al Registro…») y 
107 n.º 3 de la Ley Hipotecaria («Podrán 
también hipotecarse: … n.º 3. Los bienes 
anteriormente hipotecados, aunque lo 
estén con el pacto de no volverlos a hi-
potecar»).

Estos mismos criterios los ha confir-
mado el Tribunal Supremo (Sala Primera) 

en su Sentencia de 16 de diciembre de 
2009. En concreto:

a)  En cuanto a las limitaciones de la 
facultad dispositiva del hipotecante (pro-
hibición de vender o disponer de cual-
quier otro modo salvo previo consenti-
miento por escrito del acreditante), la 
citada Sentencia (vid. fundamento jurí-
dico decimotercero) señala que «En 
nuestro ordenamiento jurídico no cabe 
establecer, salvo cuando se trata de nego-
cios jurídicos a título gratuito y aún así 
limitadas en el tiempo, prohibiciones 
convencionales de enajenar los bienes. 
Otra cosa son las obligaciones de no dis-
poner, que no tienen transcendencia real, 
y solo contenido meramente obliga-
cional, que, según las circunstancias, 
pueden ser aceptadas y producir determi-
nados efectos (obligacionales), por lo que 
entiende que «no cabe condicionar a un 
hipotecante con una prohibición de ena-
jenar».

Es cierto, no obstante, que la Sentencia 
del Tribunal Supremo citada no se pro-
nunció sobre este concreto pacto de ven-
cimiento anticipado en relación específi-
camente con una hipoteca inversa, la 
cual plantea en este punto una clara sin-
gularidad (cfr. párrafo segundo del nú-
mero 5 de la disposición adicional pri-
mera de la Ley 41/2007). Ahora bien, no 
por ello la conclusión anterior queda des-
virtuada. En efecto, por una parte, ha de 
tenerse en cuenta que la exclusión de 
dichos pactos se debe entender confir-
mada por la nueva Ley 41/2007, pues, 
por un lado, la reitera respecto de la hi-
poteca mobiliaria en su disposición final 
tercera –modificación del artículo 2 de la 
Ley de 16 de diciembre de 1954–. Y, por 
otro lado, si bien se admite dicho pacto, 
como supuesto de excepción, en el caso 
precisamente de la hipoteca inversa –vid. 
Disposición Adicional Primera, número 
5– (en atención al carácter «in tuitu per-
sonae» de esta hipoteca), se limita al su-
puesto de la transmisión –sin extenderse 
a la constitución de gravámenes o dere-

Boletín núm. 2128–Pág. 104



–  1181  –

           

chos reales limitados– y condicionado a 
que se conceda al deudor la facultad de 
«sustituir la garantía de manera sufi-
ciente», en aplicación de la norma impe-
rativa contenida en el artículo 1129 n.º 3 
del Código Civil, lo que ratifica la ilega-
lidad, y consiguiente rechazo registral, 
del pacto si no consta la indicada sal-
vedad, como sucede en el presente 
caso.

b)  En cuanto a la prohibición abso-
luta de arrendar –«no concertar contrato 
de arrendamiento de la finca en ninguna 
circunstancia»– afirma de forma conclu-
yente la citada Sentencia del Tribunal 
Supremo de 16 de diciembre de 2009 
(vid. fundamento jurídico duodécimo) 
que «el acreedor hipotecario no puede 
pretender del hipotecante, y menos to-
davía imponerle, el compromiso de no 
arrendar la finca hipotecada, cualquiera 
que sea la consecuencia que pudiera aca-
rrear la violación de la estipulación, de la 
misma manera que no caben las prohibi-
ciones de disponer convencionales en los 
actos a título oneroso (art. 27 Ley Hipo-
tecaria). La cláusula que estableciese la 
absoluta prohibición de arrendar no solo 
no es inscribible sino que no es válida. El 
hipotecante, por lo tanto, puede arrendar 
libremente la finca hipotecada, siquiera 
los arrendamientos posteriores a la hipo-
teca (tema que es el que aquí interesa), 
aparte de la sujeción a lo dispuesto en los 
artículos 661, 675 y 681 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, quedan sometidos 
al principio de purga por lo que no 
afectan a la hipoteca -realización de la 
finca hipotecada-».

Es cierto que la doctrina de este Centro 
Directivo ha venido admitiendo diversas 
cláusulas relacionadas con el tema. En 
este sentido se pueden citar las Resolu-
ciones de 28 de enero de 1998 y de 22 
de marzo de 2001. La primera de ellas 
afirma que «Resulta admisible que en la 
escritura de constitución de hipoteca se 
contenga alguna prevención adecuada 
respecto de aquellos arrendamientos ul-

teriores que pudieran no estar sujetos al 
principio de purga, y que por la renta 
estipulada pudieran disminuir grave-
mente el valor de la finca hipotecada, 
como pueden ser los arrendamientos es-
tipulados sin cláusula de estabilización o, 
aunque la contengan, en caso de que la 
renta anual capitalizada al tanto por 
ciento que resulte de sumar al interés 
legal del dinero un 50 por 100 más no 
cubra la responsabilidad total asegurada 
o el valor fijado para servir de tipo a la 
subasta». Pero, esta admisibilidad, como 
ha explicado certeramente la reseñada 
Sentencia de 16 de diciembre de 2009, 
se justifica por el hecho de que «en el 
artículo 13.1 de la Ley de Arrendamientos 
Urbanos 29/1994, de 24 de noviembre, 
se garantiza al arrendatario de vivienda el 
derecho a permanecer en la vivienda 
arrendada durante los primeros cinco 
años del contrato en el caso (entre otros) 
de enajenación forzosa derivada de una 
ejecución hipotecaria o de sentencia ju-
dicial. La consecuencia de la norma an-
terior es que, al no operar el principio de 
purga en la realización forzosa, el even-
tual adjudicatario o rematante tiene que 
soportar el arrendamiento durante un 
plazo. Ello, a su vez, acarrea un perjuicio 
para el acreedor hipotecario al reducirse 
los licitadores y las posturas, resultando 
completamente razonable imaginar que 
se produzca un inferior precio del remate 
en los casos en que no estando libre la 
finca los licitadores conocen el arrenda-
miento no purgable del inmueble que se 
ejecuta».

Por el contrario, cuando no se produce 
este elemento habilitante, esto es, cuando 
el efecto del vencimiento anticipado del 
préstamo no se restringe a los arrenda-
mientos exentos del principio de purga 
de las cargas posteriores, entonces las 
cláusulas que imponen tal vencimiento 
son nulas por infringir el artículo 27 de la 
Ley Hipotecaria. Por ello, la citada Sen-
tencia de 16 de diciembre de 2009 con-
cluye que «las cláusulas que someten a 
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limitaciones la facultad de arrendar la 
finca hipotecada se deben circunscribir a 
los arrendamientos de vivienda ex art. 13 
LAU de 1994», declarando abusivas las 
cláusulas de vencimiento anticipado que 
«no limitan su aplicación a los arrenda-
mientos de vivienda excluidos del prin-
cipio de purga en la ejecución forzosa 
(art. 13 LAU), siendo por lo demás exi-
gible que, en su caso, las cláusulas que 
se redacten concreten el baremo -coefi-
ciente- que corrija la disminución de 
valor que el gravamen arrendaticio puede 
ocasionar. La declaración de abusividad 
se basa en los apartados 14 y 18, inciso 
primero, Disposición Adicional 1.ª de la 
Ley General de Defensa de los Consumi-
dores y Usuarios, y normativa general del 
artículo 10 bis Ley General de Defensa de 
los Consumidores y Usuarios, en relación 
con doctrina jurisprudencial en la ma-
teria».

8.  Respecto del defecto señalado en 
el apartado III de los Fundamentos de 
Derecho de la nota recurrida, según el 
cual, al no expresarse la cifra máxima de 
responsabilidad en concepto de intereses 
ni el número de años a que se extiende la 
garantía de los mismos resultaría que sólo 
estuviesen garantizados los intereses de 
dos años y la parte vencida de la anua-
lidad en curso por no acordarse en la 
escritura presentada el pacto en contra 
permitido por el artículo 114.1 de la Ley 
Hipotecaria, debe señalarse que –y aparte 
lo expuesto en los apartados anteriores–, 
la aplicación de las reglas hermenéuticas 
que resultan de los artículos 1281 y si-
guientes del Código Civil conduce a la 
revocación del defecto, toda vez que la 
exigencia del Registrador desembocaría 
en un excesivo formalismo poco acorde 
con los principios que inspiran nuestro 
ordenamiento jurídico. A tal efecto, el 
acuerdo reflejado sobre este punto en la 
escritura no puede ser calificado de me-
ramente conjetural, sino, más bien, como 
algo perfectamente comprensible con-
forme a las reglas interpretativas citadas, 

en unión a las siguiente considera-
ciones.

Por un lado, el inciso final del apartado 
sexto de la Disposición Adicional Primera 
de la Ley 41/2007 establece que, a estos 
efectos (el recobro por parte del acreedor), 
no será de aplicación lo dispuesto en el 
párrafo segundo del artículo 114 de la 
Ley Hipotecaria, esto es, no es aplicable 
a las hipotecas inversas el límite legal 
ordinario que impide pactar que la hipo-
teca asegure intereses por plazo superior 
a cinco años. Es cierto que la excepción 
no se extiende al párrafo primero del ci-
tado artículo 114 en el que, en defecto de 
pacto en contrario, la hipoteca no ase-
gura, en perjuicio de tercero, sino los 
intereses de los dos últimos años transcu-
rridos y la parte vencida de la anualidad 
corriente. Pero en el caso de las hipotecas 
inversas en que, como se ha señalado 
anteriormente, la deuda garantizada, in-
cluidos los intereses devengados, no re-
sulta exigible, salvo los supuestos de ven-
cimiento anticipado, hasta el falleci-
miento del prestatario o acreditado –o del 
último beneficiario–, la extensión de los 
intereses más allá del límite de los dos 
años del artículo 114 de la Ley Hipote-
caria debe entenderse como parte de su 
contenido natural, salvo que de los tér-
minos del propio contrato resulte lo con-
trario. Por ello, en el presente caso en que 
se pacta que la cantidad adeudada será 
el saldo que arroje la cuenta corriente del 
crédito a su vencimiento, que dicho saldo 
resultará del conjunto de partidas de 
cargo y abono, siendo partida de cargo 
los intereses que se vayan devengando 
durante la vigencia del crédito, y que éste 
no vencerán ni será exigible hasta «el día 
en que se cumplan doce meses a contar 
desde el fallecimiento del acreditado», 
no cabe negar que existe el pacto con-
trario al límite legal de dos años de inte-
reses y que, por tanto, éste no es apli-
cable.

9.  En cuanto al defecto relativo a la 
denegación de las cláusulas segunda, ter-
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cera, cuarta, quinta, sexta, séptima, un-
décima, duodécima, y decimoquinta 
–apartados VIII y X de los Fundamentos 
de Derecho de la nota de calificación– 
relativas a disposición de fondos, aper-
tura de cuenta y movimiento de fondos, 
intereses, comisiones –distintas de las 
analizadas en el Fundamento de Derecho 
anterior–, y cancelación anticipada, por 
no estar garantizadas especialmente con 
la hipoteca, debe revocarse, al tratarse de 
cláusulas financieras, por las razones ex-
puestas en el Fundamento de Derecho 
Segundo de esta Resolución, según la in-
terpretación que debe darse al artículo 12 
de la Ley Hipotecaria, tras la Ley 41/2007, 
de manera que su reflejo registral es pro-
cedente, con independencia de si están o 
no cubiertas por la cifra de responsabi-
lidad hipotecaria.

En cuanto a la cláusula decimotercera, 
relativa a costas y gastos, su inscripción 
deriva de que están expresamente com-
prendidas en la cifra de responsabilidad 
hipotecaria según la estipulación vigé-
sima.

10.  No es inscribible la cláusula un-
décima relativa a determinadas obliga-
ciones del acreditado por carecer de tras-
cendencia real, pues las allí contempladas 
en efecto ni son financieras ni están com-
prendidas en la cifra de responsabilidad 
hipotecaria.

11.  El apartado XI de los Funda-
mentos de Derecho de la calificación 
impugnada tiene el siguiente contenido: 
«De conformidad con el articulo 81 del 
Texto Refundido de la Ley General de 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, 
de 16 de noviembre de 2007, y en rela-
ción con el completo contenido de la 
escritura, dados los términos oscuros, dis-
crecionales y genéricamente favorables a 
la parte prestamista, utilizados en el con-
trato que se pretende inscribir, y sujeto a 
la existencia de condiciones generales, se 
advierte que el conjunto de la operación 
pudiera resultar contrario a las exigencias 

de claridad y de no abuso de una posi-
ción dominante, dimanantes del Texto 
Refundido de la Ley General de Defensa 
de los Consumidores y Usuarios, de 16 
de noviembre de 2007, conforme a sus 
artículos 82 y siguientes, cuya incidencia 
pueda ocasionar, ya su no incorporación, 
ya su completa nulidad, conforme a los 
artículos 7 y 8 de la Ley 7/1998 de Con-
diciones Generales de la Contratación».

Sobre tal cuestión deben tenerse pre-
sentes las consideraciones antes expre-
sadas en el Fundamento de Derecho Se-
gundo de la presente Resolución sobre la 
calificación registral del carácter abusivo 
de las cláusulas financieras de los prés-
tamos hipotecarios a las que se refiere el 
párrafo segundo del artículo 12 de la Ley 
Hipotecaria. A la vista de los términos en 
que se ha redactado este apartado de la 
nota de calificación, basada en una valo-
ración genérica, falta detallar la concreta 
cláusula que se considere abusiva y las 
razones de ello, mediante una operación 
de subsunción del supuesto de hecho en 
una prohibición específicamente deter-
minada en términos claros y concretos y 
no basada en conceptos jurídicos indeter-
minados o que puedan ser incluidos en 
el ámbito de la incertidumbre sobre el 
carácter abusivo. La consecuencia de ello 
es la imposibilidad de confirmar la califi-
cación del Registrador en este extremo.

Tampoco puede confirmarse la nota en 
el extremo relativo a la falta de traduc-
ción al castellano de la oferta vinculante, 
de su original inglés, pues, aunque la 
misma figure incorporada a la escritura, 
es un documento preparatorio que no 
forma parte del contrato o acto inscri-
bible, que es el que ha de ser calificado.

En el mismo sentido debe entenderse 
que el Registrador, al señalar en su in-
forme que las referencias a las normas 
sobre protección de datos no son sino 
cumplimiento de lo dispuesto en el ar-
tículo 222.6 de la Ley Hipotecaria, no 
considera como causa impeditiva de la 
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inscripción, y en tal medida se ha de 
entender revisada la calificación, las ma-
nifestaciones que se contienen en el apar-
tado IV n.º 5 de los «Hechos» y en el 
apartado VIII de los «Fundamentos de 
Derecho» a la legislación sobre protec-
ción de datos de carácter personal en 
relación con las obligaciones sobre co-
municación, cesión y uso de tales datos.

12.  Finalmente, en cuanto a la cláu-
sula relativa al poder irrevocable que 
concede el deudor al acreedor para que 
este último proceda a realizar declara-
ciones y subsanaciones ante Notarios y 
Registradores, que sean necesarias para 
inscribir la escritura, incluso en caso de 
autocontratación, ha de afirmarse que se 
trata de un pacto meramente obliga-
cional, que no tiene el carácter de cláu-
sula financiera, por lo que no debe ac-
ceder al Registro de la Propiedad (cfr. 
artículos 2 y 98 de la Ley Hipotecaria), 
siendo suficiente con que la calificación 
se limite a tal extremo. En efecto, es evi-
dente que el carácter irrevocable del re-
ferido apoderamiento o su ejercicio en 
caso de autocontratación en nada afecta 
al derecho inscribible ni es materia que 
deba acceder al Registro, conforme al 
artículo 12 o cualquier otra norma de la 
Ley Hipotecaria.

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha acordado estimar el recurso par-
cialmente, confirmando también en parte 
la nota de calificación en los términos 
que resultan de los anteriores Funda-
mentos de Derecho.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos 325 y 328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 11 de enero de 2011.–La Di-
rectora General de los Registros y del 
Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.

RESOLUCIÓN de 11 de diciembre de 
2010,  de la Dirección General de los Re-
gistros y del Notariado, en el recurso in-
terpuesto por el Ayuntamiento de Alconera 
contra la nota de calificación del regis-
trador de la propiedad de Zafra, por la que 
se suspende la inscripción de una certifi-
cación de acuerdo municipal de reversión 
de finca a favor del Ayuntamiento en unión 
de sentencia del Juzgado de lo Conten-
cioso-Administrativo n.º 2 de Badajoz 
ratificando dicho acuerdo. («BOE»núm. 40 
de 16 de febrero de 2011.)

En el recurso interpuesto por el Ayun-
tamiento de Alconera contra la nota de 
calificación del Registrador de la Pro-
piedad de Zafra, don Luis José Moreno 
Camacho, por la que se suspende la ins-
cripción de una certificación de acuerdo 
municipal de reversión de finca a favor 
del Ayuntamiento en unión de sentencia 
del Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo número 2 de Badajoz ratificando 
dicho acuerdo.

Hechos

I

Por acuerdo municipal del Pleno del 
Ayuntamiento de Alconera de 25 de no-
viembre de 2005 se decretó la resolución 
del contrato de enajenación realizado 
por el referido Ayuntamiento de la finca 
registral 1.834 de dicho término muni-
cipal por incumplimiento de la condición 
resolutoria establecida en el Pliego de 
Condiciones Económico-Administrativas 
–consistente en destinar el solar a la cons-
trucción de vivienda en un plazo de cinco 
años desde la adjudicación definitiva de 
modo que en caso de incumplimiento 
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revertirá la propiedad del solar al Ayunta-
miento y cuanto se halle edificado, con 
pérdida de las cantidades satisfechas–, 
con reversión de los bienes enajenados 
de manera expresa y automática. Recu-
rrido el Acuerdo ante el Tribunal de lo 
Contencioso-Administrativo n.º 2 de 
Badajoz por, entre otros, don F. J. C. G., 
titular registral con carácter ganancial de 
la finca, alegando, entre otros motivos, 
que tratándose de un contrato privado, la 
Administración carece de potestad para 
resolverlo sin acudir a los Tribunales Ci-
viles. El Tribunal, por sentencia de 19 de 
octubre de 2006: afirmó que el contrato 
de enajenación que ocupa tiene natura-
leza administrativa y no civil; desestimó 
el recurso; y acordó la ratificación del 
acuerdo impugnado por ser plenamente 
ajustado a derecho.

II

Presentada certificación del acuerdo 
municipal junto con testimonio de la sen-
tencia en el Registro de la Propiedad de 
Zafra, fue objeto de la siguiente nota de 
calificación, de fecha 27 de abril de 2009: 
«…se suspende la inscripción en él pre-
tendida por observarse el siguiente de-
fecto: 1. Encontrándose la finca inscrita a 
favor de los compradores don F. J. C. G. 
para su sociedad de gananciales con 
doña C. B. G. según la inscripción de la 
misma al folio 179 del tomo 1.334, libro 
27 de Alconera, de fecha veintitrés de 
septiembre de mil novecientos noventa y 
dos y habiéndose practicado dicha ins-
cripción 1.ª en virtud de escritura pú-
blica, estando además inscrita una obra 
nueva en construcción por la inscripción 
2.ª de fecha veinte de julio de mil nove-
cientos noventa y tres. No es posible 
practicar la reinscripción a favor del 
Ayuntamiento, sobre la base de un hipo-
tético incumplimiento de una supuesta 
Condición Resolutoria que no consta en 
el Registro, la cual implica una cancela-
ción de la inscripción del titular Registral, 
si no es por medio de otra escritura en la 

que preste su consentimiento para la can-
celación dicho titular o, en su defecto, 
por sentencia contra la que no se halle 
pendiente recurso de casación en la que 
se decrete la resolución y se ordene la 
cancelación o reinscripción a favor del 
Ayuntamiento, ya que la fotocopia de la 
sentencia que se acompaña, aparte de no 
ser documento auténtico a los efectos de 
la inscripción no es una sentencia dictada 
en procedimiento seguido contra el ti-
tular registral –supletoria de su consenti-
miento– por la que se hubiese declarado 
la resolución y ordenado la reinscripción 
a favor del Ayuntamiento, con la consi-
guiente cancelación de la inscripción del 
titular registral, sino sólo una sentencia 
por la que se desestima el recurso conten-
cioso-administrativo interpuesto por éste 
frente al acuerdo municipal de resolu-
ción, con reversión, en su caso, de lo 
edificado y pérdida de las cantidades sa-
tisfechas. Arts. 3, 18, 20, 32, 38, 82 de la 
Ley Hipotecaria y 99 y 100 del Regla-
mento Hipotecario y demás preceptos 
concordantes. Contra la presente (…). 
Zafra a 27 de abril de 2009. El Registrador 
de la Propiedad. (Firma ilegible). Firmado. 
Luis José Moreno Camacho».

III

El 27 de abril de 2009 se aporta al 
Registro escrito del Sr. Alcalde por el que 
se solicita la práctica de anotación pre-
ventiva de suspensión, la cual se lleva a 
efecto el 5 de junio de 2009. Junto al 
escrito se aportan testimonio de la sen-
tencia anteriormente fotocopiada y otros 
documentos relativos al expediente de 
reversión.

IV

Contra la anterior nota de calificación, 
don Manuel Galea Santos, Alcalde de 
Alconera, actuando en nombre y repre-
sentación del citado Ayuntamiento, inter-
pone recurso en virtud de escrito de fecha 
27 de mayo de 2009, sosteniendo las si-
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guientes alegaciones: Frente la falta de 
firmeza, se alega que la propia sentencia 
contiene, tras su parte dispositiva, decla-
ración de su propia firmeza. Y, a mayor 
abundamiento, que se presentó testi-
monio auténtico de la diligencia de orde-
nación expedida por la Secretaria del 
Juzgado de lo Contencioso-Administra-
tivo número 2 de Badajoz, acreditativa de 
la firmeza de la sentencia, al no haberse 
interpuesto contra la misma recurso de 
apelación. Por otra parte, se aportó testi-
monio auténtico de acta de compare-
cencia de 18 de mayo de 2009, en la que 
la Secretaria del citado Juzgado mani-
fiesta: «(...) que no existe en este procedi-
miento, presentados por ninguna de las 
partes escritos interponiendo recurso de 
apelación contra la sentencia, ni por lo 
tanto recurso de casación (...)». No cabe 
duda, por tanto, de la autenticidad de la 
sentencia aportada, de modo que son 
predicables, del documento presentado a 
inscripción, las condiciones de publi-
cidad y autenticidad que garantizan la 
seguridad del tráfico jurídico. Ante la 
eventualidad de que pudiera pensarse 
que la presentación de la sentencia testi-
moniada es extemporánea, hemos de se-
ñalar que dicha presentación ha de en-
tenderse, sobre la base del artículo 66 de 
la Ley Hipotecaria, como referida a do-
cumentación complementaria, a fin de 
subsanar uno de los defectos puestos de 
manifiesto por el Registrador, bien es 
verdad que casi incidentalmente, a la 
vista de la redacción otorgada a su reso-
lución de calificación y teniendo en 
cuenta que no puso en duda la autenti-
cidad del acuerdo municipal que referida 
sentencia ratifica plenamente. Así las 
cosas, cualquier motivo de suspensión de 
la inscripción referido a una supuesta 
falta de autenticidad de la sentencia, de 
su falta de firmeza o de que contra la 
misma no se hubiere interpuesto recurso 
de casación, debe decaer. La falta de con-
sentimiento del titular ha sido suplida por 
una sentencia judicial. Es doctrina reite-
rada de la Dirección General de Registros 

y del Notariado la que otorga relevancia 
indiscutible al llamado principio de con-
sentimiento. Según esta doctrina, los 
asientos registrales, están bajo la salva-
guardia de los Tribunales (artículo 1 de la 
Ley Hipotecaria), y, con carácter general, 
los mismos no pueden ser cancelados 
más que con el consentimiento de su ti-
tular o por medio de resolución judicial 
obtenida en procedimiento entablado 
contra todos aquellos a los que el asiento 
reconozca algún derecho (artículos. 40, 
82 y 220 de la Ley Hipotecaria). Véase, 
entre otras, la Resolución de ese Centro 
Directivo de 26 de abril de 2006 (Boletín 
Oficial del Estado de 19 de junio). En 
virtud de lo anterior, podríamos entender 
las dudas del Registrador, respecto a que 
no consta el consentimiento del actual 
titular registral, si, por una parte, no estu-
viera ya suplido su consentimiento por 
una resolución judicial o si, por otro lado, 
la inscripción pretendida por el Ayunta-
miento afectara a terceros. Pero la ins-
cripción pretendida no afecta a terceros, 
como se deduce de la propia calificación 
del Registrador, pues el único interesado 
o titular del derecho es don F. J. C. G. y 
su esposa, en cuanto el bien pertenece a 
su sociedad de gananciales. Resulta acre-
ditado en el supuesto que nos ocupa que 
la negativa don F. J. C. G. a prestar el 
consentimiento correspondiente a fin de 
que el inmueble revierta al Ayuntamiento, 
de forma, digámoslo así, amistosa o no 
contenciosa, oposición negativa que se 
deduce tanto del procedimiento adminis-
trativo de reversión, como de su oposi-
ción posterior a la misma en sede judi-
cial, es suplido finalmente por la sen-
tencia judicial firme tantas veces citada y 
que constituye, junto al acuerdo muni-
cipal que en todos sus términos ratifica y 
declara acorde a derecho, justo titulo 
para inscribir el bien nuevamente a favor 
de la Corporación, lo que conllevaría ló-
gicamente la cancelación de la inscrip-
ción del actual titular registral. La razón 
por la cual nuestro ordenamiento jurídico 
y, por ende, esa Dirección General 

Boletín núm. 2128–Pág. 110



–  1187  –

           

otorgan a las sentencias judiciales, poder 
supletorio del consentimiento de los par-
ticulares, estriba no sólo en el hecho 
formal de que dimanen de un poder del 
Estado, sino de que son el resultado de un 
procedimiento judicial previo contradic-
torio en el que se han salvaguardado 
todas y cada una de las garantías proce-
sales para las partes y, esencialmente, 
para el afectado por la pretendida altera-
ción registral. Exigencia esta que la Ley 
Hipotecaria refuerza, en su artículo 82, 
cuando exige que la sentencia que se 
esgrima como título para la inscripción 
no se halle pendiente de recurso de casa-
ción, tal y como ocurre en nuestro caso. 
Por lo tanto, no puede negarse virtualidad 
registral a la sentencia aportada por esta 
parte y al acuerdo administrativo indiso-
lublemente unido a ella. (…) Podrían en-
tenderse las dudas del Registrador, si sólo 
pretendiéramos la inscripción de la reso-
lución administrativa, aún cuando fuera 
firme, porque, al fin y al cabo, serían 
predicables de ella ciertas notas de unila-
teralidad (sin perjuicio de que los actos 
administrativos son inmediatamente eje-
cutivos, véanse los artículos 56 y si-
guientes de la vigente Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común), pues la 
Administración habría sido juez y parte 
en un procedimiento administrativo, aún 
cuando cumpliera el debido principio de 
audiencia respecto al interesado. Pero es 
que, no es ese nuestro caso, donde la 
resolución administrativa tiene el aval de-
terminante y definitivo de un órgano ju-
dicial competente. No se trata, como dice 
textualmente el Registrador en su califi-
cación: de «(...) sólo una sentencia por la 
que se desestima el recurso contencioso 
administrativo interpuesto por éste frente 
al acuerdo municipal de resolución, con 
reversión, en su caso, de lo edificado y 
pérdida de las cantidades satisfechas 
(...)»; el Juzgado no sólo desestima el re-
curso, sino que ratifica expresamente 
(véase el fallo de la sentencia), el acuerdo 

impugnado, por ser plenamente ajustado 
a derecho. Prueba del escrupuloso cum-
plimiento del principio de contradicción 
que la inspira, la sentencia, según se ob-
serva en la misma, no sólo aborda cues-
tiones procesales previas o formales, sino 
que incide sustancialmente en el fondo 
del asunto, para declarar al final que pro-
cede confirmar en todos sus términos el 
acuerdo municipal que acordó resolver 
el contrato y la reversión del inmueble a 
favor del Ayuntamiento. Aunque nos re-
mitamos genéricamente a la misma y a 
los extractos que de sus fundamentos ju-
rídicos hemos reseñado en el hecho se-
gundo de este recurso, merece la pena 
poner negro sobre blanco las siguientes 
conclusiones: a). Don F. J. C. G. es parte 
en el pleito. Su posición procesal fue la 
de demandante. b). Las cuestiones for-
males planteadas por la Administración, 
concretamente, la inadmisibilidad del re-
curso por extemporáneo, fue expresa-
mente rechazada por la Juzgadora. c). Al 
examinar el fondo del asunto, la sen-
tencia considera: c.1: Que la naturaleza 
jurídica del contrato no es civil, sino de 
contrato administrativo especial, lo que 
tiene indudables implicaciones en cuanto 
a la jurisdicción competente y al valor 
también de una sentencia dimanante del 
orden de lo contencioso administrativo 
que, al decidir, como en seguida se dirá, 
sobre la resolución del contrato y la re-
versión del inmueble al Ayuntamiento, es 
capaz de provocar alteraciones regis-
trales. c.2. Que sigue en vigor la condi-
ción resolutoria que obligaba a los adju-
dicatarios, entre otros a don F. J. C. G., a 
construir su propia vivienda en el solar 
objeto de compraventa, en el plazo de 
cinco años, y que el incumplimiento 
acreditado de esta condición, reconocida 
por otra parte por el propio don F. J. C. 
G., da lugar a la resolución del contrato 
y a la reversión del inmueble al Ayunta-
miento. c.3. Que la acción resolutoria 
hecha efectiva por el Ayuntamiento y los 
efectos que de la misma derivan, no es-
taban prescritos. A lo anterior añadamos, 
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que ninguna de las anteriores conclu-
siones contenidas en la misma, han sido 
recurridas o discutidas en apelación, en 
casación, o en forma alguna, por don F. 
J. C. G. En suma, como podemos observar 
y apuntamos arriba, la sentencia aborda 
todas y cada una de las cuestiones de 
fondo transcendentes jurídicamente, a 
efectos de determinar si es correcta la 
resolución contractual y los efectos de la 
misma; es decir, lo mismo que nos pro-
pone ahora el señor Registrador en la 
resolución aquí recurrida, para suplir la 
falta de consentimiento del titular regis-
tral e inscribir nuestro derecho. En otras 
palabras, lo que, a nuestro juicio, pro-
pone el Registrador es una verdadera re-
petición del juicio, esta vez, ante la juris-
dicción civil, desde el momento en que 
habla en la resolución recurrida, de un 
(...) procedimiento seguido contra el ti-
tular registral supletorio de su consenti-
miento por la que se hubiese declarado 
la resolución y ordenado la reinscripción 
a favor del Ayuntamiento (…)». Considera 
el recurrente que el planteamiento refe-
rido va de forma improcedente, más allá 
de las facultades que los Registradores 
tienen respecto a la calificación de los 
documentos expedidos por la autoridad 
judicial, límites establecidos claramente 
en el artículo 100 del Reglamento Hipo-
tecario. Además se alega que no existen 
terceros hipotecarios que pudieran verse 
afectados por la inscripción a favor del 
Ayuntamiento de su derecho y consi-
guiente cancelación del inscrito a favor 
del actual titular. Por la contundencia y 
clarividencia de su fallo, cita el recurrente 
la Resolución de la Dirección General de 
Registros y del Notariado de 17 de sep-
tiembre de 2001, que resuelve un caso en 
el que el Registrador de la Propiedad se 
negaba a inscribir a favor de un Ayunta-
miento, un acuerdo municipal por el que 
se resolvía la enajenación de un inmueble 
y su inscripción a favor nuevamente del 
Ayuntamiento, y un auto (ni siquiera una 
sentencia) de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de 

Justicia de Murcia, (luego ratificado por 
el Tribunal Supremo), por la que se acor-
daba no suspender dicho acto adminis-
trativo (ni siquiera ratificarlo). Que el 
actual titular registral no es tercero y que 
no existen tampoco ni terceros hipoteca-
rios, ni derechos de terceros hipotecarios 
que puedan verse afectados por la reins-
cripción del bien a favor del Ayunta-
miento, son, por tanto, dos razones más 
para atender la reivindicación municipal, 
entender que el asiento pretendido está 
protegido por el principio de legitimación 
registral y estimar este recurso. La sen-
tencia aportada tiene autoridad de cosa 
juzgada. El indubitado testimonio de su 
autenticidad, así como las diligencias ju-
diciales todas ellas acreditativas de su 
firmeza y de que contra la misma no se 
ha interpuesto recurso alguno, incluido el 
de casación, nos llevan a considerar que 
la resolución aportada, en cuanto sen-
tencia firme, entraña el efecto de cosa 
juzgada formal; pero, además, su am-
plitud dialéctica, las cuestiones jurídicas 
que, prácticamente con carácter exhaus-
tivo, la propia sentencia resuelve y a las 
que nos hemos referido con profusión, 
excluyen conforme a la ley, un ulterior 
proceso cuyo objeto sea idéntico al del 
proceso en que aquélla se produjo (ar-
tículo 222 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil). Y ello con independencia de que 
haya sido emitida por un órgano judicial 
de lo Contencioso Administrativo, orden 
jurisdiccional al que no cabe minusva-
lorar o situar en posición subordinada de 
otros órdenes, por las razones a las que 
ya nos hemos referido. La resolución del 
Registrador afirma, asimismo, que no está 
inscrita en el Registro la condición reso-
lutoria habilitadora de la inscripción a 
favor del Ayuntamiento y que implica la 
cancelación de la inscripción a favor del 
actual titular registral. Respecto a ello, 
hay que reiterar que resulta indiferente 
que dicha condición resolutoria esté o no 
inscrita en el Registro de la Propiedad, 
pues se dispone de la sentencia tantas 
veces citada en este recurso. Sin perjuicio 
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de ello, no es menos cierto que tanto la 
resolución administrativa de adjudica-
ción del inmueble, como la escritura que 
elevó a público dicha compra venta, se 
refieren decisivamente al pliego de con-
diciones administrativas que rigió la ena-
jenación, cuyas cláusulas resultan deter-
minantes pues forman parte de las obli-
gaciones que los contratantes asumen al 
formalizar la transmisión. Hasta tal punto 
ello es así, que el contrato en cuestión no 
se entendería sin considerar al pliego 
como parte integrante del mismo: no en 
vano, este dato provoca la consecuencia 
fundamental de que el contrato no es 
civil, sino administrativo especial, véase 
la sentencia aportada, y, en general, todo 
el bloque probatorio adjunto, en espe-
cial, el dictamen del Consejo Consultivo 
de Extremadura inserto en el expediente 
administrativo. Siendo ello así, podemos 
afirmar que el Registrador de la Pro-
piedad, en el momento en que tuvo a la 
vista las escrituras de 20 de julio de 1992, 
por la que se transmite el inmueble a don 
F. J. C. G.. y a su esposa, escrituras en las 
que expresamente se cita el pliego de 
condiciones, la normativa vigente en ma-
teria de Régimen Local en lo que a ena-
jenación de bienes se refiere, y una cons-
tante remisión de las partes a tan citado 
pliego en orden a regular tanto las obli-
gaciones como los derechos de los con-
tratantes, bien pudo solicitar del presen-
tante de la escritura que completase la 
documentación acompañando el pliego 
de condiciones o valorar su trascen-
dencia, de modo que debió inscribir en-
tonces todas las cláusulas de relevancia 
real que de él se dedujeran (artículo 51.6 
del Reglamento Hipotecario), y resulta 
evidente que las cláusulas resolutorias 
y/o de reversión en él contenidas, tienen 
indudablemente este carácter. Aún 
cuando la ausencia de constancia en el 
Registro de dicha condición resolutoria 
carezca de virtualidad a efectos de lo 
pretendido en este recurso, como ya 
hemos dicho, en ningún caso pueden re-
caer sobre el Ayuntamiento, que carece 

de responsabilidad alguna en ello, las 
consecuencias de esta omisión. Sobre 
una eventual ejecución de la sentencia 
del Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo número 2 de Badajoz. Exigir la 
ejecución de la misma, equivaldría en 
este punto a requerir en primer término y 
nuevamente al interesado para que pres-
tara su consentimiento en orden a la de-
volución del inmueble al Ayuntamiento; 
y, si no cumplimentara el requerimiento, 
obtener una nueva resolución judicial, 
esta vez ejecutoria, que supliera el con-
sentimiento del titular. No obstante, junto 
a lo anterior, hemos de decir que el fallo 
de la sentencia, dado que ratifica en todos 
sus términos la resolución administrativa 
de la que trae causa, ya supone en sí 
mismo un verdadero requerimiento al ac-
tual titular registral para que preste su 
consentimiento voluntario a la reversión 
del bien al Ayuntamiento. Es más, la re-
solución municipal previa ya requiere al 
interesado para que preste tal consenti-
miento, mucho antes de que recayera la 
meritada sentencia. Por lo tanto, es evi-
dente que se han producido ya sobrados 
requerimientos al actual titular registral, 
y que su consentimiento ya está suplido 
por la sentencia que presentada ante el 
Registrador.

V

El Registrador dio traslado del expe-
diente al Tribunal de lo Contencioso-Ad-
ministrativo número 2 de Badajoz, que 
mediante Providencia de 9 de junio de 
2009 hizo constar que por el Juzgado no 
se estima necesario realizar alegación al-
guna, y, por último, emitió informe el día 
15 de junio de 2009 y elevó el expediente 
a este Centro Directivo.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 1, 3 y 82 de la Ley 
Hipotecaria; 4.2 y 52 del Decreto 
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923/1965, de 8 de abril, de Texto Articu-
lado de la Ley de Bases de Contratos del 
Estado; 100, 174 y 175 del Reglamento 
Hipotecario; 39 del Texto Refundido de 
la Ley del Suelo aprobado por Real De-
creto Legislativo 2/2008, de 20 de junio; 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 10 
de junio de 1988; así como las Resolu-
ciones de esta Dirección General de 17 
de septiembre de 2001, 13 de diciembre 
de 2002, 20 de diciembre de 2005, 26 de 
marzo y 27 de octubre de 2008, y 29 de 
enero de 2009.

1.  Subsanado, según declara el 
propio Registrador en su informe, el de-
fecto relativo a la forma auténtica de la 
sentencia aportada, se debate en este re-
curso la inscribibilidad de una certifica-
ción administrativa expedida por el Ayun-
tamiento de Alconera de un acuerdo 
municipal por el que se declara resuelta 
la venta que el referido Ayuntamiento 
realizó sobre una finca registral por in-
cumplimiento de la condición resolutoria 
establecida en el Pliego de condiciones 
económico-administrativas, con la consi-
guiente reversión a favor del Ayunta-
miento de manera expresa y automática. 
Se acompaña Testimonio de sentencia 
dictada por un Tribunal de lo Conten-
cioso-Administrativo por la que se afirma 
que el contrato de enajenación tenía na-
turaleza administrativa no civil, se deses-
tima el recurso contencioso-administra-
tivo, y se ratifica el acuerdo impugnado. 
El Registrador suspende la inscripción 
porque, encontrándose la finca inscrita a 
favor de los compradores y habiéndose 
practicado la inscripción en virtud de es-
critura pública, no es posible practicar la 
reinscripción a favor del Ayuntamiento 
sobre la base del hipotético cumplimiento 
de una supuesta condición resolutoria 
que no consta en el Registro a menos que 
medie otra escritura pública o sentencia 
firme en la que se decrete la resolución y 
se ordene la cancelación o reinscrip-
ción.

2.  El defecto no puede ser sostenido. 
Como ha mantenido este Centro Direc-
tivo en otras ocasiones (véase Resolu-
ciones citadas en los Vistos, en particular 
la Resolución de 27 de octubre de 2008 
y 29 de enero de 2009) a efectos de atri-
buir la competencia a la jurisdicción civil 
o a la contencioso-administrativa, debe 
seguirse la doctrina del Tribunal Supremo 
en su sentencia de 10 de junio de 1988 y 
distinguir los «actos de la Administra-
ción» de los «actos administrativos», pues 
sentado que sólo estos últimos son sus-
ceptibles de la vía administrativa, dicha 
calificación la merecen solamente aque-
llos actos que, junto al requisito de 
emanar de la Administración Pública, son 
realizados como consecuencia de una 
actividad de «imperium» o en ejercicio 
de una potestad que sólo ostentaría como 
persona jurídico pública y no como per-
sona jurídico privada.

En este caso, por sentencia judicial 
firme emanada de procedimiento instado, 
precisamente, por el titular registral de la 
finca, el contrato resuelto ha sido califi-
cado de administrativo y el acuerdo mu-
nicipal de resolución, cancelación y re-
versión ha sido ratificado judicialmente 
en sus términos. Por tanto, la compra-
venta ahora objeto de resolución consti-
tuía un contrato administrativo especial 
instrumentalizado a través de licitación 
pública y pliego de condiciones cuyo in-
cumplimiento ha sido la causa de la re-
solución. En virtud del artículo 4.2 de la 
Ley de Contratos del Estado de 1965 
(aplicable por razón de la fecha del con-
trato, según las disposiciones transitorias 
de las Leyes 13/1995, de 18 de mayo; 
Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de 
junio; y Ley 30/2007, de 30 de octubre), 
debe aplicarse lo dispuesto en el artículo 
52 del mismo texto, de forma que al 
Ayuntamiento, en cuanto órgano de con-
tratación, le corresponde acordar la reso-
lución del contrato. Según doctrina de 
este Centro Directivo (vid. Resolución de 
24 de febrero de 2009), es suficiente para 
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obtener la reinscripción la certificación 
administrativa del acto firme no sólo en 
vía administrativa sino, como en este 
caso, también judicial sin necesidad de 
obtener otra sentencia diferente o escri-
tura pública.

3.  Por otra parte, el hecho de que no 
conste en el Registro el pliego de condi-
ciones y, por tanto, la condición resolu-
toria administrativa, no supone ningún 
obstáculo para proceder a la reinscrip-
ción ya que como señaló la Resolución, 
de este Centro Directivo, de 17 de sep-
tiembre de 2001, no habiendo pasado la 
finca a poder de terceros, la persona 
contra quien se ejercita queda afectada 
por la resolución como parte contrac-
tual.

Este mismo es el criterio sostenido en 
la actualidad por el artículo 39, apartado 
4, letra a), del Texto Refundido de la Ley 
del Suelo aprobado por Real Decreto Le-
gislativo 2/2008, de 20 de junio, que per-
mite la resolución unilateral por la Admi-
nistración por incumplimiento de condi-
ciones impuestas en la transmisión, 
siempre que la resolución sea firme en 
vía administrativa y jurisdiccional.

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha acordado estimar el recurso y 
revocar la nota de calificación del Regis-
trador en los términos que resultan de los 
anteriores pronunciamientos.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Civil de la 
capital de la Provincia del lugar donde 
radica el inmueble en el plazo de dos 
meses desde su notificación, siendo de 
aplicación las normas del juicio verbal, 
todo ello conforme a lo establecido en los 
artículos 325 y 328 de la Ley Hipote-
caria.

Madrid, 11 de diciembre de 2010.–La 
Directora General de los Registros y del 
Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.

RESOLUCIÓN de 21 de diciembre de 
2010,  de la Dirección General de los Re-
gistros y del Notariado, en los recursos 
interpuestos por «Comercial Vascongada 
Recalde, SA» contra las notas de califica-
ción de los registradores mercantiles y de 
bienes muebles XII y VIII de Madrid, re-
cursos todos acumulados en el mismo 
expediente, por las que se deniegan las 
inscripciones de escrituras de elevación a 
público de acuerdos sociales. («BOE»núm. 
40 de 16 de febrero de 2011.)

En el recurso interpuesto por don F. J. 
J. J., en nombre y representación de «Co-
mercial Vascongada Recalde, S.A.», 
contra la nota de calificación del Regis-
trador Mercantil y de Bienes Muebles XII 
de Madrid, don Adolfo García Ferreiro; 
por don F. J. J. J., en la misma representa-
ción, contra la nota de calificación de la 
Registradora Mercantil y de Bienes Mue-
bles VIII de Madrid, doña María Dolores 
Estella Hoyos; y por don I. M. C.G., en la 
misma representación, contra la nota de 
calificación del Registrador Mercantil y 
de Bienes Muebles XII de Madrid, don 
Adolfo García Ferreiro, recursos todos 
acumulados en el mismo expediente, por 
las que se deniegan las inscripciones de 
escrituras de elevación a público de 
acuerdos sociales.

Hechos

I

Con fecha 15 de julio de 2009, se pre-
senta en el Registro Mercantil de Madrid, 
copia de la escritura otorgada ante el No-
tario de Madrid, don Pedro Antonio Ma-
teos Salgado, el 9 de julio de 2009, con 
el número 1152 de protocolo. Dicha es-
critura es subsanada mediante escritura 
otorgada ante el Notario de Madrid, don 
Antonio Huerta Trólez, el 10 de sep-
tiembre de 2009, con el número 1702 de 
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protocolo, por la que don L. E. S. S., en 
nombre y representación de la mercantil 
«Comercial Vascongada Recalde, S.A.», 
eleva a público los acuerdos de la Junta 
General de fecha 30 de marzo, 29 de 
abril y 9 de julio de 2009, que constan en 
la certificación unida, de carácter de uni-
versal de la Junta, adoptándose los 
acuerdos por unanimidad, relativos a: 1) 
reducción del capital social; 2) redacción 
del artículo 7.º de los estatutos sociales; 
3) restitución de aportaciones.

II

Presentadas copias autorizadas de di-
chas escrituras en el Registro Mercantil de 
Madrid, fueron objeto de la siguiente 
nota de calificación: «El Registrador Mer-
cantil que suscribe previo examen y cali-
ficación del documento precedente de 
conformidad con los artículos 18 del Có-
digo de Comercio y 6 del Reglamento del 
Registro Mercantil y habiéndose dado 
cumplimiento a lo dispuesto en el ar-
tículo 15.2 de dicho Reglamento ha re-
suelto no practicar la inscripción solici-
tada por haber observado el/los siguiente/s 
defecto/s que impiden su práctica: En-
tidad: Comercial Vascongada Recalde, 
S.A. Defectos subsanables; Presentada 
nuevamente en unión de escritura autori-
zada el 10 de septiembre de 2009 (N.º 
1702) por el Notario de Madrid don An-
tonio Huerta Trólez se observa lo si-
guiente: 1) Los acuerdos de la juntas ce-
lebradas el 30 de marzo, el 29 de abril y 
el 9 de julio de 2009 elevados a público 
en la presente escritura han sido anulados 
y dejados sin efecto por las juntas cele-
bradas el 22 de mayo de 2009 que causó 
la inscripción 13 de la Hoja Social, el 10 
de julio de 2009, que causó la inscrip-
ción 15 y por la Junta celebrada el 17 de 
septiembre de 2009, elevada a público 
en escritura autorizada el 18 de sep-
tiembre de 2009 (n.º 3075) por el Notario 
de Madrid, don Francisco Javier Mone-
dero San Martín y que ha sido presentada 
en este Registro el 18 de septiembre de 

2009 bajo el número de asiento 1175 del 
diario 2032, número entrada 113.304, 
que se encuentra vigente(Arts.115 LSA y 
6, 10 y 11 RRM y resoluciones de 17 de 
febrero de 1992, 25 de julio de 1998 y 5 
de abril de 1999). 2) Don L. E. S. S. no 
está facultado ni para certificar, ni para 
elevar a público los acuerdos contenidos 
en dicha escritura n.º 1702/09 ya que fue 
cesado como administrador único en la 
junta celebrada el 24 de julio de 2009 
que además declaró nula y dejo sin efecto 
los acuerdos de la junta celebrada el 21 
de julio de 2009 y que se elevó a público 
en escritura autorizada el 27 de julio de 
2009 (N.º 2654) por el Notario de Madrid 
don Francisco Javier Monedero San 
Martín que se presentó el 31 de julio de 
2009 bajo el asiento número 787 de 
Diario 2023, n.º entrada 111.024 que se 
encuentra vigente (arts. 115 LSA y 6, 10, 
11, 108 y 109 RRM y resoluciones antes 
citadas). 3). Con relación a las rectifica-
ciones de los acuerdos de las juntas cele-
bradas el 30 de marzo y el 9 de julio de 
2009, elevadas a público en dicha escri-
tura n.º 1702/09, no se acredita el cum-
plimiento de lo dispuesto en los artículos 
164, 165 y 166 LSA, 170 RRM y resolu-
ción de 14 de julio de 1995. Sin perjuicio 
(…) Madrid, 29 de Septiembre de 2009. 
El Registrador (firma ilegible y sello con 
el nombre y apellidos del Registrador)».

III

Contra la anterior nota de calificación, 
don F. J. J. J., en nombre y representación 
de la mercantil «Comercial Vascongada 
Recalde, S.A.», interpone recurso en 
virtud de escrito de fecha 29 de octubre 
de 2009, en base entre otros a los si-
guientes argumentos: 1.–Calificación 
nula por incompleta: falta la consulta a 
los demás titulares del correspondiente 
sector del Registro Mercantil, artículos 
18.8 del código de Comercio y 15.2 del 
Reglamento del Registro Mercantil; 2.–In-
eficacia de los acuerdos adoptados en la 
Junta de los días 22 de mayo de 2009, 10 
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de julio de 2009 y 17 de septiembre de 
2009. Estos acuerdos han sido revocados 
por los adoptados por la Junta General de 
26 de octubre de 2009, que, además, ha 
declarado la vigencia de los acuerdos de 
30 de marzo de 2009, 29 de abril de 
2009 y 9 de julio de 2009; 3.–Inexis-
tencia de acuerdos incompatibles. No 
existe incompatibilidad alguna, se trata 
simplemente de acuerdos sucesivos en el 
tiempo que se anulan o revocan sucesi-
vamente, pero que tienen una inequívoca 
vigencia temporal cuya legítima publi-
cidad en el Registro Mercantil está in-
equívocamente amparada por el sistema 
registral, con cita de las Resoluciones de 
23 de octubre de 1998, 2 de enero de 
2002, 5 de abril de 1999 y 25 de julio de 
1998; 4) Plena facultad certificante y para 
elevación a público de los acuerdos so-
ciales del administrador único, don L. E. 
S. S.–el único cargo inscrito de adminis-
trador único de la entidad es el de don L. 
E. S. S.; 5) Con relación al tercero de los 
defectos: Absoluta falta de motivación de 
la calificación. Cumplimiento de todos 
los requisitos legal y reglamentariamente 
exigidos para la reducción de capital.

IV

El Registrador emitió informe el día 30 
de noviembre de 2009 y elevó el expe-
diente a este Centro Directivo.

V

Mediante escritura otorgada ante el 
Notario de Madrid, don Antonio Huerta 
Trólez, el 23 de julio de 2009, con el 
número 1.437 de protocolo, don L. E. S. 
S., en nombre y representación de la mer-
cantil «Comercial Vascongada Recalde, 
S.A.», eleva a público los acuerdos de la 
Junta General de fecha 29 de junio de 
2009, que constan en la certificación 
unida, donde se hace constar la presencia 
del Notario de Madrid, don Antonio 
Huerta Trólez, el carácter de universal de 
la Junta adoptándose los acuerdos por 

unanimidad, relativos a: 1) transforma-
ción de las acciones en nominativas, con 
modificación del artículo 7 de los esta-
tutos sociales; 2) se añaden dos nuevos 
párrafos al artículo 12 de los Estatutos 
Sociales, con una Disposición Transi-
toria.

VI

Presentada copia autorizada de dicha 
escritura en el Registro Mercantil de Ma-
drid, fue objeto de la siguiente nota de 
calificación: «El Registrador Mercantil 
que suscribe previo examen y califica-
ción del documento precedente de con-
formidad con los artículos 18 del Código 
de Comercio y 6 del Reglamento del Re-
gistro Mercantil y habiéndose dado cum-
plimiento a lo dispuesto en el artículo 
15.2 de dicho Reglamento ha resuelto no 
practicar la inscripción solicitada por 
haber observado el/los siguiente/s 
defecto/s que impiden su práctica: En-
tidad: Comercial Vascongada Recalde, 
S.A». Defectos subsanables: 1) Los 
acuerdos de la junta celebrada el 22 de 
julio de 2009 elevados a público en la 
presente escritura han sido anulados y 
dejados sin efecto por acuerdo de la junta 
celebrada el 17 de septiembre de 2009 
que se elevó a público en escritura auto-
rizada el 18 de septiembre de 2009 (n.º 
3.075) por el Notario de Madrid Don 
Francisco Javier Monedero San Martín 
que se presento el 18 de septiembre de 
2009 bajo el asiento 1175 del diario 
2.032, n.º entrada 113.304. Estando vi-
gente el asiento y calificado con defectos 
el titulo (arts. 115 LSA y 6, 10 y 11 RRM 
y Resoluciones de 17 de febrero de 1992, 
25 de julio de 1998 y 5 de abril de 1999). 
2) Don L. E. S. S. no está facultado ni para 
certificar, ni para elevar a público los 
acuerdos ya que fue cesado como admi-
nistrador único en la junta celebrada el 
24 de julio de 2009 que además declaró 
nula y dejo sin efecto los acuerdos de la 
junta celebrada el 21 de julio de 2009 y 
que se elevó a público en escritura auto-
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rizada el 27 de julio de 2009 (N.º 2654) 
por el Notario de Madrid don Francisco 
Javier Monedero San Martín que se pre-
sentó el 31 de julio de 2009 bajo el 
asiento número 787 de Diario 2023, n.º 
entrada 111.024 que se encuentra vi-
gente (arts. 115 LSA y 6, 10, 11, 108 y 
109 RRM y Resoluciones antes citadas). 
3) Según los datos obrantes en este Re-
gistro Mercantil el capital social es de 
treinta y siete millones quinientos ochenta 
y cinco mil novecientos catorce euros 
con cuarenta y un céntimos (artículos 10 
y 11 del R.R.M.). Sin perjuicio (…) Ma-
drid, 29 de Septiembre de 2009 El Regis-
trador (firma ilegible y sello con el nombre 
y apellidos de la Registradora)».

VII

Contra la anterior nota de calificación, 
don F. J. J. J., en nombre y representación 
de la mercantil «Comercial Vascongada 
Recalde, S.A.», interpone recurso en 
virtud de escrito de fecha 29 de octubre 
de 2009, en base entre otros a los si-
guientes argumentos: 1.–Calificación 
nula por incompleta: falta la consulta a 
los demás titulares del correspondiente 
sector del Registro Mercantil, artículos 
18.8 del código de Comercio y 15.2 del 
Reglamento del Registro Mercantil; 2.–In-
eficacia de los acuerdos adoptados en la 
Junta de 17 de septiembre de 2009. Estos 
acuerdos han sido revocados por los 
adoptados por la Junta General de 26 de 
octubre de 2009, que, además, ha decla-
rado la vigencia de los acuerdos de 30 de 
marzo de 2009, 29 de abril de 2009 y 9 
de julio de 2009; 3.–Inexistencia de 
acuerdos incompatibles. No existe in-
compatibilidad alguna, se trata simple-
mente de acuerdos sucesivos en el tiempo 
que se anulan o revocan sucesivamente, 
pero que tienen una inequívoca vigencia 
temporal cuya legítima publicidad en el 
Registro Mercantil está inequívocamente 
amparada por el sistema registral, con 
cita de las Resoluciones de 23 de octubre 
de 1998, 2 de enero de 2002, 5 de abril 

de 1999 y 25 de julio de 1998; 4) Plena 
facultad certificante y para elevación a 
público de los acuerdos sociales del ad-
ministrador único, don L. E. S. S.–el único 
cargo inscrito de administrador único de 
la entidad es el de don L. E. S. S.; 5) Re-
ducción de capital previamente presen-
tada a calificación.–No existe en este 
punto defecto alguno, toda vez que la 
cifra de capital consignada en la escritura 
de modificación de estatutos objeto de 
calificación incorpora ya la cifra de ca-
pital social resultante de la reducción de 
capital previamente otorgada y previa-
mente presentada a inscripción, y que se 
encuentra pendiente de inscripción.

VIII

La Registradora emitió informe el día 
30 de noviembre de 2009 y elevó el ex-
pediente a este Centro Directivo.

IX

Mediante escritura otorgada ante el 
Notario de Madrid, don Francisco Javier 
Monedero San Martín, el 27 julio de 
2009, con el número 2.654 de protocolo, 
don I. M. C. G., en nombre y representa-
ción de la mercantil «Comercial Vascon-
gada Recalde, S.A.» eleva a público los 
acuerdos de la Junta General de fecha 24 
de julio de 2009, que constan en la cer-
tificación unida, donde se hace constar el 
carácter de universal de la junta adoptán-
dose los acuerdos por unanimidad, rela-
tivos a: 1) cese del administrador único; 
2) revocación de cualquier poder o auto-
rización que pudiera tener el adminis-
trador cesado; 3) nombramiento de nuevo 
administrador; 4) anular y dejar sin efecto 
los acuerdos de la junta general de 21 de 
julio de 2009. Presentada la indicada es-
critura en el Registro Mercantil de Madrid 
el 31 de julio de 2009, fue objeto de una 
primera nota de calificación, con fecha 
10 de septiembre. Dicha escritura fue ob-
jeto de una Diligencia de rectificación de 
fecha 14 de septiembre de 2009.
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X

Con fecha 14 de septiembre, se pre-
senta nuevamente el documento relacio-
nado, en unión de acta autorizada por el 
mismo Notario, el día 5 de agosto de 
2009, con el número 2.824 de su proto-
colo y testimonio de la diligencia de 
fecha 14 de septiembre de 2009. Es ob-
jeto de la siguiente nota de calificación: 
«El Registrador mercantil que suscribe 
previo examen y calificación del docu-
mento precedente de conformidad con 
los artículos 18 del Código de Comercio 
y 6 del Reglamento del Registro Mercantil 
y habiéndose dado cumplimiento a lo 
dispuesto en el artículo 15.2 de dicho 
Reglamento, ha resuelto no practicar la 
inscripción solicitada por haber obser-
vado el/los siguiente/s defecto/s que im-
piden su práctica: Entidad: Comercial 
Vascongada Recalde, S.A.: Defectos sub-
sanables: Presentada nuevamente en 
unión de acta autorizada por el mismo 
Notario con el numero 2824/09 y de tes-
timonio de diligencia librado el 14 de 
septiembre de 2009 se observa que se 
encuentran presentadas las siguientes es-
crituras en que se elevan a publico 
acuerdos de la misma sociedad que se 
oponen y resultan incompatibles con la 
presente: la autorizada el 23 de julio 
2009 (n.º 1.437) por el Notario de Ma-
drid, don Antonio Huerta Trólez que 
causó el asiento 1090 del diario 2021, n.º 
entrada 96.542, la autorizada el 9 de 
julio de 2009 (n.º 1152) por el Notario de 
Madrid, don Pedro Antonio Mateos Sal-
gado que causó el asiento número 204 
del diario 2017, n.º entrada 110.859 y la 
autorizada el 18 de septiembre de 2009 
(n.º 3.075) por el Notario de Madrid, don 
Francisco Javier Monedero que causó el 
asiento 1175 del diario 2032, n.º entrada 
113304. Dichos títulos han sido califi-
cados con defectos en esta misma fecha 
y están vigentes los respectivos asientos 
de presentación (arts. 6, 10 y 11 RRM y 
Resoluciones de 17 de febrero de 1992, 
25 de julio de 1998 y 5 de abril de 1999). 

Sin perjuicio (…) Madrid, 29 de Sep-
tiembre de 2009 El Registrador (firma ile-
gible y sello con el nombre y apellidos 
del Registrador)».

XI

Contra la anterior nota de calificación, 
don I. M. C. G. interpone recurso en 
virtud de escrito de fecha 22 de octubre 
de 2009, en base entre otros a los si-
guientes argumentos: 1) Que personado 
a primera hora del día 14 de septiembre 
de 2009 en el Registro Mercantil en la 
planta baja en «presentaciones de docu-
mentos», averiguó que dicho defecto se 
refiere a la existencia de dos escrituras de 
la citada sociedad de las que desconozco 
su existencia hasta dicha fecha, y que 
deben ser inscritas por el tracto sucesivo 
previamente, a saber: a) 1152/2009, de 9 
de julio de 2009, del Notario de Madrid, 
don Pedro Antonio Mateos Salgado, con 
el número de entrada inicial en el Re-
gistro Mercantil 89.653 y posterior 
109.305. b) 1437/2009, de 23 de julio de 
2009, del Notario de Madrid, don An-
tonio Huerta Trólez con el número de 
entrada en el Registro Mercantil 96.542. 
2) Que con fecha 17 de septiembre de 
2009 presentó escrito número 112.682 al 
Registro Mercantil, documento número 7 
que se adjunta con los documentos apor-
tados al Registro Mercantil, por el que 
solicitaba la no inscripción de las escri-
turas notariales número 1152 de la Junta 
de 9 de julio de 2009 y número 1.437 de 
la Junta de 22 de julio, respectivamente 
números de entrada en el Registro Mer-
cantil 89.653 y 96.542 porque adolecían 
de graves defectos de nulidad en cuanto 
a la convocatoria y asistencia de las Juntas 
al ser declaradas universales porque no 
intervenían los legatarios. Todas las Juntas 
impugnadas y anuladas celebradas con 
carácter universal, el 30 de marzo de 
2009, el 29 de abril de 2009 y el 9 de 
julio de 2009 y a la que se dicen asis-
tieron todos los accionistas de las mismas, 
cuestión materialmente imposible dado 
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el fallecimiento de don J. M. C. R., como 
accionista único de dicha sociedad, y no 
haber sido convocados ni asistido los le-
gatarios, únicos y legítimos titulares de 
las acciones, desde su fallecimiento. 
Además, ambas Juntas de 9 de julio de 
2009 y de 22 de julio de 2009 y sus co-
rrespondientes escrituras notariales han 
sido anuladas y dejadas sin efecto me-
diante la escritura notarial número 3.075 
del 18 de septiembre de 2009 del Notario 
de Madrid, don Francisco Javier Mone-
dero San Martín, presentada al Registro 
Mercantil el 18 de septiembre de 2009 
con el número de entrada 113.304, do-
cumento número 8, en la que se elevan a 
público los acuerdos alcanzados en la 
Junta de la sociedad de fecha 17 de sep-
tiembre de 2009 que en los puntos 2.º y 
3.º del Orden del día anula y deja sin 
efecto dichas Juntas y todos los acuerdos 
allí alcanzados. Además como ya se ha 
dicho la nulidad de dichas Juntas y sus 
correspondientes acuerdos fue publicada 
en el Boletín Oficial del Registro Mer-
cantil y en el correspondiente periódico, 
documento número 1 de los anterior-
mente presentados en el escrito de 17 de 
septiembre. 3) Que en el Boletín Oficial 
del Registro Mercantil de 15 de sep-
tiembre de 2009, N.º 176, en la página 
29.599, documento número 9, aparece 
anuncio de la sociedad «Comercial Vas-
congada Recalde, S.A.», con la cuantía 
de la reducción del capital social fijada 
en la Junta General Extraordinaria de 30 
de marzo de 2009 posteriormente modi-
ficada por la Junta de 29 de abril de 2009. 
Todo lo referente a dichas Juntas ha sido 
anulado expresamente en la Junta Ge-
neral Extraordinaria de la sociedad de 
fecha 17 de septiembre de 2009 que ra-
tifica lo acordado en anteriores Juntas 
que motivaron la publicación en el Bo-
letín Oficial del Registro Mercantil, N.º 
119, página 23.455, de 26 de junio de 
2009 y en el periódico «El Economista» 
del 23 de junio de 2009 del anuncio de 
anulación de dichas Juntas, tanto la del 
30 de marzo de 2009 como la de 29 de 

abril de 2009. Por tanto, el Registro Mer-
cantil no debería dar ninguna validez, ni 
debería tener ningún título de publicidad 
frente a terceros dicho anuncio publicado 
en el Boletín Oficial del Registro Mer-
cantil que trata de dos Juntas anuladas 
anteriormente. 4) Que con fecha 28 de 
septiembre de 2009 el Registrador Mer-
cantil devuelve íntegramente la docu-
mentación aportada en escrito de 17 de 
septiembre de 2009 diciendo que con-
forme a los artículos 50 y 94 del Regla-
mento del Registro Mercantil, ya que por 
su forma y contenido no puede provocar 
operación registral alguna, documento 
número 10. 5) Que no estando conforme 
con la respuesta dada por el Registrador 
y en contestación al escrito del Registro 
Mercantil de fecha 28 de septiembre de 
2009, vuelvo a presentar escrito, número 
de presentación 117.852, que se adjunta 
como documento número 11, insistiendo 
en la oposición a la inscripción de las 
escrituras a las que se refiere mi escrito 
de fecha entrada 17 de septiembre de 
2009 y ampliación de dicho escrito de 
fecha 30 de septiembre de 2009, toda vez 
que los artículos citados por el Regis-
trador para oponerse, ya que no provocan 
operación registral alguna, no son de 
aplicación a este supuesto en concreto y 
van en contra de todo lo actuado hasta la 
fecha por el Registro Mercantil al cual 
pertenece. Lo que se pretende es poner 
en conocimiento del Registro Mercantil, 
si se hubiesen analizado los documentos 
aportados, una serie de hechos graví-
simos que deben incidir en la no inscrip-
ción de la escritura 1152 y 1437 ambas 
del 2009 de los Notarios de Madrid, don 
Pedro Antonio Mateos Salgado y don An-
tonio Huerta Trólez, respectivamente, 
que han motivado la presentación de la 
correspondiente querella criminal y de-
manda de impugnación de los acuerdos 
mercantiles de dichas Juntas de 9 de julio 
de 2009 y de 22 de julio de 2009, de-
mandas cuyas copias se adjuntaban 
dentro de la documentación aportada al 
Registro. Que con fecha 30 de septiembre 
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de 2009 el Registrador Mercantil de-
vuelve íntegramente la documentación 
aportada en escrito de 29 de septiembre 
de 2009 diciendo que conforme a los 
artículos 50 y 94 del Reglamento del Re-
gistro Mercantil, ya que por su forma y 
contenido no puede provocar operación 
registral alguna, documento número 12. 
6) Que con fecha 5 de octubre de 2009 
retiro en mano, del Registro Mercantil, las 
escrituras presentadas de la sociedad nú-
meros de protocolo 2654 de 27 de julio 
de 2009 y número 3075, de 18 de julio 
de 2009, ambas del Notario Monedero 
San Martín, que incluyen nota del Re-
gistro Mercantil que dice textualmente: 
«presentada nuevamente en unión de 
acta autorizada por el mismo notario con 
el número 2824/09 y de testimonio de 
diligencia librado el 14 de septiembre de 
2009 se observa que se encuentran pre-
sentadas las siguientes escrituras en que 
se elevan a público acuerdos de la misma 
sociedad que se oponen y resultan in-
compatibles con la presente: la autori-
zada el 23 de julio de 2009 (1437) por el 
Notario de Madrid, don Antonio Huerta 
Trólez, la autorizada el 9 de julio de 2009 
(1152) por el Notario de Madrid, don 
Pedro Antonio Mateos Salgado, y la auto-
rizada el 18 de septiembre de 2009 
(3.075) por el Notario de Madrid, don 
Francisco Javier Monedero San Martín. 
Dichos títulos han sido calificados con 
defectos en esta misma fecha y están vi-
gentes los respectivos asientos de presen-
tación (artículos. 6, 10 y 11 del Regla-
mento del Registro Mercantil y Resolu-
ciones de 17 de febrero de 1992, 25 de 
julio de 1998 y 5 de abril de 1999)», 
documento número 1 del presente re-
curso de alzada. 7) Debo entender que 
finalmente e indirectamente el Registro 
Mercantil acepta en parte mis argumen-
taciones y decide no inscribir las citadas 
escrituras notariales referentes a la reduc-
ción de capital, a saber las escrituras ci-
tadas como que se oponen y resultan in-
compatibles con la por mi presentada son 
la número de protocolo 1.152, de 9 de 

julio de 2009, del notario de Madrid, don 
Pedro Antonio Mateos Salgado, y la nú-
mero de protocolo 1.437, de 23 de julio 
de 2009, del Notario de Madrid, don An-
tonio Huerta Trólez, con las presentadas 
de fecha 2.654, de 27 de julio de 2009, 
y 3.075, de 18 de septiembre de 2009, 
ambas del Notario de Madrid, don Fran-
cisco Javier Monedero San Martín. Sor-
prendentemente ahora, pero entiendo 
que correctamente, actúa el Registro 
Mercantil cuando no inscribe las escri-
turas opuestas e incompatibles de reduc-
ción de capital o la de modificación de 
estatutos sociales cuando además dichas 
Juntas y sus acuerdos han sido anulados 
por Juntas posteriores elevadas a público 
y sus acuerdos han obtenido publicidad 
frente a terceros con la publicación en el 
Boletín Oficial del Registro Mercantil. En 
cualquier caso inscribir los acuerdos 
acordados por los herederos en las Juntas 
de 9 de julio de 2009 y 22 de julio de 
2009 supondrá automáticamente que 
también se inscriban los acuerdos alcan-
zados por los legatarios en la junta de 17 
de septiembre de 2009 que revoca lo 
acordado en esas Juntas, y en este juego 
de revocaciones, ahora también de esta-
tutos sociales y nombramientos de nuevos 
administradores, de acuerdos alcanzados 
en las Juntas podemos estar, ambas partes, 
hasta que los Tribunales de Justicia se 
pronuncien, con el desgaste y descrédito 
de las funciones de publicidad para el 
Registro Mercantil frente a terceros. 8) 
Pero, sin embargo, la citada acta notarial 
2.654, de 27 de julio de 2009, tiene un 
orden del día de la Junta distinto en al-
gunos puntos a las de las otras Juntas y se 
puede proceder a inscribir, por lo menos, 
el nombramiento del nuevo adminis-
trador de la sociedad, punto 1 y 3 del 
orden del día de la escritura 2654 de 27 
de julio del Notario don Francisco Javier 
Monedero San Martín, que no se opone 
ni es incompatible con los números de 
protocolo 1.152 y 1.437 antes indicados. 
Es más, el Registro Mercantil, en circuns-
tancias similares y con una documenta-
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ción parecida ha procedido a inscribir las 
escrituras notariales con ceses y nombra-
mientos de administradores únicos de la 
sociedad constando la oposición al 
mismo. Por tanto, ¿por qué no se inscribe 
el cese y nombramiento de un adminis-
trador único de la sociedad como se ha 
hecho hasta ahora? La última escritura 
inscrita de la sociedad referente al cese y 
nombramiento de cargos es la 1.371, de 
21 de julio de 2009 del Notario don An-
tonio Huerta Trólez, documento número 
13. Contra dicho nombramiento los lega-
tarios como propietarios de «Comercial 
Vascongada Recalde, S.A.», desde el 8 de 
marzo de 2009 celebran la Junta General 
Extraordinaria con carácter de universal 
recogida en la escritura notarial 2.654 del 
Sr. Monedero y que ahora se decide no 
inscribir porque se dice incompatibles 
con otras dos entre cuyos acuerdos de 
orden del día no aparece nada referente 
al cese y nombramiento de administra-
dores de la citada sociedad. Así a saber, 
las inscripciones practicadas hasta la 
fecha, esto es, la números 12, 13, 14, 15 
y 16, que van desde la Junta de 30 de 
marzo de 2009 hasta la Junta de 21 de 
julio de 2009, todas ellas con ceses y 
nombramientos de administrador único 
de la citada sociedad se encuentran ins-
critas con una oposición en cada caso a 
los acuerdos adoptados e inscritos, pen-
dientes de las resoluciones judiciales 
oportunas, documento número 14. En 
este supuesto no acabamos de entender 
los motivos por los que en un caso se 
actúa por el Registro Mercantil de una 
manera y en similares casos se actúa de 
la manera contraria. Y como elemento 
adicional de esta Dirección General de 
Registros y del Notariado, cabría decir 
que desde el fallecimiento de don J. M. C 
R., el 8 de marzo de 2009, como propie-
tario del 100% de las acciones de la so-
ciedad, se ha modificado e inscrito en el 
Registro Mercantil cinco veces, estando 
pendiente esta sexta, en brevísimo es-
pacio de tiempo, el cargo de adminis-
trador único de la sociedad «Comercial 

Vascongada Recalde, S.A.», tres por parte 
de los herederos de acuerdo a las Juntas 
de 30 de marzo de 2009, de 9 de julio de 
2009 y de 21 de julio de 2009, y otra tres 
de los legatarios conforme a las Juntas de 
22 de mayo de 2009, 10 de julio de 2009 
y 24 de julio de 2009, esta última pen-
diente de inscripción, como ya se ha 
dicho, y que motiva la presentación del 
presente recurso de alzada.

XII

El Registrador emitió informe el día 26 
de noviembre de 2009, junto con el in-
forme emitido por el Notario de Madrid, 
don Francisco Javier Monedero San 
Martín, de fecha 16 de noviembre de 
2009 y elevó el expediente a este Centro 
Directivo. Con fecha 30 de junio de 2010, 
don I. M. C. G. aporta Sentencia dictada 
por el Juzgado de lo Mercantil número 8 
de Madrid, de 14 de junio de 2010.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 440, 882 y 885 del 
Código Civil; 18.2 del Código de Co-
mercio; 326 de la Ley Hipotecaria; 6, 10, 
11, 15 y 111 del Reglamento del Registro 
Mercantil; y las Resoluciones de 25 de 
junio de 1990, 2 de enero de 1992, 6 de 
junio de 1994, 23 de octubre de 1998, 5 
de abril de 1999, 13 de noviembre de 
2001, 2 de enero de 2002, 31 de marzo 
de 2003 y 8 de noviembre de 2003, y 6 
de julio y 14 de diciembre de 2004.

1.  En la presente Resolución se acu-
mulan tres recursos, dada su vinculación 
entre ellos. Se trata de tres escrituras de 
elevación a público de acuerdos de la 
Junta General de accionistas de la so-
ciedad «Comercial Vascongada Recalde, 
S.A.» –de reducción de capital, transfor-
mación de acciones al portador en nomi-
nativas y nombramiento de administrador, 
entre otros–, contradictorios entre sí y 
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también contradictorios respecto de otros 
acuerdos de Junta General, previamente 
inscritos en fechas recientes, o que re-
sultan de títulos presentados con poste-
rioridad, que evidencian una situación de 
conflicto entre dos grupos que se atri-
buyen la titularidad de las acciones. Unos 
proceden de Juntas Universales adop-
tados por quienes se consideran socios en 
cuanto legatarios de cosa específica de 
las acciones; y otros acuerdos proceden 
de Juntas Universales de otros personas 
que se consideran accionistas como he-
rederos de las acciones, sin que conste la 
entrega del legado por los herederos.

En el Registro Mercantil figuran asientos 
sucesivos, primero de nombramiento de 
administrador único de la sociedad a 
favor de don L. E. S. S. –grupo herederos– 
y a continuación otros de nombramiento 
de administrador único a favor de don I. 
C. G. –grupo legatarios–, así en total hasta 
cinco, todos ellos con notificación al an-
terior administrador conforme al artículo 
111.1 del Reglamento del Registro Mer-
cantil; y cinco notas marginales de inter-
posición de querellas sucesivas por fal-
sedad de las certificaciones de los 
acuerdos.

Los Registradores deniegan la inscrip-
ción de los acuerdos por cuatro defectos 
–tomados en conjunto–: 1) porque los 
acuerdos cuya inscripción se pretende 
han sido declarados nulos en virtud de 
otra Junta Universal y en consecuencia el 
administrador único que los eleva a pú-
blicos carece de legitimación registral 
para ello; 2) porque no se reúnen los re-
quisitos exigibles para la reducción de 
capital, aunque no se especifican; 3) 
porque no pueden inscribirse acuerdos 
de modificación estatutaria mientras no 
esté inscrita la reducción de capital, en 
cuanto afecta a la determinación de las 
mayorías exigibles; 4) porque no se puede 
inscribir el nombramiento de adminis-
trador del grupo legatarios por ser incom-
patible con los títulos presentados con 
anterioridad.

2.  Debe señalarse, con carácter 
previo, que de conformidad con el ar-
tículo 326 de la Ley Hipotecaria, el re-
curso deberá recaer exclusivamente sobre 
las cuestiones que se relacionen directa e 
inmediatamente con la calificación del 
Registrador, rechazándose cualquier otra 
pretensión basada en otros motivos o en 
documentos no presentados en tiempo y 
forma, por lo que no cabe tener en cuenta 
en el expediente del recurso, documentos 
presentados al interponer el recurso y no 
tenidos en cuenta en la calificación regis-
tral (Resoluciones de 30 de mayo y 31 de 
octubre de 2002).

3.  Igualmente, como cuestión previa 
alega el recurrente que se ha incumplido 
lo dispuesto en el artículo 18.8 del Có-
digo de Comercio y 15.2 del Reglamento 
del Registro Mercantil. Debe recordarse 
que dicho precepto reglamentario esta-
blece para el caso del Registro Mercantil 
servido por varios titulares que «siempre 
que el Registrador a quien corresponda la 
calificación de un documento apreciare 
defectos que impidan practicar la opera-
ción solicitada, los pondrá en conoci-
miento del cotitular o cotitulares del 
mismo sector, a quienes pasará la docu-
mentación. El que entendiere que la ope-
ración es procedente, la practicará bajo 
su responsabilidad». Pues bien, los Regis-
tradores manifiestan en su nota de califi-
cación que han dado cumplimiento a lo 
dispuesto en el artículo 15.2 de dicho 
Reglamento, afirmación que reiteran en 
sus informes, por lo que esta Dirección 
General, dentro del ámbito de este re-
curso (cfr. artículo 326 de la Ley Hipote-
caria), debe ceñirse a la nota de califica-
ción.

4.  Entrando en las cuestiones sustan-
tivas, el primer defecto debe ser confir-
mado. Es cierto, por lo que resulta del 
historial registral de la sociedad (donde 
constan sucesivos nombramientos con-
tradictorios de administrador único e in-
terposición de sucesivas querellas por 
falsedad de las certificaciones de los 
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acuerdos sociales), así como de los títulos 
presentados y de las propias alegaciones 
de los recurrentes, que se trata de una 
situación de conflicto entre dos grupos 
que pretenden ostentar los derechos po-
líticos de las acciones. La pretensión del 
primer grupo deriva de su condición de 
legatarios de cosa específica (las acciones 
de la sociedad), y como tales, propieta-
rios de las acciones legadas desde la 
muerte del testador, conforme al artículo 
882 del Código Civil; mientras que la 
pretensión de los segundos, deriva de su 
condición de herederos, quienes ostentan 
la posesión civilísima, conforme al ar-
tículo 440 del Código Civil. No obstante, 
debe partirse de la necesaria entrega del 
legado por el heredero o albacea, si se 
hallare autorizado para darla, conforme 
al artículo 885 del Código Civil, entrega 
que no se ha efectuado.

5.  Este Centro Directivo ha sostenido 
como regla general la aplicación del prin-
cipio de prioridad, permitiendo –por su 
orden de presentación– la inscripción su-
cesiva de acuerdos sociales que pudieran 
ser contradictorios, sin perjuicio de la po-
sibilidad de pedir la anotación preventiva 
de la demanda de impugnación de los 
acuerdos sociales o resolución judicial 
firme de suspensión de los acuerdos (cfr. 
Resoluciones citadas en los Vistos; por 
todas, la Resolución de 6 de julio de 
2004). Ahora bien, ante situaciones de 
conflicto entre socios que se traducían en 
contenidos documentales contradictorios 
que no permitían comprobar si se había 
logrado o no un determinado acuerdo, o 
cuál de entre los que se pretendía que se 
hubieran adoptado debía prevalecer, se 
ha respaldado la decisión de rechazar la 
inscripción a fin de evitar la desnaturali-
zación del Registro Mercantil en cuanto 
a institución encaminada a la publicidad 
de situaciones jurídicas ciertas (cfr. Reso-
lución de 31 de marzo de 2003, entre 
otras).

6.  Por otra parte, como ya dijera esta 
Dirección General –en su Resolución de 

fecha 8 de noviembre de 2003–, al estar 
sujeta a la calificación registral la validez 
de los actos a inscribir (cfr. artículos 18.2 
del Código de Comercio y 6 del Regla-
mento del Registro Mercantil), tratándose 
de acuerdos de órganos colegiados de 
una sociedad lo primero que habrá de 
valorarse para juzgar sobre esa validez, 
en cuanto es presupuesto de la misma, es 
la regularidad de la reunión, condicio-
nada, a su vez, bien a la convocatoria en 
forma, bien a la concurrencia de los re-
quisitos que habilitan su celebración 
como universal.

7.  Pues bien, de la documentación 
presentada –que motiva los tres recursos 
acumulados– resulta la existencia de una 
situación de conflicto respecto de la titu-
laridad civil de las acciones, que no co-
rresponde a este Centro Directivo de-
cidir.

Unos acuerdos proceden de Juntas 
Universales y fueron adoptados por 
quienes se consideran socios en cuanto 
legatarios de cosa especifica de las ac-
ciones. Por el contrario, otros acuerdos 
proceden de Juntas Universales de socios 
que se consideran accionistas como he-
rederos de las acciones, basándose en 
que no se ha efectuado la entrega del 
legado.

Consecuentemente, en el presente 
caso y atendiendo a las circunstancias 
concurrentes, que se deducen de las ins-
cripciones anteriores de la hoja de la so-
ciedad (inscripciones 13, 14, 15 y 16), de 
las notas de calificación, de los títulos 
presentados y de las alegaciones de los 
recurrentes, se advierte que se está ha-
ciendo un uso impropio del Registro Mer-
cantil, institución encaminada a la publi-
cidad de situaciones jurídicas ciertas y no 
a la resolución de las diferencias entre los 
eventuales titulares de las acciones, 
siendo los Tribunales de Justicia quienes 
deben resolver esos conflictos.

8.  En cuanto al segundo defecto –no 
cumplimiento de los requisitos exigibles 
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en materia de reducción de capital– debe 
estimarse el recurso. La integridad en la 
exposición de los argumentos sobre los 
que el Registrador asienta su calificación 
es requisito «sine qua non» para que el 
interesado o legitimado en el recurso (ar-
tículo 325 de la Ley Hipotecaria) pueda 
conocer en su totalidad los razonamientos 
del Registrador, permitiéndole de ese 
modo argumentar en vía de recurso frente 
a la decisión de éste. Sobre el Registrador 
pesa el deber ineludible de motivar su 
calificación cuando es de carácter nega-
tivo. Por ello, deben exigirse al Regis-
trador, en orden al cumplimiento de su 
deber de motivar la calificación, la deno-
minada tempestividad (esto es, que sea 
oportuna en tiempo) y la suficiencia de la 
motivación ofrecida. Respecto de este re-
quisito –que ha de tener la motivación–, 
esta Dirección General (cfr., por todas, 
las Resoluciones de 21, 22 y 23 de fe-
brero, 12, 14, 15, 16 y 28 de marzo y 1 y 
28 de abril de 2005, entre otras más re-
cientes) ha acotado qué debe entenderse 
por suficiencia de la calificación nega-
tiva, y, en el presente caso, debe recono-
cerse la falta de concreción de los de-
fectos apreciados, toda vez que la simple 
remisión a los artículos 164, 165 y 166 
de la Ley de Sociedades Anónimas, y 170 
del Reglamento del Registro Mercantil, es 
insuficiente, dados los múltiples requi-
sitos que establecen dichos preceptos 
para la inscripción de un acuerdo de re-
ducción de capital social. El Registrador 
debería haber precisado los concretos 
requisitos que imponen dichos preceptos 
y que no han sido debidamente cum-
plidos, de modo que permitiese, al inte-
resado, alegar cuanto le conviniese en su 
defensa.

9.  En cuanto al tercer y cuarto de-
fecto no procede entrar, dada la estima-
ción del primero, en tanto no se clarifique 
judicialmente la titularidad de las ac-
ciones.

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha acordado estimar parcialmente 

el recurso en cuanto al segundo defecto 
en los términos que resultan de los ante-
riores pronunciamientos, y desestimarlo 
en cuanto a los demás defectos.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Mercantil de 
la provincia donde radica el Registro, en 
el plazo de dos meses desde su notifica-
ción, siendo de aplicación las normas del 
juicio verbal, conforme a lo establecido 
en la Disposición adicional vigésima 
cuarta de la Ley 24/2001, 27 de di-
ciembre, y los artículos 325 y 328 de la 
Ley Hipotecaria.

Madrid, 21 de diciembre de 2010.–La 
Directora General de los Registros y del 
Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.

RESOLUCIÓN 1ª de 18 de diciembre de 
2010,  de la Dirección General de los Re-
gistros y del Notariado, en el recurso in-
terpuesto por el notario de Jávea, don Juan 
Luis Millet Sancho, contra la negativa del 
registrador mercantil y de bienes muebles 
III de Alicante, a inscribir la escritura de 
constitución de una sociedad limitada pro-
fesional. («BOE»núm. 41 de 17 de febrero 
de 2011.)

En el recurso interpuesto por el No-
tario de Jávea, don Juan Luis Millet 
Sancho, contra la negativa del Registrador 
Mercantil y de Bienes Muebles III de Ali-
cante, don Francisco José Salvador Cam-
pderá, a inscribir la escritura de constitu-
ción de una sociedad limitada profe-
sional.

Hechos
I

Mediante escritura autorizada por el 
Notario de Jávea, don Juan Luis Millet 
Sancho, el 10 de marzo de 2009, se cons-
tituyó por dos fundadores una sociedad 
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limitada profesional bajo la denomina-
ción «Dura-Harvey Lawyers, S. L. P.», con 
la circunstancia de que el primero de los 
apellidos del socio profesional es Dura y 
el del socio no profesional es Harvey.

II

El mismo día del otorgamiento se pre-
sentó copia autorizada de dicha escritura 
en el Registro Mercantil de Alicante; 
causó asiento número 63 del Diario 251, 
y fue objeto de calificación negativa el 12 
de marzo de 2009. Presentada nueva-
mente el 13 de mayo de 2009, se sus-
pendió la inscripción mediante califica-
ción de 18 de mayo de 2009, que a con-
tinuación se transcribe en lo pertinente 
en este recurso: «El Registrador Mercantil 
que suscribe, previo el consiguiente 
examen y calificación, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 18 del 
Código de Comercio y 6 del Reglamento 
del Registro Mercantil, ha resuelto no 
practicar la inscripción solicitada, con-
forme a los siguientes Hechos y Funda-
mentos de Derecho: Hechos… Funda-
mentos de Derecho (defectos). 1.–Sus-
pendida la inscripción del precedente 
documento por el defecto subsanable de 
que habiendo adoptado la sociedad una 
denominación mixta (Dura-Harvey 
Lawyers, S. L. P.), con mezcla de ele-
mentos subjetivos (el primer apellido de 
los dos socios, Dura-Harvey) y objetivos 
(Lawyers), se incluye en la parte subjetiva 
de dicha denominación el apellido de 
uno de los socios no profesionales 
(Harvey), en contra de lo dispuesto en el 
artículo 6.2 de la Ley 2/07 Sociedades 
Profesionales. 2.–…Se ha dado cumpli-
miento a lo dispuesto en el Artículo 15º 
del R. R. M., contando la presente nota 
de calificación con la conformidad de los 
cotitulares del Registro».

III

El 20 de mayo de 2009, la calificación 
fue notificada al Notario autorizante, 
quien presentó recurso contra aquélla el 

19 de junio de 2009, en el que alega, en 
esencia, que el ámbito de aplicación del 
artículo 6.2 de la Ley 2/2007 debe cons-
treñirse a las denominaciones sociales 
puramente subjetivas, por tres razones: a) 
porque sólo a éstas se refiere literalmente 
el precepto; b) porque la inclusión de 
elementos objetivos en la denominación 
desnaturalizaría su aplicación; y c) 
porque toda limitación al principio ge-
neral de libertad de elección de la deno-
minación social debe interpretarse res-
trictivamente. Añade, además, que para 
que una denominación merezca el califi-
cativo de subjetiva debe estar integrada 
por el nombre propio y al menos un ape-
llido de las personas, según resulta de los 
artículos 400 y 401 del Reglamento del 
Registro Mercantil y las Resoluciones de 
esta Dirección General de 8 de octubre 
de 1998 y 14 de abril de 2000.

IV

Mediante escrito con fecha de 26 de 
junio de 2009 el Registrador Mercantil 
emitió informe y elevó el expediente a 
esta Dirección General, con registro de 
entrada el día 2 de julio de 2009.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 6 de la Ley 2/2007, 
de 15 de marzo, de Sociedades Profesio-
nales; 126 y 146 del Código de Comercio; 
2 de la Ley de Sociedades Anónimas y 2 
de la Ley de Sociedades de Responsabi-
lidad Limitada; 400 y 401 del Reglamento 
del Registro Mercantil; y las Resoluciones 
de esta Dirección General de 8 de oc-
tubre de 1998, 14 de abril de 2000 y 14 
de mayo de 2007.

1.  Se plantea en el presente recurso 
si una sociedad profesional constituida 
por dos socios –uno profesional y otro no 
profesional– puede o no adoptar una de-
nominación en la que se incluyen refe-
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rencias a unos apellidos que coinciden 
con el primero de cada uno de tales so-
cios («Dura-Harvey») junto a un elemento 
objetivo («Lawyers»).

Para resolver la cuestión planteada 
deben tenerse en cuenta algunas consi-
deraciones generales sobre el significado 
de la denominación de las sociedades 
mercantiles y de las distintas consecuen-
cias que se deriven del carácter subjetivo 
u objetivo de la misma.

2.  La atribución de personalidad ju-
rídica a las sociedades mercantiles, al 
igual que ocurre con otras entidades a las 
que también se les reconoce aquélla, im-
pone la necesidad de asignarles un 
nombre que las identifique en el tráfico 
jurídico como sujeto de Derecho que se 
erige en centro de imputación de dere-
chos y obligaciones.

Respecto de la utilización de una de-
nominación subjetiva, y como puso de 
relieve este Centro Directivo en Resolu-
ción de 8 de octubre de 1998, «[el] dis-
tinto régimen jurídico de las sociedades 
personalistas frente al aplicable a las de 
capital ha llevado al legislador a imponer 
unos distintos criterios a la hora de inte-
grar el signo distintivo de las mismas que 
es su denominación. Y así, aparte de las 
reglas relativas a las menciones identifi-
cativas de la forma social, nos encon-
tramos con que las primeras han de girar 
bajo el nombre de todos los socios colec-
tivos, de algunos de ellos o de uno solo, 
debiendo añadir en los dos últimos casos, 
al nombre o nombres que se expresen, las 
palabras «y Compañía», y en el caso de 
ser comanditaria simple, las de «Sociedad 
en comandita», nombre colectivo que 
constituirá la razón o firma social (ar-
tículos 126 y 146 del Código de Co-
mercio). Esa exigencia legal de inclusión 
del nombre de alguno de los socios co-
lectivos se traduce a nivel reglamentario 
en la necesidad de expresar su nombre y 
apellidos o al menos el nombre y uno de 
los apellidos, sin que, curiosamente, se 

haya regulado el supuesto de ser el socio 
colectivo una persona jurídica (artículo 
400.2 del Reglamento del Registro Mer-
cantil). Para las segundas, si bien a nivel 
legal tan solo existe la prohibición de 
adoptar una denominación idéntica con 
la de otra sociedad preexistente y la ne-
cesidad de incluir la indicación de la 
forma social (cfr. artículos 2 de las Leyes 
de Sociedades Anónimas y de Responsa-
bilidad Limitada [actual artículos 6 y 7 de 
la Ley de Sociedades de Capital]), se ad-
mite en sede reglamentaria que puedan 
optar por una denominación de fantasía 
u otra subjetiva, caso éste en que la inclu-
sión total o parcial de nombre o seudó-
nimo de un persona exige su consenti-
miento, que se presume prestado cuando 
dicha persona sea socio de la misma (ar-
tículo 401.1 del mismo Reglamento)».

En dicha Resolución se concluyó que 
el simple recurso al criterio sistemático 
en la interpretación de dichas normas 
debe conducir a entender que el nombre 
cuya inclusión en la denominación social 
contempla el artículo 401 del Reglamento 
del Registro Mercantil ha de ser el mismo 
que necesariamente ha de estar incluido 
en la razón social a que se refiere el ar-
tículo 400.2 del mismo Reglamento, es 
decir, que debe como mínimo referirse al 
nombre propio y al menos un apellido. Y 
en la Resolución de 14 de mayo de 2007 
este Centro Directivo entendió que la 
norma del artículo 401.1 del citado Re-
glamento pretende garantizar la segu-
ridad jurídica y la protección de los ter-
ceros en el tráfico jurídico, en tanto en 
cuanto trata de impedir las confusiones 
que en dicho tráfico pudieran derivarse 
de una falsa apariencia sobre la compo-
sición personal de una sociedad o sobre 
su vinculación con determinada per-
sona.

3.  En relación con la denominación 
de las sociedades profesionales el artículo 
6 de la Ley 2/2007, de 15 de marzo, es-
tablece un principio de libertad al per-
mitir que puedan adoptar una denomina-

Boletín núm. 2128–Pág. 127



–  1204  –

           

ción subjetiva u objetiva. De este modo, 
se admite que tengan este último carácter 
aunque sean sociedades personalistas.

Sin embargo, en el apartado 2 de dicho 
precepto legal se dispone que si la deno-
minación es subjetiva «se formará con el 
nombre de todos, de varios o de alguno 
de los socios profesionales». Se trata de 
una norma que se fundamenta en la 
enorme importancia que en este tipo de 
sociedades tienen el prestigio y la reputa-
ción de los profesionales que la integran 
como socios respecto de la clientela. 
Desde este punto de vista, es lógico que 
se excluya la posibilidad de incluir en la 
denominación social el nombre de los 
socios no profesionales (bien porque no 
reúnan los requisitos exigidos para el 
ejercicio de la actividad profesional que 
constituye el objeto social o bien porque, 
aun reuniéndolos, no la ejerzan en el 
seno de la sociedad).

Habida cuenta de la «ratio legis» de 
dicha norma, no puede compartiese la 
interpretación del recurrente según la 
cual la denominación cuestionada care-
cería de carácter subjetivo por el hecho 
de no haberse integrado por el nombre y 
al menos un apellido de los socios. En 
efecto, es claro que la mera inclusión del 
apellido de los socios en la denomina-
ción social afecta al aspecto reputacional 
referido, sin necesidad de abordar en este 
recurso cuáles sean los requisitos con-
cretos que haya de cumplir la composi-
ción de la denominación subjetiva y si 
resulta en todo caso aplicable el artículo 
400.2 del Reglamento del Registro Mer-
cantil (extremo éste que puede tener evi-
dente trascendencia, por ejemplo, cuando 
haya varios socios profesionales con el 
mismo apellido que integre la denomina-
ción social y deban aplicarse las normas 
que establece el artículo 6.3 de la Ley 
2/2007 en caso de pérdida de la condi-
ción de socio profesional de uno de 
aquéllos).

Tampoco puede acogerse el criterio 
del recurrente, según el cual no quedaría 
vedada la inclusión del nombre de un 
socio no profesional en la denominación 
social por el hecho de añadirse a ésta una 
referencia objetiva. La solución negativa 
debe mantenerse también en este caso: 
en primer lugar, porque la añadidura de 
ese elemento objetivo no haría sino favo-
recer el fácil incumplimiento de la norma 
imperativa del artículo 6.2 de la Ley de 
Sociedades Profesionales. Dicho pre-
cepto establece un límite que responde a 
la necesidad de evitar que se genere 
frente a terceros una falsa apariencia 
sobre la composición personal de la so-
ciedad. En este caso, además, se incluye 
una referencia añadida –aunque sea en 
idioma inglés– a la actividad profesional 
de abogados que constituye el objeto so-
cial, por lo que no puede entenderse que 
deje de tratarse de una denominación 
subjetiva. Esta conclusión se basa en el 
artículo 400.2 del Reglamento del Re-
gistro Mercantil al admitir que forme 
parte de la denominación de tal carácter 
alguna expresión que haga referencia a 
una actividad que esté incluida en el ob-
jeto social.

Esta Dirección General ha acordado 
desestimar el recurso, en los términos que 
resultan de los precedentes fundamentos 
de Derecho.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Mercantil de 
la provincia donde radica el Registro, en 
el plazo de dos meses desde su notifica-
ción, siendo de aplicación las normas del 
juicio verbal, conforme a lo establecido 
en la Disposición Adicional vigésima 
cuarta de la Ley 24/2001, 27 de di-
ciembre, y los artículos 325 y 328 de la 
Ley Hipotecaria.

Madrid, 18 de diciembre de 2010.–La 
Directora General de los Registros y del 
Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.
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RESOLUCIÓN 2ª de 18 de diciembre de 
2010,  de la Dirección General de los Re-
gistros y del Notariado, en el recurso in-
terpuesto por el notario de Santa Cruz de 
Tenerife, don Alfonso Manuel Cavallé Cruz, 
contra la negativa del registrador mer-
cantil y de bienes muebles I de Las Palmas 
de Gran Canaria, a inscribir una escritura 
de apoderamiento. («BOE»núm. 41 de 17 
de febrero de 2011.)

En el recurso interpuesto por el No-
tario de Santa Cruz de Tenerife, don Al-
fonso Manuel Cavallé Cruz, contra la 
negativa del Registrador Mercantil y de 
Bienes Muebles I de Las Palmas de Gran 
Canaria, don Francisco de Asís Fernández 
Rodríguez, a inscribir una escritura de 
apoderamiento.

 

Hechos

I

Mediante escritura autorizada el 11 de 
mayo de 2009 por el Notario de Santa 
Cruz de Tenerife, don Alfonso Manuel 
Cavallé Cruz, la sociedad «Binter Forma-
ción, S. L. U.», confirió determinado apo-
deramiento a favor de varias personas 
que en dicha escritura se relacionan, se-
ñalando como limitación de tal poder la 
siguiente: «Limitación: El presente poder 
tendrá vigencia hasta el día 31 de junio 
de 2010, en cuyo momento quedará au-
tomáticamente revocado sin valor ni 
efecto alguno».

II

Presentada dicha escritura en el Re-
gistro Mercantil I de de Las Palmas de 
Gran Canaria, fue calificada el 8 de junio 
de 2009 con la siguiente nota: «Registro 
Mercantil Las Palmas... El Registrador 
Mercantil que suscribe, previo el consi-
guiente examen y calificación, de confor-

midad con los artículos 18 del Código de 
Comercio y 6 del Reglamento del Re-
gistro Mercantil, ha resuelto no practicar 
la inscripción solicitada conforme a los 
siguientes hechos y fundamentos de de-
recho... Fundamentos de Derecho (de-
fectos). 1. Aclarar limitación temporal del 
poder otorgado. La fecha en que el poder 
queda automáticamente revocado no 
puede ser la de 31 de Junio de 2010, te-
niendo en cuenta que el mes de Junio está 
integrado por solo treinta días. 2. El/los 
defecto/s anterior/es tiene/n la considera-
ción de subsanable/s, no habiéndose to-
mado anotación preventiva de suspen-
sión conforme al artículo 62.4 del Regla-
mento del Registro Mercantil por no 
haberse solicitado. Se ha dado cumpli-
miento a lo dispuesto en el artículo 15.º 
del R. R. M. contando la presente nota de 
calificación con la conformidad del coti-
tular del Registro. En relación con la pre-
sente calificación...» (Sigue la indicación 
de la aplicación del cuadro de sustitu-
ciones y los posibles recursos, fecha y 
firma del Registrador).

III

El 29 de junio de 2009, el Notario 
autorizante interpuso recurso contra la 
anterior calificación, en el que alegó, en 
síntesis:

1.  Que no le había sido notificada en 
forma la calificación efectuada por el Re-
gistrador Mercantil, si bien había tenido 
conocimiento de la misma por los pro-
pios interesados.

2.  Que la fijación de la fecha de re-
vocación del poder el día «31 de junio de 
2010» constituye un simple error mate-
rial, carente de trascendencia, que de-
bería haberse resuelto entendiendo hecha 
la mención al último día del mes de junio 
y que no justifica la paralización del trá-
fico ni las incomodidades, perjuicios y 
gastos que se ocasionaban al ciudadano 
con la no inscripción. Cita además en 
defensa de su postura el contenido de la 
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Resolución de este Centro Directivo de 
19 de julio de 2006, y otras que revocan 
defectos por un exceso de rigor en los 
formalismos.

IV

El Registrador formó expediente que, 
en unión de su preceptivo informe (al que 
acompañaba una fotocopia de la comu-
nicación de la calificación al fax del No-
tario autorizante en determinada fecha y 
con confirmación de su recepción), re-
mitió a este Centro Directivo para su re-
solución.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 322, 325, 326 y 
327 de la Ley Hipotecaria; 45.1, 58 y 59 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común; 107, 108 y 112 de 
la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Administrativas y del 
Orden Social; artículo trigésimo cuarto 
de la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, 
de Reformas para el Impulso a la Produc-
tividad; la Ley 11/2007, de 22 de junio, 
de Acceso Electrónico de los Ciudadanos 
a los Servicios Públicos; el Real Decreto 
1558/1992, de 18 de diciembre, de mo-
dificación de los Reglamentos Notarial e 
Hipotecario sobre colaboración entre las 
Notarías y los Registros de la Propiedad 
para la seguridad del trafico jurídico in-
mobiliario; el Real Decreto 2537/1994, 
de 29 de diciembre, por el que se modi-
fican determinados artículos de los Regla-
mentos Notarial e Hipotecario sobre co-
laboración entre las Notarías y los Regis-
tros de la Propiedad para la seguridad del 
tráfico jurídico inmobiliario; y las Reso-
luciones de esta Dirección General de 29 
de octubre de 1984, de 19 de junio de 
1990, 20 de julio de 1994, 4 de sep-
tiembre y 23 de diciembre de 1998, 26 

de enero y 24 de noviembre de 1999, 17 
de noviembre de 2000, 21 de noviembre 
y 13 de diciembre de 2001, 8 de abril de 
2003, 12 y 27 de septiembre, y 15 de 
octubre de 2005, 6 y 19 de abril, y 26, 30 
y 31 de mayo, y 17 y 19 (dos) de julio de 
2006, 12 y 30 de mayo, 26 de junio, 16 
y 19 de julio, 1 y 31 de octubre, 7, 13, 
14, 15 y 19 de noviembre, y 1 y 16 de 
diciembre de 2007, 2 y 28 de febrero de 
2008, 2 de marzo, 26 de mayo, 29 de 
julio y 1 de octubre de 2009, y 12 de 
enero, 22 de septiembre y 16 de octubre 
de 2010, entre otras.

1.  Como cuestión formal previa, 
plantea el Notario recurrente que no ha 
recibido en forma la notificación de la 
calificación registral, mientras que el Re-
gistrador alega que ha realizado dicha 
notificación mediante telefax (adjunta a 
su informe copia de lo que denomina 
«reporter» de determinada comunica-
ción, realizada por dicho medio y diri-
gida al número de telefax correspondiente 
al referido Notario).

Conforme al artículo 322 de la Ley 
Hipotecaria (según redacción resultante 
de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre), 
el Registrador de la Propiedad debe noti-
ficar la calificación negativa al Notario 
autorizante del título, en el plazo y la 
forma establecidos en dicho precepto 
legal, que establece que dicha notifica-
ción se efectuará conforme a los artículos 
58 y 59 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre.

El referido artículo 59 de esta Ley de 
Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común dispone que las notifica-
ciones «se practicarán por cualquier 
medio que permita tener constancia de la 
recepción por el interesado o su repre-
sentante, así como de la fecha, la iden-
tidad y el contenido del acto notifi-
cado».

Ciertamente, en principio, el telefax no 
comporta estas garantías, toda vez que el 
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recibo del mismo lo realiza el aparato 
emisor y no el receptor, sin que deje 
constancia de la recepción (que puede no 
haberse producido por otros motivos, 
como, por ejemplo, por ausencia de 
papel en dicho aparato receptor, inexis-
tencia de persona que recoja el escrito, 
etc.) y sin que conste dato alguno sobre 
la persona que recoja la comunicación, 
ni la fecha y momento en que ésta se 
produce.

Por ello, respecto de la regularidad de 
la notificación de la calificación negativa 
en relación con la fijación del «dies a 
quo» del cómputo del plazo para la inter-
posición del recurso –así como en rela-
ción con el inicio del plazo de prórroga 
del asiento de presentación– (cfr., artículo 
323 de la Ley Hipotecaria), este Centro 
Directivo (cfr., por todas, las Resoluciones 
de 12 de mayo, 19 de julio, 14 de no-
viembre y 1 de diciembre de 2007, y 28 
de febrero de 2008, entre otras citadas en 
los «Vistos» de la presente) ha puesto de 
relieve reiteradamente que el telefax no 
es medio idóneo de notificación de la 
calificación negativa.

Es cierto que el propio artículo 322 de 
la Ley Hipotecaria establece que será vá-
lida la notificación practicada por vía 
telemática si el interesado lo hubiere ma-
nifestado así al tiempo de la presentación 
del título y queda constancia fehaciente. 
Se trata ésta de una disposición, redac-
tada por la citada Ley 24/2001, concor-
dante con el texto que entonces tenía el 
apartado 3 del artículo 59 de la Ley 
30/1992 («Para que la notificación se 
practique utilizando medios telemáticos 
se requerirá que el interesado haya seña-
lado dicho medio como preferente o con-
sentido expresamente su utilización, 
identificando además la dirección elec-
trónica correspondiente, que deberá 
cumplir con los requisitos reglamentaria-
mente establecidos»). Pero es también 
cierto que este último apartado fue dero-
gado por la Ley 11/2007, de 22 de junio, 
de Acceso Electrónico de los Ciudadanos 

a los Servicios Públicos. Asimismo, la re-
ferida disposición del artículo 322 de la 
Ley Hipotecaria debe ser interpretada 
atendiendo no sólo a sus palabras sino 
también a su espíritu, al marco normativo 
resultante de reformas recientes y a la 
realidad de las comunicaciones entre No-
tarios y Registradores, en un ámbito en el 
que (en virtud de lo previsto en los Reales 
Decretos 1558/1992, de 18 de diciembre, 
y 2537/1994, de 29 de diciembre) se ha 
venido impulsando el empleo y aplica-
ción de las técnicas y medios electró-
nicos, informáticos y telemáticos, para el 
desarrollo de su actividad y el ejercicio 
de sus competencias como funcionarios 
públicos (cfr., los artículos 107 y 108 de 
la Ley 24/2001, con las modificaciones 
introducidas por de la Ley 24/2005, de 18 
de noviembre; y, en otro ámbito, los ar-
tículos 45.1 de la Ley 30/1992, 230 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, y 162 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, redactado 
por la Ley 41/2007, de 7 de diciembre; y 
las Resoluciones de 29 de julio y 1 de 
octubre de 2009, y 12 de enero, 22 de 
septiembre y 16 de octubre de 2010, 
entre otras).

No obstante, en el presente caso, el 
hecho de que el Notario reconozca que 
el contenido de la calificación ha llegado 
a su conocimiento, como lo demuestran, 
además, los términos en ha interpuesto el 
recurso, tiene como consecuencia que el 
posible defecto formal en que se hubiera 
incurrido hubiera quedado sanado, con-
forme al artículo 58.3 de la Ley 
30/1992.

2.  Por lo que se refiere al fondo del 
asunto, se presenta a inscripción una es-
critura de apoderamiento en la que se 
expresa que éste «tendrá vigencia hasta 
el día 31 de junio de 2010, en cuyo mo-
mento quedará automáticamente revo-
cado sin valor ni efecto alguno».

El Registrador Mercantil suspende la 
inscripción de dicha escritura mientras 
no se aclare cuál es la fecha prevista para 
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la finalización de la vigencia de dicho 
apoderamiento, toda vez que el mes de 
junio sólo tiene treinta días.

El Notario alega que se trata de un 
simple error material, que debería ha-
berse resuelto entendiendo hecha la 
mención al último día del mes de junio.

Es cierto que, según la reiterada doc-
trina de esta Dirección General (vid. Re-
soluciones citadas en los «Vistos», espe-
cialmente las de 17 y 19 de julio de 2006, 
26 de junio de 2007, 2 de marzo de 2009 
y 16 de octubre de 2010), el correcto 
ejercicio de la función calificadora del 
Registrador no implica, en vía de prin-
cipio, que deba rechazarse la inscripción 
del documento presentado ante toda in-
exactitud del mismo cuando, de su simple 
lectura o de su contexto, no quepa al-
bergar razonablemente duda acerca de 
cuál sea el dato erróneo y cuál el dato 
correcto.

Ahora bien, lo que no puede hacer el 
Notario autorizante de la escritura califi-
cada es trasladar al Registrador la respon-
sabilidad de la subsanación del error pa-
decido en el presente caso respecto de 
una cuestión que no puede ser resuelta 
por vía meramente interpretativa para dar 
por supuesto que, al referirse al inexis-
tente día 31 del de mes junio, se quería 
aludir al último día del mes de junio, 
puesto que carece de elementos que per-
mitan alcanzar la certeza de que ésa era 
la verdadera voluntad del otorgante y 
descartar que éste quisiera referirse al úl-
timo día de otro mes de los que com-
prenden treinta y un días, como el de 
julio –cuya grafía diverge en una sola 
letra de la del mes de junio–. El Notario 
contaba con elementos de juicio sufi-

cientes (especialmente, la voluntad de las 
partes expresada en el momento del otor-
gamiento de la escritura) para saber si se 
refería al último día de junio, pero no el 
Registrador.

Por tanto, son razonables las dudas 
expresadas por el Registrador y su exi-
gencia de que el extremo erróneamente 
consignado en el título sea subsanado, y 
no es atendible la cita que el Notario re-
currente hace de la Resolución de 19 de 
julio de 2006, en defensa de su postura, 
pues con una simple diligencia, conforme 
artículo 153 del Reglamento Notarial, se 
daría adecuada respuesta al problema 
planteado, sin necesidad de cualquier 
actuación posterior, como la interposi-
ción del presente recurso, que provoca lo 
que precisamente dicha Resolución 
aconseja evitar: la reiteración de trámites 
innecesarios que no proporcionan ga-
rantía adicional alguna y retrasan la ins-
cripción solicitada.

Esta Dirección General ha acordado 
desestimar el recurso, en los términos que 
resultan de los precedentes fundamentos 
de Derecho.

Contra esta resolución los legalmente 
legitimados pueden recurrir mediante de-
manda ante el Juzgado de lo Mercantil de 
la provincia donde radica el Registro, en 
el plazo de dos meses desde su notifica-
ción, siendo de aplicación las normas del 
juicio verbal, conforme a lo establecido 
en la Disposición adicional vigésima 
cuarta de la Ley 24/2001, 27 de di-
ciembre, y los artículos 325 y 328 de la 
Ley Hipotecaria.

Madrid, 18 de diciembre de 2010.–La 
Directora General de los Registros y del 
Notariado, M.ª Ángeles Alcalá Díaz.
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jurisprudencia

tribunal europeo de derechos humanos

Sentencias

sección tercera

Asunto García Hernández c. España

Demanda n.º 15256/07)

Sentencia, Estrasburgo

16 de noviembre de 2010

Esta sentencia será definitiva en las 
condiciones definidas en el artículo  44 
§ 2 del Convenio. Puede sufrir retoques 
de forma.

En el asunto García Hernández c. Es-
paña,

El Tribunal europeo de derechos hu-
manos (sección tercera), reunido en sala 
compuesta por:

Josep Casadevall, presidente,

Elisabet Fura,

Boštjan M. Zupančič,

Alvina Gyulumyan,

Ineta Ziemele,

Luis López Guerra,

Ann Power, jueces,

y por Santiago Quesada, secretario ju-
dicial,

Tras haber deliberado a puerta cerrada 
el 20 de octubre de 2010,

Dictan la siguiente sentencia, adop-
tada en esta fecha:

PROCeDIMIENTO

1.  En el origen del caso se encuentra 
una demanda (no 15256/07) dirigida 
contra el Reino de España, cuya nacional, 
doña  Isabel García Hernández («la de-
mandante»), ha acudido al Tribunal el 23 
de marzo de 2007 en virtud del artículo 
34 del Convenio de salvaguarda de los 
derechos humanos y de las libertades fun-
damentales («el Convenio»).

2.  La demandante está representada 
por el señor López Grana, abogado de 
Murcia. El Gobierno español («el Go-
bierno») ha sido representado por su 
agente, Don I. Blasco, Abogado del Es-
tado-Jefe ante el Tribunal de los Derechos 
Humanos en el Ministerio de Justicia.
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3.  Invocando el artículo 6 §§ 1 y 3 b) 
y d) del Convenio, la demandante se 
queja de su condena en apelación por la 
Audiencia Provincial sin haber sido oída 
personalmente, cuando había sido ab-
suelta en primera instancia, así como de 
no haber tenido la posibilidad de prac-
ticar ciertas pruebas ante la segunda ins-
tancia. Al amparto del artículo 13, la de-
mandante discute la nueva apreciación 
de las pruebas efectuada por el Tribunal 
de apelación sin su presencia. Ella estima 
que los argumentos proporcionados por 
el Tribunal Constitucional para rechazar 
su recurso de amparo carecen de cohe-
rencia y considera que este recurso no 
posee la efectividad exigida por el Con-
venio.

4.  El 15 de junio de 2009, el Presi-
dente de la sección tercera decidió comu-
nicar la demanda al Gobierno. Tal y como 
permite el artículo 29 § 3 del Convenio, 
decidió además que la Sala se pronun-
ciaría al mismo tiempo sobre la admisibi-
lidad y el fondo.

HECHOS

I. LAS  CIRCUNSTANCIAS DEL CASO

5.  La demandante nació en 1953 y 
reside en Casillas.

6.   Se inició un procedimiento penal 
contra la demandante, médico de urgen-
cias en el momento de los hechos en li-
tigio, por un presunto delito de lesiones 
por negligencia a un paciente, en la me-
dida en que no le habría administrado la 
dosis de antibiótico requerida a la vista 
de los síntomas que presentaba.

7.    Por una sentencia dictada en un 
procedimiento contradictorio el 27 de 
septiembre de 2004 después de la cele-
bración de una audiencia pública, el Juez 
de lo penal no 3 de Murcia absolvió a la 
demandante. Basó su sentencia en los 
testimonios de varios médicos durante la 

audiencia pública, entre ellos el de S.H., 
que permitieron concluir la existencia de 
una duda razonable. En efecto, no se 
había comprobado que la praxis de la 
demandante hubiera ocasionado las le-
siones litigiosas. En particular, el Juez 
hizo referencia a la presencia de una he-
rida ya existente en el paciente y que 
había sido ignorada por la demandante. 
Señaló que ésta era apenas perceptible, 
su no consideración por la demandante 
en el momento del examen del paciente 
no podía ser, en consecuencia, calificado 
de negligencia. En todo caso, el Juez con-
sideró que no estaba suficientemente 
comprobado que un tratamiento médico 
diferente del efectivamente administrado 
al paciente, hubiera evitado las conse-
cuencias que resultaron, a saber, la am-
putación de dos dedos de la mano.

8.  El paciente apeló. Por una sentencia 
dictada el 27 de diciembre de 2004 sin 
celebración de audiencia pública, la Au-
diencia Provincial de Murcia aceptó el 
recurso y condenó a la demandante, por 
una falta de lesiones por negligencia, al 
pago de una multa y a indemnizar a la 
víctima en más de 60.000 € (sesenta mil 
euros), así como al pago de los gastos 
causados durante el proceso.

9.    La Audiencia revocó la sentencia 
del juez a quo que consideró que no 
existía delito y estimó que el relato de los 
hechos de la sentencia impugnada era 
suficiente para concluir que existía un 
comportamiento negligente por parte de 
la demandante y, en consecuencia, era su 
responsabilidad. En particular, la Au-
diencia recuerda que el paciente tenía ya 
un expediente médico en este hospital 
que la demandante hubiera podido con-
sultar para administrarle el tratamiento 
apropiado. Además, el equipo médico 
del centro permitía la identificación de 
los síntomas del paciente. Las lesiones no 
podían, por tanto, deberse sino a una 
mala práctica de la demandante a saber, 
un examen no exhaustivo de la enfer-
medad.
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10.  Invocando el artículo 24 (derecho 
a un juicio justo) de la Constitución, la 
demandante presentó un recurso de am-
paro ante el Tribunal Constitucional. Por 
una resolución notificada el 26 de sep-
tiembre de 2006, la alta jurisdicción re-
chazó el recurso por carecer de relevancia 
constitucional. En primer lugar, constata 
que la sentencia de la Audiencia Provin-
cial no podía calificarse de arbitraria, la 
revocación de la decisión de primera ins-
tancia había estado suficientemente mo-
tivada. En efecto, la Audiencia había ex-
puesto las razones que le habían llevado 
a su conclusión.

11.  El Tribunal Constitucional recuerda 
además que la naturaleza de  la Audiencia 
Provincial era la de un tribunal poseedor 
de plena jurisdicción, lo que le permitía 
efectuar una nueva apreciación de los 
medios de prueba administrados ante la 
primera instancia. Para hacerlo, debían 
ser respetadas las garantías del artículo 
24 § 2 a saber, la publicidad, la inmedia-
ción y la contradicción y citó a este res-
pecto la sentencia 167/2002. La alta ju-
risdicción constató que en este caso, la 
Audiencia había decidido la condena de 
la demandante sin modificar los hechos 
declarados probados en primera instancia 
y que no se había fundado en una nueva 
apreciación de las pruebas practicadas 
ante el juez a quo, pero si en una dife-
rente apreciación jurídica de los hechos. 
En consecuencia, la celebaración de una 
vista no era necesaria.

12.    Finalmente, la alta jurisdicción 
rechazó la queja de la demandante deri-
vada de la falta de práctica de todos los 
medios de prueba solicitados, porque el 
derecho reconocido en el artículo 24 no 
es ilimitado y señaló que en este caso las 
jurisdicciones a quo habían motivado su-
ficientemente el rechazo de ciertas 
pruebas, no siendo el Tribunal Constitu-
cional competente para sustituir su apre-
ciación. En todo caso, la demandante no 
había demostrado de qué manera, la in-
admisibilidad de estas pruebas hubiera 

implicado una atentado a su derecho a un 
juicio justo.

II.  EL DERECHO INTERNO PERTINENTE

13.  La Constitución

Artículo 24
«1.  Todas las personas tienen de-

recho a obtener la tutela efectiva de los 
jueces y tribunales en el ejercicio de sus 
derechos e intereses legítimos, sin que, 
en ningún caso, pueda producirse inde-
fensión.

2.  Asimismo, todos tienen derecho al 
Juez ordinario predeterminado por la Ley, 
a la defensa y a la asistencia de letrado, a 
ser informados de la acusación formulada 
contra ellos, a un proceso público sin 
dilaciones indebidas y con todas las ga-
rantías, a utilizar los medios de prueba 
pertinentes para su defensa, a no declarar 
contra sí mismos, a no confesarse culpa-
bles y a la presunción de inocencia.».

14.  Ley de enjuiciamiento criminal ( 
vigente en el momento de los hachos)

Artículo 790 § 3
«En el mismo escrito de formalización 

podrá pedir el recurrente la práctica de 
las diligencias de prueba que no pudo 
proponer en la primera instancia, de las 
propuestas que le fueron indebidamente 
denegadas, siempre que hubiere formu-
lado en su momento la oportuna protesta, 
y de las admitidas que no fueron practi-
cadas por causas que no le sean imputa-
bles».

15.    Ley de enjuiciamiento criminal 
(actualmente en vigor)

Artículo 791 § 1
«Si los escritos de formalización o de 

alegaciones contienen proposición de 
prueba, la Audiencia resolverá en tres 
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días sobre la admisión de la propuesta y, 
en el mismo acto, señalará día para la 
vista. También podrá celebrarse vista 
cuando, de oficio o a petición de parte, 
la estime el Tribunal necesaria para la 
correcta formación de una convicción 
fundada ».

EN DERECHO

I.  SOBRE LA ALEGADA VIOLACION  DEL AR-
TÍCULO 6 §§ 1 y 3 b) y d) DEL CONVENIO

16.  La demandante alega que la falta 
de celebración de una vista pública du-
rante el proceso ante la Audiencia Provin-
cial de Murcia ha supuesto un atentado 
contra  su derecho a un proceso equita-
tivo. Invoca el artículo 6 §§ 1 y 3 b) y d) 
del Convenio, cuyas disposiciones perti-
nentes disponen lo siguiente:

«1.  Toda persona tiene derecho a que 
su causa sea oída equitativamente (...) por 
un tribunal (...) que decidirá (sobre el fun-
damento de cualquier acusación en ma-
teria penal dirigida contra ella. (...)

(...)

3.  Toda persona acusada tiene derecho 
a:

(...)

b)  disponer del tiempo y de las facili-
dades necesaria para la preparación de su 
defensa;

(...)

d)  interrogar o hacer interrogar a los 
testigos de cargo y a obtener la compare-
cencia e interrogatorio de los testigos que 
declaren en su favor en las mismas con-
diciones que los testigos de cargo;

17.    El Gobierno se opone a esta 
tesis.

A.  Sobre la admisibilidad

18.  El Tribunal constata que esta queja 
no está manifiestamente mal fundada en 
el sentido del artículo 35 § 3 del Con-
venio. El Tribunal señala por otra parte, 
que no concurrre ningún otro motivo de 
inadmisibilidad. Conviene pues decla-
rarla admisible.

B.  Sobre el fondo

1.  Tesis de las partes

a)  El Gobierno

19.    El Gobierno señala, de entrada, 
que el Tribunal Constitucional recogió la 
jurisprudencia del Tribunal de Estrasburgo 
en su sentencia 167/2002, del 18 de sep-
tiembre de 2002, la primera de una serie 
de decisiones que han permitido esta-
blecer principios de base sobre la nece-
sidad de una vista oral en apelación.

20.    El Gobierno estima que en este 
caso, la Audiencia Provincial se fundó 
exclusivamente sobre elementos de 
prueba documentales presentes en el ex-
pediente y se limitó, sobre la base de 
estos elementos, a aceptar los hechos de-
clarados probados por el juez de lo penal 
y a modificar su valoración jurídica.

21.  Para concluir, el Gobierno estima 
que el presente asunto es similar a la 
sentencia Bazo González c. España 
(no  30643/04, del 16  de diciembre 
de  2008), y propone llegar a la misma 
conclusión a saber, la no violación del 
derecho a un proceso equitativo.

b)  La demandante

22.  Por su parte, la demandante con-
sidera que la Audiencia Provincial ha 
procedido efectivamente a una nueva va-
loración de los hechos declarados pro-
bados en primera instancia. En la medida 
en que esta nueva apreciación ha sido 
efectuada sin la celebración de una au-
diencia pública y, sin la práctica de 
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nuevas pruebas, el derecho a beneficiarse 
de un proceso equitativo ha sido infrin-
gido.

2.  Apreciación del Tribunal

23.    El Tribunal recuerda, para co-
menzar, que las exigencias del párrafo 3 
del artículo 6 analizan aspectos particu-
lares del derecho a un proceso equitativo 
garantizado por el párrafo 1 (Van Gey-
seghem c. Bélgica [GC], no 26103/95, § 
27, 21 de enero de 1999, Repertorio de 
sentencias y decisiones 1999-I). Con-
viene entonces examinar las quejas del 
demandante desde la perspectiva del pá-
rrafo 3 combinado con los principios in-
herentes al párrafo 1.

24.    A este respecto, el Tribunal re-
cuerda que las modalidades de aplica-
ción del artículo 6 del Convenio en los 
procedimientos de apelación dependen 
de las características del procedimiento 
de que se trate; conviene tener en cuenta 
el conjunto del procedimiento interno y 
el papel destinado a la jurisdicción de 
apelación en el orden jurídico nacional. 
Cuando se ha celebrado una audiencia 
pública en primera instancia, la ausencia 
de debates públicos en apelación puede 
justificarse por las particularidades del 
procedimiento en cuestión, teniendo en 
cuenta la naturaleza del sistema de ape-
lación nacional, la extensión de los po-
deres de la jurisdicción de apelación, la 
manera en la que los intereses del deman-
dante han sido realmente expuestos y 
protegidos ante ella, particularmente a la 
naturaleza de las cuestiones que debía 
resolver (Botten c. Noruega, 19  de fe-
brero de 1996, § 39, Repertorio de sen-
tencias y decisiones 1996-I). Así, ante un 
Tribunal de apelación que goza de plena 
jurisdicción, el artículo  6 no garantiza 
necesariamente el derecho a una au-
diencia pública ni, si tal audiencia tiene 
lugar, el de asistir en persona a los de-
bates (ver, mutatis mutandis, Golubev c. 
Rusia, dec., no 26260/02, 9 de noviembre 

de 2006, y Fejde c. Suecia, 29 de octubre 
de 1991, § 33, serie A no 212-C).

25.    En cambio, el Tribunal declaró 
que, cuando una instancia de apelación 
es llamada a conocer de un asunto de 
hecho y de derecho y a estudiar en con-
junto la cuestión de la culpabilidad o la 
inocencia, no puede, por motivos de 
equidad del proceso, decidir estas cues-
tiones sin apreciación directa de los me-
dios de prueba presentados en persona 
por el acusado que sostiene que no ha 
cometido el acto, considerado como una 
infracción penal (Dondarini c.  San Ma-
rino, no 50545/99, 6 de julio de 2004, § 
27, Ekbatani  c.  Suecia, 26 de mayo de 
1988, § 32, serie A no 134, y Constanti-
nescu c. Rumania, 27 de junio de 2000, 
§ 55).

26.  En este caso, el Tribunal observa 
en primer lugar, que no se discute que la 
demandante, que fue absuelta en primera 
instancia, ha sido condenada por la Au-
diencia Provincial de Murcia sin haber 
sido oída en persona.

27.  A partir de ahí, con el fin de deter-
minar si ha habido violación del artículo 6 
del Convenio, ha de examinarse el papel 
de la Audiencia y la naturaleza de las 
cuestiones que estaba llamada a conocer. 
A este respecto, el Tribunal señala que la 
problemática jurídica del presente asunto, 
propia del procedimiento penal español, 
es idéntica a la examinada en las senten-
cias Bazo González c. España, ya citada, 
donde el Tribunal concluye que no hay 
violación de esta disposición e Igual Coll 
c. España, no 37496/04, del 10 de marzo 
de 2009 en la cual, a la luz de las circuns-
tancias de este caso, constató una viola-
ción de derecho del demandante a un 
proceso equitativo, debido a la falta de 
audiencia pública ante la jurisdicción de 
apelación. Conviene entonces mantener 
sustancialmente el razonamiento desa-
rrollado por el Tribunal en estas dos sen-
tencias.
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28.  En dichos asuntos, el Tribunal esta-
bleció que una audiencia se revelaba nece-
saria cuando la jurisdicción de apelación 
«efectúa una nueva apreciación de los he-
chos estimados probados en primera ins-
tancia y los reconsidera», situándose así 
más allá de las consideraciones estricta-
mente de derecho. En tales casos, se im-
ponía una audiencia antes de llegar a un 
juicio sobre la culpabilidad del demandante 
(ver la sentencia Igual Coll ya citada, § 36).

29.   En suma, le incumbirá esencial-
mente decidir, a la luz de las circunstan-
cias particulares de cada caso, si la juris-
dicción encargada de pronunciarse sobre 
la apelación procedió a una nueva apre-
ciación de los elementos de hecho (ver 
también Spînu c. Rumania, sentencia del 
29 de abril de 2008, § 55).

30.  En este caso, el Juez de lo penal 
no 3 de Murcia resolvió con fundamento 
en varios elementos probatorios, a saber, 
informes periciales así como la declara-
ción de la acusada y de los testigos, entre 
los cuales está la del doctor S.H. Después 
de la celebración de una audiencia pú-
blica, en el curso de la cual pudo fun-
darse su propia convicción, el Juez con-
cluyó que no había negligencia por parte 
de la demandante.

31.  Por su parte, la Audiencia Provin-
cial de Murcia tenía la posibilidad, como 
instancia de recurso, de dictar una nueva 
sentencia sobre el fondo, lo que hizo el 
27 de diciembre de 2004. Podía decidir 
o confirmar la absolución de la deman-
dante o declararla culpable, después de 
haberse llevado a cabo una apreciación 
de la cuestión de la culpabilidad o de la 
inocencia de la interesada.

32.  La Audiencia revocó la sentencia 
dictada y estimó, sin oír personalmente ni 
a la demandante ni a los testigos que 
habían declarado ante el Juez de lo penal, 
que el puesto ocupado por la deman-
dante exigía una diligencia superior de la 
que había dado prueba en relación con 
el paciente concernido. En particular, 

consideró que la demandante no había 
efectuado un examen al enfermo lo sufi-
cientemente exhaustivo. En opinión de la 
Audiencia, esta mala praxis sería la causa 
indiscutible de las secuelas en la salud 
del paciente. Estos elementos serían así 
suficientes para considerarla culpable de 
los hechos que le fueron imputados.

33.    Es forzoso concluir que, a dife-
rencia del asunto Bazo González preci-
tado, en este caso, la Audiencia Provin-
cial no se limitó a una nueva apreciación 
de los elementos de naturaleza pura-
mente jurídica, sino que se pronunció 
sobre una cuestión de hecho a saber, la 
mala práctica de la demandante y el 
origen de las secuelas en el paciente, mo-
dificando así los hechos declarados pro-
bados por el Juez de laprimera instancia. 
A los ojos del Tribunal, tal examen im-
plica, por sus características, una toma de 
posición sobre hechos decisivos para la 
determinación de la culpabilidad de la 
demandante (ver la sentencia Igual Coll 
ya citada, § 35).

34.  Las cuestiones tratadas son  esen-
cialmente de naturaleza fáctica, el Tribunal 
estima que la condena de la demandante 
en apelación por la Audiencia Provincial 
tras un cambio en la valoración de ele-
mentos tales como el comportamiento de 
la demandante, sin que ésta hubiera te-
nido la oportunidad de ser oída personal-
mente y de discutirlos mediante un examen 
contradictorio durante una audiencia pú-
blica, no es conforme con las exigencias 
de un proceso equitativo tal y como garan-
tiza el artículo 6 § 1 del Convenio.

35.  Estos elementos le son suficientes 
al Tribunal para concluir en este caso, 
que la extensión del examen efectuado 
por la Audiencia hacía necesaria una au-
diencia pública ante la jurisdicción de 
apelación. Por lo tanto, ha habido viola-
ción del artículo 6 § 1 del Convenio.

36.  A la luz de la conclusión a la cual 
llega bajo el ángulo del artículo 6 § 1 del 
Convenio, el Tribunal considera que no 

Boletín núm. 2128–Pág. 138



           

–  1215  –

se plantea ninguna otra cuestión respecto 
al artículo 6 § 3.

II.  SOBRE LA ALEGADA VIOLACION DEL AR-
TÍCULO 13 DEL CONVENIO

37.  Invocando el artículo 13 del Con-
venio, la demandante plantea dos quejas. 
Por una parte, discute la nueva aprecia-
ción de pruebas efectuada por el tribunal 
de apelación sin su presencia. Por otra 
parte, la demandante estima que el re-
curso de amparo no posee la efectividad 
exigida por el Convenio.

La disposición invocada prevé:

«Toda persona cuyos derechos y liber-
tades reconocidos en el (...) Convenio 
hayan sido violados, tiene derecho a un 
recurso efectivo ante una instancia na-
cional, incluso cuando la violación haya 
sido cometida por personas que actúen en 
el ejercicio de sus funciones oficiales. »

38.    El Gobierno se opone a esta 
tesis.

39.  El Tribunal constata que la primera 
queja se refiere a elementos ya exami-
nados más arriba bajo el ángulo del ar-
tículo 6 § 1 del Convenio. Considera que 
no procede examinarlo de nuevo.

40.  En cuanto a la segunda queja, el 
Tribunal constata que la demandante se 
limita a mostrar su desacuerdo con el 
control jurisdiccional ejercido por la más 
alta jurisdicción, ante la cual pudo pre-
sentar los argumentos que consideró 
útiles para su defensa. A este respecto, 
recuerda que la eficacia de un recurso no 
depende de la certeza del resultado favo-
rable (Herri Batasuna y Batasuna c. Es-
paña (dec.), no 25803/04 y 25817/04, del 
11 de diciembre de 2007).

41.    No habiéndose constatado nin-
guna apariencia de violación de los dere-
chos y libertades garantizados por el Con-
venio o sus Protocolos, el Tribunal consi-
dera que esta parte de la demanda está 
manifiestamente mal fundada y que debe 

ser rechazada en aplicación del artículo 
35 § 3 del Convenio.

III.  SOBRE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 
41 DEL CONVENIO

42.  En los términos del artículo 41 del 
Convenio,

«Si el Tribunal declara que ha habido 
violación del Convenio o de sus Proto-
colos, y si el derecho interno de la Alta 
Parte contratante sólo permite reparar de 
manera  imperfecta las consecuencias de 
esta violación, el Tribunal concederá a la 
parte perjudicada, si así procede, une sa-
tisfacción equitativa. »

43.    La demandante no presentó de-
manda de satisfacción equitativa en los 
plazos definitivos requeridos. Se limita a 
mencionar en su demanda el importe es-
timado de los perjuicios sufridos, pero ni 
siquiera hizo mención posterior en sus 
observaciones. Por lo tanto, el Tribunal 
considera que no procede otorgarle 
ningún montante respecto a este con-
cepto (cf. Gutiérrez Suárez c. España, no 
16023/07, § 43, 1 de junio de 2010).

POR ESTOS MOTIVOS, EL TRIBUNAL, 
POR UNANIMIDAD,

1.  Declara la demanda admisible en 
cuanto a la queja derivada del artículo 6 
§ 1 del Convenio e inadmisible por lo 
demás;

2.  Dice que ha habido violación del 
artículo 6 § 1 del Convenio.

	Santiago Quesada	 Josep Casadevall
	 Secretario  	 Presidente

A la presente sentencia se adjunta, 
conforme a los artículos 45 § 2 del Con-
venio y 74 § 2 del reglamento, la exposi-
ción de la opinión separada del juez 
Zupančič.

J.C.M.

S.Q.
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OPINIÓN CONCURRENTE  
DEL JUEZ ZUPANČIČ

(Traducción)

Estoy de acuerdo con el fallo de la 
sentencia por lo que se refiere a la cons-
tatación de una violación del artículo 6 § 
1 sea constatada.

Sin embargo, teniendo en cuenta el 
problema evocado por la demandante en 
el párrafo 22 de la sentencia, está claro 
que el único remedio en semejante caso 
sería volver a juzgar el conjunto del 
asunto. La inmensa mayoría de los Es-
tados miembro del Consejo de Europa ya 
prevén en su legislación que la constata-
ción de una violación por el Tribunal eu-
ropeo de derechos humanos, es condi-
ción suficiente para la reapertura de un 
asunto, para un nuevo proceso, etc.

Todo derecho debe corresponder a su 
recurso, y viceversa. En caso de violación 
manifiesta del derecho a un proceso 
equitativo, volver a juzgar el asunto es el 
único remedio adecuado.

Es un razonamiento que repetimos en  
incalculable número de asuntos turcos, 
con referencia a la sentencia Gençel 
c. Turquía (no 53431/99, 23 de octubre 
de 2003).

De la misma manera, habría que in-
vitar insistentemente al Gobierno español 
a adoptar una legislación que permitiera 
un nuevo proceso, a petición de cual-
quier demandante cuando el Tribunal 
Europeo de derechos humanos hubiera 
comprobado una violación del derecho a 
un proceso equitativo.

(Demanda n.ª 17122/07)

Sentencia, Estrasburgo, 

21 de septiembre de 2010

Esta sentencia devendrá firme en los 
términos previstos en el párrafo § 2 del 
artículo 44 del Convenio. Puede sufrir 
retoques de forma.

En el asunto Marcos Barrios c. Es-
paña,

El Tribunal europeo de Derechos Hu-
manos (Sección Tercera), reunido en Sala 
compuesta por:

Josep Casadevall, presidente,

Elisabet Fura,

Boštjan M. Zupančič,
Alvina Gyulumyan,

Ineta Ziemele,

Luis López Guerra,

Ann Power, jueces,

y de Santiago Quesada, secretario de 
sección,

Después de haber deliberado en sala 
de deliberación el 31 de agosto de 
2010,

Dictan la siguiente sentencia adoptada 
en esa fecha:

PROCEDIMIENTO

1.  En el origen del asunto se encuentra 
una demanda (no  17122/07) dirigida 
contra el Reino de España, cuyo nacional, 
Don  Manuel Ángel Marcos Barrios («el 
demandante»), ha acudido al Tribunal el 
11 de abril de 2007 en virtud del artículo 
34 del Convenio de salvaguarda de los 
derechos humanos y de las libertades 
fundamentales («el Convenio»).

2.    El demandante está representado 
por Doña  M.  Robles Aller, abogada en 
León. El gobierno español («el Gobierno») 
ha estado representado por su agente, M. 
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I. Blasco, Abogado del Estado-Jefe ante el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
en el  Ministerio de Justicia.

3.  Invoca los artículos 6 §§ 1, 3 d) y 8 
del Convenio. El demandante se queja de 
su condena en apelación por la Audiencia 
Provincial sin haber sido oído personal-
mente, mientras que en primera instancia 
había sido absuelto. Alega por otro lado, 
que las pruebas de cargo examinadas por 
los tribunales para pronunciarse sobre su 
culpabilidad, emanaban de escuchas te-
lefónicas autorizadas por el Juez. En la 
medida en que éstas fueron declaradas 
nulas, el demandante opina que el resto 
de las pruebas no podían ser utilizadas en 
su fundamentación .

4.    El 15 de junio de 2009, el presi-
dente de la Sección tercera decidió co-
municar la demanda al Gobierno. Tal y 
como permite el artículo 29 § 3 del Con-
venio, además ha decidido que la Sala se 
pronunciaría al mismo tiempo sobre la 
admisibilidad y el fondo.

HECHOS

I.  LAS CIRCUNSTANCIAS DEL CASO

5.    El demandante nació en 1984 y 
reside en León.

6.  En el ámbito de un procedimiento 
de instrucción iniciado en diciembre 
de 2003 en contra del demandante, que 
era menor en el momento de los hechos, 
en relación con un presunto delito de 
asesinato cometido en diciembre de 
2000, el Juez autorizó, por una resolu-
ción motivada del 3 de febrero de 2004, 
la intervención durante un mes de las lí-
neas telefónicas de varias personas sospe-
chosas de estar implicadas en los hechos 
en cuestión, entre ellas el demandante. El 
Juez consideró que esta medida contri-
buiría a aclarar los acontecimientos. El 
Juez precisó que la policía debía infor-

marle cada dos semanas sobre el resul-
tado de las grabaciones.

7.   Al final de la fase de instrucción, 
por una sentencia en un procedimiento 
contradictorio dictada el 21 de junio de 
2004 después de la celebración de una 
audiencia pública en la cual compareció 
el demandante, el Juez de menores de 
León absolvió al demandante del delito 
de asesinato. Examinando los resultados 
conseguidos por las escuchas telefónicas, 
consideró que, conforme a la ley apli-
cable, el Juez de instrucción no 7 de León 
no era competente para autorizarlas. En 
efecto, en la medida en que el deman-
dante era menor en el momento de los 
hechos, correspondía al Juez de menores 
decidir sobre esta cuestión. Por consi-
guiente, las escuchas debían ser decla-
radas nulas, sus resultados no podían ser 
tenidos en cuenta.

8.  El Juez basó así su decisión sobre 
otros elementos. Por una parte, subrayó 
las contradicciones descubiertas en las 
declaraciones del testigo de cargo D.F., él 
mismo co-inculpado, leídas íntegramente 
en el curso de la audiencia pública, acu-
sando al demandante. Estas declaraciones 
se efectuaron en tres ocasiones en el 
curso de la instrucción y fueron leídas 
íntegramente en el curso de la audiencia 
pública, en la que el testigo las discutió 
personalmente. Este testigo había soste-
nido en sus declaraciones antes de la ce-
lebración de la audiencia pública, que el 
demandante era el autor del delito, 
aunque parcialmente se retractó de ellas 
ante el Juez de menores. Además, el Juez 
señaló que era objetivamente legítimo no 
fiarse de la credibilidad de sus inten-
ciones, en la medida en que no se podía 
excluir que el testigo hubiera querido de-
clararse inocente o, por lo menos, reducir 
su responsabilidad en los hechos liti-
giosos. Por otra parte, el Juez señaló la 
insuficiencia de otras pruebas de cargo, a 
saber las declaraciones de los agentes de 
policía, para poder concluir, más allá de 
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toda duda razonable, la culpabilidad del 
demandante.

9.    La Fiscalía y la parte acusadora 
apelaron y solicitaron la práctica de 
ciertas pruebas (cf. la declaración de tes-
tigos) mediante la celebración de una 
audiencia pública ante la jurisdicción de 
apelación. Por una resolución del 20 de 
octubre de 2004, la Audiencia Provincial 
de León rechazó la solicitud de pruebas, 
debido a que ya habían sido practicadas 
en primera instancia. La Audiencia re-
cordó que, según  el artículo 795 de la ley 
de enjuiciamiento criminal en vigor en el 
momento de los hechos (actual artículo 
790), los únicos medios de prueba que 
podían ser practicados en apelación eran 
los que no habían podido ser propuestos 
en primera instancia, los propuestos pero 
indebidamente rechazados y los acep-
tados pero no practicados por razones no 
imputables al que solicita su práctica en 
segunda instancia. Este caso no pertenece 
a ninguno de estas tres supuestos, por lo 
que la petición de la Fiscalía y de la parte 
acusadora debía ser rechazada.

10.  Por una sentencia del 27 de enero 
de 2005 dictada sin la celebración de una 
audiencia pública, la Audiencia Provin-
cial de León aceptó los recursos y con-
denó al demandante por un delito de 
asesinato a una pena de dos años de in-
ternamiento. La Audiencia confirmó pri-
mero la nulidad de las escuchas telefó-
nicas debido a la falta de competencia 
del Juez que las había autorizado y pre-
cisó que de todas formas, no se encon-
traban en el origen de otras pruebas que 
debían ser examinadas y, en particular, de 
la declaración de D.F, que no habían sido 
tachadas de ilícitas.

11.  La Audiencia tuvo particularmente 
en consideración las tres declaraciones 
de D.F. efectuadas antes de la fase de la 
audiencia pública incriminando al de-
mandante, a saber la realizada al comi-
sario de policía, la realizada ante el fiscal 
de menores y la declaración ante el Juez 

de instrucción no 7 de León, las tres en 
presencia y con la asistencia de un abo-
gado. Al respecto, consideró que el pro-
pósito de D.F. en el transcurso de las de-
claraciones era coherente y proporcio-
naba un gran número de detalles sobre lo 
que había ocurrido. La veracidad de estas 
informaciones había sido atestiguada 
sobre el lugar de los hechos, a saber, la 
sangre de la víctima y los objetos encon-
trados en los lugares tal y como D.F. los 
había descrito. Por otro lado, según el 
informe del médico-forense, las heridas 
del cuerpo de la víctima también se co-
rrespondían con las declaraciones he-
chas. En opinión de la Audiencia, tal pro-
fusión de detalles no podía ser resultado 
ni de una invención, ni de una manipu-
lación de la policía sobre D.F. A la luz de 
estos elementos, la Audiencia Provincial 
se apartó de la apreciación del Juez de 
primera instancia y considero culpable al 
demandante.

12.  Invocando los artículos 18 § 3 (de-
recho al secreto de las comunicaciones) 
y  24 (derecho a un juicio justo) de la 
Constitución, el demandante interpuso 
un recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional. Por una decisión del 
23 de octubre de 2006, la alta jurisdic-
ción declaró el recurso inadmisible.

13.  En relación con la queja relativa a 
las escuchas telefónicas, señaló que su 
nulidad, decidida por el Juez de menores 
y confirmada por la Audiencia Provincial 
de León, no conllevaba la de otros me-
dios de prueba practicados durante el 
proceso, en la medida en que ni las de-
claraciones de D.F. ni su comprobación 
por elementos objetivos en los lugares de 
los hechos, habían sido obtenidas a través 
de las escuchas. En efecto, éstas fueron 
autorizadas el 3 de febrero de 2004, 
cuando la instrucción en contra del de-
mandante ya se había iniciado en 2003. 
Por consiguiente, la alta jurisdicción con-
sideró suficientemente motivada y pri-
vada de arbitrariedad, la conclusión a la 
cual habían llegado los tribunales a quo 
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concerniente a la ausencia de vínculo 
entre las escuchas y otros elementos de 
prueba.

14.    El Tribunal Constitucional exa-
minó más tarde la queja relativa a la falta 
de audiencia pública ante la Audiencia 
Provincial. Después de haber recordado 
la jurisprudencia establecida en la sen-
tencia 167/2002, el Tribunal precisó que 
ésta no se aplicaba al caso en litigio. En 
efecto, no se trataba, en este caso, de una 
interpretación distinta por parte del tri-
bunal de apelación, de una declaración 
que el Juez de menores hubiera oído en 
audiencia pública y que hubiera sido for-
mulada ante él, sino del valor otorgado a 
las declaraciones que D.F. había efec-
tuado durante la instrucción y que fueron 
leídas durante la audiencia pública ante 
del Juez de primera instancia. Por consi-
guiente, el respeto de la inmediación no 
se había puesto en tela de juicio.

15.    Finalmente, la alta jurisdicción 
constató que el conjunto de las pruebas 
de cargo era suficiente y desprovisto de 
arbitrariedad para concluir la condena 
del demandante, que se limitaba a dis-
cutir la apreciación.

II.  EL DERECHO INTERNO PERTINENTE

16.  Constitución

Artículo 18 § 3

«Se garantiza el secreto de las comu-
nicaciones y, en especial, de las postales 
telegráficas y telefónicas, salvo resolu-
ción judicial. »

Artículo 24

«1.  Todas las personas tienen derecho 
a obtener la tutela efectiva de los Jueces 
y Tribunales en el ejercicio de sus dere-
chos e intereses legítimos, sin que, en 
ningún  caso, pueda producirse indefen-
sión. 

2.  Asimismo, todos tienen derecho al 
Juez ordinario predeterminado por la ley, 
a la defensa y a la asistencia de letrado, a 
ser informados de la acusación formulada 
contra ellos, a un proceso público sin 
dilaciones indebidas y con todas las ga-
rantías, a utilizar los medios de prueba 
pertinentes para su defensa, a no declarar 
contra sí mismos, a no confesarse culpa-
bles y a la presunción de inocencia. La 
ley regulará los casos en que, por razón 
de parentesco o de secreto profesional, 
no se estará obligado a declarar sobre 
hechos presuntamente delictivos (...) ».

17.    Ley de enjuiciamiento criminal 
(vigente en el momento de los hechos)

Artículo 795 § 3
«En el mismo escrito de formalización, 

podrá pedir el recurrente la práctica de 
las diligencias de prueba que no pudo 
proponer en la primera instancia, de las 
propuestas que le fueron indebidamente 
denegadas siempre que formulare en su 
momento la oportuna reserva, y de las 
admitidas que no fueron practicadas por 
causas que no le sean imputables, expo-
niendo las razones por las que la falta de 
aquellas diligencias de prueba ha produ-
cido indefensión ».

Artículo 795 § 6
«Cuando estime que es necesario para 

la correcta formación de una convicción 
fundada, la Audiencia podrá acordar la 
celebración de vista, citando a las 
partes».

18.    Ley de enjuiciamiento criminal 
(actualmente vigente)

Artículo 791 § 1
«Si los escritos de formalización o de 

alegaciones contienen proposición de 
prueba o reproducción de las grabada,, 
el Tribunal resolverá en tres días sobre la 
admisión de la propuesta y acordará, en 
su caso, que el Secretario judicial señale 

Boletín núm. 2128–Pág. 143



–  1220  –

           

día para la vista. También podrá cele-
brarse vista cuando, de oficio, o a peti-
ción de parte, la estime el Tribunal nece-
saria para la correcta formación de una 
convicción fundada».

19.    Ley orgánica 5/2000, del 12 de 
enero de 2000, sobre la responsabilidad 
penal de los menores

Artículo 41 § 1
«Contra la sentencia dictada por el 

Juez de Menores en el procedimiento re-
gulado en esta Ley cabe recurso de ape-
lación ante la correspondiente Audiencia 
Provincial, que se interpondrá ante el 
Juez que dictó aquélla en el plazo de 
cinco días a contar desde su notificación, 
y se resolverá previa celebración de vista 
pública, salvo que en interés de la per-
sona imputada o de la víctima, el Juez 
acuerde que se celebre a puerta cerrada. 
A la vista deberán asistir las partes y, si el 
Tribunal lo considera oportuno, el repre-
sentante del equipo técnico y el represen-
tante de la entidad pública de protección 
o reforma de menores que hayan interve-
nido en el caso concreto. El recurrente 
podrá solicitar del Tribunal la práctica de 
la prueba que, propuesta y admitida en la 
instancia, no se hubiera celebrado, con-
forme a las reglas de la Ley de Enjuicia-
miento Criminal».

EN DERECHO

I.  SOBE LA ALEGADA VIOLACIÓN DEL AR-
TÍCULO 6 § 1 DEL CONVENIO

20.  El demandante alega que la falta 
de celebración de una audiencia pública 
durante el proceso ante la Audiencia Pro-
vincial de León atentó contra su derecho 
a un proceso justo, tal y como lo prevé el 
artículo 6 § 1 del Convenio, del siguiente 
tenor:

«Toda persona tiene derecho a que su 
causa sea oída equitativa, públicamente 

(...) por un tribunal (...) que decidirá  (...) 
sobre el fundamento de cualquier acusa-
ción en materia penal dirigida contra 
ella»

21.    El Gobierno se opone a esta 
tesis.

A.  Sobre la admisibilidad

22.  El Tribunal constata que esta queja 
no está  manifiestamente mal fundada en 
el sentido del artículo 35 § 3 del Con-
venio. El Tribunal señala por otro lado 
que no concurre ningún otro motivo de 
inadmisibilidad. Conviene pues decla-
rarla admisible.

B.  Sobre el fondo

1.  Tesis de las partes

a)  El Gobierno

23.  El Gobierno señala en primer lugar 
que la apreciación de la Audiencia Pro-
vincial de León difiere de la del Juez de 
primera instancia en cuanto al valor con-
cedido a la lectura íntegra, efectuada du-
rante la audiencia pública, de las decla-
raciones de D.F. hechas ante la policía y 
el Juez de instrucción repetidas veces 
antes de la celebración de dicha au-
diencia. Así, no se trata de una diver-
gencia en la apreciación de las declara-
ciones de D.F. efectuadas ante del Juez de 
menores de León conforme al principio 
de inmediación, sino de la atribución de 
un valor diferente a las primeras declara-
ciones.

24.  Por otra parte, el Gobierno hace 
ver que las tres declaraciones de D.F. pre-
vias a la audiencia pública en primera 
instancia, coinciden entre ellas, son muy 
detalladas y han sido corroboradas por 
varios elementos objetivos. En particular, 
el Gobierno llama la atención sobre el 
hecho de que el lugar donde el cuerpo 
había sido encontrado es el mismo que el 
mencionado por D.F. en sus declara-
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ciones. Además, varios objetos fueron 
encontrados en el mismo lugar man-
chados de sangre de la víctima, tal como 
D.F. les había descrito. Finalmente, las 
heridas de la víctima corresponden tam-
bién a la descripción efectuada por el 
testigo.

25.  En opinión del Gobierno, la cele-
bración de una audiencia pública no era 
necesaria en este caso, en la medida en 
que la naturaleza de los elementos de 
prueba considerados por la Audiencia 
Provincial para decidir la condena del 
demandante, no necesitaba inmediación. 
En efecto, la apreciación de estos ele-
mentos en apelación no constituye un 
juicio diferente sobre la credibilidad del 
testigo, sino sobre la suficiencia de los 
elementos objetivos como medios de co-
rroboración de las declaraciones.

26.  El Gobierno insiste sobre el hecho 
de que de todas formas, la celebración de 
una audiencia pública no habría permi-
tido apreciar, de otro modo, las declara-
ciones de D.F. efectuadas durante la fase 
de instrucción.

27.  Finalmente, el Gobierno subraya 
que el demandante en ningún momento 
planteó una eventual infracción de la ley 
orgánica 5/2002, que reglamenta la res-
ponsabilidad penal de los menores, en lo 
que concierne a la falta de celebración de 
una audiencia pública.

b) El demandante

28.  Por su parte, el demandante con-
sidera esencial insistir en el hecho de que 
no tuvo ninguna ocasión de discutir las 
declaraciones de D.F., sobre las cuales se 
basó su condena. En efecto, fueron leídas 
exclusivamente ante el Juez de  menores, 
que las consideró para dictar sentencia. 
Sin embargo, la falta de celebración de 
audiencia pública en apelación impidió 
que fueran releídas ante la Audiencia Pro-
vincial de León.

29.  Además, el demandante justifica 
no haber pedido él mismo la celebración 

de una audiencia pública ante el tribunal 
de apelación debido, por una parte, a que 
había sido absuelto en primera instancia 
por ausencia de pruebas de cargo sufi-
cientes y, por otra parte, que el recurso de 
apelación fue interpuesto por la Fiscalía 
y la parte acusadora. Apoyándose en sus 
argumentos, el demandante recuerda que 
la solicitud de esta última de celebrar una 
audiencia pública, fue rechazada.

30.  Finalmente, el demandante señala 
que la falta de celebración  de una au-
diencia pública vulneró las disposiciones 
de la ley orgánica 5/2000 sobre la res-
ponsabilidad penal de los menores.

2.  Apreciación del Tribunal

31.  El Tribunal recuerda que las mo-
dalidades de aplicación del artículo 6 del 
Convenio a los procedimientos de apela-
ción dependen de las características del 
procedimiento de que se trate; conviene 
tener en cuenta el conjunto del procedi-
miento interno y el papel atribuido al 
tribunal de apelación en el orden jurídico 
nacional. Cuando se efectuó una au-
diencia pública en primera instancia, la 
ausencia de debates públicos en apela-
ción, puede justificarse por las particula-
ridades del procedimiento en cuestión, 
respecto a la naturaleza del sistema de 
apelación interna, a la amplitud de los 
poderes de la jurisdicción de apelación, 
a la manera en la que los intereses del 
demandante realmente han sido ex-
puestos y protegidos ante ella y particu-
larmente, a la naturaleza de las cuestiones 
que tenga que resolver (Botten c. No-
ruega, 19 febrero de 1996, § 39, Reper-
torio de sentencias y decisiones 1996-I). 
Así, ante un tribunal de apelación que 
goza de plenitud de jurisdicción, el ar-
tículo 6 no garantiza necesariamente el 
derecho a una audiencia pública ni, si tal 
audiencia se efectúa, el de asistir en per-
sona a los debates (ver, mutatis mutandis, 
Golubev c. Rusia, dec., no 26260/02, 9 de 
noviembre de 2006, y Fejde c. Suecia, 29 
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de octubre de 1991, § 33, serie A no 212-
C).

32.    En cambio, el Tribunal declaró 
que, cuando a una instancia de apelación 
se le da a conocer un asunto de hecho y 
de derecho y la facultad de examinar en 
conjunto la cuestión de la culpabilidad o 
de la inocencia, no puede, por motivos 
de equidad del proceso, decidir estas 
cuestiones sin que los medios de prueba 
sean apreciados, de forma directa y en 
persona, por el acusado que sostiene que 
no cometió el acto considerado como 
una infracción penal (Dondarini c. San-
Marino, no 50545/99, 6 de julio de 2004, 
§ 27, Ekbatani  c.  Suecia, 26 mayo de 
1988, § 32, serie A no 134, y Constanti-
nescu c. Rumania, 27 de junio de 2000, 
§ 55).

33.  En este caso, el Tribunal observa 
de entrada que no se discute que el de-
mandante, que fue absuelto en primera 
instancia, ha sido condenado por la Au-
diencia Provincial de León sin haber sido 
oído por aquélla en persona.

34.  A partir de aquí, con el fin de de-
terminar si hubo violación del artículo 6 
del Convenio, hay que examinar el papel 
de la Audiencia y la naturaleza de las 
cuestiones que tenía que conocer. A este 
respecto, el Tribunal señala que la proble-
mática jurídica del presente asunto, 
propia del procedimiento penal español, 
es idéntica a la examinada en las senten-
cias Bazo González c.  España, no 
30643/04, del 16 de diciembre de 2008, 
donde el Tribunal concluye la no viola-
ción de esta disposición e Igual Coll c. 
España, no 37496/04, del 10  de marzo 
de 2009 en la que a la luz de las circuns-
tancias del caso, constató una violación 
del derecho del demandante a un pro-
ceso equitativo debido a la falta de cele-
bración de una audiencia pública ante la 
jurisdicción de apelación. Conviene, por 
tanto, mantener la esencia del razona-
miento desarrollado por el Tribunal en 
estas dos sentencias.

35.  En dichos asuntos, el Tribunal con-
cluyó que una audiencia se revelaba ne-
cesaria cuando la jurisdicción de apela-
ción «efectúa una nueva apreciación de 
los hechos estimados probados en pri-
mera instancia y los reconsidera», situán-
dose así más allá de las consideraciones 
estrictamente jurídicas. En tales casos, 
una audiencia se imponía antes de al-
canzar una sentencia sobre la culpabi-
lidad del demandante (ver la sentencia 
Igual Coll ya citada, § 36).

36.    En suma, esencialmente incum-
birá  decidir, a la luz de las circunstancias 
particulares de cada caso, si la jurisdic-
ción encargada de pronunciarse sobre la 
apelación procedió a una nueva aprecia-
ción de los elementos de hecho (ver tam-
bién Spînu c. Rumania, sentencia del 29 
de abril de 2008, § 55).

37.  En este caso, el Juez de menores 
decidió sobre la credibilidad de las decla-
raciones de D.F. así como sobre el valor 
que hay que conceder al resto de ele-
mentos probatorios, después de la cele-
bración de una audiencia pública, en el 
curso de la cual pudo basarse su propia 
convicción. Las declaraciones del co-in-
culpado y principal testigo de cargo 
fueron leídas oralmente durante el pro-
ceso, el demandante tuvo la oportunidad 
de discutir el contenido o incluso su ve-
racidad, conforme a los principios de 
contradicción e inmediación. Al final de 
la audiencia, donde el demandante es-
taba presente, el Juez consideró que las 
contradicciones apreciadas en las decla-
raciones de D.F. así como la insuficiencia 
de otras pruebas de cargo no permitían 
concluir la culpabilidad del demandante 
más allá de toda duda razonable.

38.  Por su parte, la Audiencia Provin-
cial de León tenía la posibilidad, como 
instancia de recurso, de dictar una nueva 
sentencia sobre el fondo, lo que hizo el 
27 de enero de 2005. Podía decidir o 
confirmar la absolución del demandante 
o declararlo culpable, después de tener 
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la oportunidad de apreciar la cuestión de 
la culpabilidad o de la inocencia del in-
teresado.

39.  La Audiencia revocó la sentencia 
impugnada y estimó, sin oír personal-
mente al demandante y teniendo como 
base las mismas declaraciones exami-
nadas por el Juez a quo, que éstas eran 
suficientes para considerarle culpable de 
los hechos que le fueron imputados. Para 
apreciar la culpabilidad del demandante, 
consideró que las declaraciones de D.F. 
eran coherentes y proporcionaban un 
gran número de detalles sobre lo que 
había ocurrido. La veracidad de estas in-
formaciones había sido corroborada en el 
lugar de los hechos por medio de ele-
mentos tales como la sangre de la víctima 
y la presencia de objetos, tal y como D.F. 
los había descrito en sus declaraciones.

40.   Ha de reconocerse, a la luz del 
razonamiento que emana de los asuntos 
Igual Coll y Bazo González ya citados, 
que en este caso, la Audiencia Provincial 
no se limitó a una nueva apreciación de 
elementos de naturaleza puramente jurí-
dica, sino que se pronunció sobre una 
cuestión de hecho, a saber la credibilidad 
de las declaraciones de D.F., modificando 
así los hechos declarados probados por el 
Juez de primera instancia. A ojos del Tri-
bunal, tal examen implica, por sus carac-
terísticas, una toma de posición sobre 
hechos decisivos para la determinación 
de la culpabilidad del demandante (ver la 
sentencia Igual Coll ya citada, § 35).

41. Siendo las cuestiones tratadas de 
naturaleza fáctica, el Tribunal considera 
que la condena del demandante en ape-
lación por la Audiencia Provincial des-
pués de un cambio en la apreciación de 
las declaraciones litigiosas y de otros ele-
mentos, sin que el demandante hubiera 
tenido la oportunidad de ser oído perso-
nalmente y de discutirlos mediante un 
examen contradictorio en el curso de una 
audiencia pública, no es conforme a las 
exigencias de un proceso equitativo tal 

como lo garantiza el artículo 6 § 1 del 
Convenio.

42.  A fin de cuentas, el Tribunal cons-
tata que el artículo 41 § 1 de la ley orgá-
nica 5/2000 sobre la responsabilidad 
penal de los menores, aplicable a este 
caso, prescribía la celebración de una 
audiencia pública.

43.  Estos elementos bastan al Tribunal 
para concluir que la extensión del examen 
efectuado por la Audiencia hacía nece-
saria, en este caso, una audiencia pública 
ante la jurisdicción de apelación. Por lo 
tanto, hubo violación del artículo 6 § 1 
del Convenio.

II.  SOBE LA ALEGADA VIOLACIÓN DEL AR-
TÍCULO 6 § 3 DEL CONVENIO

44.  El demandante también se queja 
de no haber podido interrogar a los tes-
tigos durante una audiencia pública y 
estima haber sido condenado sin la exis-
tencia de pruebas suficientes. Invoca el 
artículo 6 § 3 d) del Convenio, que dis-
pone:

«3.    Todo acusado tiene, como mí-
nimo, los siguientes derechos:

a interrogar o hacer interrogar a los 
testigos que declaren contra él y a ob-
tener la convocación e interrogación de 
los testigos que declaren en su favor en 
las mismas condiciones que los testigos 
que lo hagan en su contra”.

45.  El Gobierno discute esta tesis.

A.  Sobre la admisibilidad

46.  El Tribunal constata que esta queja 
no está manifiestamente mal fundada en 
el  sentido del artículo 35 § 3 de la Con-
venio. El Tribunal señala por otro lado, 
que no cncurre ningún otro motivo de 
inadmisibilidad. Conviene pues decla-
rarla admisible.
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B.  Sobre el fondo

47.   Según la conclusión a la que se 
llega desde la perspectiva del artículo 
6 § 1 de la Convenio, el Tribunal opina 
que no procede examinar por separado 
la queja derivada del artículo 6 § 3 del 
Convenio.

III.  SOBRE LA ALEGADA VIOLACIÓN DEL AR-
TÍCULO 8 DEL CONVENIO

48.  El demandante considera que las 
escuchas constituyeron un elemento 
esencial de prueba en el proceso en su 
contra e insiste en el vínculo que existe 
entre los medios de prueba utilizados 
para lograr su condena y el resultado de 
las escuchas. Considera que su nulidad 
habría debido provocar la del conjunto 
de los medios de prueba obtenidos direc-
tamente o indirectamente de dichas escu-
chas. Invoca el artículo 8 del Convenio 
que se lee como sigue:

«1.  Toda persona tiene derecho al res-
peto de su vida privada y familiar, de su 
domicilio y de su correspondencia.

2. No podrá haber injerencia de la au-
toridad pública en el ejercicio de este 
derecho sino en tanto en cuanto esta in-
jerencia esté prevista por la ley y consti-
tuya una medida que, en una sociedad 
democrática, sea necesaria para la segu-
ridad nacional, la seguridad pública, el 
bienestar económico del país, la defensa 
del orden y la prevención de las infrac-
ciones penales, la protección de la salud 
o de la moral, o la protección de los de-
rechos y las libertades de los demás. »

49.  El Gobierno niega esta tesis y se-
ñala primero que la condena de la Au-
diencia Provincial de León tomó en con-
sideración la anulación de las escuchas 
telefónicas practicadas por la policía de-
bido a la falta de competencia del Juez 
que las había ordenado. Por consiguiente, 
el Gobierno considera que el deman-
dante no puede pretenderse víctima 

desde la perspectiva de esta disposición. 
Por otro lado, subraya que las pruebas de 
cargo utilizadas para ser condenado no 
tienen ninguna conexión con las escu-
chas telefónicas anuladas. En efecto, ni la 
declaración del testigo principal y coin-
culpado por los mismos hechos, ni los 
elementos fácticos de corroboración de 
esta declaración ni, en última instancia, 
las declaraciones de los policías, derivan 
de las escuchas.

Sobre la admisibilidad

50.  El Tribunal señala que aunque el 
demandante plantea su queja bajo la 
perspectiva del artículo 8 del Convenio, 
sus pretensiones tuvieron relación con el 
presunto carácter no equitativo del pro-
cedimiento penal. En efecto, considera 
que la nulidad de las escuchas habría 
afectado a la validez del conjunto de 
pruebas utilizadas para lograr su con-
dena. De ser así, se habría atentado contra 
las garantías del artículo 6 del Convenio. 
A la luz de estos razonamientos, el Tri-
bunal estima que debe examinar esta 
queja bajo la perspectiva del artículo 
6 § 1 del Convenio (ver, mutatis mutandis, 
Panarisi c. Italia (dec.), no 46794/99, 20 
de septiembre de 2005), que dispone:

« 1.  Toda persona tiene derecho a que 
su causa sea oída equitativa, (...) por un 
tribunal (...) que decidirá (...) sobre el fun-
damento de cualquier acusación en ma-
teria penal dirigida contra ella (...) »

51.   A este respecto, el Tribunal ob-
serva que el Juez de menores de León 
primeramente y la Audiencia Provincial 
de León posteriormente, declararon la 
nulidad de las escuchas litigiosas debido 
a la falta de competencia del Juez que las 
había autorizado e indicaron que los re-
sultados obtenidos por esta vía no podían 
ser tenidos en consideración, el Tribunal 
toma nota de que la condena del deman-
dante se basó en un conjunto de pruebas 
del que las escuchas telefónicas no for-
maron parte. Así, la condena del deman-
dante se basó en las declaraciones de D.F. 
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efectuadas antes de la fase de audiencia 
y leídas en su integridad ante el Juez de 
menores, tanto las efectuadas al comi-
sario de policía, como ante el fiscal de 
menores y la declaración ante el Juez de 
instrucción no 7 de León, así como en un 
conjunto de elementos de prueba obte-
nidos principalmente en el momento de 
la inspección ocular del lugar. Concreta-
mente, la Audiencia tuvo en cuenta el 
realto particularmente detallado del tes-
tigo sobre el emplazamiento del cuerpo 
de la víctima o la presencia en la escena 
de ciertos objetos manchados de sangre.

52.  En definitiva, ningún elemento de 
prueba examinado por las jurisdicciones 
internas resultaba de las escuchas telefó-
nicas.

53.  No existiendo ninguna apariencia 
de violación de los derechos  y las liber-
tades garantizados por el Convenio o sus 
Protocolos, el Tribunal considera que esta 
parte de la demanda está manifiestamente 
mal fundada y que debe ser rechazada en 
aplicación del artículo 35 § 3 del Con-
venio.

IV.  SOBRE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 
41 DEL CONVENIO

54.  En los términos del artículo 41 del 
Convenio,

«Si el Tribunal declara que ha habido 
violación del Convenio o de sus Proto-
colos y si el derecho interno de la Alta 
Parte Contratante sólo permite de manera 
imperfecta reparar las consecuencias de 
dicha violación, el Tribunal concederá a 
la parte perjudicada, si así procede, una 
satisfacción equitativa»

A.  Daños

55.  El demandante reclama 130.000 
euros (EUR) en concepto del perjuicio 

material que habría sufrido, debido a que 
ha sido condenado a pagar una indemni-
zación a la víctima en concepto de res-
ponsabilidad civil. Aporta al efecto la 
sentencia nacional.

56.  Por otro lado, renuncia a toda re-
clamación en concepto de  perjuicio 
moral.

57.  El Gobierno solicita la desestima-
ción de la demanda.

58.  El Tribunal no aprecia relación de 
causalidad entre la violación compro-
bada y el daño material alegado y re-
chaza esta demanda. En efecto, no podría 
especular sobre el resultado al cual el 
Tribunal de apelación habría llegado si 
hubiera autorizado la celebración de una 
audiencia pública (ver la sentencia Igual 
Coll ya citada, § 51). Por consiguiente, el 
Tribunal rechaza la demanda de satisfac-
ción equitativa a este respecto.

B.  Gastos y costas

59.  El demandante no demandó gastos 
y costas.

POR ESTOS MOTIVOS, EL TRIBUNAL, 
POR UNANIMIDAD,

1.  Declara la demanda admisible en 
cuanto a las quejas derivadas de los artí-
culos 6 §§ 1 y 3 por no haber sido oído 
personalmente por la Audiencia Provin-
cial e inadmisible por lo demás;

2.    Dice que hubo violación del ar-
tículo 6 § 1 del Convenio;

3.   Dice que no ha lugar a examinar 
separadamente la queja derivada del ar-
tículo 6 § 3 del Convenio;

4.    Rechaza la demanda de satisfac-
ción equitativa.

Santiago Quesada	 Josep Casadevall

	 Secretario	 Presidente
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TRABAJO E INMIGRACIÓN 

Aprobado el plan de choque para  
promover el empleo estable  
y la recualificación profesional 

•  Se impulsa la contratación a tiempo 
parcial de jóvenes y personas en desem-
pleo de larga duración, con una reduc-
ción de cotizaciones empresariales a la 
Seguridad Social durante doce meses. 

•  Contempla una ayuda de cuatro-
cientos euros, vinculada a la realización 
de acciones de orientación y formación, 
para aquellas personas que, a partir del 
16 de febrero, agoten su protección por 
desempleo. 

El Consejo de Ministros ha aprobado 
un Real Decreto Ley de Medidas Urgentes 
para promover la transición al Empleo 
Estable y la Recualificación Profesional 
de las Personas Desempleadas.

Este Real Decreto Ley desarrolla el co-
nocido como Plan de Choque, incluido 
en el Acuerdo Económico y Social sus-
crito con los agentes sociales, y que con-
templa cuatro medidas concretas con un 
carácter coyuntural:

•  Programa excepcional de empleo 
para la transición hacia la contratación 
estable . Tendrá un carácter extraordi-
nario y limitado en el tiempo, 12 meses, 
y favorecerá la contratación de jóvenes 

de hasta treinta años y personas en des-
empleo de larga duración con una jor-
nada a tiempo parcial de entre el 50 y el 
75 por 100 del total. 

Esta contratación dará derecho durante 
doce meses a una reducción de las coti-
zaciones empresariales a la Seguridad 
Social del 100 por 100, si son empresas 
de menos de 250 trabajadores, o del 75 
por 100, en el caso de empresas de más 
de 250 trabajadores, siempre que su-
ponga un aumento de la plantilla de la 
empresa.

Además, cuando estos contratos tengan 
carácter temporal, siempre que la dura-
ción mínima sea de seis meses, habrá 
estímulos para su transformación en con-
tratos estables.

•  Programa de recualificación profe-
sional de las personas que hayan agotado 
su protección por desempleo . Este pro-
grama específico de carácter nacional 
beneficiará a aquellas personas que, a 
partir del 16 de febrero de 2011, agoten 
su protección por desempleo. 

Este nuevo programa establece como 
derechos de las personas beneficiarias:

•  Realizar un itinerario individualizado 
y personalizado de inserción que con-
temple un diagnóstico sobre su empleabi-
lidad, así como las medidas de política 
activa de empleo dirigidas a mejorarla. 

consejo de ministros

Viernes, 11 de febrero de 2011
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•  Participar en medidas de política 
activa de empleo encaminadas a la re-
cualificación y/o reinserción profesional 
necesarias para favorecer su incorpora-
ción al mercado de trabajo, especial-
mente en sectores emergentes y con 
mayor potencial de crecimiento. 

•  Percibir, hasta un máximo de seis 
meses, una ayuda económica de acom-
pañamiento de cuatrocientos euros, vin-
culada a la realización de dichas acciones 
de política activa de empleo, cuando las 
rentas en la unidad familiar no superen el 
75 por 100 del Salario Mínimo Interpro-
fesional. 

•  Acciones de mejora de la empleabi-
lidad que combine actuaciones de orien-
tación y formación para el empleo. Los 
Servicios Públicos de Empleo pondrán en 
marcha itinerarios individualizados y per-
sonalizados de empleo dirigidos a jó-
venes, mayores de 45 años en desempleo 
de larga duración y personas procedentes 
del sector de la construcción y otros afec-
tados por la crisis que, dentro de estos 
colectivos, tengan baja cualificación. 

•  Inclusión de personas desempleadas 
en las acciones formativas dirigidas a 
personas ocupadas. Durante 2011 los 
Servicios Públicos de Empleo garanti-
zarán que, en los planes de formación 
dirigidos prioritariamente a personas 
ocupadas, participen en el conjunto del 
correspondiente plan y en relación con el 
total de personas que inicien la forma-
ción dentro del mismo, entre un 20 por 
100 y un 40 por 100 de personas desem-
pleadas. 

Mediante este Plan de Choque, el Go-
bierno pretende ayudar a las empresas a 
adelantar decisiones de contratación de 
trabajadores y trabajadoras, fundamen-
talmente jóvenes y parados de larga du-
ración; dar cobertura económica a las 
personas que agoten su protección por 
desempleo mientras mejoran su em-
pleabilidad; dar apoyo personalizado a 
las personas en desempleo en la bús-
queda activa de empleo e incrementar 
las posibilidades de formación de las 
personas desempleadas para mejorar sus 
oportunidades de regreso al mercado de 
trabajo.

Viernes, 18 de febrero de 2011

PRESIDENCIA

Reformado el Derecho Aplicable  
a las Sociedades de Capital

•  La Ley mejora el ejercicio de deter-
minados derechos de los accionistas de 
sociedades cotizadas, reduce costes y su-
prime los obstáculos que dificultan el 
voto de los accionistas y su participación 
electrónica en las juntas. 

• También se incorpora la normativa 
europea sobre la materia. 

El Consejo de Ministros ha aprobado la 
remisión a las Cortes Generales del Pro-
yecto de Ley de reforma parcial de la Ley 
de Sociedades de capital y la incorpora-
ción de la Directiva comunitaria de 11 de 

julio de 2007, sobre el ejercicio de deter-
minados derechos de los accionistas de 
sociedades cotizadas.

Con este Proyecto de Ley el Gobierno 
continúa la línea de mejora del derecho 
aplicable a las sociedades de capital, 
principales operadores económicos del 
país; una mejora que se plasma en esta 
reforma del Texto Refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital, aprobado por 
Real Decreto Legislativo del 2 de julio de 
2010, y que presenta cuatro líneas funda-
mentales de actuación:

Reducción de costes

Tal y como recoge el Real Decreto Ley 
de 3 de diciembre de 2010, de actua-
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ciones en el ámbito fiscal, laboral y libe-
ralizadoras para fomentar la inversión y 
la creación de empleo, se establecen me-
didas como:

•  Derogar la exigencia legal de que 
determinados acuerdos de modificación 
de los estatutos sociales tengan que anun-
ciarse en periódicos como requisito ne-
cesario para su inscripción en el Registro; 
la supresión de la exigencia de que la 
disolución de la sociedad anónima se 
publique igualmente en uno de los dia-
rios de mayor circulación en el lugar del 
domicilio social y también que durante el 
periodo de liquidación de la sociedad 
anónima el denominado «estado anual 
de cuentas» tenga que publicarse en el 
Boletín Oficial del Registro Mercantil. 

•  La admisión de que los estatutos de 
las sociedades anónimas, en lugar de una 
rígida estructura del órgano de adminis-
tración, puedan establecer dos o más 
modos de organización, facilitando así 
que, sin necesidad de modificación esos 
estatutos, la junta general de accionistas 
pueda optar sucesivamente por aquel que 
considere preferible, lo que supone un 
ahorro de costes del que hasta ahora sólo 
se beneficiaban las sociedades de respon-
sabilidad limitada. 

•  En materia de cuentas anuales se 
adoptan dos medidas para reducir el 
coste de su depósito: 

a)  Se elimina el requisito de que la 
firma de los administradores tenga que 
ser objeto de legalización.

b)  Se suprime la publicación en el 
Boletín Oficial del Registro Mercantil del 
anuncio de las sociedades que hubieran 
cumplido con esa obligación de depó-
sito, cuya inutilidad se ha puesto de ma-
nifiesto.

Introducción de algunas normas de mo-
dernización del Derecho de las sociedades 

de capital

Es el caso de la corrección que se rea-
liza de la contradicción entre el plazo 

que debe mediar entre la publicación de 
la convocatoria de la junta general de 
accionistas y el plazo para la celebración 
de la junta a solicitud de la minoría.

A esta norma, se añaden, por un lado, 
la regulación, por primera vez en norma 
de rango de ley, del régimen jurídico del 
administrador persona jurídica; y, por 
otro lado, la facultad de convocatoria del 
consejo de administración por los admi-
nistradores que representen, al menos, un 
tercio de los componentes del órgano, 
cuando el presidente, a pesar de haber 
sido requerido para ello, no lo hubiera 
convocado.

Asimismo, se suprime la exigencia de 
que, en la liquidación de las sociedades 
anónimas, los bienes inmuebles tengan 
que venderse en pública subasta.

Unificación del régimen de las sociedades 
anónimas y de responsabilidad limitada:

•  La unificación del contenido de la 
convocatoria de las juntas generales (art. 
173), extendiendo el nuevo régimen que 
ha introducido el Real Decreto Ley de 3 
de diciembre de 2010. 

•  La unificación del régimen de con-
vocatorias del consejo de administración 
(art. 246). 

•  La posibilidad también de las anó-
nimas de introducir en los estatutos causas 
de exclusión de accionistas (art. 351). 

•  La unificación de las causas legales 
de disolución aplicando a todas las socie-
dades de capital la relativa a su inacti-
vidad (art. 363). 

•  La generalización de la norma su-
pletoria sobre conversión automática en 
liquidadores de los administradores de la 
sociedad (art. 376). 

Normas de incorporación de la Directiva 
comunitaria de 11 de julio de 2007

Estas normas han tenido que esperar a 
la aprobación de la Ley de Sociedades de 
Capital para integrarse de manera armó-
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nica en el Derecho de sociedades, des-
pués de la reordenación sistemática del 
régimen jurídico de las sociedades coti-
zadas y la unificación casi completa en 
un único texto legal de una disciplina 
hasta entonces dispersa.

El objetivo de estas nuevas normas es 
que las juntas generales de las sociedades 
cotizadas sean debidamente convocadas 
y que los documentos que deben presen-
tarse a las mismas estén disponibles a 
tiempo para que todos los accionistas, 
con independencia de su lugar de resi-
dencia, puedan adoptar una decisión ra-
zonada en el momento de emitir el voto. 
Se suprimen, así, los obstáculos que difi-
cultan el voto de los accionistas y facilita 
su participación electrónica en las 
juntas.

JUSTICIA

Aprobado el proyecto de Ley  
que Regula la Jurisdicción Social

•  Evitará la peregrinación por distintos 
Juzgados en asuntos laborales, y que los 
Juzgados de lo Social centralizarán todas 
las materias laborales que ahora están 
repartidas en el orden Civil y el Conten-
cioso-administrativo. 

•  Mejorará la protección judicial de 
los derechos de los trabajadores, evitará 
duplicidades y permitirá resoluciones 
mucho más rápidas. 

•  Todas las cuestiones relacionadas 
con un mismo hecho o conflicto las de-
cidirá un mismo juez, lo que reducirá 
gastos a trabajadores y empresas y contri-
buirá a la eficiencia económica. 

El Consejo de Ministros ha aprobado 
la remisión a las Cortes Generales del 
Proyecto de Ley Reguladora de la Juris-
dicción Social, por la que los tribunales 
de este orden jurisdiccional asumirán 
todos los asuntos relativos a accidentes 
laborales, seguridad e higiene en el tra-
bajo y vulneración de derechos en el ám-

bito laboral, especialmente acoso y dis-
criminación.

De esta manera, se evitará el peregri-
naje jurisdiccional en casos que ahora 
concluyen en procesos paralelos en los 
Juzgados de lo Social, Civil o en el Con-
tencioso-administrativo. Además, al cla-
rificar el orden judicial competente, se 
mejora la tutela judicial efectiva, lo que 
representa mayor seguridad para el mer-
cado laboral, más transparencia y menor 
gasto para empresas y trabajadores. 
Quedan al margen los casos penales, liti-
gios sobre recaudación de la Seguridad 
Social y las excepciones derivadas de los 
procesos concursales.

El Proyecto de Ley, que se enmarca en 
el plan general de modernización y re-
forma del sistema español de Justicia, 
constituye una auténtica jurisdicción so-
cial, especializada y con competencia 
plena en los asuntos relativos a los dere-
chos de los trabajadores. Aprobado por el 
Gobierno, en primera lectura, el pasado 
mes de septiembre, el Proyecto de Ley 
será remitido ahora a las Cortes para su 
debate.

Esta Ley, que agilizará y reducirá costes 
contribuyendo así al proceso de recupe-
ración económica, ofrece al trabajador y 
a los beneficiarios de las prestaciones so-
ciales una respuesta judicial más homo-
génea y eficaz.

Hasta ahora

•  Un mismo hecho puede ocasionar 
varios procedimientos en órdenes juris-
diccionales distintos: social, civil, con-
tencioso-administrativo y penal. 

•  Como consecuencia de lo anterior 
se producen demoras en la obtención de 
una respuesta judicial completa. 

•  El afectado no sabe a qué juez 
acudir y puede tener que ir a dos, incluso 
a tres, que pueden estar en diferentes ciu-
dades. 
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•  No existe un tratamiento unitario de 
los problemas, lo que puede ocasionar 
discrepancias en el tratamiento de casos 
similares, pues cada orden jurisdiccional 
resuelve conforme a sus criterios y proce-
dimientos. 

•  Se pueden producir disfunciones, 
porque las decisiones de un juzgado con-
dicionan o influyen en las de otro. 

Con la nueva Ley

•  Un solo procedimiento, como regla, 
sirve para resolver las disputas originadas 
en el ámbito laboral y de protección so-
cial. 

•  Respuesta judicial integral. Todas las 
cuestiones en materia laboral las decide 
un mismo juez. 

•  Respuesta especializada. El Juez de 
lo Social es el más capacitado para re-
solver litigios sobre los derechos de los 
trabajadores y las prestaciones sociales 
porque es su ámbito natural de conoci-
miento. 

•  Agilidad y eficiencia. Evitar duplici-
dades, gastos y complejidades innecesa-
rias 

•  Seguridad jurídica. Se evitan contra-
dicciones y disfunciones. 

Principales objetivos

Mejorar la protección judicial de los de-
rechos de los trabajadores

Se unifican en el orden social todos los 
asuntos relativos a accidentes laborales, 
seguridad e higiene en el trabajo y vulne-
ración de derechos en el ámbito laboral, 
especialmente acoso y discriminación 
(con exclusión de los casos penales). De 
esta manera se consigue:

•  Respuesta judicial integral. Todas 
las cuestiones relacionadas con un mismo 
hecho o conflicto las decide un mismo 
juez. Se evita el «peregrinaje jurisdic-
cional». 

•  Respuesta judicial especializada. El 
Juez de lo Social, por su especialización, 
es el más capacitado para resolver litigios 
en estas cuestiones. 

•  Respuesta judicial más ágil. El orden 
social tiene menores tiempos de respuesta 
y procedimientos más adecuados para 
estas cuestiones. 

Agilizar y reducir los costes de los pro-
cedimientos judiciales

El Proyecto de Ley Reguladora del Pro-
cedimiento Laboral simplifica y agiliza 
los trámites al reducir el número de pro-
cedimientos necesarios o concurrentes 
para resolver un mismo hecho. También 
aclara las dudas sobre cuál es el orden 
competente en ciertas materias. Reduce 
los costes de todas las partes implicadas 
(trabajadores y empresarios) al resolverse 
la disputa, en la mayor parte de los casos, 
en un solo procedimiento y no hasta en 
tres como sucede ahora, lo que contri-
buye al proceso de recuperación econó-
mica. Asimismo, permite racionalizar los 
recursos y las competencias, y obtener el 
máximo rendimiento de otros proyectos 
modernizadores del sistema de Justicia, 
ya que la nueva Ley se adapta a la nueva 
Oficina Judicial y al uso de las nuevas 
tecnologías.

Ampliar la base social de la economía

El nuevo marco legal potencia la par-
ticipación de los actores sociales y de 
todos los trabajadores, independiente-
mente del tipo de relación laboral.

•  Sindicatos: exención de depósitos y 
tasas para litigar. 

•  Fondo de Garantía Salarial (FO-
GASA) y Entidades Gestoras de la Segu-
ridad Social: mayor capacidad y legitima-
ción procesal. 

•  Trabajadores autónomos: protec-
ción homogénea en el orden social. 
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•  Entidades públicas o privadas entre 
cuyos fines se encuentre la promoción y 
defensa de los intereses legítimos afec-
tados: se les legitima para intervenir y 
participar en los casos de discriminación 
y acoso, en línea con la legislación vi-
gente. 

Aumentar la seguridad jurídica en el mer-
cado laboral

Se resuelven las dudas interpretativas 
y se organizan las competencias entre las 
jurisdicciones Civil, Contencioso-Admi-
nistrativa y Social, lo que permitirá el tra-
tamiento homogéneo de casos similares. 
Se trata, por tanto, de una norma que se 
hace aún más necesaria en el actual con-

texto económico, ya que genera segu-
ridad y mejora las expectativas de todos 
los actores sociales y económicos.

Una nueva norma y no una simple reforma

A fin de dotar de mayor transparencia 
y eficacia al marco normativo se ha op-
tado por crear una norma completamente 
nueva en sustitución de la vigente Ley de 
Procedimiento Laboral. Se evitan de esta 
manera, la dispersión normativa y la in-
seguridad jurídica que podría producir 
una nueva reforma. Además, la elabora-
ción de una norma completa permite in-
corporar otras mejoras, tanto técnicas 
como estilísticas, que hagan el marco ju-
rídico lo más preciso posible.
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Resoluciones

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de Acuerdos 
de Inicio de Procedimientos Sanciona-
dores ante la imposibilidad de notificación 
en domicilio. (Publicada en el «BOE» núm. 
35 de 10 de febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de Resolu-
ciones de Tutelas de Derechos, ante la 
imposibilidad de notificación en domicilio. 
(Publicada en el «BOE» núm. 35 de 10 de 
febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de Resolu-
ciones de Procedimientos Sancionadores 
y Resoluciones de Archivo ante la imposi-
bilidad de notificación en domicilio. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 35 de 10 de 
febrero de 2011)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-

cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del Período de Información 
Pública Nº Expediente TI/00195/2010. 
(Publicada en el «BOE» núm. 35 de 10 de 
febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de acuerdos 
de inicio de procedimientos sancionadores 
ante la imposibilidad de notificación en 
domicilio. (Publicada en el «BOE» núm. 36 
de 11 de febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de Resolu-
ciones de Procedimientos Sancionadores 
y Resoluciones de Archivo ante la imposi-
bilidad de notificación en domicilio. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 37 de 12 de 
febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de Acuerdos 
de Inicio de Procedimientos Sanciona-
dores ante la imposibilidad de notificación 

AGENCIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE DATOS
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en domicilio. (Publicada en el «BOE» núm. 
39 de 15 de febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de Resolu-
ciones de Procedimientos Sancionadores 
y Resoluciones de Archivo ante la imposi-
bilidad de notificación en domicilio. (Pu-
blicada en el «BOE» núm. 39 de 15 de 
febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del Período de Información 
Pública Nº Expediente TI/00009/2011. 
(Publicada en el «BOE» núm. 41 de 17 de 
febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del Período de Información 
Pública N.º Expediente TI/00010/2011. 
(Publicada en el «BOE» núm. 41 de 17 de 
febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública n.º de expediente TI/00014/2011. 
(Publicada en el «BOE» núm. 41 de 17 de 
febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 

de apertura del período de información 
pública n.º de expediente TI/00015/2011. 
(Publicada en el «BOE» núm. 41 de 17 de 
febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del Período de Información 
Pública Nº Expediente TI/00016/2011. 
(Publicada en el «BOE» núm. 41 de 17 de 
febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del Período de Información 
Pública. N.º Expediente TI/00017/2011. 
(Publicada en el «BOE» núm. 41 de 17 de 
febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del Acuerdo 
de Apertura del Período de Información 
Pública N.º Expediente TI/00023/2011. 
(Publicada en el «BOE» núm. 42 de 18 de 
febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de Resoluciones de 
Procedimientos Sancionadores, Resolu-
ciones de Archivo y Administraciones Pú-
blicas ante la imposibilidad de notificación 
en domicilio. (Publicada en el «BOE» núm. 
42 de 18 de febrero de 2011.)
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RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de Acuerdos 
de Inicio de Procedimientos Sanciona-
dores ante la imposibilidad de notificación 
en domicilio. (Publicada en el «BOE» núm. 
43 de 19 de febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de Resoluciones de 

Recursos de Reposición de Procedimientos 
Sancionadores y Resoluciones de archivo, 
ante la imposibilidad de notificación en 
domicilio. (Publicada en el «BOE» núm. 43 
de 19 de febrero de 2011.)

 

RESOLUCIÓN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de Resolu-
ciones de Tutelas de Derechos, ante la 
imposibilidad de notificación en domicilio. 
(Publicada en el «BOE» núm. 43 de 19 de 
febrero de 2011.)

Boletín núm. 2128–Pág. 158



–  1235  –

           

CRÓNICA

CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL
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SECRETARÍA GENERAL

ACUERDO de la Secretaría General del 
Consejo General del Poder Judicial, de 9 
de febrero de 2011, por el que se anuncia 
el procedimiento abierto para la contra-

tación de la realización de reconoci-
mientos médicos periódicos a los miem-
bros de la carrera judicial en activo. 
(Publicado en el «BOE» núm. 37 de 12 
de febrero de 2011.)

MINISTERIO DE JUSTICIA

SUBSECRETARÍA

ACUERDO de la Junta de Contratación por 
el que se anuncia la licitación del servicio 
de traslado de mobiliario y enseres en el 
ámbito del Ministerio de Justicia. (Publi-
cado en el «BOE» núm. 37 de 12 de fe-
brero de 2011.)

ANUNCIO DE NOTIFICACIÓN de la Subdi-
rección General de Recursos Humanos 
del Ministerio de Justicia de 10 de enero 
de 2011, de vista del expediente adminis-
trativo disciplinario seguido contra el fun-
cionario del Cuerpo General Auxiliar de la 
Administración General del Estado, Don 
Juan Luis Zamorano Acedos, destinado en 
este Ministerio. (Publicado en el «BOE» 
núm. 39 de 15 de febrero de 2011.)

ACUERDO de la Junta de Contratación por 
el que se adjudican los servicios postales 
generados en el ámbito del Ministerio de 

Justicia y de los órganos de la Administra-
ción de Justicia y de su ámbito compe-
tencial. (Publicado en el «BOE» núm. 41 
de 17 de febrero de 2011.)

ACUERDO de la Subsecretaría de Justicia 
por el que se adjudican la sobras para la 
remodelación del Centro de Procesos de 
Datos y reubicación de su cuadro eléctrico. 
(Publicado en el «BOE»núm. 43 de 19 de 
febrero de 2011.)

MUTUALIDAD GENERAL JUDICIAL

ANUNCIO de la Mutualidad General Judi-
cial, por el que se notifica a los intere-
sados que se relacionan el inicio del expe-
diente y trámite de audiencia para poder 
continuar en la Mugeju por fallecimiento 
del mutualista titular. (Publicado en el 
«BOE» núm. 32 de 7 de febrero de 2011.)
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